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1 Véase la resolución del señor presidente de la Honorable Cámara en la página 903 
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de las sinagogas más importantes del 
país (604-D.-83). (Pág. 892.) 

9.—Del señor diputado Rabanaque y 
otros: ratificación y pleno apoyo al 
ministro de Defensa por la suspensión 
de la venta de armas a Honduras (605-
D.-83). (Pág. 893.) 

10.—Del señor diputado Cardozo: inclu-
sión en el temario de la convocatoria 
a sesiones extraordinarias de un pro-
yecto de ley de promoción industrial 
(610-D.-83). (Pág. 893.) 

11.—Del señor diputado Cardozo: parali-
zación de acciones contra empresas 
nacionales vinculadas a entidades ban-
carias o financieras liquidadas o en 
vías de liquidación a partir del 24 
de marzo de 1976 y refinanciación de 
sus deudas (611-D.-83). (Pág. 894.) 

12.—Del señor diputado Punta: reparación 
y reactivación del sistema de puentes 
que comunica a la provincia de Bue-
nos Aires con la Capital Federal, cru-

zando el Riachuelo (615-D.-83). (Pá-
gina 895.) 

13.—Del señor diputado Ginzo: ampliación 
del puente sobre el río Salado en el 
kilómetro 236,700 de la ruta nacio-
nal 7 (630-D.-83). (Pág. 896.) 

14.—De los señores diputados Pedrini y 
Unamuno: inclusión en el temario de 
la convocatoria a sesiones extraordi-
narias de un proyecto de ley sobre 
cómputo de antigüedad a los efectos 
provisionales y pago de indemniza-
ción a los ciudadanos puestos a dis-
posición del Poder Ejecutivo nacional 
a partir del 24 de marzo de 1976 (631-
D.-83). (Pág. 896.) 

15.—Del señor diputado Rúbeo: inclusión 
en el temario de la convocatoria a 
sesiones extraordinarias de un proyec-
to de ley que contemple la suspensión 
de ejecuciones hipotecarias como con-
secuencia de la aplicación de la cir-
cular 1.050, sus modificatorias y de-
rivadas, la suspensión de juicios de 
desalojo, medidas procesales comple-
mentarias y soluciones transitorias 
para familias desalojadas (636-D.-83). 
(Pág. 896.) 

4.—Solicitud del Poder Ejecutivo de devolución del 
mensaje 294/83 y del proyecto de ley sobre de-
rogación de la ley 23.013 y restablecimiento de 
los beneficios para el personal de la Dirección 
General Impositiva y de la Administración Nacio-
nal de Aduanas previstos en el artículo 113 de la 
ley 11.683 (texto ordenado en 1978) y en el ar-
tículo 13 de la ley 22.091. Se aprueba. (Pág. 899.) 

5.—Pedido del señor diputado Dovena de giro a la 
Comisión de Presupuesto y Hacienda del proyecto 
de ley del señor diputado Boníno sobre realiza-
ción de estudios y trabajos para asegurar el nor-
mal desemboque de las aguas del canal de Mar 
Chiquita (provincia de Córdoba) - Cululú (pro-
vincia de Santa Fe). Se aprueba. (Pág. 899.) 

6.—Renuncia del señor diputado Ruiz (O. C.) como 
miembro de la Comisión de Legislación del Tra-
bajo, designación en su reemplazo del señor dipu-
tado Pepe y modificación de la integración de las 
comisiones de Finanzas y de Comunicaciones. Se 
aprueba. (Pág. 899.) 

7.—Pedido del señor diputado Storani de insercióri 
en el Diario de Sesiones de la Declaración de 
Quito y del Plan de Acción producidos por la Con-
ferencia Económica Latinoamericana. Se aprueba. 
(Pág. 899.) 

8.—Solicitud del señor presidente de la Honorable 
Cámara de autorización para aceptar su designa-
ción como integrante de la delegación argentina 
al acto de asunción del presidente de la Repú-
blica de Venezuela, doctor Jaime Lusinchi. Se 
aprueba. (Pág. 899.) 
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9.—Licencias para faltar a sesiones de la Honorable 
Cámara. (Pág. 900.) 

10. —Homenajes-

I.—A li memoria de monseñor Vicente F. Zazpe. 
(Pág. 900.) 

II.—A la República de la India. (Pág. 903.) 
11.—Plan de labor de la Honorable. Cámara. (Pág. 905.) 
12.—Pedidos de informes o de pronto despacho, con-

sultas y mociones de preferencia o de sobre tablas: 

I.—Moción de preferencia del señor diputado 
Cardozo para que se trate en la sesión del 
2 de febrero su proyecto de declaración 
sobre inclusión en el temario de las sesiones 
extraordinarias de un proyecto de ley de sus-
pensión de juicios por ejecución de mutuos 
hipotecarios. Se aprueba. (Pág. 906.) 

II.—Moción de preferencia para que se traten 
en la sesión del 2 de febrero los proyectos 
referentes a la cuestión vitivinícola. Se 
aprueba. (Pág. 908.) 

III.—Pedidos de pronto despacho formulados por 
intermedio de la Comisión de Labor Parla-
mentaria. (Pág. 907.) 

—Del proyecto de resolución del señor dipu-
tado Imbelloni y otros por el que se so-
licitan informes al Poder Judicial sobre 
traspaso del capital accionario de Papel 
Prensa S.A. en la sucesión de David Grai-
ver. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Cardozo sobre inclusión en el te-
mario de la convocatoria a sesiones éxtra-
ordinaiias de la suspensión de los proce-
sos judiciales de concursos y quiebras en 
etapa de liquidación. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Masini y otros sobre restableci-
miento de la Delegación San Rafael (Men-
doza) de la Universidad Tecnológica Na-
cional. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Manzano y otros sobre inclusión 
en el período de sesiones extraordinarias 
de un proyecto de ley sobre fracciona-
miento de vinos en origen. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Bordón González y otros sobre 
adopción por el Poder Ejecutivo de me-
didas orientadas a revitalizar la produc-
ción vitivinícola. 

—Del proyecto de resolución del señor dipu-
tado Casale por el que se solicitan infor-
mes al Poder Ejecutivo sobre préstamos 
concedidos a la República de Bolivia en-
tre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de 
diciembre de 1983. 

—Dd proyecto de resolución del señor dipu-
tado Cardozo por el que se solicitan in-

formes al Poder Ejecutivo sobre distintas 
cuestiones relativas a Fabricaciones Mili-
tares. 

—Del proyecto de íesolución de los señores 
diputados Melón y Gurioli por el que se 
solicitan informes al Poder Ejecutivo so-
bre la participación en el gasto nacional 
de los girós y remesas al exterior por pa-
gos por uso de marcas, patentes y royal-
ties. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Masini y otros sobre inclusión en 
el temario de la convocatoria a sesiones 
extraordinarias de un proyecto de ley de 
modificaciones al régimen de comerciali-
zación del vino "turista". 

—Del proyecto de resolución de la señora 
diputada Guzmán y otros por el que se 
solicitan informes verbales al señoi mi-
nistro de Relaciones Exteriores y Culto, 
sobre el estado de las negociaciones por 
el conflicto limítrofe austral con Chile 
y los alcances de la declaración de paz y 
amistad dada en Ciudad del Vaticano el 
23 de enero de 1984. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Casale sobre inclusión en el tema-
rio de la convocatoria a sesiones extraor-
dinarias de un proyecto de ley por el que 
se disponga el pago del aguinaldo a jubi-
lados y pensionados sobre la base del 50 
por cisnto del haber de junio y diciembre 
de jada año. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Cardozo sobre inclusión en el te-
mario de la convocatoria a sesiones ex-
traordinarias de un proyecto de ley de 
promoción industrial. 

—Del proyecto de declaración del señor di-
putado Cardozo sobre paralización de ac-
ciones contra empresas nacionales vincu-
ladas a entidades bancarias o financieras 
liquidadas o en vías de liquidación a par-
tir del 24 de marzo de 1976 y refinan-
ciación de sus deudas. 

—Del proyecto de resolución del señor dipu-
tado Gurioli y otros por el que se solici-
tan informes al Poder Ejecutivo sobre los 
contratos de préstamo Programa BID-
Conicet I y Proyecto Programa BID-Coni-
cet II. 

—Del proyecto de declaración del señor 
diputado Rúbeo sobre inclusión en el tema-
rio de la convocatoria a sesiones extraor-
dinarias de un proyecto de ley sobre sus-
pensión de ejecuciones hipotecarias como 
consecuencia de la aplicación de la cir-
cular 1.050, sus modificatorias y deriva-
das, suspensión de juicios de desalojo, 
medidas procesales complementarias y so-
luciones transitorias para familias desalo-
jadas. 
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—Del proyecto de resolución de la señora 
dip ítada de la Vega de Malvasio y otros 
sobr» restitución de la placa recordatoria 
eu memoria de la señora Eva Perón en 
su lugar tic origen cu el edificio de la 
Honorable Cámara. 

IV.—Manifestaciones del señor diputado Bisciotti 
con respecto a la consideración del dicta-
nr.n ce la Comisión de Transportes en el 
proyecto de resolución del que es autor, por 
el que se solicita la realización de obras 
necesarias para dotar al puerto de Quequén 
de la infraestructura adecuada. (Pág. 908.) 

V.—Moción de preferencia del señor diputado 
Romano para que se trate en la sesión del 
1? de febrero el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se modifica la carta 
orgánica del Banco Hipotecario Nacional. Se 
aprueba. (Pág. 908.) 

13.—Cuestión de privilegio del señor diputado Rodrí-
guez Artusi con motivo de apreciaciones formula-
das en una publicación periodística. Pasa a la 
Comisión de Asuntos Constitucionales. (Pág. 809.) 

14.—Consideración del dictamen de la Comisión de 
Legislación Penal en las enmiendas introducidas 
por el Honorable Senado en el proyecto de ley 
que Je fuera pasado en revisión por el que se 
modifica el Código d» Procedimientos en Materia 
Penal en lo concerniente a excarcelación. Se san-
ciona. (Pág. 910.) 

15.—Consideración del dictamen de las comisiones de 
Presupuesto y Hacienda, de Agricultura y Gana-
dería y de Comercio en el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se introducen modificaciones 
a la ley 21.740, relacionadas con el tratamiento fis-
cal de la contribución en favor de la Junta Nacional 
de Carnes. Se sanciona. (Pág. 915.) 

16.—Consideración del dictamen de las comisiones de 
Agricultura y Ganadería, de Comercio, de Presu-
puesto y Hacienda y de Ciencia y Tecnología en 
el proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que 
se restituye al Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria su plena autarquía institucional y 
financiiera. Se sanciona. (Pág. 919.) 

17.—Consideración del dictamen de las comisiones de 
Legislación del Trabajo y de Transportes en el 
proyecto de declaración del señor diputado Botta 
y otros sobre inclusión en el temario de la convo-
catoria a sesiones extraordinarias de un proyecto 
de ley por el que se reimplante el beneficio acor-
dado a los periodistas profesionales por el artículo 
14 de la ley 12.903. Se sanciona. (Pág. 944.) 

18.—Consideración del dictamen de la Comisión de Asun-
tos Constitucionales en el proyecto de declaración 
del señor diputado Casale por el que se solicitan 
informes sobre la situación procesal del ciudadano 
boliviano Luis Arce Gómez. Se sanciona. (Pági-
na 947.) 

19.—Consideración del dictamen de la Comisión do 
Transportes en el proyecto de resolución de la se-
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ñora diputada Briz de Sánchez y otros sobre repa-
ración de la ruta nacional 11 en el tramo Resis-
tencia (Chaco)-Formosa (Formosa). Se sanciona. 
(Pág. 948.) 

20.—Consideración del dictamen de la Comisión de Re-
laciones Exteriores y Culto en el proyecto de reso-
lución del señor diputado Ferré y otros por el que 
se expresa el repudio por la visita del ministro de 
Defensa británico a las islas Malvinas. Se sanciona. 
(Pág. 949.) 

21.—Consideración del proyecto de declaración del se-
ñor diputado Maglietti sobre habilitación de una 
línea de crédito de fomento para productores algo-
doneros de la provincia de Formosa. Se sanciona 
un texto sustitutivo. (Pág. 952.) 

22.—Consideración del dictamen de la Comisión de Re-
laciones Exteriores y Culto en la resolución del 
Honorable Senado por la que so invita a la Hono-
rable Cámara a reingresar al Parlamento Latino-
americano. Se sanciona. (Pág. 957.) 

23.—Consideración del dictamen de la Comisión de Re-
laciones Exteriores y Culto en la resolución del 
Honorable Senado por la que se invita a la Hono-
rable Cámara a reingresar como grupo parlamen-
tario argentino a la Unión Interparlamentaria Mun-
dial. Se sanciona. (Pág. 959.) 

24.—Pedido de inserción en el Diario de Sesiones del 
texto de la convocatoria de la Unión Interparlamen-
taria Mundial a la reunión a celebrarse en Ginebra 
el corriente año, y de los estatutos de dicho orga-
nismo. Se aprueba. (Pág. 960.) 

25.—Consideración del dictamen de la Comisión de 
Transportes en el proyecto de resolución del señor 
diputado Bisciotti por el que se solicita la reali-
zación de las obras necesarias para dotar al puerto 
de Quequén de una infraestructura adecuada. Se 
sanciona. (Pág. 960.) 

26.—Moción del señor diputado Zubiri de que no se 
llame a sesión el día 27 de enero. Se aprueba. (Pá-
gina 963.) 

27.—Apéndice: 
I. — Sanciones de la Honorable Cámara. (Pági-

na 963.) 
II. - Inserciones. (Pág. 972.) 

III. — Asuntos entrados: 

1.—Proyecto de resolución del señor dipu-
tado Cardozo: pedido de informes al Po-
der Ejecutivo sobre distintas cuestiones 
relativas a Fabricaciones Militares (647-
D.-83). (Pág. 988.) 

2.—Proyecto de resolución de la señora di-
putada Guzmán y otros: pedido de infor-
mes verbales al señor ministro de Rela-
ciones Exteriores y Culto sobre el estado 
de las negociaciones por el conflicto li-
mítrofe austral con Chile y los alcances 
de la declaración de paz y amistad dada 
en Ciudad del Vaticano el 23 de enero 
de 1984 (659-D.-83). (Pág. 989.) 
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—En Buenos Aires, a los veintiséis días del 
mes de enero de 1984, a la hora 18 y 40: 

1 

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda abierta la 
sesión con la presencia de 156 señores diputa-
dos. 

Invito al señor diputado por el distrito electoral 
de la Capital Federal don Alvaro Carlos Also-
garay a izar la bandera nacional en el mástil 
del recinto. 

—Puestos de pie los señores diputados y el 
público asistente a las galerías, el señor dipu-
tado Alvaro Carlos Alsogaray procede a izai 
la bandera nacional en el mástil del recinto. 
(Aplausos.) 

2 
VERSIONES TAQUIGRAFICAS 

Sr. Presidente (Pugliese). — Si no se formulan 
observaciones a las versiones taquigráficas de 
las sesiones celebradas los días 22 de diciembre 
y 4 y 5 de enero, se autenticarán y archivarán. 

—Sin observaciones, se aprueban las versio-
nes taquigráficas correspondientes a las sesio-
nes de los días 22 de diciembre y 4 y 5 de 
enero. 

3 
ASUNTOS ENTRADOS 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
dará cuenta de los asuntos que figuran en los 
boletines números 9 y 10 de asuntos entrados, 
que obran en poder de los señores diputados. 

Tiene la palabra el señor diputado por Entre 
Ríos. 

Sr. Jaroslavsky. — Solicito que se omita la 
enunciación de los asuntos entrados, habida 
cuenta de que los respectivos boletines se hallan 
en las bancas de los señores diputados, sin per-
juicio de su inclusión en el Diario de Sesiones. 

Si la Presidencia y la Cámara lo estiman per-
tinente, formulo indicación de que el mismo 
procedimiento se adopte también en lo sucesivo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Si hay asenti-
miento, se procederá en la forma indicada por 
el señor diputado por Entre Ríos. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Habiendo asenti-
miento, así se hará. 

1 

Mensajes del Poder Ejecutivo 

1 

Buenos Aires, 18 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 

El Poder Ejecutivo naciona1 tiene el honor de dirigirse 
a vuestra honorabilidad, acompañando copia autenticada 
del decreto 276, dictado con fecha 18 de enero de 1984, 
por el cual se amplia el temario de la convocatoria a 
sesiones extraordinarias del Honorable Congreso de la 
Nación, dispuesta por decreto 146 del 13 de diciembre 
de 1983. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 277 
RAÚL R . ALFONSÍN. 
Antonio A Tróccoli. 

Buenos Aires, 18 de enero de 1984. 

VISTO el decreto 146 del 13 de diciembre de 1983, 
mediante el cual fue convocado a sesiones extraordinarias 
el Honorable Congreso de la Nación, y 

CONSIDERANDO: 

Que resulta necesario ampliar el temario incluyendo 
otros asuntos de suma importancia para la ejecución de 
los planes de gobierno. 

Por ello, 

El presidente de la Nación Argentina 

DECRETA: 

Artículo 1« — Amplíanse los términos del artículo 2« 
del decreto 146 del 13 de diciembre de 1983, incorpo-
rándose a la convocatoria ordenada por su artículo 1» 
los siguientes asuntos: 

1. — Reforma de los artículos 51 y 72 de la ley or-
gánica municipal 19.987. 

2. — Derogación de la ley 18.019 y sistema de ca-
lificación cinematográfica de películas para 
menores. 

Art. 2? — Comuniqúese, publíquese, dése a la Direc-
ción Nacional del Registro Oficial y archívese. 

Decreto 276 
RAÚL R . ALFONSÍN. 
Antonio A. Tróccoli. 

—A la Presidencia. 

2 

Buenos Aires, 18 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabili-
dad a fin de enviar a su consideración el proyecto de 
ley derogatoria de la ley 18.019, del 24 de diciembre 
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de 1968. Dicha ley, que crea el Ente de Calificación 
Cinematográfica, viola principios y garantías de la 
Constitución Nacional. 

La existencia de un órgano con facultades para prohi-
bir películas —por razones tan difusas como que aqué-
llas atentan contra la familia o el interés de las insti-
tuciones fundamentales del Estado— infringe tanto la 
libertad de expresión de ideas sin censura previa, con-
sagrada por extensión natural de la libertad de prensa 
del artículo 14 de la Constitución Nacional, como ia 
libertad de realizar conductas que no perjudiquen a 
terceros u ofendan el orden o la moral pública, recono-
cida en el artículo 19 de la Constitución Nacional. 

El derecho de expresar opiniones, concepciones, im-
presiones o sentimientos es esencial para el funciona-
miento adecuado del sistema democrático y para que 
él sirva de marco a la autorrealización personal. Para 
que ese derecho no se transforme en un deber de 
expresar sólo las ideas o actitudes dominantes o privi-
legiadas, él debe amparar aun la manifestación de aque-
llas que nos parecen falsas, desagradables o irritantes. 
El único límite es el de la comisión de actos penalmente 
antijurídicos —como las publicaciones obscenas, el desa-
cato, la injuria, la apología del crimen o la instigación 
a cometer delitos—, para cuya prevención están las nor-
mas penales y procesales pertinentes. 

Forma parte esencial de una concepción democrática 
de la sociedad la idea de que los hombres tienen auto-
nomía para elegir y desarrollai su propio ideal de vida, 
de modo que el Estado debe abstenerse de perseguir 
comportamientos que no afecten los derechos de otros 
o a la sociedad como tal. De esta idea deriva el prin-
cipio consagrado en el artículo 19 de la Constitución 
Nacional, que veda al Estado interferir en acciones pri-
vadas que no ofendan el orden o la moral pública, o 
sea, que sólo podrían implicar una autolesión moral y no 
perjudican a terceros. Como dice el profesor Germán 
Bidart Campos en su comentario severamente crítico a 
la ley que se deroga ("ADLA", XXIX-A, 72), "el Estado 
no tiene como misión hacer virtuosos a los hombres, ni 
puede prohibir todo lo que la moral condena. El Estado 
debe conformarse con un fin más modesto y cuidar la 
moral sólo en orden al bien común, y no la virtud per-
sonal de sus habitantes". 

Sólo pueden ser protegidos contra exhibiciones o ma-
teriales pornográficos quienes no tienen discernimiento 
o no tienen la oportunidad para prestar ese consenti-
miento: ellos son, en primer lugar, los menores y, en 
secundo término, los adultos que puedan verse sorpren-
didos por espectáculos o imágenes que lesionen sus 
sentimientos. Incluso, el artículo 128 del Código Penal, 
relativo a las exhibiciones obscenas, debería ser inter-
pretado —conforme a ¡a Constitución— como exigiendo 
que haya un peligro concreto de lesionar a quienes co 
hayan consentido válidamente presenciar estas exhibi-
ciones (la interpretación que exige este peligro está 
avalada por autores como S. Soler, Derecho penal ar-
gentino, tomo III, página 340). 

La ley 18.019 va mucho más allá de la protección 
de los menores y de los adultos inadvertidos. Ella es 
una típica expresión de la actitud soberbia de algunos 
que se creen en condiciones de imponer al resto de la 
pablación su propio criterio moral. 

Los niños y jóvenes, y los adultos que no quieran ser 
víctimas de los mercaderes de la pornografía y del culto 
a la violencia, deben ser celosamente defendidos. Pero 
deben serlo con instrumentos distintos de esa ley totali-
taria. En el caso del cine, a través de un sistema de 
calificación que establezca la aptitud de una película 
para ser vista por menores, como un criterio de orien-
tación a los padres, cuya responsabilidad primaria como 
educadores no debe ser inhibida por el Estado, sin 
perjuicio del papel tutelar que la legislación les reco-
nooe. De la misma manera, debe adoptarse una serie 
4e medidas tendientes a desarrollar la aptitud crítica 
en el espectador y, particularmente, en los niños y ado-
lescentes, que Ies permita asimilar con madurez cre-
ciente los contenidos de los espectáculos cinematográfi-
cos. También a nivel municipal, mediante medidas que 
fijen horarios de exhibición y cantidad de salas auto-
rizadas, que limiten la publicidad de las películas de 
la índole indicada y, asimismo, por medidas fiscales que 
desalienten el comercio pornográfico en beneficio de 
espectáculos de mayor interés colectivo desde el punto 
de vista intelectual o espiritual. 

En el proyecto se prevé el funcionamiento de comi-
siones calificadoras en el Instituto Nacional de Cinema-
tografía, con el fin de proteger a los menores y a los 
terceros desprevenidos. La actuación de tales comisiones 
estará, en principio, limitada a la Capital Federal y 
demás territorios federales, dado que el artículo 32 de 
la Constitución Nacional prohibe al Congreso de la Na-
ción restringir la libertad de imprenta, prohibición que 
debe extenderse a un medio de transmisión de ideas 
como es el cine, que, si bien era obviamente descono-
cido en la época en que se dictó la Constitución, tiene 
—todavía en mayor grado que la prensa y a diferencia 
de la radio y la televisión— la característica de que su 
difusión puede estar limitada al ámbito de cada pro-
vincia. De cualquier modo, para evitar lagunas perni-
ciosas en el proceso de adaptación al nuevo sistema, se 
establece la aplicabilidad de las normas reglamentarias 
a las provincias, en tanto éstas no posean o dicten 
regulaciones propias. 

El proyecto establece que el Poder Ejecutivo regla-
mentará la actividad de las comisiones calificadoras, 
delegándoles la configuración de infracciones relacio-
nadas con su actuación dentro de ciertos márgenes 
punitivos. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 278 
RAÓL R . ALFONSÍN. 
Antonio A. Tróccotí-

PROYECTO D E L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1? — Derógase la ley 18.019. 
Art. 2"? — En el Instituto Nacional de Cinematografía 

funcionará un sistema de calificación de películas cine-
matográficas que se pretenda exhibir en la Capital Fe-
deral y demás territorios federales, el que deberá ser 
integrado por representantes de los organismos compe-
tentes del Estado en lo que se refiere a cultura, edu-
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cación y protección de la minoridad, y en el caso de 
incluirse representantes de instituciones privadas, por 
personal con reconocida idoneidad profesional, asegu-
rando el debido respeto al pluralismo ideológico y re-
ligioso de la sociedad argentina, a los fines de: 

a) Establecer su aptitud para ser vistas por me-
nores, contemplando el caso, si se lo considera 
conveniente, de que asistan a su exhibición en 
compañía de sus padres; 

b) Prevenir a los adultos sobre su contenido me-
diante una calificación específica. 

El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición, esta-
bleciendo sanciones que no superen los treinta (30) días 
de clausura del local y los quinientos mil pesos argentinos 
($a 500.000) de multa para los distribuidores y exhi-
bidores que no cumplieran con las obligaciones impues-
tas en relación con las calificaciones que corresponden 
al Instituto; entenderá en las infracciones correspon-
dientes a la justicia correccional. El monto de las multas 
será actualizado trimestralmente por el Instituto Na-
cional de Cinematografía sobre la base del aumento re-
gistrado en el índice de precios al por mayor, nivel ge-
neral, publicado oficialmente por el Instituto Nacional 
de Estadística y Censos. La primera actualización será 
efectuada a los noventa (90) días a partir de la publi-
cación de la presente ley. 

Las normas reglamentarias que oportunamente se 
dicten, incluso en su aspecto sancionatorio, así como 
las calificaciones que se hagan sobre la base de aquellas 
normas, serán aplicables a las películas que se pre-
tendan exhibir en las jurisdicciones provinciales, en tan-
to no exista en ellas o no se dicten en el futuro regu-
laciones propias. 

Art. 39 — El Poder Ejecutivo nacional está facultado 
para disponer todas las medidas administrativas atinen-
tes a la disolución del Ente de Calificación Cinematográ-
fica que la ley 18.019 creaba. 

Art. 4 » — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

—A las comisiones de Educación, de Legis-
lación General, de Legislación Penal y de 
Asuntos Constitucionales. 

3 

Buenos Aires, 19 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 
Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad 

a fin de elevar a vuestra consideración el proyecto de 
ley por el cual se tiende a complementar el régimen 
de incompatibilidades establecido por la ley 19.987 a 
los jueces y camaristas integrantes de la justicia muni-
cipal de faltas incorporando en tal sentido la prohi-
bición de ejercer a los mismos cualquier actividad po-
lítica y/o profesional, con las excepciones que expre-
samente se determinan. 

Se propicia, asimismo, la equiparación de la situación 
de dichos magistrados con la de los miembros de otros 
organismos de carácter administrativo que guardan con 
la justicia municipal de faltas una manifiesta analogía 

institucional, como son el Tribunal Fiscal y el Tribunal 
de Cuentas de la Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires. 

La aprobación del proyecto de ley que se somete a 
vuestra consideración se funda en la necesidad de ase-
gurar las condiciones adecuadas para que los magistra-
dos municipales puedan desempeñar sus funciones con 
la plena dedicación que la naturaleza de las mismas 
hace aconsejable, dentro del marco de independencia 
que su jerarquía y decoro exigen de modo incuestio-
nable. 

Se destaca asimismo la conveniencia de unificar el 
régimen de incompatibilidades aplicable a los magis-
trados integrantes de los tribunales administrativos del 
ámbito municipal. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 287 
RAÚL R . ALFONSÍN. 
Antonio A. Tróccoli. 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 
Artículo 1® — Sustitúyese el texto de los artículos 51 

y 72 de la ley orgánica municipal 19.987, los que que-
darán redactados de la siguiente forma: 

Articulo 51. — Los Jueces y camaristas de la Justi-
cia municipal de faltas serán designados por el 
intendente municipal con acuerdo del Concejo De-
liberante. No podrán realizar actividades políticas, 
ni desempeñar otro empleo público o privado ex-
cepto la participación en comisiones de estudios 
especiales y la docencia, ni ejercer el comercio o 
cualquier actividad profesional, salvo cuando se 
tratare de la defensa de intereses personales o de 
su cónyuge, padres o hijos. 

Artículo 72. — Los miembros del tribunal no po-
drán realizar actividades políticas, ni desempeñar 
otro empleo público o privado excepto la partici-
pación en comisiones de estudios especiales y la 
docencia, ni ejercer el comercio o cualquier acti-
vidad profesional, salvo cuando se tratare de la 
defensa de intereses personales o de su cónyuge, 
padres o hijos. 

Su retribución será igual a la de los camaristas 
de la justicia municipal de faltas. El presidente 
gozará, además, de un suplemento mensual equi-
valente al 15 % del sueldo de los demás miem-
bros; para el vicepresidente el suplemento será 
del 10 %. 

Art 2» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 
—A la Comisión de Asuntos Municipales y 

de los Territorios Nacionales. 

4 
Buenos Aires, 19 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 
El Poder Ejecutivo nacional tiene el honor de diri-

girse a vuestra honorabilidad, para someter a su consi-
deración el adjunto proyecto de ley, mediante el cual 
se fija a partir del l 9 de enero del corriente año, la 
remuneración total para el juez de la Corte Suprema 
de Justicia. 
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El Poder Ejecutivo nacional da así cumplimiento a 
lo dispuesto por el artículo 90 de l i Constitución Na-
cional y, de acuerdo con las pautas establecidas para 
el personal dependiente del Poder Ejecutivo nacional 
en dicho mes, se fija un incremento de las remunera-
ciones de la misma magnitud. 

Habida cuenta de que so prevén aumentos periódicos 
en las remuneraciones de los agentes de la administra-
ción pública nacional, sin mengua del posible ejercicio de 
la misión y facultades asignadas por la Constitución Na-
cional a vuestra honorabilidad, atendiendo asimismo, al 
principio de intangibilidad de las compensaciones de 
los jueces de la Nación, se ha previsto facultar en 
forma transitoria durante el corriente ejercicio al Poder 
Ejecutivo nacional para determinar la remuneración to-
tal del juez de la Corte Suprema de la Nación. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 
Mensaje 296 

RAÚL R . ALFONSÍN. 
Carlos R. S. Aleonada Aramburú. — Bernar-

do Grinspun. 

PROYECTO DE L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo — Fíjase, a partir del 1? de enero de 1984, 
la remuneración total para el juez de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación en la suma de veintisiete mil 
novecientos setenta y dos pesos argentinos (§a 27.972). 

Art. 2? — Fíjase a partir del 1? de enero de 1984, la 
asignación especial remunerativa que les corresponde per-
cibir a los magistrados, funcionarios y empleados del 
Poder Judicial de la Nación, por aplicación de las dis-
posiciones del artículo 2 ' del decreto 192 de fecha 16 
de diciembre de 1983, en la suma de cuatrocientos cua-
renta y ocho pesos argentinos ($a 448). 

Art. 3<> — Facúltase transitoriamente, durante el ejer-
cicio de 1984, al Poder Ejecutivo nacional a fijar la 
remuneración total para el juez de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, toda vez que se incrementen 
las remuneraciones de los agentes de la administración 
pública nacional. 

Art. 4? — Las erogaciones que origine la aplicación 
de la presente ley se imputarán a las partidas especí-
ficas asignadas al Poder Judicial de la Nación en el 
Presupuesto General de la administración nacional vi-
gente. 

Art. 5 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

—A las comisiones de Justicia, de Asuntos 
Constitucionales —especializadas— y de Pre-
supuesto y Hacienda. 

5 

Buenos Aires, 20 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad, 
a fin de someter a vuestra consideración el proyecto de 
ley en virtud del cual se suspende la vigencia de la 
denominada ley de tránsito 22.934, por el plazo de cien-
to ochenta (180) días. 

841 

A partir de la asunción de las autoridades del actual 
gobierno, una de las cuestiones que de inmediato hubo 
de considerarse fue la citada ley, dictada el 29 de sep-
tiembre de 1983, publicada en el Boletto Oficial el 10 
de octubre del mismo año y que comenzarla a regir el 
pasado día 8 del corriente. 

Con tal motivo, se procedió al análisis de dicho cuerpo 
normativo con carácter de urgencia, atento la premura 
de los plazos y, si bien aún no ha concluido dicha tarea, 
se advierten, inicialmente, algunos serios reparos en ma-
teria de principios de técnica legislativa, a lo cual se 
une que algunas provincias han manifestado su desa-
cuerdo para adherir a la aplicación de dicha ley en sus 
respectivos territorios. 

Además, la Honorable Cámara de Diputados de la 
Nación ha declarado el pasado día 4 del mes en curso, 
"que vería con agrado que el Poder Ejecutivo incluya 
en el temario de sesiones extraordinarias un proyecto de 
ley de suspensión por el término de seis (6) meses, de 
la puesta en vigencia de la denominada ley de tránsito 
22.934, sancionada por las autoridades del Proceso con 
fecha 29 de septiembre de 1983, por cuanto surge la 
necesidad de posibilitar el reanálisis del tema por el 
Poder Legislativo". 

De tal manera se evitará la puesta en ejecución de la 
cuestionada ley, permitiendo que vuestra honorabilidad 
pueda revisar su texto, sin apremio de tiempo, para con-
siderar las eventuales modificaciones que se estimen per-
tinentes. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 312 
RAÚL R . ALFONSÍN. 

Antonio A. Tróccoli. — Roque Guillermo 
Carranza. 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo lo — Suspéndese por el plazo de ciento ochen-
ta (180) días la vigencia de la denominada ley de trán-
sito 22.934. 

Art. 2» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

—A la Comisión de Transportes. 

6 

Buenos Aires, 25 de enero de 1984. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 
Tengo el honor de dirigirme a vuestra honorabilidad 

para someter a su consideración el proyecto de ley 
que acompaño al presente mensaje. 

El 5 de mayo de 1980 se sancionó la ley 22.221, dis-
poniendo el cese del Consejo Nacional de Educación 
como institución creada por decreto 11.844 del 28 de 
enero de 1881, pasando a otros organismos la función 
que tenía asignada hasta ese momento. 

Señalar una vez más lo que el Consejo Nacional de 
Educación ha significado en la vida cultural del país 
resultaría innecesario, porque pocas instituciones como 
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ésta tienen ganado un lugar definitivo en la historia 
de la República. Fue el brazo ejecutor do los altos idea-
les inspiradores de la ley 1.420 y respondió a los prin-
cipios esenciales de las concepciones político-educati-
vas que le dieron origen. Merced a ellas se entendió 
que, si bien la responsabilidad última en la fijación de 
los objetivos quedaba en manos del Estado, era conve-
niente que éste delegara la responsabilidad directa de 
su realización en organismos colegiados y descentrali-
zados ajenos a las pasiones partidistas, para convertirlos 
en órganos eminentemente técnicos. 

A través del tiempo, conquistó renombre y jerarquía 
por la trascendencia de la obra realizada, por la valía 
de la mayor parte de sus integrantes y el prestigio de 
muchos de sus presidentes, entre los que se contaron 
grandes figuras de la talla de Domingo Faustino Sar-
miento, Miguel Navarro Viola, José A. Wilde, Carlos 
Guido y Spano, Julio A. Costa, Benjamín Zorrilla, Mír-
eos Sastre, José María Gutiérrez, José María Ramos 
Mejía, Enrique de Vedia, Paul Groussac, Francisco P. 
Moreno, Pedro Arata, Angel Gallardo, Ramón J. Cárca-
no, Luz Vieyra Méndez, para citar sólo algunos. 

En el proyecto que se adjunta no se trata de resta-
blecer la ley 1.420, ya que está vigente y rige en sus 
fundamentos la instrucción primaria de la Nación, sino 
de reponer el organismo directivo, colegiado y des-
centralizado que ésta incluyó, ratificando la existencia 
de aquellas atribuciones que están previstas en la alu-
dida ley originaria. 

El restablecimiento del Consejo Nacional de Educa-
ción no supone, en modo alguno, erigir en el ámbito 
educativo una estructura anacrónica. El Consejo re-
creado será el instrumento para atender los urgentes 
reclamos de nuestro siglo con proyección hacia el que 
vendrá. 

El analfabetismo, la deserción escolar, la insuficien-
cia de establecimientos para la educación del discapa-
citado, la escasez de escuelas albergue en zonas inhós-
pitas de nuestro país no son realidades del año 1881, 
superadas por el tiempo, sino que lo son —entre mu-
chas otras— las del momento histórico en el que nos 
toca vivir. 

La educación popular dentro de la filosofía de la 
educación permanente es un reclamo vigoroso de la co-
munidad argentina y la igualdad de oportunidades un 
principio insoslayable para un gobierno de legítima ex-
tracción democrática. El Consejo por instalarse abrirá 
las posibilidades para el cabal cumplimiento de estos 
fines prioritarios. 

Una de las misiones esenciales que deberá cumplii 
será la de coordinar a través de conccrtaciones federa-
les con las provincias los contenidos mínimos del cu-
rriculum a efectos de unificar el sistema en toda la 
República y preservar, con esa acción cohesiva, la iden-
tidad nacional. 

La puesta en ejecución de esta ley no supondrá ma-
yores erogaciones en gastos de personal, ya que se 
utilizarán los servicios existentes en las áreas adminis-
trativas del Ministerio de Educación y Justicia. 

Por último, se señala que reinvidicar una institución 
que fue un verdadero pilar en el cual se basó la demo-
cracia argentina educando generaciones, mediante el 

ofrecimiento de igualdad de oportunidades sin distingo 
de raza, credo o condición económico-social, es medida 
de buen gobierno. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 343 

RAÚL R . ALFONSÍN. 
Carlos R. S. Aleonada Aramburú. 

PROYECTO DE L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo lo — Restablécese el Consejo Nacional de 
Educación, que funcionará de acuerdo con las prescrip-
ciones de la ley de educación 1.420, para el cabal cum-
plimiento de sus preceptos y de las misiones y funcio-
nes que por esta ley se le encomiendan. 

Art. 2® — Estará integrado por un (1) presidente y 
seis (6) vocales, uno de los cuales tendrá las funciones 
de vicepresidente, todos a designar por el Poder Eje-
cutivo nacional. 

Art. 3 ' — El Consejo Nacional de Educación actuará 
como organismo descentralizado; los créditos para aten-
der los gastos del Consejo serán incluidos en el Presu-
puesto General de la Administración Nacional, debiendo 
elevar anualmente al Poder Ejecutivo nacional, por in-
termedio del Ministerio de Educación y Justicia, su 
proyecto de presupuesto de gastos y cálculo de recur-
sos; estos últimos estarán constituidos por: 

a) La contribución anual del Tesoro nacional; 
b) Las sucesiones vacantes, inclusive las que se en-

cuentran en trámite y las futuras en jurisdic-
ción de la Capital Federal y del territorio na-
cional de la Tierra del Fuego, Antártida e Is-
las del Atlántico Sur, el producido de la ena-
jenación de los bienes de ellas provenientes, o 
las rentas que éstos produzcan, por cualquier 
concepto; 

c) Las economías que realice cada año de la con-
tribución del Tesoro nacional; 

d) Las rentas, frutos e intereses de los bienes de 
su patrimonio; 

e) El producido de la venta de bienes muebles e 
inmuebles y otros elementos; 

f) Los subsidios y toda otra contribución, legado, 
donación, derechos y tasas que perciba, y cual-
quier otro concurso o beneficio que pueda co-
rresponderle por cualquier título; 

g) El producido por aplicación de la ley 11.597. 

Art. 4? — Transfiérese al Consejo Nacional de Edu-
cación la Dirección Nacional de Educación Preprimaria 
y Primaria, la Dirección Nacional de Educación del 
Adulto, la Dirección Nacional de Educación Especial 
y la Biblioteca Nacional del Maestro. El personal que 
se transfiere, actualmente dependiente del Ministerio 
de Educación v Justicia, será incorporado a la estruc-
tura funcional del Consejo, juntamente con los bienes 
patrimoniales que correspondan a esos organismos. 
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Art. 5 ' — Los ministerios de Educación y Justicia y 
de Economía adoptarán las medidas conducentes al 
desdoblamiento de los créditos' asignados por el presu-
puesto general de la Nación al primero, para lo que 
resta del año 1984, en concepto de gastos en personal, 
otros gastos y demás erogaciones de los organismos trans-
feridos por la presente ley. 

Art. 6» — El personal transferido por el artículo 4« 
mantendrá los sueldos, asignaciones y situación de re-
vista que actualmente tiene en los organismos citados 
en dicho artículo. 

Art. lo — Hasta tanto se concreten las modificacio-
nes presupuestarias, autorízase a1 Ministerio de Educa-
ción y Justicia para continuar abonando los gastos en 
personal, otros gastos y demás erogaciones de los ser-
vicios correspondientes al Consejo Nacional de Edu-
cación. 

Art. 8» — Transitoriamente, la gestión técnico-admi-
nistrativa, jurídica, patrimonial y actos conexos del Con-
sejo Nacional de Educación, será atendida y registrada 
por los organismos existentes en el Ministerio de Edu-
cación y Justicia en sus respectivas áreas. 

Art. 9 ' — El Consejo Nacional de Educación fijará 
la política educacional, los planes de estudio y la eje-
cución de los servicios transferidos por la ley 21.810 
y por el artículo 12 del decreto 1.230/78. 

Art. 10. — El Consejo Nacional de Educación, ob-
servando el régimen federal, coordinará con las pro-
vincias la política educativa del nivel primario, espe-
cialmente en lo relativo a los contenidos mínimos 
relacionados con las asignaturas básicas, con el fin de 
dar unidad al sistema en toda la República, la crea-
ción de jardines maternales y de infantes y . escuelas 
albergue en los lugares quo la condición socioeconó-
mica de la población así lo imponga. 

Atenderá a la alfabetización funcional y a la termi-
nación de la educación primaria de la población de 
más de 14 años; atenderá también la educación especial 
(discapacitados) y prestará asistencia técnico-pedagó-
gica a las provincias y al territorio nacional de la Tierra 
del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur. Además 
prestará asistencia económico-social a la población in-
fantil de acuerdo con lo establecido en las leyes 12.558, 
14.470 y 18.612. A la vez, sostendrá planteles de edu-
cación preprimaria y primaria, con fines de experimen-
tación educativa y organizará un servicio de perfeccio-
namiento docente. 

Art. 11. — Derógase la ley 22.221, así como también 
toda otra disposición que se oponga a la presente ley. 

Art. 12. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

—A las comisiones de Educación y de Pre-
supuesto y Hacienda. 

n 
Comunicaciones del Honorable Senado 

Proyectos en revisión: 

Reingreso como Grupo Parlamentario Argentino a la 
Unión Interparlamentaria Mundial (5-S.-83). (A la Comi-
sión de Relaciones Exteriores y Culto.) 

—Reingreso al Parlamento Latinoamericano como Par-
lamento Nacional Argentino (6-S.-83). (A la Comisión 
de Relaciones Exteriores y Culto.) 

Sanción con modificaciones: 
Mensaje 163 y proyecto de ley del Poder Ejecutivo 

por el que se modifica el Código de Procedimientos en 
Materia Penal sobre excarcelaciones (7-P.E.-83). (A la 
Comisión de Legislación Penal.) 

Sanción definitiva: 
Mensaje 215 y proyecto de ley por el que se modifica 

la Carta Orgánica de la Caja Nacional de Ahorro y 
Seguro en lo que hace a la constitución de su directorio 
(31-P.E.-83). (M archivo.) 

m 

Dictámenes de comisión 

TRANSPORTES: 

En el proyecto de resolución del señor diputado 
Bisciotti, por el que se solicita se realicen las obras ne-
cesarias para dotar a puerto Quequén de infraestructura 
adecuada (401-D.-83). (M orden del día.) 

—En el proyecto de declaración del señor diputado 
Rauber, por el que se solicita se dispongan diversas me-
didas en la ruta nacional 12 en la provincia de Misiones 
(542-D.-83). (Al orden del día.) 

—En el proyecto de declaración del señor diputado 
Rauber, por el que se solicita se disponga el llamado 
a licitación para la ejecución de diversas obras y la pa-
vimentación de la ruta 101 entre las localidades de Ber-
nardo de Irigoyen y acceso a la población de Almirante 
Brown con empalme a la ruta provincial 19 de la pro-
vincia de Misiones (543-D.-83). (Al orden del día.) 

—En el proyecto de declaración del señor diputado 
Corpacci y otros, por el que se solicita el restableci-
miento de diversos servicios de trenes de pasajeros y de 
carga en las provincias de Catamarca y La Rioja (548-
D.-83). (Al orden del día.) 

—En el proyecto de resolución del señor diputado 
Brizuela y otros, sobre finalización de pavimentación de 
la ruta nacional 38 en el tramo Viuda de Varela (Cata-
marca)-Rumi Punco (Tucumán) (571-D.-83). (Al orden 
del día.) 

—En el proyecto de resolución de la señora diputada 
Briz de Sánchez, sobre reparación de la ruta nacional 11 
en el tramo Resistencia (Chaco )-Formosa (Formosa) 
(530-D.-83). (Al orden del día.) 

En los términos del artículo 183 del reglamento: en el 
proyecto de ley del señor diputado Pepe y otros por el 
que solicitan pedido de informes al Poder Ejecutivo so-
bre distintas cuestiones relacionadas con el transporte 
ferroviario (411-D.-83). (A la Presidencia.) 

RELACIONES E X T E R I O R E S V CULTO: 

En la resolución del Honorable Senado, por la que se 
invita a la Honorable Cámara a reingresar al Parlamento 
Latinoamericano (6-S.-83). (Al orden del día.) 

—En el proyecto de resolución del señor diputado 
Ferré y otros, por el que expresa su repudio por la visita 
del ministro de Defensa británico a las islas Malvinas 
(551-D.-83). (Al orden del día.) 
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IV 
Comunicaciones de señores diputados 

Dovena: solicita que el expediente, caratulado Bo-
nillo 46S-D.-83 Obras Públicas, sea girado también a 
la Comisión de Presupuesto y Hacienda (561-D.-83). 
(Sobre tablas.) 

—Ibáñez: en su carácter de presidente del bloque 
justicialista solicita el traslado de comisión de la se-
ñora diputada Carmen B. Acevedo de Bianchí y del 
señor diputado Sebastián A. Corpacci (Finanzas a Co-
municaciones y Comunicaciones a Finanzas) (573-D.-
83). (Sobre tablas.) 

—Bordón González: amplía los fundamentos del pro-
yecto de creación de la comisión permanente de asun-
tos regionales —expediente 281-D.-83— (579-D.-83). 
(A sus antecedentes.) 

—Storani: solicita inserción en el Diario de Sesiones 
de la Declaración de Quito y el Plan de Acción pro-
ducidos por la Conferencia Económica Latinoamericana 
en la reunión celebrada en Quito, Ecuador, entre los 
días 9 a 13 de enero de 1984 ( 601-D.-83). (Sobre ta-
blas.) 

—Arrechea: solicita que en razón de haberse in-
currido en un error de tipeado, se sustituya el artículo 1' 
del proyecto de ley de creación de un juzgado fe-
deral en la ciudad de Eldorado, provincia de Misiones 
—expediente 577-D.-83—. (618-D.-83.) (Sobre tablas.) 

—Ibáñez: solicita en su carácter de presidente del 
bloque justicialista el reemplazo del diputado Manuel 
Alias por el diputado Osvaldo Ruiz en la Comisión de 
Vivienda, en razón de la renuncia presentada por el 
primero (628-D.-83). (Sobre tablas.) 

—Ibáñez: en su carácter de presidente del bloque 
justicialista, comunica la renuncia del diputado Ramón 
Rosa Aguilar a la Comisión de Legislación Penal (629-
D.-83). (Sobre tablas.) 

V 

Comunicaciones oficiales 

Secretario de Energía: hace saber el propósito de 
convocar al Consejo Federal de la Energía Eléctrica y 
la posibilidad de que en sus reuniones participen tres 
senadores y tres diputados nacionales, según lo pre-
visto por el artículo 25 de la ley 15.336 (31-O.V.-83). 
(A la Comisión de Energía y Combustibles.) 

—Honorable Concejo Deliberante de San Nicolás de 
los Arroyos: mediante una comunicación propicia la 
sanción de una ley que disponga la reincorporación de 
trabajadores declarados cesantes o despedidos por cau-
sas políticas o gremiales durante los períodos 1966/73 
y 1976/83 (32-O.V.-83). (A las comisiones de Legisla-
ción del Trabajo, de Presupuesto tj Hacienda, de Asun-
tos Constitucionales y de Previsión y Seguridad Social.) 

—Honorable Concejo Deliberante de Avellaneda: 
mediante una resolución, hace saber su beneplácito 
por la derogación de la ley 22.924 (33-O.V.-83). (Al 
archivo,) 

—Cámara de Senadores de Tucumin: a través de 
una declaración solicita al Congreso do la Nación se 
gestione ante la empresa Ferrocarriles Argentinos la 
reincorporación de los ex trabajadores de los talleres 
de Tafí Viejo, una vez concretada su reapertura (34-
O.V.-83). (A la Comisión de Transportes.) 

VI 
Peticiones particulares 

Federación Agraria Argentina: formula observaciones 
al proyecto de ley del Pode/ Ejecutivo que establece ei 
Plan Alimentario Nacionr.l (134-P.-83). (A sus antece-
dentes.) 

—Kewel, Eugenio: dennneia la falta de respuesta ade-
cuada a sus denuncias ante el Poder Ejecutivo y el Poder 
Judicial por ui. intento de secuestro (135-P.-83). (A las 
comisiones de Asuntos Constitucionales y de Juicio Po-
lítico.) 

—Newton, Enrique Fowle/: formula observaciones il 
proyecto de ley penal financiera remitido al Congreso 
por el Poder Ejecutivo (143-D.-83). (A sus antecedentes.) 

—Castro Dassen, Horacio Ncrberto: propicia la mo-
dificación del légimen de hábeas Corpus y las normas 
sobre recusación de los Jueces en lo criminal (144-P.-83). 
(A la Comisión de Legislación Penal.) 

—Costa, Juan Rosendo Ernesto: solicita la intervención 
e investigación del Juzgado en lo Penal No 4 del Depar-
tamento Judicial de Morón, provincia de Buenos Aires 
(145-P.-83). (A la Comisión de Juicio Político.) 

—Taboada, Guillermo R. y Di Franco, Arnaldo Se-
vero: reiteran su proposición en el sentido de que donen 
un día de sueldo los trabajadores y el 10 por ciento de 
sus dietas los legisladores nacionales y provinciales v 
concejales (146-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Cámara Argentina de Comercio: ^ormula observa-
ciones al proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el 
que se establece una tasa leí 1,5 % sobre las operaciones 
de importación en concepto de servicio de estadística 
(147-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Petruccelli, Raúl: propone un sistema de actuali-
zación de los haberes previsionales (148-P.-83). (A la 
Comisión de Previsión y Seguridad Social.) 

—Chapeaurouge, Carlos A. de: acompaña un antepro-
yecto de ley de vivienda popular (149-P.-83). (A la 
Comisión de Vivienda.) 

—Movimiento de Renovación Sindical —regional San 
Martín—: manifiesta su apoyo al proyecto de ley de 
reordenamiento sindical (150-P -83). (A sus antecedentes.) 

—UCIP —Unión del Comercio, la Industria y la Pro-
ducción—: cormula observaciones sobre la política tri-
butaria y las reformas propuestas por el Poder Ejecutivo 
(151-P.-83). (A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.) 

—Movimiento Nacional de Renovación Sindical, filial 
Santiago del Estero: acompaña la declaración del Con-
greso del Noroeste Argentino del Movimiento Nacional 
de Renovación Sindical, en apoyo del proyecto de ley do 
reordenamiento sindical (152-P.-83). (A sus antecedentes-) 
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—Amalfi, Luis M. A.: propicia la eliminación del sis-
tema de indesacióa en todos los órdenes (153-P.-83). (/» 
la Comisión de Fin ansas.) 

—Cequeira, Manad Roberto: propone la reestructu-
ración de !;• empresa Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
(154-P.-83). (A la Comisión de Energía y Combustibles.) 

•—Carreño Lisardo Antoi io: formula observaciones 
sobre el régimen jubilatorio para trabajadores autónomos 
(1S3-P. 83) (A sus antecedentes.) 

—M.N.R.S,, regional Mar del Plata, manifiesta su 
apoyo al proyecto de ley de reordei.an.iento sindical 
(156-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Movimiento Renovación Teletónica —FOETRA—, 
Mar del Plata: adhiere al proyecto de ley de reordena-
miento sindical (157-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Núñez, Ricardo R.: formula denuncia con relación 
al servicio de policía de seguridad ferroviaria (158-P.-
83). (Alas comisiones de Transportes y de Legislación 
Penal.) 

—Agrupación Radical de Renovación y Cambio de 
Empleados de Casinos: manifiesta su apoyo al proyecto 
de ley de reordenamiento sindical (159-P.-83). (A sus 
antecedentes.) 

—Rodríguez, Luis Alberto: solicita el juicio político 
al doctor Lucio César Somoza, titular del Juzgado de 
Instrucción N» 15 de la Capital Federal (160-P.-83). 
(A la Comisión de Juicio Político.) 

—Alan Cori, secretario general de Iro-Siet, Caracas-
Venezuela: propicia el restablecimiento de la plena vi-
gencia de la ley orgánica del Instituto de Servicios Socia-
les Bancarios (ley 19.322) (161-P.-83). (A las comisiones 
de Previsión y Seguridad Social y de Asistencia Social y 
Salud Pública.) 

—Confederación General del Trabajo de la República 
Argentina - Azopardo - Delegación Regional Villa Ma-
ría: expresa su opinión con relación al proyecto de ley 
de reordenamiento sindical (162-P.-83). (A sus ante-
cedentes.) 

—Agrupación Independiente de Graduados en Odon-
tología; acompaña copia de notas dirigidas a las autori-
dades universitarias, denunciando los problemas produ-
cidos en la Facultad de Odontología a causa de las 
designaciones efectuadas (163-P.-83). (A la Comisión 
de Educación.) 

—Sindicato Luz y Fuerza de Comodoro Rivadavia: 
expresa su oposición al proyecto de ley de reordena-
miento sindical (164-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Sindicato Luz y Fuerza de Misiones: manifiesta su 
rechazo al proyecto de ley de reordenamicnto sindica) 
(165-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Secretario regional de Renovación Sindical, filial San 
Carlos de Bariloche: manifiesta su apoyo al proyecto de 
ley de reordenamiento sindical (166-P.-83). (A sus ante-
cedentes.) 

—Sindicato Luz y Fuerza, Río Cuarto, Córdoba: ex-
presa su oposición al proyecto de un reordenamiento 
sindical y reclama la derogación de la ley 22.105 (167-
P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Consejo Argentino pera la Defensa de 1?. Soberanía: 
acompaña la publicación "Introducción a la Gcojua'ítfcí 
Antàrtica", que contiene elementos de juicio sobre d 
conflicto limítrofe austral (168-P.-83). (A la Corrd íón 
de Relaciones Exteriores tj Culto.) 

—Movimiento Nacional de Renovación Sindical, Re-
gional Necochea: expresa su adhesión al proyecto do 
ley de reordenamiento sindical (169-P.-83). (A cus 
antecedentes.) 

—Doctor Ary Tribusy, Carlos: propicia la derogación 
del decreto ley 4.070/56 y el restablecimiento do la 
vigencia del artículo 31 de la ley 14.394 (170-P.-83). 
(A la Comisión de Legislación Penal.) 

—Federación SUPE: expresa su rechazo al proyecto 
de ley de reordenamiento sindical (171-P.-83). (A sui 
antecedentes.) 

—Federación Obreros y Empleados Telefónicos de la 
República Argentina: manifiesta su rechazo al proyecto 
de ley de reordenamiento sindical (172-P.-83). (A sus 
antecedentes.) 

—Movimiento de Renovación Sindical. Trelew, Chu-
but: manifiesta su apoyo al proyecto de ley de reorde-
namiento sindical (173-P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Caros Canelo: expresa su oposición al proyecto de 
ley de normalización sindical (174-P.-83). (A sus ante-
cedentes.) 

—Barrionuevo, Miguel José: hace observaciones sobre 
la forma de resolución de la impugnación que formula 
a la validez de los diplomas de los diputados Sciurano y 
Torres, y reitera esa impugnación (175-P.-83). [A a 
Comisión de Peticiones. Poderes y Reglamento.) 

—Lista Azul SUPE Mendoza: manifiesta su acuerdo 
con el proyecto de ley de reordenamiento sindical (176-
P.-83). (A sus antecedentes.) 

—Movimiento Nacional de Renovación Sindical, re-
gional Chascomús: adhiere al proyecto de ley de reor-
denamiento sindical (177-P.-83), (A sus antecedentes,¡ 

—FOECYT La Plata, secretaría general: rechaza el 
proyecto de ley de normalización sindical (178-P.-83). 
(A sus antecedentes.) 

—Partido Unión Patriótica (ex Unión Cívica Católica): 
formula consideraciones sobre el conflicto limitrofo aus-
tral coa la República de Chile (179-P.-83). (A la Comi-
sión de Relaciones Exteriores y Culto.) 

—González Roso, Florencio: formula consideraciones 
sobre el régimen de propiedad horizontal (180-P.-83). 
(A la Comisión de Legislación General.) 

VE 

Proyectos de ley 

1 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1 ' —Créase el juzgado federal de primera 
instancia de la ciudad de San Ramón de la Nueva 
Orán, provincia de Salta. 



848 Re'jiHi'óa 

Art. Z> — Su jurisdicción se extenderá sobre los de-
partamentos de Orán, San Martín, Rivadavia, Santa 
Victoria e Iruya, de la referida provincia. 

Art. 3 ' — Su competencia comprenderá las ramts 
del derecho en materias civil, comercial, penal, del 
trabajo y administrativo. 

Art. 4 ' — El juzgado funcionará con dos secretarías, 
una para lo civil comercial y administrativo y la otra 
para lo penal y del trabajo. 

Art. 5 ' — El ministerio público será e;ercido por un 
fiscal con igual competencia y una defensoria oficial 
que representará a menores pobres, ausentes e in-
capaces. 

Art. 6? — Críase la morgue judicial dependiente del 
juzgado federal de primera instancia de la ciudad de 
San Ramón de la Nueva Orán, que funcionará con ca-
rácter transitorio en el Hospital Zonal de Orán. 

Art. 7 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Ricardo Daud. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La provincia de Salta con 155.365 ¡silómetros cuadra-

dos y 662.369 habitantes, es asistida judicialmente por 
la Nación con un solo juzgado federal con asiento en 
la ciudad capital y con jurisdicción en toda su consi-
derable extensión. 

Este importante estado norteño colinda con cinco 
provincias argentinas: Formosa. Chaco, Tucumán. Ca-
tamarca y Jujuy, y con tres repúblicas hermanas: Bo-
livia. Chile y Paraguay. 

No obstante que su potencial económico está poster-
gado en su desarrollo, se está convirtiendo en un polo 
geopolítico que irradia su influencia en aquella vasta 
región del país y es vinculación obligada con los países 
mencionados. 

Resulta obvio entonces comprender el déficit exis-
tente en la administración de la justicia federal. 

La Jurisdicción de) Juzgado tederal de Orán colinda 
cor Bolivia y Paraguay y con las provincias de Jujuy, 
Formosa y Chaco, y dentro de ella funcionan dos adua-
nas con sus resguardos, en Pocitos y Orán, ambas en 
la frontera con Bolivia. 

Por la primera, nos vinculamos con la república her-
mana a través de Yacuiba, y por la segunda, de la loca-
lidad de Bermejo, únicas vías de comunicación humana 
y comercial 

El incesante tráfico ferroviario con el que poi Pocitos 
accedemos a la progresista zona de Santa Cruz de la 
Sierra, v caminero, por Aguas Blancas, a la histórica y 
desarrollada región de Tarija, genera considerables con-
flictos que requieren la intervención judicial inmediata 
a efectos del conocimiento directo y personal del ma-
gistrado, para una mejor y más efectiva administración 
de justicia. 

Todas las cuestiones suscitadas actualmente, excepto 
las que corresponden a la órbita del derecho penal, de-
ben ser sometidas directamente a la atención y decisión 
del único magistrado federa] de la provincia, en la ciu-
dad de Salta. En materia penal, la etapa instructora la 
realiza el Escuadrón 20 Orán de Gendarmería Nacio-

nal, con asiento precisamente en ta ciudad que se pro-
pone como sedo del juzgado federal a crearse. Cumplida 
esta etapa procesa) por un órgano indefinido en su es-
tructuración, equidistante entre lo policial y lo militar, 
la causa se eleva al magistrado que, poi encontrarse a 
distancias mínimas y máximas de cuatrocientos y mil 
kilómetros, respectivamente, de los lugares del hecho 
y de su instrucción, tornan en imposible una justa reso-
lución de las cuestiones. 

La ciudad de Orán es sede de la filial del Ministe-
rio de Salud y Acción Social de la Nación (ex Mi-
nisterio de Bienestar Social), de la Dirección Nacional 
de Recaudación Pievisioual, de la Dirección General Im-
positiva, y de Salud Pública, con jurisdicción en todo el 
territorio asignado al futuro juzgado federal. Además 
cuenta con una central de Correos y Telecomunicacio-
nes, una delegación de Aeronáutica en su aeropuerto y 
con. un moderno hospital zonal construido por la Na-
ción con participación de la provincia para atender 
la extensa jurisdicción territorial del nuevo juzgado. 

La ciudad de San Ramón de la Nueva Orán fue la 
última fundada por los españoles en América en 1794, 
de acuerdo a Real Cédula de la Corona Española, 
la que le asignaba además escudo de armas, emblemas 
y demás atributos que la convertían en noble ciudad. 
Ramón García de León y Pizarro fue su fundador. En 
el período de la organización nacional fue sede de go-
bierno y en ella funcionaban hacia 1870 juzgados de 
paz letrados y de primera instancia en lo penal. 

El avasallamiento del unitarismo que desmembró te-
rritorialmente al país, trajo como consecuencia el des-
conocimiento de la jerarquía y atributos de la impor-
tante ciudad y, consecuentemente, la supresión de sus 
organismos judiciales. 

Sin distingos ideológicos, políticos ni religiosos, su pue-
blo todo retomó la senda de una larga lucha hasta obte-
ner del gobierno central de la provincia la descentra-
lización de la justicia ordinaria. 

Por decreto del año 1957 se crea el distrito judicial 
del norte de la provincia de Salta, con asiento en la 
ciudad de Orán; lo conformaban un juzgado en lo pe-
nal, un juzgado en lo civil y comercial, una fiscalía y 
una defensoria oficial. Actualmente lo integran dos juz-
gados de primera instancia en lo civil y comercial, dos 
juzgados de instrucción en lo criminal, dos juzgados 
en lo correccional y de menores, un juzgado del trabajo, 
fiscalías y defensorías, y a mérito de su importancia 
hubo que crear una circunscripción judicial en la ciu-
dad de Tartagal, cabecera del departamento San Martin. 

El Colegio de Abogados de Orán gestionó en reite-
radas oportunidades la creación de un Juzgado Federal. 

El autor de este proyecto, como titular de dicho 
cuerpo, formalizó por escrito esta petición en los años 
1966, 1975 y 1979. Sus antecedentes obran en poder 
de la provincia de Salta, la que los elevó en aquellas 
oportunidad al gobierno de la Nación. 

La ciudad de San Ramón de la Nueva Orán es, ade-
más, la segunda ciudad de la provincia de Salta en 
importancia, después de su capital. Su municipio tiene 
50.000 habitantes; la jurisdicción del juzgado, alrededor 
de 200.000 habitantes, con una superficie de más del 
tercio del total de la provincia. 

El pueblo argentino ha reparado la Nación el 30 de 
octubre de 1983, y el 10 de diciembre ha iniciado la 
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marcha de ta recuperación de sus instituciones republi-
canas para la convivencia democrática. Estos objftivos 
sólo serán factibles de ser alcanzados con un Poder Ju-
dicial jerarquizado, autónomo, efectivo y con presencia 
en todo el pais. 

Este Parlamento quo está ponderando las institucio-
nes de la República, por su iniciativa y por la del Poder 
Ejecutivo, ha sancionado leyes que conforman toda una 
filosofía de un estilo de vida democrático en libertad, 
pero con justicia. 

El pueblo todo, salvando sus parcialidades ideológi-
cas, rescató del programa esbozado por el actual presi-
dente de la República en su campaña electoral, más 
allá de la materialidad de la acuciante cuestión econó-
mica, todo lo relacionado con los derechos humanos, 
las libertades, las garantías, exaltando para ello de su 
rezo laico el compromiso sacramental de afianzar la 
justicia como principal reaseguro de aquella filosofía. 

Ricardo Daud. 

—A las comisiones de Justicia —especializa-
da— y de Presupuesto y Hacienda. 

2 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo l 9 — Créase la Universidad Nacional de For-
mosa, con sede en la ciudad de Formosa, y con sus 
facultades e institutos dentro del territorio de la pro-
vincia de Formosa. 

Art. 29 — La Universidad Nacional de Formosa se 
crea sobre la base de la Facultad de Ingeniería Forestal, 
que actualmente funciona en la ciudad de Formosa, 
como dependiente de la Universidad Nacional del Nor-
deste, y que pasa a depender de dicha universidad. 

Art. 3? — La Universidad Nacional de Formosa tiene 
por finalidad primordial la investigación científica y la 
formación moral, estética, cultural, técnica y profesio-
nal de la juventud formoseña. Contribuirá al estudio de 
los problemas y necesidades morales y materiales de la 
provincia de Formosa.. 

Art. 4"? — El rectorado tendrá su sede en la ciudad 
de Formosa, donde celebrará regularmente sus sesiones 
el consejo universitario. 

Art. 5 ' — La Universidad Nacional de Formosa go-
zará del mismo régimen jurídico establecido jara las 
otras universidades nacionales del país. 

Art. 6? — La totalidad de los bienes muebles y raíces, 
así como también derechos y créditos a que fuera acree-
dora la Facultad de Ingeniería Forestal, y sus corres-
pondientes partidas y asignaciones presupuestarias , sub-
sidios quedan transferidos por la presente ley a la Uni-
versidad Nacional de Formosa. 

Art. 79 — Pasa a depender de la Universidad Na-
cional de Formosá todo el personal docente, adminis-
trativo y de maestranza de la Facultad de Ingeniería 
Forestal, dependiente de la Universidad del Nordeste. 

Art"89 — Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir títulos 
de la deuda pública en la cantidad suficiente para es-
tudio, construcción y habilitación de las obras nece-

sarias para el funcionamiento de esta universidad. El 
servicio de estos títulos so cubrirá con Rentas Genera-
les, con imputación a la presente. 

Art. 99 — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Alberto R. Maglictti. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El 14 de diciembre de 1956, por decreto ley' 22.299, 

fue creada la Universidad Nacional del Nordeste. Desde 
esa fecha hasta el presente, todas las facultades e ins-
titutos que la componen fueron creados en las provin-
cias de Corrientes y del Chaco, sin perjuicio de los que 
ya funcionaban antes, como dependientes de la Uni-
versidad Nacional del Litoral. En la provincia de For-
mosa, en cambio, se creó una sola facultad: la de In-
geniería Forestal, pese a todos los requerimientos reali-
zados para lograr atención sobre sus reales necesidades. 
En la misma situación so encontraba Misiones, provincia 
que, luego de muchos esfuerzos, logró al fin la creación 
de una universidad nacional. Por esa situación de pro-
vincia rezagada y olvidada es que Formosa tiene el 
acuciante imperativo le contar con una universidad 
nacional al igual que las demás, que le permita acce-
der a una cultura superior. 

Es de hacer notai que las disposiciones del decreto 
ley 22.299, encaminadas a satisface* las exigencias de 
cultura superior para las provincias de Corrientes, Cha-
co, Misiones y Formosa, nunca constituyeron una so-
lución para esta última, ya que se la ignoró permanen-
temente. Ahora Formosa, como Misiones antes, pre-
tende —con razón— la creación de su propia universi-
dad. Porque Formosa quiere dejar de ser la cenicienta 
del país. Porque los formoseños desean participar ac-
tivamente y con el mismo nivel de las cosas importan-
tes de la República. Porque el formoseño quiere es-
tudiar una carrera de nivel terciario y no cuenta con 
los medios económicos para traslada.se a otras regiones. 
Porque Formosa no quiere seguir siendo mero apéndice 
de la Universidad del Nordeste luego de tantos años 
de frustraciones y con la seguridad de que no variará 
ese estado de cosas mientras siga dependiendo de ella. 
Y porque —últimamente— Formosa aspira a integrar 
el nordeste argentino en igualdad de derechos y posi-
bilidades con las otras provincia-: argentinas. 

Alberto R. Maglietti. 

—A las comisiones de Educación, de Fi-
nanzas —especializadas— y de Presupuesto y 
Hacienda. 

3 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1« — Incorpórase al artículo 10, inciso a) de 
la ley 19.134 de adopción el siguiente párrafo: 

Cuando la guarda es entregada por juez o tribu-
nal de menores, ante él deberá tramitar el juicio de 
adopción. 
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Art. 2« — Intercálase en el artículo 2 ' de la misma 
ley a continuación del primer párrafo, el siguiente texto: 

Esta prohibición no rige cuando ambos padres ex-
tramatrimoniales adoptan a su propio hijo. 

Art. 3 ' — Incorpórase a continuación de la parte final 
del artículo 2 ' de la misma ley, el siguiente párrafo: 

Puede adoptarse al hijo legítimo del o la cónyuge, 
aunque se encuentre casado en el extranjero con 
cualquier calificación, quedando librado a las cir-
cunstancias del caso y la decisión del juez o tri-
bunal el otorgamiento de la adopción simple. 

Con lo que quedaría redactado dicho artículo de la 
siguiente forma: 

Nadie puede ser adoptado por más de una per-
sona, salvo que los adoptantes sean cónyuges. Esta 
prohibición no rige cuando ambos padres extra-
matrimoniales adoptan a su propio hijo. Sin embar-
go, en caso de muerte del adoptante o de ambos 
cónyuges adoptantes, se podrá otorgar una nueva 
adopción sobre el mismo menor. 

El adoptante debe ser por lo menos 18 años 
mayor que el adoptado, salvo cuando se adoptare 
al hijo propio. No se exige dicha diferencia de 
edad, tampoco, cuando el cónyuge supèrstite adop-
ta al hijo adoptado del premuerto. 

Puede adoptarse al hijo legítimo del o la cón-
yuge, aunque se encuentre casado en el extranjero, 
con cualquier calificación, quedando librado a las 
circunstancias del caso y la decisión del juez o 
tribunal el otorgamiento de la adopción simple. 

Art. 4» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Miguel Unamuno. — Roberto García. — Adam 
Pedrini. — Héctor M. Maya. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Es opinión generalizada en el seno de la comunidad 

argentina las dificultades que ofrece el instituto de la 
adopción de menores para aquellos matrimonios o per-
sonas que así lo deseen. 

Algunas veces por desconocimiento. de los adoptantes, 
otras por arcaicas convicciones de los gobiernos de 
facto a través de su legislación, y las más de las veces 
por interpretaciones judiciales que abusan de la forma 
procesal en desmedro de la verdad objetiva o real, lo 
cierto es que la adopción en el país no parece una 
institución fácil, simple y conocida por todos. Por lo 
contrario, aparece a los ojos del común de la gente como 
un trámite largo, confuso y muchas v^ces traumático 

Las reformas que proponemos a la ley de adopción 
19.134, que rige actualmente, son muy pocas y tendien-
tes fundamentalmente a solucionar problemas que han 
ido apareciendo con la aplicación práctica de la misma. 
Consideramos que la actual ley de adopción es una co-
rrecta norma legal que favorece la adopción, y la apli-
cación de la misma no ha traído otros problemas que 
los que se tiende a solucionar con la reforma. 

Si no se producen más adopciones en el país el 
hecho obedece a otras causas de entre las cuales men-
cionamos que los tribunales y juzgados de menores y 
los organismos administrativos tutelares encargados de 
otorgar la guarda de menores con fines de adopción 
disponen de menos oiños para la adopción de los que 
la verdadera situación del país impone. Las repugnantes 
maniobras con niños recién nacidos deberán ser inves-
tigadas a fondo, ya que de nada vale una buena ley 
de adopción y correctos tribunales de menores, si no 
hay niños para dar en adopción. Nuestra acción debe 
ser legal y educativa para que nadie, en un gobierno 
democrático, se sienta tentado de violar la ley para tener 
un niño con las secuelas emotivas, psíquicas y fami-
liares que esa acción deja en el matrimonio adoptante, 
que se ve obligado a buscar caminos alternativos de la 
adopción, y en el niño mismo. 

Por ello la primera reforma que proponemos al Ho-
norable Congreso es la que impone que el juicio de 
adopción deberá tramitar por ante el mismo juzgado o 
tribunal de menores que entregó la guarda con fines 
de adopción. Se daba el caso común de que un tribunal 
o juzgado de menores entregaba un niño en guarda 
con fines de adopción y luego se obligaba al matri-
monio adoptante a concurrir a otro juzgado distinto 
para tramitar el respectivo juicio de adopción, con la 
carga de incertidumbre, molestias y ;astos que ello sig-
nificaba. Algunas provincias, como el caso de la pro-
vincia de Buenos Aires con la ley 10.067 del 9 de 
diciembre de 1983, ya han legislado esta necesaria re-
forma. Sin embargo, consideramos positivo incluir esta 
norma procesal en la misma ley de adopción para que 
quede claro, y sin lugar a dudas, cuál es la intención 
del legislador en cuanto a evitar trámites innecesarios 
y simplificar la adopción. El tribunal o juzgado de me-
nores que entregó el menor puede y debe entender en 
el juicio de adopción. Propugnamos agregar al artículo 
10, inciso a) de la ley 19.134 de adopción el siguiente 
párrafo: "Cuando la guarda es entregada por juez o 
tribunal de menores, ante él deberá tramitarse el juicio 
de adopción". 

El segundo tema que tratamos con el presente pro-
yecto de ley es el conflictivo asunto de la adopción por 
parte de ambos padres extramatrimoniales. Considera-
mos de estricta justicia ampliar decididamente la posi-
bilidad de adoptar a los padres extramatrimoniales y 
fijarlo claramente en la ley cuando se trata de adoptar 
al propio hijo. La tenue posibilidad en tal sentido que 
esbozaba la actual ley en vigencia fue cercenada por 
interpretaciones judiciales que hacen necesaria la refor-
ma. Así lo sostiene, entre otros, Germán J. Bidart Campos 
en su trabajo La adopción conjunta del hijo extramatri-
monial por ambos progenitores en «El Derecho» 72-753: 
"El padre y la madre extramatrimoniales —por no ser 
cónyuges— están inhabilitados para adoptar conjunta-
mente al hijo de los dos. Puede cada uno adoptarlo, pero 
no pueden hacerlo en común. ¿Hay lógica en esta pro-
hibición? De ninguna manera. Pensamos que facilitarlo 
en beneficio del menor no hiere ningún interés social y 
resulta, al contrario, justo Las perturbaciones que la 
postura negativa supone en la familia, no serían más 
graves en caso de adoptar ambos padres que en el caso 
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permitido por la ley actual de que adopte uno solo de 
ellos". 

Con ia reforma propuesta se permite expresamente 
la adopción del hijo extramatrimonial conforme al es-
píritu de la ley de adopción que fue pensada, escrita 
y debe ser ejecutada en beneficio de los menores. Si 
no se sanciona esta reforma tendremos que por vía 
de interpretación judicial, el hijo extramatrimonial se 
vería en peor situación que otros casos similares. Si se 
puede adoptar al hijo extiamatrimonia) por cada uno 
de los padres, es insostenible que no se pueda adoptar 
por ambos. El artículo 6 ' de la ley permite la adopción 
del hijo extramatrimonial y, en consonancia con el 
artículo de la misma norma, avala la reforma que 
proponemos por medio del presente. 

Se debe agregar al artículo 29 de la ley de adopción 
la excepción de adoptar por ambos padres extramatri-
moniales, a continuación del primer párrafo. La frase 
intercalada sería: "Esta prohibición no rige cuando 
ambos padres extramatrimoniales adoptan a su propio 
hijo", con lo que el artículo 29 quedaría redactado de 
la siguiente manera: "Nadie puede ser adoptado por 
más de una persona, salvo que los adoptantes sean 
cónyuges. Esta prohibición no rige cuando ambos pa-
dres' extramatrimoniales adoptan a su propio hijo". Y 
el resto del artículo queda como está actualmente. 

Consideramos con esta reforma cumplir con la aspi-
ración popular de resolver innúmeros casos de niños que 
se ven disminuidos familiar, social y económicamente 
en forma injusta y so pretexto de defensa de institu-
ciones como la legitimación, la familia legítima y los 
derechos hereditarios de los descendientes legítimos, 
que nada tienen que ver con la adopción que ha sido 
instituida en beneficio de los menores. 

Por último la reforma que propugnamos aborda uno 
de los temas más conflictivos en la jurisprudencia de 
los últimos tiempos: la adopción, por parte del padre 
o madre que vive en estado concubinario, del hijo del 
cónyuge. Este tema ha sido motivo de fallos contra-
dictorios de parte de los tribunales argentinos y tanta 
fue la divergencia que hubo necesidad de un fallo 
plenario. El tema, delicado por sí mismo, es tornado 
aún más conflictivo por aquellos que ven esta fa-
cultad de adoptar por parte de quien vive en estado 
concubinario como un ataque a la familia legal, mal-
grado el término. Lejos de esto, el legislador piensa que 
no se salva la familia con fallos más o menos ingeniosos 
o fundados técnicamente hasta la exquisitez legal, sino 
con una profunda, seria y fundada discusión nacional 
del tema, cosa por otra parte solamente realizable en 
una democracia. 

La familia no se defiende quitándole protección a 
ese niño que quiere ser adoptado por quien convive 
con él en papel, función y proyección de padre, sino 
con una profunda y sincera revisión de la escala de 
valores de la sociedad de consumo para pasar a una 
comunidad organizada. Es en ese ámbito amplio de la 
comunidad donde debe plantearse, resolverse y ejecu-
tarse la problemática de la familia, que escapa, por su 
proyección, del mero tema jurisdiccional. Por ello es 
que no replantearemos en estos fundamentos los abun-
dantes argumentos jurídicos traídos en el tratamiento ju-
risprudencial del tema, especialmente en el fallo plenario 

citado de fecha 31 de marzo de 1980 donde las cámaras 
civiles trataron la cuestión. A nuestros reparos a la justicia 
que convivió con el "Proceso", se une el convencimiento 
de lo dicho más arriba en cuanto a que el tema escapa de 
lo meramente judicial para pasar a la órbita de la comu-
nidad toda. 

Sin desmerecer el trabajo de los jueces participantes en 
dicho plenario, especialmente los apasionados y muy bien 
fundados votos de los doctores Vernengo Prack, Palmieri 
y Cifuentes, entre otros, queremos fundamentar la re-
forma en lo siguiente: 

Fundamento religioso: Por piedad cristiana se debe 
atender la situación de ese niño —víctima inocente—, que 
encuentra en quien no lo engendró el medio y la guia que 
le faltan de su padre o madre de sangre. En esto nos guia-
mos por la máxima que dice que en el terreno de las 
virtudes lo bueno y sublime está en el cumplimiento 
efectivo de ellas, y no en su invocación. Por eso no basta 
decir que se es piadoso y comprensivo con los niños, sino 
que hay que serlo efectivamente. Con esta reforma aten-
demos innumerables casos de chicos que no pueden ser 
adoptados por quien convive con su madre o padre. "Cual-
quiera que acogiera a este niño por amor mío, a mí me 
acoge, y cualquiera que me acogiera a mí acoge al que 
me ha enviado" (Lucas -9 47/48). 

Fundamento legal: Se persigue con la reforma hacer 
desaparecer los antipáticos títulos de hijastro y padrastro, 
dando lugar a un auténtico trato de padre e hijo. Repi-
tiendo a nuestro antecesor, el diputado Benitez, al informar 
el proyecto de ley 13.252 de adopción, decimos con él: 
"La adopción en sentido estricto por una parte brinda 
protección al menor; por otra da hijos ? quien no los tiene 
de su sangre. Atiende ambos aspectos, colma dos vacíos, 
salva dos obstáculos sociales: el de una niñez desviada o 
en trance de desviarse, y el de una paternidad frustrada 
o imposible" (Diario de Sesiones, 23 de junio de 1948, 
página 1188). 

Citamos también la moderna legislación suiza que, mo-
dificando el sistema de filiación del código civil suizo 
en el año 1974, declara la igualdad entre los hijos ma-
trimoniales y extramatrimoniales. Hacemos nuestro el 
párrafo de la exposición de motivos de esa ley que dice 
que es propio de un pensamiento oscurantista seguir 
haciendo cargar sobre los hijos (que no pidieron nacer) 
esa culpa de los padres que los trajeron al mundo. Por 
eso no se trata de rozar con esta reforma al matrimonio 
ni a la familia legal, sino que se trata de interpretar 
problemáticamente la realidad social y encontrar las nor-
mas que solucionen los problemas. En los supuestos en 
que el matrimonio legal del solicitante con la concubina 
no haya podido realizarse por impedimento de ligamen, y 
que el padre de sangre del menor se haya desvinculado 
totalmente de éste, es conveniente y loable la actitud 
de quien pretende adoptarlo, ya que en los hechos ese 
menor está bajo su guarda. La ley debe acudir en apoyo 
de estos casos. 

Descalificación del concubinato para la adopción: Nu-
merosos fallos en estos últimos años habían desechado 
la posibilidad de adopción por parte de quienes vivían 
en pareja durante años, pero sin haber contraído ma-
trimonio legal. Se argumentaba directa o indirectamente 
que el concubinato era inmoral de por si y en ese am-
biente de ilegalidad e inmoralidad no podía criarse el 
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hijo adoptivo. Dejamos constancia de que esa posición de 
extrema dureza era personal y subjetiva de los jueces y 
tratadistas que la sostenían, ya que en ningún texto ex-
preso de la ley ni de los antecedentes surge esta condena 
feroz al concubinato para adoptar. 

No dar la adopción de un niño a quien convive con 
él hace tiempo y le dispensa trato de padre por los 
peligros que entraña el concubinato, especialmente de 
disolución del mismo, vendría a ser igual que negar el 
casamiento de una joven pareja por los supuestos peli-
gros del posible divorcio. Del texto mismo de la ley ac-
tual surge que puede adoptar cualquier persona: casada, 
soltera, viuda o divorciada. Por ello no se explica el por-
qué de la pretendida prohibición a quienes no disfrutan 
como cónyuges en modo legal. 

Las leyes de partida así como los mejores tratadistas 
romanistas franceses otorgaban al concubinato o barra-
ganía efectos como el que estamos legislando en forma 
expresa y sin el menoscabo que se pretende darle en 
cierta doctrina y jurisprudencia argentina de los últimos 
años. Estas prohibiciones no parten de los antecedentes 
de los forjadores del derecho, ni del texto expreso de la 
ley, sino de presupuestos extralegales que, como se dijo, 
deberán ser convalidados y tratados en el ámbito supe-
rior de la política. 

Fundamento de tiliación: Propugnamos la adopción 
simple para estos casos, ya que en ella queda una especie 
de doble filiación donde los derechos del padre de san-
gre quedarán resguardados. Amén de ello, el padre de 
sangre desplazado en éste como en cualquiera de los 
otros casos de adopción deberá ser oído y podrá defen-
der su derecho. El artículo 20 de la ley 19.134 dice que la 
adopción simple confiere al adoptado "la posición del 
hijo legítimo..." No dice la "calidad" de hijo legítimo, 
y no crea vínculo de parentesco sino a los efectos expre-
samente previstos por la ley. 

Proponemos entonces, señor presidente, se incorpore a 
continuación de la parte final del artículo 28 de la ley 
19.134 el siguiente párrafo: "Puede adoptarse al hijo legí-
timo del o la cónyuge, aunque se encuentre casado en el 
extranjero, con cualquier calificación, quedando librado a 
las circunstancias del caso y a la decisión del juez o tri-
bunal el otorgamiento de la adopción simple". 

Miguel Unamuno. — Adam Pedríni. — Ro-
berto García. — Héctor M. Maya. 

—A la Comisión de Legislación General. 

4 
El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1? — Las tarifas de las empresas nacionales 
Yacimientos Carboníferos Fiscales y Gas del Estado se 
reducirán eo un 50 % respecto de la venta de carbón 
y gas para ser consumidos dentro del territorio de la pro-
vincia de Santa Cruz. 

Art. 2? — Los beneficios tarifarios establecidos por la 
presente ley tendrán una vigencia de diez años. 

Art. 3» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Félix Riquez. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Río Turbio y cerro Redondo son los yacimientos de 

carbón y gas básicos, de cuya fecundidad se surten los 
ulereados de los grandes centros poblacionales del país. 
Desde las entrañas de su suelo, la provincia de Santa 
Cruz cumplimenta generosamente un elevado y generoso 
tributo a la Nación; que ésta debe retribuirle en cabeza 
de sus habitantes. 

Es sabido y es ley, desde que se nacionalizaron los 
hidrocarburos, que a la provincia de Santa Cruz le co-
rresponde un 50 % del valor del producido de petróleo, 
gas y carbón que se extraen de su suelo. Pero en la reali-
dad actual la distorsión es de tal magnitud que el 
centralismo unitario no alcanza a reconocerle en pago 
ni siquiera el 10 % de dichos valores. Y la lucha enca-
bezada por el excelentísimo gobernador de la provincia 
en el CFI por la participación correcta en las regalías, 
tiene eco en las motivaciones del presente proyecto. 

Es preciso señalar que se trata de recursos agotables. 
Es razonable y adecuada entonces la iniciativa, por cuan-
to la provincia se encuentra impedida de acceder a su 
propio desarrollo. 

El clima desfavorable de los helados inviernos austra-
les provoca un elevado consumo de estos combustibles, 
para climatizar el hogar y los lugares de trabajo. Es con-
secuente entonces que los trabajadores santacruceños 
tengan acceso a servicios que son provistos por empre-
sas nacionales deudoras a la provincia. Es necesario pro-
mover las industrias y hacer realidad "el sueño de las 
chimeneas" —industriales— de antiguos gobernantes pa-
tagónicos. 

Es congruente entonces, propiciar mediante el presen-
te proyecto de ley la reducción en un 50 % del precio 
de la venta de carbón y gas —en cualquiera de sus esta-
dos— que se consuma en el territorio de la provincia de 
Santa Cruz, sea para consumo familiar o industrial. 

La justicia que se invoca y sustenta la iniciativa tiene 
como fuente la ley que no se cumple. En la faz práctica, 
EO se requiere ninguna inversión económica especial, por 
cuanto la infraestructura y funcionamiento de las em-
presas o entes nacionales invocados, facilitan la viabili-
dad del proyecto. 

El destinatario es el hombre poblador de la Patagonia 
austral. La finalidad, proveer el desarrollo armónico de 
la Patagonia. 

Félix Riquez. 

—A las comisiones de Energía y Combusti-
bles y de Presupuesto y Hacienda. 

5 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1 ' — Créase el juzgado federal de primera 
instancia en la ciudad de Eldorado, cabecera del de-
partamento del mismo nombre, en la provincia de 
Misiones, con jurisdicción universal en los departamen-
tos de Eldorado, Montecarlo, Puerto Rico, Iguazú, Ma-

I nuel Belgrano y San Pedro. 
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Art. 29 — Créase la morgue judicial dependiente de 
este juzgado federal en el hospital SAMIC, de Eldorado. 

Art. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: • 
Se solicita la creación del juzgado federal de primera 

instancia en la ciudad de Eldorado, capital del.depar-
tamento del mismo nombre. 

Eldorado es la principal ciudad del oeste de Misio-
nes, situada sobre el río Paraná, que abarca una enorme 
zona de influencia por su producción agrícola e indus-
trial (yerba mate, té, tung, madera), con un movi-
miento comercial intenso, ubicada río por medio frente 
a la República del Paraguay y a 90 kilómetros de 
Puerto Iguazú. 

La provincia de Misiones cuenta con un solo juzgado 
federal, creado por decreto 880 del 25 de enero de 
1957, en el que se decía que "en la provincia de Mi-
siones, una vez organizado su poder judicial, funcionará 
un solo juzgado nacional de primera instancia con asien-
to en la capital de la provincia y con jurisdicción en 
todo su territorio". 

Posteriormente, por decreto 1.285/58 se lo llamó juz-
gado federal de primera instancia. 

Este juzgado federal estuvo vacante desde el 31 de 
marzo de 1981 hasta el 24 de junio de 1982, funcio-
nando con una sola secretaría penal, lo que ha provo-
cado un atraso extraordinario en la tramitación de las 
causas, si se tiene en cuenta que en la misma entran 
aproximadamente 500 causas por año con un promedio 
de uno o más detenidos en cada una de ellas. Pocas 
son las causas que no tengan detenidos, ya que los 
delitos que más se cometen en la provincia, en el orden 
Federal, son contrabando y tráfico de estupefacientes, 
cuyos encausados, por ejemplo, de Puerto Iguazú, Ber-
nardo de Irigoyen o San Pedro deben ser trasladados 
casi 350 kilómetros para ser indagados. En lo que res-
pecta a los testigos deben trasladarse para deponer en 
juicio esas distancias a su costa, o detenidos si no com-
parecen, por no tener medios para concurrir a las cita-
ciones del juzgado de Posadas. 

La Secretaría Civil del Juzgado Federal, con asiento 
en Posadas, tiene su mayor caudal de causas en los 
juicios ejecutivos. Solamente las expropiaciones por 
las construcciones de la- represa de Yacyretá (que se 
calculan en alrededor de 3.000, según abogados del 
EBY, tramitarán todas en la mencionada secretaria ci-
vil). La Secretaría de Leyes Especiales tiene mucho 
trabajo (cartas de ciudadanía, numerosísimas en esa 
zona de frontera, servicio militar, etc.) si bien de ca-
rácter simple, pero, como afirmo, su número excesivo 
necesita personal suficiente con el que el juzgado no 
cuenta. 

Se torna indispensable la creación del juzgado fede-
ral en la ciudad de Eldorado. Un muy breve resumen 
del total de juicios entrados en los años 1976 -1982, 
computando los juicios ordinarios, ejecutivos, cartas de 
ciudadanía, criminales y correccionales, leyes especiales, 
exhortos y otros, me eximen de mayores comentarios 

sobre la necesidad de la creación de otro juzgado 
federal. 

Año 1976: existentes al le-1-76: 6.205; entrados: 
5.869; paralizados y archivados: 4.762; para mejor pro-
veer y otros: 848; total: 5.622; saldo al 31-12-76: 6.452. 

Año 1977: existentes al 19-1-77: 6.353; entrados: 
3.638; apelados: 18; total: 4.923; saldo al 31-12-77: 
5.068. 

Año 1978: existentes al 19-1-78: 5.068; entrados: 
2.948; devueltos, paralizados y archivados: 1.539; ape-
lados: 41; total: 1.589; saldo al 31-12-78: 6.427. 

Año 1979: existentes al 10-1-79: 6.427; entrados: 
2.301; devueltos, paralizados y archivados: 1.125; ape-
lados: 35; total: 1.169; saldo al 31-12-79: 7.559. 

Año 1980: existentes al 10-1-80: 7.559; entrados: 
2.911; devueltos, paralizados y archivados: 863; apela-
dos: 17; total: 882; saldo al 31-12-80: 9.588. 

Año 1981: existentes al io-1-81: 9.588; entrados: 
4.427; devueltos, paralizados y archivados: 1.685; ape-
lados: 26; total: 1.711; saldo al 31-12-81: 12.304. 

Año 1982: existentes al IM-82: 12.304; entrados: 
3.905; devueltos, paralizados y archivados: 3.733; ape-
lados: 45; total: 3.778; saldo a) 31-12-82: 12.491. 

Dije que estos guarismos me eximen de todo comen-
tario, pero sólo quiero decir que un juez, con un 
secretario, no puede cumplir de ninguna manera con 
el afianzamiento de la justicia, y evitar así largas y 
penosas detenciones a la espera de su liberación o de 
su sentencia condenatoria. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

—A las comisiones de Justicia —especiali-
zada— y de Presupuesto y Hacienda. 

6 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1« — Tratar que del 1 7o al 3 % de la su-
ma que el afiliado paga como aporte a la Caja de 
Previsión para Trabajadores Autónomos, pase a Obra 
Social (cobertura médica) 

Art. 2 ' — Organizar un sistema integral de salud, 
para que el afiliado a la Caja de Previsión y su grupo 
familiar tengan cubiertas sus necesidades médico-sociales. 

Art. 3 ' — La cobertura médica del afiliado debe cons-
tar de los siguientes niveles de atención: 

a) Médico de cabecera I nivel; 
b) Análisis clínicos y radiología I nivel; 
c) Internación II nivel de derivación. 

Art. 49 — Los incisos a), b) y c) del artículo anterior 
deben ser de exclusiva elección del afiliado y se paga-
rán por orden de prestación (cheque). 

Art. 5 ' — La elección del afiliado puede recaer indis-
tintamente en un sistema nacional, provincial, munici-
pal o privado. 

Art. 69 — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Esperanza Reggera. — Luis Victorino Cabe-
llo. — Teófilo Iglesias Villar. — Fernando 
Donaires. 
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FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El presente proyecto tiene por objeto que la Caja 

Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos de-
dique sus esfuerzos al problema de la cobertura médico-
social de sus afiliados. 

Hasta la fecha sólo se han programado proyectos para 
modificar una ley existente, carente de todo aspecto so-
cial (ley 18.038, sancionada en 1968, reformada en 1980 
por resolución 192 del 31-3-80). 

Teniendo en cuenta el elevado número de afiliados 
(4.000.000) y que, sumado su grupo familiar, equivale 
a casi la mitad de la población del país, y conscien-
tes de la aecesidad de que se prevea dentro de la 
legislación nacional la protección de los afiliados a dicha 
caja, es que solicitamos la aprobación del proyecto que 
ponemos a consideración de la Honorable Cámara, pues 
lamentablemente se ha comprobado que esto nunca tuvo 
la implementación necesaria para que se plasme en la 
realidad nacional. 

Esperanza Reggera. — Luis Victorino Cabe-
llo. — Teófilo Iglesias Villar. — Fernando 
Donaires. 

—A las comisiones de Previsión y Seguridad 
Social y de Asistencia Social y Salud Pública. 
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Artículo 1 ' — Para aquellas personas que adeuden 
aportes a la Caja de Previsión para Trabajadores Autó-
nomos y estén en condiciones de acceder a la jubilación, 
se les compute solamente el 50 % de la deuda, y ésta 
sea descontada del habei jubilatorio en cuotas que no 
perjudiquen el valor adquisitivo del mismo. 

Art. 2® — Que todos aquellos que no estén en condi-
ciones aún de acceder a la jubilación y adeuden aportes 
jubilatorios, se les compute el 50 % de la misma, y ésta 
se cobre junto con los aportes en que en lo sucesivo 
deban abonar, con cuotas que no excedan el 50 % del 
aporte normal. 

Art. 3V — Que los afiliados que padezcan una enfer-
medad que los incapacite para trabaja: puedan acceder 
a una jubilación ordinaria, y que también la deuda se 
les descuente del haber jubilatorio como en el artículo 1'. 

Art. 4» — Todos aquellos que habiendo cambiado de 
caja, tuvieran deuda con la Caja de Autónomos, la misma 
se les computará sólo el 50 % y se cobrará en cuotas que 
no excedan el 50 % del haber mínimo que los afiliados 
paguen a la Caja de Autónomos. 

Art. 5» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Esperanza Reggera. — Luis V. Cabello. — 
Teófilo Iglesias Vülar. — Fernando Do-
naires. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
En los últimos años y especialmente durante el gobier-

no del régimen militar, nuestro país ha vivido sumamente 

castigado por la inflación y el desfasaje de los salarios, lo 
que afecta directamente al trabajador. 

Hoy es de prioritaria importancia ocuparse de uno 
de los problemas que padecen los afiliados a la Caja 
Nacional de Previsión para Trabajadores Autónomos, ya 
que las deudas que el afiliado tiene con la caja son 
indexadas cada tres meses, alcanzando sumas siderales. 

En nuestro país esta realidad social arrolla derechos, 
confunde intereses en beneficio de minorías, con perjui-
cio absoluto de los trabajadores. 

Lo aquí expuesto es suficientemente indicativo de la 
clase de tarea a cumplir en este campo para hacer posi-
ble que la justicia social sea realmente efectiva en 
este país. 

Esperanza Reggera. — Luis V. Cabello. — 
Teófilo Iglesias Villar. — Femando Do-
naires. 

—A la Comisión de Previsión y Seguridad 
Social. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo — Créase una cámara federal de apelaciones 
con asiento en la ciudad de Salta. 

Art. 2? — Su jurisdicción se extenderá sobre las pro-
vincias de Salta y Jujuy. 

Art. 3"? — Será competente en el conocimiento y deci-
sión de las resoluciones de los jueces federales de su juris-
dicción que sean recurribles conforme las disposiciones 
legales que rigen la materia, y en los casos que aquellas 
disposiciones determinen. 

Art. 49 — La cámara federal de apelaciones estará in-
tegrada por cinco miembros y funcionará con dos secre-
tarías cuyo funcionamiento se especificará en la regla-
mentación de la presente ley. 

Art. 59 — El ministerio público será ejercido por un 
fiscal de cámara y por un defensor oficial de menores, 
pobres, ausentes e incapaces. 

Art. 69 — Créase la morgue judicial do la cámara fe-
deral de apelaciones y del juzgado federal de la ciudad 
de Salta, la que funcionará transitoriamente en el esta-
blecimiento hospitalario que disponga la reglamentación. 

Art. 79 — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Ricardo Daud. — Juan C. Castiella. — Os-
valdo Camisar. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La justicia federal en el Noroeste argentino está orga-

nizada con juzgados federales en las provincias de Cata-
marca, La Rioja, Santiago del Estero, Jujuy, Tucumán 
y Salta, y por una cámara federal de apelaciones con 
asiento en la ciudad de San Miguel de Tucumán. 

La extensa jurisdicción del organismo de alzada impide 
a la cámara funcionar con eficientismo, celeridad, inme-
diatez, a más de hacerlo abarrotada por el cúmulo cuan-
titativo y cualitativo de casos sometidos a su conocimiento. 
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Esta circunstancia ha sido materia decisoria para que 
reiteradamente se gestione de la Nación la creación de 
otra cámara. 

El suscrito, como presidente del Colegio de Abogados 
del Distrito Judicial del Norte — Orán—, Salta, peticionó 
en los años 1975 y 1979, la creación de una cámara en 
la ciudad de Salta, mereciendo el asentimiento de la pro-
vincia y de la Nación, pero la iniciativa no se materializó. 

La sede de la nueva cámara implica una descentraliza-
ción de la Segunda Instancia Federal, y una modificación 
de su jurisdicción territorial, pero ello se justifica plena-
mente toda vez que aquellos impedimentos coartantes de 
una buena administración de justicia serán superados 
por el funcionamiento de la cámara en la ciudad de Salta. 

Téngase presente que en la fecha ingresa a este 
honorable cuerpo otro proyecto de ley por el que se 
crea un juzgado federal en la ciudad de Orán, provincia 
de Salta, por lo que la nueva cámara deberá entender, 
además de lo que le corresponde por competencia origi-
naria, en los asuntos que eleven los tres juzgados de su 
jurisdicción. 

La cámara a crearse por esta ley extenderá su cono-
cimiento en un ámbito territorial del orden de los 250.000 
kilómetros cuadrados habitado por más de un millón 
de personas, colindante con tres naciones: Bolivia, Pa-
raguay y Chile y cuatro provincias: Tucumán, Chaco, 
Formosa y Catamarca. 

Dentro de su jurisdicción funcionan tres aduanas, en 
La Quiaca, provincia de Jujuy, Pocitos y Orán en la 
provincia de Salta. Allí tienen su sede las delegaciones 
de todos los organismos administrativos de la Nación, 
dos aeropuertos internacionales, regimientos en Salta, Ju-
juy y Tartagal, dos escuadrones de Gendarmería Nacional 
en Orán y La Quiaca, que instruyen las causas penales 
que luego son elevadas a los juzgados federales. La Na-
ción quedará reparada con instituciones republicanas 
funcionando en el marco de una democracia pluralista 
que se imponga como un estilo de vida en libertad, pero 
con justicia, la que pretendemos alcanzar a través del 
proyecto como el que someto a consideración. 

Ricardo Daud. — Juan C. Castiella. — Os-
valdo Comisar. 

—A las comisiones de Justicia —especializa-
da— y de Presupuesto y Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1» — Deróganse el artículo 64 de la ley 2.393 
y el artículo 31 de la ley 14.394. 

Art. 2" — Derógase el decreto ley 4.070/56. 
Art. 3» — Incorpórase en sustitución del artículo 64 

de la ley 2.393 el siguiente texto: 

Artículo 64. — El divorcio que este código au-
toriza produce la disolución del vínculo matrimo-
nial después de un año de la sentencia que declaró 
el divorcio, siempre que cualquiera de los cónyuges 
se presente ante el juez que lo dictó, pidiendo la 
disolución del vínculo. 

El juez declarará la disolución del vínculo siem-
pre que con anterioridad los cónyuges no hubiesen 
manifestado por escrito al juzgado que se han re-
conciliado. 

El Juez hará la declaración sin más trámite, 
ajustándose a las constancias de autos. 

Esta declaración autoriza a ambos cónyuges a 
contraer nuevas nupcias. 

En los casos de declaración de ausencia con pre-
sunción de fallecimiento, el otro cónyuge queda 
autorizado a contraer nuevo matrimonio, quedando 
disuelto el vínculo al contraerse estas segundas 
nupcias. La reaparición del ausente no causará la 
nulidad de este nuevo matrimonio. 

Art 4 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

José Alberto Furque. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Varios distinguidos colegas han presentado a esta Ho-

norable Cámara proyectos de ley de divorcio vincular 
y, por este motivo, no me extenderé en fundamentar las 
necesidades que nuestra sociedad tiene al respecto. Me 
limitaré a declarar mi total adhesión a los fundamentos 
que el sefior diputado Rodolfo Luis Bodo sostiene en 
el suyo (Trámite Parlamentario N" 18, página 234), de 
diferente técnica legislativa. 

Me referiré, apoyando estas iniciativas, a cómo se 
plantean estos problemas de divorcio vincular en el ma-
trimonio civil y a la anulación del matrimonio y diso-
lución del vínculo matrimonial dentro de la Iglesia 
Católica. 

Según el Nuevo código de derecho canónico, dirigido 
por don Lamberto Echeverría, de la Biblioteca de Auto-
res Cristianos, se admite que en la posición de la Iglesia 
acerca de la legislación civil divorcista existen dos etapas. 
En la primera, se niega al Estado la potestad de dictar 
estas leyes. En la segunda, que comienza ya a media-
dos de este siglo, se empieza a admitir que el Estado 
puede verse obligado a regular el divorcio porque no 
es forzoso que tenga que recoger en sus leyes todo lo 
moralmente bueno y sí deba decidir, teniendo en cuen-
ta los factores y circunstancias sociales, aquello que más 
conviene al bien común y a la concepción del orden 
civil justo. 

El episcopado español, en resumen, afirma que el 
divorcio no es sino la regulación civil de un supuesto 
remedio a un mal social. La justa autonomía de la auto-
ridad civil para establecer y regular el divorcio nace 
porque, en la sociedad actual, no todos los ciudadanos 
entienden el matrimonio desde una perspectiva cristiana 
y a la autoridad civil corresponde legislar atendiendo al 
bien común, habida cuenta de las consecuencias nega-
tivas que pudieran surgir de una prohibición absoluta 
del divorcio. 

Anulación del matrimonio y disolubilidad del vínculo 
en la actual legislación canónica. 

Es tan amplio el concepto de la anulación del matri-
monio en el actual derecho canónico, que un matrimo-
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nio disuelto por la Iglesia oo pueda serlo por nuestra 
ley civil. Este hecho ya provoca problemas de con-
ciencia y jurídicos a los católicos argentinos, y es evi-
dente que para conciliar ambas legislaciones sería nece-
sario volver al primitivo código de Veloz Sarsfield, cosa 
que creemos imposible, o admitir directamente el di-
vorcio vincular en el matrimonio civil argentino, dado 
que muchísimas causales de anulación son de imposible 
prueba en nuestra legislación, por ser más problemas 
del fuero interno o de conciencia y escapar así a las 
pruebas que deben valorar ¡os jueces. 

Un matrimonio católico puede ser disuelto por: 
1» — Privilegio Petrino: El Sumo Pontífice puede di-

solver el matrimonio no consumado, o sea aquel en el 
que los cónyuges no han tenido cópula carnal. Algunos 
tratadistas católicos hoy llegan a sostener que también 
sería posible hacerlo con los matrimonios consumados, 
lo que considero sería como admitir el divorcio, pero 
esta opinión no goza aún de aceptación. 

2» — Privilegio Paulino: Es la posibilidad de disolver 
un matrimonio cuando un cónyuge se convierte al cato-
licismo y el otro persiste en su religión original. 

Ninguna de estas causas cae dentro de nuestra legis-
lación. 

El Nuevo código de derecho canónico admite la 
anulación del matrimonio, además de las causales de 
nuestra ley, por las siguientes: 

a) Carencia de uso de razón: canoD 1.095, 1. Este 
canon sería similar a la causal "locura" del artículo 9®, 
inciso 7, de nuestra ley, pero adviértase que el canon 
dice "suficiente uso de razón", por lo que es más am-
plio; 

b) Grave defecto de la discreción de juicio: canon 
1.095, 2. So trata de un defecto de discreción de juicio 
acerca de los derechos y deberes esenciales del matri-
monio. Vemos que casi llegamos al fuero interno de los 
cónyuges, de modo tal que probar esta causa en un 
juicio civil es casi imposible, por las dificultades que 
plantea; 

c) Incapacidad psíquica para asumir las obligacio-
nes esenciales del matrimonio: canon 1.095, 3. Este ca-
non se refiere a todas las anomalías de la patología 
psicosexual: homosexualidad, satiriasis, ninfomanía, sadis-
mo, etcétera. Esta causal no está contemplada en abso-
luto en la ley argentina. Ultimamente, caen también en 
la jurisprudencia canónica "anomalías de carácter psí-
quico que hacen imposible el consorcio do la vida con-
yugal" Esta extensión jurisprudencial, entiendo, ya está 
siendo un equivalente del divorcio por "sevicias, inju-
rias y malos tratos" de nuestra legislación, que, sin em-
bargo, veda al cónyuge inocente un nuevo matrimonio 
No cabe duda de que es muy fácil probar que estos 
hechos mencionados eu nuestra ley se deben a anoma-
lías psíquicas El caso del marido borracho casi cae en 
esta causal, pues oo caben dudas de que el alcoholismo 
es una anomalia psíquica. Sin embargo, los canonistas 
consideran que existen "abusos" en las anulaciones por 
esta causal. El juez Fiore, de la S. Rota, incluso solicitó 
el rechazo de estas anulaciones, hasta que la ciencia no 
presentase argumentos ciertos al respecto; 

di Ignorancia: canco 1.033, 1. No debsn ignorar los 
contrayentes que et matrimonio es un consorcio perma-

nente ordenado a la generación de la prole, mediante 
una cierta cooperación sexual. No está desde va con-
templado en nuestra legislación; 

e) Error: canon 1.097, 1. Es acerca do la persona; el 
canon 1.097, 2, afirma que el error sobre las cualidades 
de la persona oo invalida el matrimonio, a oo ser que 
se pretenda esta cualidad directa y principalmente. El 
canon 1.099 admite el error de derecho acerca de la 
unidad, indisolubilidad y sacramentalidad del matrimo-
nio El canon 1.098 contempla el error inducido por 
dolo de un contrayente, sobre una cualidad que por su 
propia naturaleza pueda perturbar gravemente el con-
sorcio de la vida conyugal. 

La legislación argentina regula de un modo tan se-
vero esta causal, y le impone tan severa limitación, que 
haci casi imposible su invocación. Véase el artículo 16 
de nuestra ley; 

f) Simulación: canon 1.101, 2. Se admite el acto si-
mulado en el fuero interno, lo que es de imposible prue-
ba en un juicio civil. Incluso se admite que existió 
simulación, si un cónyuge contrajo nupcias deseando in-
ternamente evitar la procreación, o el contacto sexual 
con el otro, permanente o temporalmente; 

g) Violencia tuerza. miedo: canon 1.103 Es nulo el 
matrimonio celebrado por fuerza o miedo grave exter-
no. Nuestra legislación admite, en su articulo 85, la vio-
lencia, pero restringe severamente la causal exigiendo, 
como en el caso de error, que el marido sólo cohabite 
tres días cotí su cónyuge, y la mujer, treinta. EU derecho 
canónico oo pone límites c los jueces. 

La sola comparación de esta legislación canónica con 
la ley de matrimonio civil que nos rige, nos excusa de 
continuar fundamentando este proyecto, que entendemos 
es de urgente necesidad. 

Podremos ver, también, que no es posible asimilar las 
causales canónicas a la legislación civil, pues muchas 
se refieren al fuero interno y no podrían ser conside-
radas por los jueces. 

Los argentinos católicos que obtengan anulaciones 
de su matrimonio canónico no podrán contraer nuevo 
matrimonio legal en la Argentina en las actuales con-
diciones. Se crea asi, también, un problema de concien-
cia o confesional. Esta situación sólo puede resolverse 
con una ley que admita el divorcio, pues aceptar la 
solución propuesta por algunos católicos, de volver al 
matrimonio canónico para los católicos y aceptar el civil 
para los no católicos, nos pondría en la paradójica situa-
ción de que los católicos podrían obtener la anulación de 
su matrimonio y los no católicos no, en idénticas cir-
cunstancias. 

José Alberto Furque. 

—A la Comisión de Legislación General. 
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Artículo — Se modifica el Código Civil, de acuerdo 
con las siguientes disposiciones: 

a) Se sustituye el texto del artículo 131, por el 
siguiente: 

Artículo 131. — Los menores que contrajeren 
matrimonio sa emancipan y adquieren capaci-
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dad civil con !a$ ÜHjiíjtsknios psevísten ea el 
art'c.ilo 134 

Si se hubiesen cacado sin satwtecfí» no ten-
drán, hasta los 21 años, la administración y dis-
posición de tos bísaos recibidos o que recibieren 
a título gratuito, continuando respecto da ellos 
el régimen legal vigente de los menores, salvo 
ulterior habilitación. 

Los menores que hubieran cumplido los die-
ciocho años podrán emanciparse por habilitación 
de edad mediante decisión conjunta de los pa-
dres; ca caso de disentimiento, decidirá el juez. 
Si se encontraren bajo tutela pndrá el juez ha-
bilitarlos E pedido del tutor o del menoT, previa 
sumaria Información sobro la aptitud de éste. 
La emancipación por habilitación de edad tiene 
los mismos efectos que Ir. derivada del matri-
monio, salvo en cuanto e la revocabilidad. 

La habilitación dada por los padres se otor-
gará por escritura pública, que deberá inscribirse 
en el Registro de Estado Civil y Capacidad de 
las Personas. Tratándose de ia habilitación ju-
dicial bastará la inscripción de la sentencia en 
dicho registro. 

A los efectos dal ejercicio del comercio por el 
habilitado, deberá cumplirse con las disposicio-
nes del código respectivo. 

La habilitación podrá revocarse judicialmente 
cuando los actos del irenor demuestren su in-
conveniencia, & pedido de la madre, del padre, 
de quien ejercía la tutela al mismo tiempo de 
acordaría o del ministerio pupilar; 

b) Se sustituye el texto del artículo 149, por el 
siguiente: 

Artículo 149. — Si el denunciado como de-
mente fuese menor de edad, su padre, su madre 
o su tutor ejercerán las funciones de curador 
provisorio; 

c) Se sustituye el texto del artículo 264, por e! 
siguiente: 

Artículo 264. — La patria potestad es el con-
junto de derechos y obligaciones que correspon-
den a los padres sobre las personas y bienes de 
sus hijos, desde la concepción de éstos y en 
tanto sean menores de edad y no se hayan eman-
cipado. El ejercicio de la patria potestad sobre 
los hijos legítimos corresponde, indistintamente, 
al padre y a la madre. 

En caso de disentimiento entre los padres 
decidirá el juez de mesares. El ejercicio de la 
patria potestad sobre los hijos ej.traraatxinanniales 
corresponde al padre y a la madre al igual q¿e en 
los hijos matrimoniales, si ambos conviven con 
el hijo y también lo hubieren reconocido; da lo 
contrario, correspondo el que convive con él, y si 
ninguno de los dos lo hace, al qae determine el 
juez de menores. 

En caso de padres legítimos separados judi-
cialmente o cuyo naatrimeaio se hubiese anulado, 
el ejercicio de ía patria potestad corresponde, 
únicamente, a aquel a quien se le hubiera acor-
dado judicialmente la tenencia del hijo. 

d) Ss sustituye el texto del artículo 265, psr el 
siguiente: 

Artículo 265. — Los hijos menores de edad 
están bajo la autoridad y poder de sus padres. 
Tienen éstos obligación y derecho de criar a sus 
hijos, alimentarlos y educarlos, conforme a su 
condición y fortuna, no sólo con los bienes de 
aquéllos, sino con los suyos propios. 

e) Se sustituye el texto del artículo 271, por el 
siguiente: 

Artículo 271. — En caso de divorcio, o de se-
paración judicial de bienes o de nulidad del 
matrimonio, incumbe siempre al padre y a la 
madre el deber de dar alimentos a sus hijos 
y educarlos. 

f) Se sustituye el texto del artículo 272, por el 
siguiente: 

Artículo 272. — Si el padre o la medre faltasen 
a esta obligación pueden ser demandados por la 
prestación de alimentos, o por el propio hijo si 
fuese adulto, asistido por el tutor especial o 
por cualquiera de los parientes, o por el minis-
terio de menores. 

g) Se sustituye el texto del artículo 281, por el 
siguiente: 

Artículo 281. — El hijo de familia no puede 
comparecer en juicio como actor, sino autorizado 
por el padre y la madre. 

h) Se sustituye el texto del artículo 282, por el 
siguiente: 

Artículo 282. — Si el padre o la madre nega-
ren su consentimiento al hijo para intentar una 
acción civil contra un tercero, el juez, con cono-
cimiento de los motivos que para ello tuvieren, 
podrá suplir la licencia, dando al hijo un tutor es-
pecial para el juicio. 

i) Se sustituye el texto del artículo 283, por ú 
siguiente: 

Artículo 283. — Se presume que los hijos de 
familia adultos, si ejercieran algún empleo pú-
blico o alguna profesión o industria, están auto-
rizados por sus padres para todos los actos y 
contratos concernientes al empleo público o a su 
profesión o industria. 

Las obligaciones que de estos actos nacieren 
recaerán únicamente sobre los bienes cuya ad-
ministración y usufructo, o sólo el usufructo, no 
tuviesen los padres. 

i) Se sustituye el texto del artículo 284, por el 
siguiente: 

Artículo 284. — Los hijos da familia adultos, 
ausentes de la casa paterna, co¡i licencia del 
padre y de la madre en país extranjero, que tu-
viesen necesidad de recursos para sus alimentos 
u otras necesidades urgentes podrán ser auto-
rizados por el cónsul de la república para con-
traer deudas que satisfagan la necesidad en que 
se hallaren. 
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k) Se sustituye el texto del artículo 286, por el 
siguiente: 

Artículo 286. — No es preciso la autorización 
de los padres para estar en juicio o cuando el hijo 
de familia adulto fuese demandado criminal-
mente, ni para las disposiciones de su última 
voluntad, ni cuando reconociere sus hijos extra-
matrimoniales. 

I) Se sustituye el texto del artículo 290, por el 
siguiente: 

Artículo 290. — Es implícita la cláusula de no 
tener los padres el usufructo de los bienes dona-
dos o dejados a los hijos de familia, cuando esos 
bienes fuesen donados o dejados con indicación 
del empleo que deba hacerse a los respectivos 
frutos o rentas. 

m) Se sustituye el texto del artículo 293, por el 
siguiente: 

Artículo 293. — Los padres son los administra-
dores legales de los bienes de los hijos que están 
bajo su potestad, aun de aquellos bienes de 
que no tengan usufructo. 

n) Se sustituye el texto del artículo 294 por el si-
guiente: 

Artículo 294. — Los padres no tienen la admi-
nistración de los bienes donados o dejados por 
testamento a los hijos cuando han sido donados 
o dejados bajo la condición de que no los ad-
ministren. 

fl) Se sustituye el texto del artículo 295 por el si-
guiente: 

Artículo 295. — La condición que prive a los 
padres de administrar los bienes donados o de-
jados a los hijos, no les priva del derecho al 
usufructo. 

o) Se sustituye el texto del artículo 303 por el si-
guiente: 

Artículo 303. — Removidos el padre y la ma-
dre de la administración de los bienes, el juez la 
encargará a un tutor especial y éste entregará 
a los padres el sobrante de las rentas de los 
bienes de los hijos después de satisfechos los 
gastos de la administración de los alimentos y 
educación de ellos. 

p) Se deroga el artículo 305; 

q) Suprímese del artículo 308, inciso 4, la palabra 
'legal"; 

r) Se sustituye el texto del artículo 323 por el si-
guiente: 

Artículo 323: Los derechos y obligaciones que 
produce la legitimación principian desde el día 
en que el siguiente matrimonio fue celebra-
do; no remonta al día de la concepción ni al 
día del nacimiento de los hijos legitimados, sea 
para influir en los derechos ya adquiridos de 

sucesión hereditaria, o para aprovechar a los pa-
dres en el usufructo que les corresponde sobre 
los bienes de sus hijos. 

s) Sustitúyese la denominación del título V del 
Código Civil y del capítulo I del mismo título 
por la siguiente: "De los hijos extramatrimo-
niales"; 

t) Se sustituye el texto del artículo 330 por el si-
guiente: 

Artículo 330. — El padre y la madre tienen el 
deber de criar a sus hijos extramatrimoniales, 
proveer a su educación, darles enseñanza pri-
maria y costearles el aprendizaje de una profe-
sión u oficio. Pero en los casos en que el interés 
de los hijos lo demande, los jueces podrán orde-
nar que la educación del hijo sea confiada sólo 
al padre o sólo a la madre, o a un tercero a 
costa de los padres. 

tí) Se sustituye el texto del artículo 367 por el si-
guiente: 

Artículo 367. — Los parientes legítimos por 
consanguinidad se deben alimentos en el orden 
siguiente: los padres y los hijos. Si faltare el 
padre y la madre, o cuando a éstos no les fuere 
posible prestarlos, los abuelos y demás ascen-
dientes. Los hermanos entre sí. La prestación de 
alimentos entre los parientes es recíproca. 

v) Se sustituye el texto del artículo 1.114 por el 
siguiente: 

Artículo 1.114. — El padre y la madre son so-
lidariamente responsables de los daños causados 
por sus hijos menores que estén bajo su poder 
y que habiten con ellos. 

Art 2» — Se sustituye el texto del artículo 10 de la 
ley 2.393 (matrimonio civil) por el siguiente: 

Artículo 10. — La mujer mayor de 14 años y el 
hombre mayor de 16 años, pero menores de edad, 
aunque estén emancipados por habilitación de edad, 
y los sordomudos que no saben darse a entender 
por escrito, no pueden casarse entre sí ni con otra 
persona sin el consentimiento de su padre y madre, 
o sin el del tutOT o curador a falta de ambos o, en 
defecto de éstos, sin el del juez. 

En caso de hijos extramatrimoniales, separación 
o nulidad de matrimonio, se requiere el consenti-
miento de quien tenga el ejercicio de la patria po-
testad. 

Art 3» — Se sustituye el texto del artículo 19, inciso 
3«, de la ley 14.394 (régimen de menores y de la fa-
milia) por el siguiente: 

Artículo 19. — El padre y la madre. 

Art 4« — Se modifica el Código de Comercio, artículo 
12, sustituyéndose el texto original por el siguiente: 

Artículo 12. — El hijo mayor de 18 años que fuesa 
asociado al comercio del padre o de la madro, será 
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reputado autorizado y mayor para todos los efectos 
legales en las negociaciones mercantiles de la so-
ciedad. 

Art. 5® — Se derogan todas las disposiciones legales 
o reglamentarias que se opongan a la presente ley. 

Art. 6« — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Marta Cristina Guzmán. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El presente proyecto de ley está basado en otro del 

cual fuera autora, presentado en el período parlamen-
tario de 1974, y que fuera aprobado por el Congreso 
de la Nación en 1975, pero luego vetado por el Poder 
Ejecutivo. 

El texto presente fue oportunamente remitido en con-
sulta a las cátedras dp Derecho Civil V (derecho de 
familia y sucesiones). Asimismo, se consultó a más 
de cien organizaciones no gubernamentales sobre la ne-
cesidad de esta reforma y a través de ellas se realizaron 
seminarios, encuestas y conferenciar en distintos lugares 
del país. Lo antedicho advierte que ha sido suficiente-
mente debatido. 

El presente proyecto contempla la reforma de una 
de las instituciones más antiguas del derecho de fami-
lia: la patria potestad. 

Nuestra ley civil la caracteriza como el conjunto de 
derechos y obligaciones que corresponden a los padres 
sobre las personas y los bienes de los hijos menores. 
La evolución de esta institución ha sido constante y va 
desde la rígida concepción del derecho romano, que la 
definía como un derecho absoluto del padre sobre los 
hijos, hasta la concepción moderna —aceptada por to-
dos los países de Occidente—, en la que ya no es tanto 
un derecho como un conjunto de obligaciones y de 
responsabilidades. Hay consenso universal en cuanto a 
su contenido de derechos y obligaciones; las disidencias 
so presentan en cuanto al ejercicio de esos derechos y 
obligaciones. ¿Quién debe ejercerlos? ¿El padre sola-
mente? ¿El padre y la madre? ¿Qué opinión prevalece 
en caso de desacuerdo? Es en este punto donde las 
opiniones se separan. 

Nuestro Código Civil, en su artículo 264, declara: 
El ejercicio de la patria potestad de los hijos legítimos 
corresponde al padre; y en caso de muerte de éste o de 
haber incurrido en la pérdida de la patria potestad o 
del derecho de ejercitarla, a la madre; es decir, consa-
gra al padre como titular del derecho de ejercitar la 
patria potestad mientras que la madre sólo puede ejer-
cerla subsidiariamente cuando el padre esté imposibili-
tado de hacerlo. Este proyecto propone que la patria 
potestad sea ejercida con idéntico alcance tanto por el 
padre como por la madre. 

Entiendo que ésa es la solución que exige lioy el 
desenvolvimiento de la familia y de la sociedad, dos 
organismos vivos, dinámicos, que se relacionan y se 
influyen constantemente, exigiéndose estructuras y rit-
mos acordes con los nuevos fenómenos sociológicos que 

se van configurando. La familia no es una entidad in-
mutable y cerrada, sino el producto de la evolución 
social; por eso, si en el derecho romano ertaba justi-
ficado el poder paterno absoluto —porque en el padre 
descansaba todo el peso de la responsabilidad econó-
mica y era el único que tenía la posibilidad de dar 
educación, alimento, nombre y seguridad al grupo fa-
miliar—, hoy ya no se justifica porque ha cambiado la 
situación de la mujer dentro de la sociedad. Este cam-
bio se ha orientado hacia la plena igualdad civil, polí-
tica y social del hombre y de la mujer. 

Acorde con eso, este proyecto —limitándose a regis-
trar una situación que es real— propone que el eje de 
la familia ya no sea el padre, sino el padre y la madre. 
Y esta posición —que puede parecer simplemente un 
nuevo avance feminista— no hace sino retomar el pen-
samiento del doctor Vélez Sarsfield, quien en su nota 
al artículo 305 dice: "Esta es la marcha natura] de la 
civilización, elevando, contra las más antiguas costum-
bres, la condición de las madres de familia. El derecho 
ha marchado también, y acabarán por ser reconocidas en 
los países cultos la necesidad y conveniencia de ponei 
a la madre, en sus relaciones de derecho, a la par del 
padre" Esto fue dicho en 1869. Han transcurrido más 
de cien años: ya es hora de concretar la visión del 
codificador, ya es hora de hacerse cargo de esa nece-
sidac y conveniencia de poner a la madre a la par 
del padre. 

Es evidente el sensible cambio operado en los roles 
masculinos y femeninos a través de la historia de los 
pueblos. Estos cambios han determinado, en forma na-
tural, una reubicación de la mujer en la organización 
de la familia y la sociedad. La realidad ha demostrado 
que la mujer es tan capaz de producir bienes como 
el hombre y que no le es inferior en capacidad inte-
lectual ni en aptitudes para el desempeño de oficios y 
profesiones. Correlativamente, estas comprobaciones han 
ido desmitifícando la versión tradicional del hombre, a 
quien se concebía apriorísticamente como el único ca-
pacitado para producir, mandar, pensar, proteger y go-
bernar. Hoy sabemos que este esquema de Hjerte-débil, 
capaz-incapaz es arbitrario y que ya no tiene ninguna 
funcionalidad en él actual contexto social, que exige 
cada vez más un rol activo para la mujer. 

Otro fenómeno social importante es la desaparición 
de la gran familia (abuelos y tíos incluidos) viviendo 
bajo el mismo techo y su sustitución por el pequeño 
grupo familiar. Esa gran familia estaba fuertemente or-
ganizada alrededor de la autoridad paterna y además 
actuaban en su seno, como un factor de presión, la cen-
sura y el consejo de los abuelos y demás allegados 
mayores. 

Hoy ya no existe esa estructura familiar amplia, sino 
la familia nuclear, es decir, el pequeño grupo familiar 
constituido por los padres y los hijos. 

El nuevo modelo familiar —mucho más restringido 
y dinámico que el anterior— se organiza naturalmente 
alrededor de ambos cónyuges, ya no sólo del marido 
como ocurría en la familia ancestral. Hoy son el padre 
y la madre, en la misma medida, los que afrontan la 
responsabilidad de orientar a los hijos y de conducir 
al grupo. Las exigencias económicas, sociales y cultu-
rales del medio influyen tanto en uno como en otro. 
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Ya nadie presume que sólo el padre tiene la obligación 
de trabajar fuera del hogar ni tampoco que sólo la 
madre está capacitada para cuidar de los hijos. 

Hasta hace poco la familia era el más importante 
transmisor de normas y valores, y esas normas y valores 
eran los que sustentaba el padre, quien a su vez los 
había tomado de su padre. El canal paterno era casi 
la única posibilidad formativa para los hijos. Hoy, en 
cambio, con la difusión de la escolaridad indiscriminada 
para varones y niñas y con la penetración en los hoga-
res de los medios de comunicación masiva, la edu-
cación de los hijos es una tarea dificil y compleja que 
escapa por completo a la acción exclusiva del padre y 
hace imprescindible la acción conjunta de la pareja. 

Son muchos los problemas que configuran el cuadro 
familiar, por eso no es eficaz ni justo que todo el peso 
de las determinaciones recaiga en el padre. La ley fran-
cesa del 4 de junio de 1970 describe con claridad esa 
necesidad de coparticipación en la empresa familiar: 
"Los esposos aseguran juntos la dirección moral y ma-
terial de la familia, proveen a la educación de los 
hijos y les preparan su porvenir". 

Una cuestión importante que se plantea en el sistema 
de la patria potestad ejercida indistintamente por el padre 
o la madre, es la de quién resuelve un caso de disiden-
cia. Las respuestas de la doctrina y de la legislación 
se han orientado en dos sentidos: 

1. En caso de desacuerdo, prevalece la autoridad del 
padre. 

2. En caso de desacuerdo resuelve el juez. 
Este proyecto se adhiere a la segunda solución y fun-

damenta su posición en los intereses de los padres que, 
en defensa propia, se esforzarán por restablecer su ar-
monía interna frente a la amenaza de tener que declinar 
a favor de la autoridad judicial. 

La solución que hace prevalecer el poder decisorio 
del padre se basa en la prejuiciosa presunción de que 
el marido está mejor dotado que la mujer para discernir 
y decidir. & un resabio de la concepción patriarcal de 
la familia. 

El presente proyecto propone que en caso de desa-
cuerdo resuelva el juez. Si bien como principio general 
es deseable la menor intervención de la justicia en pro-
blemas de familia, esta solución se impone por dos 
razones: 

1. El interés de los hijos: el poder decisorio del padre 
implica atribuirle un elemento de presión que, dada la 
sobrecarga emocional contenida en toda situación de des-
acuerdo, puede ejercer más en contra del cónyuge que 
en el interés de los hijos. La ley tiene que prever ese 
riesgo y neutralizarlo dando el poder decisorio a una 
autoridad imparcial como es el juez de menores. 

2. Fortalecimiento de la relación de los padres: la 
posibilidad de que un problema común escape a su 
capacidad decisoria para derivar a la autoridad judiciaJ 
obligará a los padres a revisar sus planteos y a extremar 
sus esfuerzos para restablecer el entendimiento interrum-
pido y lograr una salida armónica. Si esto no es posible, 
quiere decir que hay un deterioro profundo de sus rela-
ciones; corresponde, entonces, que resuelva el juez, ya 
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que comprobada esa situación de crisis no se la agravará 
aún más dando a uno de los cónyuges privilegio sobre el 
otro. 

Las disposiciones correlativas de lo que da lugar a la 
modificación centra) (artículo 284 del Código Civil) 
también se modifican para no tener problemas inter-
pretativos y la anomalía de que aparentemente subsistan 
disposiciones abiertamente contrarias. 

Por el artículo 131, segunda parte (proyectado), so 
establece la necesidad de la autorización conjunta por pa-
dre y madre para la habilitación de edad para que nin-
guno pueda quizás ocultar el acto con el fin de pasar por 
sobre la oposición del otro. Igual criterio para la auto-
rización al hijo menor para contraer matrimonio (ar-
tículo 10, ley 2.393, matrimonio civil proyectado), para 
autorizar al menor a comparecer en juicio como actor 
(artículos 281 y 282 del Código Civil) y para el ingreso 
a orden religiosa o militar. 

Al rehacerse el artículo 131 se da solución al pro-
blema que no contempló la reforma de 1988: es el de 
si el emancipado poi habilitación de edad necesita o 
no venia paterna para casarse. Respecto de esto la doc-
trina nacional sostiene dos posiciones: la de que no la 
necesita porque el articulo 131 lo habilita para todos 
los actos de la vida civil con la sola excepción do los 
previstos en el artículo 134, y la de que sí la necesita 
porque el artículo 10 de la Ley de Matrimonio Civil la 
establece para los menores de edad, y siguen siendo 
menores aunque estén emancipados. La casi totalidad 
de- la doctrina está conteste en que sería conveniento 
mantener la exigencia de la venia —dada la trascen-
dencia del acto de contraer matrimonio—; se aclara 
esto en el artículo 131, último párrafo del Código Civil 
y en el artículo 10 —proyectado— de la Ley de Ma-
trimonio Civil. 

Respecto de los efectos de la emancipación por eman-
cipación de edad (o dativa) se aclara en el artículo 131, 
tercer párrafo, proyectado, que tiene los mismos efectos 
que la derivada del matrimonio (o legal), ausencia que 
dio lugar a problemas interpretativos. 

En el articulo 284, además de la reforma central de 
dar el derecho del ejercicio de la patria potestad a la 
madre, se reforma la última parte que alude a los hijos 
extramatrimoniales Valga recordar que la denominación 
fue suprimida por la ley 14.367, que extendió la patria 
potestad a todos los hijos nacidos fuera del matrimonio. 
Por otra parte, la disposición del artículo 264 fue con-
siderada oscura y de difícil interpretación. La reforma 
propone que corresponda a ambos si conviven con el 
hijo; caso contrario, al que conviva con él, y si ninguno 
de los dos lo hace, al que determine el luez de menores. 

La última parte del articulo 264 —proyectado— 
pretendo poner fin a la situación de desgobierno que se 
generó en los casos de padres divorciados o con matri-
monio anulado, dando el ejercicio de la patria potestad 
al que ejerza la tenencia. 

En el artículo 306, inciso 4, del Código Civil se su-
prime la palabra "legal" pues la patria potestad no 
sólo se acaba por emancipación legal patrimonio), 
sino también por emancipación dativa (habilitación de 
edad) sin perjuicio de su renacimiento en caso de re-
vocación de la habilitación. 
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Esto proyecto Introduce también una reforma al Có-
digo de Comercio, en su articulo 12, que eD su texto 
actual prevé solamente la asociación del hijo al comer-
cio del padre, considerándolo en ese supuesto autorizado 
y mayor de edad para todos los efectos legales ema-
nados de la actividad mercantil de la sociedad. Hoy la 
mujer ejerce el comercio con la misma frecuencia que 
el hombre; por lo tanto, la posibilidad de asociación del 
hijo lo es tanto al comercio del padre como al de la 
madre. 

Honorable Cámara, permítaseme abonar la posición 
que sustento con ejemplos de legislación comparada 
americana. 

La mayoría de los países de América dan la titularidad 
de la patria potestad al padre y a la madre, así por 
ejemplo: j 

En Bolivia, el Código de la Familia sustituye la 
denominación de patria potestad por la de "autoridad 
de los padres" (libro III, título I). En el artículo 251 
expresa que la autoridad sobre los hijos comunes se 
ejerce durante el matrimonio por el padre y por la 
madre. Los actos de uno solo de ellos que se justifiquen 
por el interés del niño, se presume que cuentan con el 
asentimiento del otro. En caso de ausencia de uno de 
los padres, de pérdida o suspensión de la autoridad de 
uno de los padres, incapacidad o impedimento, la au-
toridad se ejerce por el otro. En caso de' desacuerdo, 
te recurre al juez. 

En Brasil, durante el matrimonio, la patria potestad 
compete a los padres, ejerciéndola el marido en colabo-
ración con la mujer. En caso de falta o impedimento de 
uno de los progenitores, el otro pasará a ejercerla exclu-
sivamente. En caso de desacuerdo entre ellos, prevalece 
la decisión del padre, sin perjuicio de que la madre 
pueda recurrir al juez para solucionar la diferencia de 
opiniones (artículo 380 del Código Civil reformado por 
la ley 4.121 de 1962). La madre que contrae nuevas 
nupcias no pierde la patria potestad con relación a los 
hijos del matrimonio anterior, ejerciéndola sin interfe-
rencia del marido (artículo 393 del Código Civil). 

En Colombia, luego de las reformas del decreto 2.820 
de 1974, el artículo 288, inciso 2» del Código Civil, 
establece que corresponde a los padres conjuntamente el 
ejercicio de la patria potestad sobre sus hijos legítimos. 
A falta de uno de ellos, la ejerce el otro exclusivamente. 

En Costa Rica, el Código de Familia, moderno cuerpo 
legal, cuyo titulo tercero trata sobre "la autoridad pa-
ternal o patria potestad", so refiere en su capítulo II a 
la patria potestad sobre los hijos habidos en el matri-
monio. En caso de conflicto, predominará lo que decida 
el padre, mientras el tribunal, en procedimiento sumario, 
no resuelva cosa distinta, tomando en cuenta el interés 
del menor. 

En El Salvador, el Código Civil en su artículo 252 
(decreto legislativo 490/1972) prescribe que la patria 
potestad es el conjunto de derechos que la ley da a los 
padres legítimos de consuno o a uno solo de ellos, en 
defecto del otro. El artículo 230 dispone que los hijos 
deben obediencia a su padre y madre. Y el artículo 244 
hace referencia al derecho de corrección y al de orientar 

el estado y profesión futura del hijo, y la dirección de 
su educación, como correspondiente a ambos progeni-
tores. 

El Código Civil de Guatemala (artículo 252) atribuye 
el ejercicio de la patria potestad conjuntamente al padre 
y a la madre, en el matrimonio y en la unión de hecho, 
indicando por otra parte que siempre que haya pugna 
de interés en el ejercicio de la patria potestad el juez 
debe resolver lo más conveniente en interés del hijo 
(artículo 256). 

La patria potestad comprende también el derecho de 
representar legalmente al menor o incapacitado en su 
vida civil, así como administrar sus bienes (artículo 254). 
Si la patria potestad la ejercen conjuntamente el padre 
y la madre, durante el matrimonio o la unión de hecho, 
la representación del menor o del incapacitado y la ad-
ministración de sus bienes, la tendrá el padre (artículo 
255). 

En Honduras, la Constitución Política ha establecido, 
en el artículo 117, que los padres están obligados a 
asistir y educar a sus hijos y que el Estado velará por 
el cumplimiento de estos deberes. Por su parte, el ar-
tículo 238 deja sentado que a los padres compete dirigir 
la persona de sus hijos, protegerlos y administrar sus 
bienes. El conjunto de estos derechos constituye la patria 
potestad. La madre participa del poder paterno y debe 
ser oída en todo lo que se refiere al interés de sus hijos. 
Sin embargo, la mujer viuda, o aquella cuyo matrimonio 
hubiera sido declarado disuelto o nulo, y pase a segundas 
nupcias, no puede ejercer la patria potestad sobre los 
hijos del matrimonio anterior (artículo 242). 

El Código de México para el distrito federal y terri-
torios federales concede el ejercicio conjunto de la patria 
potestad no sólo al padre y a la madre, sino que a falta 
de éstos llama también a ejercerla a los abuelos paternos 
y abuelos matemos por el orden citado (artículos 414 y 
417). Sin embargo, hace una marcada concesión al prin-
cipio de masculinidad en los artículos 426 y 427, al con-
signar en el primero que cuando la patria potestad se 
ejerce a la vez por el padre y la madre, o por el abuelo 
y abuela, o por los adoptantes, el administrador de los 
bienes será el varón. Sin embargo, éste consultará en 
todos los negocios a su consorte, requiriendo expresamente 
su consentimiento para los actos más importantes de la 
administración. En el segundo se ordena que la persona 
que ejerza la patria potestad —se sobreentiende que es 
el varón— representará a los hijos en juicio, pero no 
podrá celebrar ningún arreglo para terminarlo si no es 
con el consentimiento expreso de su consorte y con la 
autorización judicial, cuando la ley lo requiera expresa-
mente. 

El artículo 391 del Código Civil del Perú nos dice 
que la patria potestad se ejerce por el padre y la madre 
durante el matrimonio, mas en caso de controversia pre-
valecerá la opinión del padre. Asimismo, aunque se ejerza 
a la vez por ambos, el padre será el representante legal 
y administrador de los bienes del hijo (artículo 392). 

La República Dominicana, con las reformas introduci-
das al Código Civil (ley 855 del 22 de julio de 1978), 
establece en el título IX, llamado de "La autoridad del 
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padre y de la madre" (articulo 371.2) que la autoridad 
pcrtcncce al padre y a 1a madre, para proteger al hijo 
en su seguridad, su salud y su moralidad. Ellos tienen 
a su respecto el derecho y el deber de guarda, de vigi-
lancia y de educación. Si el padre y la madre no se 
ponen de acuerdo en lo concerniente al interés del hijo, 
el cónyuge más diligente podrá apoderar al juez de paz 
correspondiente con el fin de que. previa tentativa de 
conciliación entre las partes, dicho funcionario estatuya 
lo que sea de lugar (artículo 372.1). 

En Uruguay, el artículo 11 de la ley 10.788 de dere-
chos civiles de la mujer estatuye que la patria potestad 
será ejercida en común por los cónyuges. 

En Venezuela, la reforma de 1982 da el ejercicio de la 
patria potestad a ambos cónyuges. 

Hijos extramotrimoniales: respecto a la titularidad y 
ejercicio de la patria potestad sobre los hijos nacidos 
fuera del matrimonio, hay opciones múltiples; así, por 
ejemplo, en algunos códigos la patria potestad se atri-
buye preferentemente a la madre. 

En Colombia, el artículo 288 del Código Civil, luego 
de sucesivas reformas, estatuye que por regla general 
corresponde a la madre la patria potestad sobre el hijo 
extramatrimonial. 

En Costa Rica, el artículo 142 del Código de Familia 
estatuye como principio primero que la madre, aun 
cuando fuere menor de edad, ejercerá la patria potestad 
sobre los hijos habidos fuera del matrimonio y tendrá 
plena personería jurídica para esos efectos. El tribunal, 
para casos especiales, podrá conferir la patria potestad 
al padre, juntamente con la madre. 

En El Salvador, la madre "ilegítima" tiene la patria 
potestad sobre sus hijos no emancipados. En defecto de 
la madre, tiene la patria potestad el padre natural que 
los haya reconocido voluntariamente (artículo 252 del 
Código Civil, reformado por decreto legislativo 490/ 
1972). 

El Código Civil de Nicaragua (reformado por decreto 
327) en su artículo 263 dice: los hijos habidos fuera 
del matrimonio y reconocidos por el padre estarán suje-
tos a la patria potestad de la madre, salvo que el padre 
compruebe que, desde su nacimiento hasta la fecha en 
que pretende ejercer la patria potestad, ha atendido 
cumplidamente el mantenimiento y educación de los hijos. 
Si por sentencia se le diere al padre la patria potestad, 
éste la podrá ejercer. La tenencia del hijo menor reco-
nocido siempre corresponde a la madre, salvo que por 
motivos legales comprobados en juicio sumario se acuer-
de lo contrario. 

En Bolivia el artículo 255 del Código de Familia, 
inserto en el Título I de la Autoridad de los Padres, 
dice que sobre los hijos reconocidos por sus padres, 
ésta se ejerce por el que tiene la guarda, la cual se 
otorga generalmente a la madre, aunque sea menor de 
edad o el reconocimiento hecho por ella sea de fecha 
posterior al del padre, a no ser que el hijo haya sido 
entregado a este último o de otro modo haya quedado 
en su poder. 

En Guatemala, el ya citado artículo 252 indica que 
la patria potestad se ejerce conjuntamente por el padre 

y la madre en el matrimonio y en la unión de hecho. El 
artículo 261 establece para el caso en que el padre y 
la madre no sean casados ni estén unidos de hecho, que 
los hijos estarán en poder de la madre, salvo que ésta 
convenga que pasen a poder del padre. 

En la República Dominicana, la madre ejercerá ple-
namente la autoridad sobre su hijo natural. Si el padre 
reconoce al hijo dentro de los tres meses del nacimiento, 
la madre continuará ejerciendo la referida autoridad, pero 
el padre podrá solicitar al Tribunal que se le confiera 
a él solo o a ambos conjuntamente. Si el padre no lo 
ha reconocido y la madre no está en condiciones de 
ejercer la autoridad, el hijo quedará bajo la autoridad 
de los abuelos maternos. A falta de éstos, el Ministerio 
Público o cualquier pariente materno deberá solicitar al 
juez de primera instancia correspondiente la apertura 
de la tutela (conf. artículo 3674 del Código Civil). 

En otros códigos, en el caso de hijos extramatrimonia-
les, la patria potestad es atribuida a ambos padres, por 
ejemplo: 

El código de México para el distrito federal y terri-
torios federales atribuye la patria potestad a los padres 
que hayan reconocido al hijo y dispone, en el artículo 
415, que cuando los progenitores lo hayan hecho y vivan 
juntos ejercerán ambos la patria potestad. Si ambos 
padres hubieran hecho juntos el reconocimiento pero no 
conviviesen, convendrán cuál de los dos la ejercerá, y en 
caso de que no lo hicieren, el juez, oyéndolos y con 
audiencia del Ministerio Público, decidirá lo más con-
veniente. 

En Uruguay, el artículo 14 de la ley de los derechos 
civiles de la mujer prescribe que las mismas reglas que 
corresponden a los hijos matrimoniales se aplican a los 
hijos extramatrimoniales reconocidos por el padre y la 
madre. 

Honorable Cámara, por último recuerdo que la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación ha establecido que 
la patria potestad es un verdadero derecho natural ema-
nado de la unión biológica de los padres. En consecuen-
cia, en tanto "derecho natural" no puede serle negado 
ni cercenado a ninguno de los dos. Si la ley no puede 
crearlo ni concederlo, sino simplemente reconocerlo 
—puesto que siendo un derecho inherente al acto de pro-
creación los padres lo tienen por naturaleza—, mucho 
menos entonces podrá privar de su ejercicio a uno de 
ellos. 

Por todas las razones expuestas precedentemente so-
licito a vuestra honorabilidad le aprobación del presente 
proyecto de ley. 

María Cristina Guzmán. 

—A la Comisión de Legislación General. 

11 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

C A P I T U L O I 

Artículo 1" — Créanse en la Capital Federal los tri-
bunales de familia, que estarán compuestos por una 
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Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de Familia, 
diez juzgados de primera instancia y el fuero de con-
ciliación. 

Art. 29 — La Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil de Familia estará integrada por dos salas, con tres 
jueces cada una. Cada sala tendrá un secretario y el per-
sonal auxiliar que determine la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación por vía de superintendencia. 

Art. 39 — Cada uno de los juzgados nacionales de 
primera instancia en lo civil de familia funcionará con 
una secretaría. A estos efectos se crean diez secretarías. 

Art. 49 — El fuero de conciliación se integrará con 
diez asesorías de familia y dos asesorías de cámara que 
se integrarán con los actuales asesores, creándose los 
cargos necesarios para completar dicho número. 

Los asesores se desempeñarán ante los juzgados de 
primera instancia y ante la Cámara Nacional de Apela-
ciones del Fuero de Familia, según corresponda y ante 
los jueces ordinarios cuando en los juicios con contenido 
patrimonial estén comprometidos los intereses de me-
nores. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, dentro 
de los noventa (90) días de promulgada la presente 
ley, determinará el lugar y cantidad del personal auxiliar 
que será necesario para el funcionamiento de las ase-
sorías. 

Art. 59 — Para ser juez de cámara, juez de primera 
instancia o asesor de familia se requerirán las condicio-
nes exigidas respectivamente para ser juez de cámara, 
juez de primera instancia o asesor de menores e inca-
paces ante ía justicia nacional en lo civil. 

Art. 6 ' — Créase un cuerpo de auxiliares técnicos in-
tegrados por médicos psiquiatras, psicólogos, psicopeda-
gogos y asistentes sociales, que asistirán a los jueces y 
asesores de familia en las tareas que éstos les asignen. 
Dependerán de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil de Familia, la que dictará las normas de organiza-
ción y funcionamiento del servicio de este cuerpo. Las de-
signaciones para cubrir los cargos de auxiliares técnicos 
las hará la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la 
que fijará su número y cargo. 

Cuando los jueces o asesores de familia lo consideren 
necesario podrán solicitar los servicios del cuerpo mé-
dico forense y de cualquier organismo público o privado. 

Art. 79 — Los juzgados y asesorías confeccionarán 
anualmente una estadística, lo más amplia posible, de 
todas las actuaciones en que hubieren intervenido, que 
elevarán a la cámara nacional de apelaciones respec-
tiva, la que, por su parte, elaborará la suya. Estas es-
tadísticas se elevarán al Ministerio de Justicia y a las 
respectivas comisiones de Justicia y de Legislación Gene-
ral, y de Interior y Justicia de las Cámaras que inte-
gran el Congreso de la Nación. 

» 
Art. 8? — Los tribunales de familia serán competentes 

para conocer en los siguientes procesos: 

a) Autorización para contraer matrimonio; 
b) Oposición a la celebración del matrimonio; 
c) Emancipación y revocación de la emancipación; 

ch) Nulidad del matrimonio; 
d) Divorcio; 
e) Separación de bienes del matrimonio; 
f) Alimentos y litisexpensas; 
g) Filiación y acciones de estado; 
h) Patria potestad; 
i) Régimen de visitas y tenencia de hijos; 
i) Tutela y cúratela; 

k) Adopción y otorgamiento de guarda de meno-
res, a los efectos de la adopción; 

l) Internación de enfermos mentales, alcoholistas 
crónicos y toxicómanos; 

m) Inhabilitación de disminuidos en general y do 
pródigos; 

n) Insania; 
ñ) Liquidación de la sociedad conyugal que no obe-

dezca a causa de muerte de uno de los cónyu-
ges. Cuando los cónyuges tuvieren constituida 
una sociedad comercial que la ley autorice, será 
competente el juez en lo comercial; 

o) Toda cuestión conexa con las anteriormente enun-
ciadas. 

Si en la demanda se acumularan acciones no com-
prendidas en este artículo, el proceso será de conoci-
miento de los jueces ordinarios. 

La reconvención sólo será admisible, dentro del pro-
ceso de familia, cuando la totalidad de las acciones 
ejercidas correspondieran a la competencia de los jue-
ces de primera instancia del fuero de familia. 

CAPITULO A 

Funciones y actuaciones ante el fuero de conciliación 

Art. 9 ' — El asesor de familia tendrá las mismas fun-
ciones y facultades que las de los asesores de menores 
e incapaces ante la justicia nacional en lo civil de la 
Capital Federal, y las específicas que 'e otorga la pre-
sente ley. 

Art. 10. — Podrán presentarse ante el asesor de tami-
lia, en forma personal, todos aquellos que tengan pro-
blemas de familia, litigiosos o no. Cuando se trate de 
requerir orientación y mero asesoramiento 00 será de ri-
gor la asistencia letrada. 

Art. 11. — El asesor de familia deberá actuar perso-
nalmente en todos los casos, orientando, aconsejando y, 
en cuanto sea posible, aviniendo y concillando las cues-
tiones planteadas, procediendo de la manera más con 
veniente al interés familiai y al de cada uno de sus 
miembros. A tal efecto fijará las entrevistas o audien-
cias que estime necesarias, pudiendo recabar informes 
y la colaboración del cuerpo de auxiliares técnicos o 
los ministros de la religión de los interesados. 

Art. 12. — En los casos en que la cuestión debatida 
pueda derivar en una contienda judicial se labrará acta 
en la que constarán los principales plintos debatidos. 
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Igualmente se labrará acta en los casos ea quo se hu-
biere arribado a acuerdo, dejándose constancia de cada 
uno de los puntos en que dicho acuerdo consista. 

Si los interesados lo solicitaren, se les expedirá certi-
ficado o copia testimonia] del acta. El instrumento 
respectivo constituye a todos los efectos legales, instru-
mento público. 

Art. 13. — El asesor, a los efectos previstos por el 
articulo anterior, podrá requerir que la contraparte de 
quien se hubiera presentado, sea citada a la audiencia 
que fe fije al efecto. 

La citación se hará por intermedio del juzgado que 
corresponda. 

La comparecencia personal de los interesados a esta 
audiencia es obligatoria. 

La infracción será pasible de multa, que impondrá el 
juez, cuyo monto equivalga hasta el importe de diez sala-
rios vitales vigentes al tiempo de aplicarse la sanción. 

Es obligatoria la intervención del fuero de conciliación 
en los casos de los incisos a), b), c) —en lo que concierne 
a la acción de revocatoria prevista— d), e), f), h), i), j) 
y ñ). 

El actor deberá justificar la exigencia con el certifi-
cado o testimonio a que se refiere el artículo anterior y 
en caso de no hacerlo su demanda será repelida. 

El demandado está habilitado para contestar la de-
manda en todos los casos; pero si del certificado o tes-
timonio surgiera la incomparecencia, el juez aplicará la 
multa y ordenará la formación del incidente respectivo 
para su ejecución. La multa podrá dejarse sin efecto si 
en el plazo de cinco días de notificada la imposición, se 
justificaran los motivos de la incomparecencia, los cua-
les serán libremente valorados por el juez. 

La decisión que mantenga la multa o su monto será 
apelable. 

CAPITULO I I I 

Actuación ante los tribunales de familia 

Art. 14. — Los jueces de primera instancia llamarán 
a conciliación en los casos previstos en el artículo ante-
rior, debiendo determinar si la audiencia será previa a 
la notificación de la demanda o con posterioridad a la 
contestación. El juez fijará las audiencias que estime 
necesarias, pudiendo recabar la colaboración e informes 
del cuerpo de auxiliares técnicos establecido en la pre-
sente ley, como asimismo la presencia del asesor de 
familia. 

La asistencia personal a las audiencias de concilia-
ción será obligatoria para las partes. En caso de inasis-
tencia injustificada de alguna de ellas, el juez podrá 
imponerle la multa contemplada en el artículo anterior, 
observándose el mismo procedimiento. Además si la in-
comparecencia fuera del actor podrá disponer la para-
lización del proceso, salvo que el demandado requiera 
la continuación. La falta de actuación personal del juez 
importará mal desempeño en el cumplimiento de sus 
funciones. 

Art. 15. — Las audiencias de conciliación serán pú-
blicas, salvo que el juez, de oficio o a pedido de las 
partes, disponga otra cosa. No se autorizará la difusión 

pública, por cualquier medio que sea, do los actos del 
proceso que afecten el decoro o el derecho do privaci-
dad de las partes. 

Las opiniones o juicios del juez y las declaraciones que 
formule en la audiencia, en ningún caso constituirán 
prejuzgamiento, aun cuando hubieran quedado consig-
nadas en el acta labrada 

De oficio, o a requerimiento "le parte, se labrará un 
acta con los resultados de la audiencia. 

CAPITULO RV 

Normas procesales 

Art. 16. — Los jueces, a los fines de impulsar el. pro-
cedimiento, deberán actuar de oficio y tienen la facul-
tad de ordenar las .nedidas necesarias para esclarecer los 
hechos controvertidos y para un mejor conocimiento de 
las partes. 

Art. 17. — El procedimiento ante los tribunales de 
familia, en cuanto no esté especialmente previsto en 
otras leyes, se ajustará a las disposiciones del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación en todo lo que 
no se encuentre modificado por la presente ley. 

Art. 18. — Tramitarán por el proceso plenario abre-
viado o sumario: 

a) Adopción, su revocación; 
c) Tenencia de menores; 
c) Régimen de visitas; 

ch) Pérdida del ejercicio y suspensión de la patria 
potestad; 

d) Suspensión y remoción de tutores y curadores. 

Art. 19.—Tramitarán por el proceso sumarísimo: 

a) La solicitud de emancipación por habilitación de 
edad y su revocación; 

b) El pedido de otorgamiento de la guarda do me-
nores a los efectos de su futura adopción; 

c) El pedido de internación de enfermos mentales, 
alcoholistas crónicos y toxicómanos. 

Art. 20. — Se aplicarán las disposiciones del título II, 
capítulo I del Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación a los casos previstos en el artículo 152 bis del 
Código Civil. 

Art. 21. — Los jueces nacionales, en aquellos juicios 
sometidos a su jurisdicción en los que eventualmente se 
susciten algunos de los casos enunciados en el artículo 
8 ' de la presente ley, podrán solicitar la colaboración del 
asesor de familia y del cuerpo de auxiliares técnicos. 

Art. 22. — Derógase la ley 21.180. 
Art. 23. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

María Cristina Guzmán. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El presente proyecto registra como antecedente inme-

diato, el que presentara en septiembre de 1975 junta-
mente con los diputados Pablo Calabrese, Horacio Hue-
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yo, Joaquín Tula Duráa y Francisco Jcsé Falsbella. ED 
ese entonces prevaleció el criterio del proyecto presen-
tado por el Poder Ejecutivo (Perón-Benito?.), que en 
definitiva quedó sancionado y promulgado como ley 
21.180. 

Sin embargo, dicha ley no ha tenido aplicación invo-
cándose, entre otras, razones de Índole presupuestaria 
que impidieron su puesta en práctica. 

Habiendo existido entonces, y subsistiendo en la ac-
tualidad, diferencias sustantivas entre nuestro proyecto 
y la ley sancionada, consideramos oportuna su deroga-
ción y sustitución por el régimen que proponemos. 

La familia 

La familia en los tiempos moderna« ha sufrido, quizás 
como ninguna otra institución, la acometida de las trans-
formaciones amplias, profundas y rápidas de la sociedad 
y la cultura. Muchas familias viven esta situación per-
maneciendo fieles a los valores que constituyen el fun-
damento de la institución familiar. Otras se sienten in-
ciertas o desorientadas de cara a su cometido e incluso 
en estado de duda o de ignorancia respecto del significa-
do último y de la realidad de la vida conyugal y familiar. 
Otras, en fin, a causa de diferentes situaciones de in-
justicia, so ven impedidas para realizar sus derechos 
fundamentales. 

En este marco, conscientes de que el matrimonio y la 
familia constituyen uno de los bienes más preciosos de 
la humanidad, en tanto son instituciones fundamentales 
de nuestra organización social, se advierte la necesidad 
de legislar en su favor con la finalidad de fortalecerla, 
unirla, coincidiendo con la existencia natural de resguar-
darla. 

Por eso concebimos este proyecto como parte de una 
política general de apoyo y protección a la familia, en 
la que, entre otras, está estrechamente ligada al proyecto 
de patria potestad que también hemos presentado, en el 
entendimiento que se hace necesaria para resaltar y je-
rarquizar a la misma en la doble dimensión de institu-
ción natural y como célula básica de la sociedad. Asi, 
en el primer aspecto la consideramos como la comunidad 
instituida por la naturaleza para el ciudado de las ne-
cesidades de la vida cotidiana, debida a una disposición 
natural del hombre, reconociendo en ella los caracteres 
que la doctrina claramente ha expuesto en función de 
esta concepción, principalmente unidad matrimonial en 
la unión de un hombre y una mujer, estabilidad para 
que pueda cumplir con su misión, siendo necesario evi-
tarle todo tipo de provisionalidad, temporalidad o fra-
gilidad en su estructura, y jerarquía natural en su rela-
ción interna que se organiza y rige por el principio de 
autoridad ejercido en forma indeclinable por los padres, 
al que algunos autores prefieren denominar principio de 
capitalidad. 

Respecto de su dimensión social, las más modernas 
investigaciones resaltan sus calidades únicas, valorándola 
como pieza esencial de la sociedad y cimiento de la 
misma (principium urbis et quasi seminarium reí pubii-
cae) y que al denominarla célula social evidencian una 
relación similar a la de la célula con el organismo vivo, 
por ser la misma la única institución social encargada 

de transformar un organismo biológico en un ser huma-
no, para integrarlo de a poco en la sociedad en general. 

En este sentido, bajo tres aspectos distintos, se pueden 
realizar consideraciones importantes. En el plano bioló-
gico su vitalidad queda evidente como única forma de 
subsistencia, crecimiento y renovación social, demostran-
do las mejores investigaciones en el campo genético la 
intrínseca relación entre la correcta normativa y el 
desarrollo de los pueblos, atento a sus naturales carac-
terísticas; así, en el plano moral, el necesario desarrollo 
de las fuerzas espirituales y morales del hombre atiende 
a una cuestión de educación familiar, primordial para 
el desarrollo de dos virtudes sociales esenciales para la 
convivencia armónica: solidaridad y justicia, que apren-
de el hombre principalmente junto a sus padres a más 
de otras, en consideración de las demás personas con 
igualdad en su naturaleza y derechos. 

En el plano cultural, su influencia es determinante 
en la medida que se puede señalar como una ley socio-
lógica constante en la historia que, cuando la familia 
decae y los índices en relación a ella se tornan regre-
sivos, una cultura está en decadencia; por ejemplo, en 
los casos de mayor índice de mortalidad que de nata-
lidad; en nuestro país la baja tasa de crecimiento demo-
gráfico se convierte en una de las más graves limitantes 
a nuestro desarrollo social y económico. El fundamento 
profundo de esta realidad está en que uno de los im-
pulsos más importantes para mantener elevados aquellos 
valores que determinan el nivel cultural, desaparece 
con la decadencia de la familia, ya que son valores de 
tipo moral y espiritual los que actúan como configura-
dores de la vida en su plano interno y en el ámbito 
social. 

Los derechos de familia 

Abordando el ámbito propio del derecho, estimamos 
que los derechos de la familia no son simples derechos 
subjetivos; no vemos en ellos una simple relación jurídica, 
entre un sujeto activo —la familia— y un sujeto pasivo 
—individuo, sociedad. Estado— que se verían'obligados 
a reconocer, respetar, no obstaculizar o facilitar el ejer-
cicio pacífico de aquéllos. No se trata sólo de esto; los 
consideramos como facultad prerrogativa, poder o fun-
ción modalizada, por ser la familia —entidad superior 
al individuo y, anterior y más preeminente que el Es-
tado— su titular y, en consecuencia, lleva implícito un 
deber correlativo. Por eso, al contemplar las relaciones 
familia-sociedad (Estado) descubrimos la existencia de 
derechos y deberes recíprocos entre ambas. 

La familia, junto a sus derechos, tiene el deber frente 
a la sociedad y el Estado, de ejercer aquello con fidelidad 
a los principios y normas que la rigen para la conse-
cución de los fines sociales que debe cumplir. El Estado, 
junto a sus deberes de reconocimiento, respeto y tutela 
de la familia, tiene el derecho de velar y exigir el cum-
plimiento de los deberes familiares y, subsidiariamente, 
en caso de incumplimiento por ella, sustituirla promo-
viendo y sosteniendo las instituciones tutelares oportunas. 

Apuntamos a reafirmar que se debe reconocer a la 
familia como persona moral con responsabilidad propia 
e independiente de la de sus miembros, aunque sea re-
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conocida como entidad natural básica del ordenamiento 
político y social, para constituir a los padres en verda-
deros titulares de aquellos derechos que ella ostenta. 
Así, reivindicamos a la misma como una de las prin-
cipales instituciones intermedias superando viejas con-
cepciones del individualismo liberal y el colectivismo 
manrista que, al negar la existencia de un centro de 
imputación de normas entre el individuo y el Estado, 
ignoran a la familia para, en cambio, ponernos en la 
más avanzada línea del pensamiento universal tendiente 
a resguardar esta institución fundamental, reconociendo 
en el ámbito legislativo lo que es una realidad natural. 

Este es el espíritu que alienta esta iniciativa que, 
atento a ciertas situaciones críticas innegables, para afir-
mar los valores éticos y morales que el orden axiológico 
expuesto implica, propicia, no solamente la introducción 
de una competencia de especialización en la problemá-
tica conflictiva de la familia, sino que pretende orga-
nizar un verdadero fuero de familia en el que además 
do órganos jurisdiccionales especializados, se estructura 
con finalidad conciliatoria y preconciliatoria, un servicio 
cuya finalidad esencial es el de velar por la composición 
de los conflictos a través de la más efectiva y duradera 
ruta de la autocomposición. A este servicio público se 
lo denomina en la ley proyectada, fuero de conciliación. 

Consideraciones generales y particulares 

Queremos destacar algunos criterios característicos del 
proyecto que presentamos. 

Inmediación: es el que exige el contacto directo y 
personal del juez o tribunal con las partes y con todo 
el material del proceso. Este principio está contenido 
en la ley procesal vigente que, en lo que no sea modi-
ficada por la ley proyectada, sería de aplicación en los 
nuevos tribunales. Pero además, el proyecto es explícito 
en este aspecto de vital importancia para encarar la 
atención de la materia de familia. La ley proyectada 
pone énfasis en este contacto efectivo en los artículos 
10, 11 y 12. En su artículo 13 la presencia del prin-
cipio resulta ostensible: por un lado, se exige la asis-
tencia personal de las partes y se sanciona pecuniaria-
mente la no observancia de la norma; por otro, exige 
la presencia del juez y su participación personal, al 
ponto q u e , . . . la falta de actuación personal del juez im-
portará mal desempeño en el cumplimiento de sus fun-
ciones, lo que equivale a decir que tal inobservancia lo 
coloca <pso jure en el plano inclinado de un eventual 
enjuiciamiento del magistrado. 

Concentración: "Concentrar la recepción de la prue-
b a . . . en una o pocas audiencias, lograr que sea per-
sonalmente el juez quien las reciba y obtener que entre 
ese acto trascendente para la elucidación de la contien-
da y la sentencia, transcurra el menor tiempo posible, 
constituyen la máxima aspiración de todo programa pro-
cesal". El principio de concentración contribuye aca-
badamente a la aceleración del proceso, mediante la 
eliminación de lo carente de interés para la composición 
del litigio. Un efecto de la inmediación se ha de pro-
yectar necesariamente en el resultado de una mayor 
concentración, en la medida en que el magistrado tenga 
acordada una más eficaz y efectiva participación. En 
este aspecto se contempla al autorizarse la intervención 
ex oficio en el artículo 16. 

Dirección jurisdiccional del proceso: desde ya que la 
última referencia que precede da respuesta de la pre-
sencia de esta aplicación en la ley proyectada. El juez 
puede actuar de oficio y, " . . . tiene la facultad de or-
denar las medidas necesarias para esclarecer los hechos 
controvertidos y para un mejor conocimiento de las 
partes". 

Tal potestad guarda relación con la índole publicís-
tica del derecho de familia. Basta con pensar en el 
ejercicio del derecho de patronato que la ley acuerda 
a los jueces, para comprender la importancia que tiene 
que la ley, en esta materia, reitere la plena potestad 
con que debe ejercerse la función de administrar jus-
ticia en esta área. 

Se adoctrina que " . . . la exaltación del individuo en 
desmedro de la corporación familiar y la necesidad de 
proteger a los débiles requirió la intervención en forma 
cada vez más intensa". La norma proyectada es ejemplo 
de lo dicho y constituye un modo en que se da esa 
intervención del Estado a que alude el concepto trans-
crito que precede. 

En tanto nada sale de la nada, esta mayor potestad 
del órgano jurisdiccional se extrae de un menor desarro-
llo del principio dispositivo que, en general, domina al 
proceso civil. Se advierte que en esta zona en lo que 
concierne a iniciativa, disponibilidad del derecho mate-
rial, al propio impulso procesal y su correlato con la 
problemática de la caducidad de la instancia, mucho 
es lo que tocará definir a la casuística jurisprudencia 
a quien le corresponderá dar la medida de todas esas 
actuaciones. La ley no tiene por qué ser reglamentarista 
y todo lo que en este comentario previo pudiera de-
cirse al respecto no pasaría de mera especulación. 

La celeridad: es la consecuencia de la ampliación de 
los órganos encargados de administrar justicia que per-
mite una redistribución de los incrementos de litigiosi-
dad vegetativos o coyunturales que, sin esa expansión, 
saturan ya a los tribunales existentes. Pero además, esta 
celeridad puede fincarse en parte, en el número de los 
conflictos en los que la conciliación se canalice hacia 
su autocomposición, sin perjuicio, en materia de rapi-
dez, de lo que resulta de la incidencia de la inmedia-
ción y la actuación de oficio del tribunal. 

La coactividad: unida a la mayor potestad que se 
confiere al juez y como modo de concretarla, esta coac-
tividad se cierne —con incuestionable sentido valioso— 
sobre las partes, a través de dos mecanismos: uno de 
ellos en función de una carga del propio interés con 
la amenaza de tenerse por desistidas las pretensiones 
en el caso de no cumplirse etapas impuestas obligato-
riamente, como acontece cuando no se observa el pro-
cedimiento de la etapa previa de conciliación; otro, 
mediante la imposición de multas como sanción a con-
tumacia, cuando no se concreta la asistencia personal 
prevista como obligación en la ley. Cabe advertir que, 
en general, los actos de las partes en el proceso civil 
no se sujetan a obligaciones, y sólo responden a "cargas 
del propio interés"; no puede decirse lo mismo en el 
caso antes examinado. La ley quiere la presencia de 
la parte y obliga a ello; cuando no se cumple, sanciona. 

Publicidad: concierne a la posibilidad de que los actos 
procesales sean presenciados por partes y extraños. Este 
principio está contenido en las pautas de la ley gene-
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ral; en el caso de la materia abordada se imponen cier-
tas restricciones en orden a garantizar la privaticidad 
desde el ángulo de la colectividad. 

Como conclusión, y atendiendo a la imperiosa nece-
sidad de la ley proyectada, en cuanto tiende a reforzar 
las bases de la estructura familiar, consideramos que 
viene a perfeccionar la organización de la justicia para 
la adecuada, y por una esmerada atención de esta prin-
cipal institución de nuestro orden social. 

María Cristina Guzmán. 

—A las comisiones de Justicia —especiali-
zada— y de Presupuesto y Hacienda. 

12 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Articulo 1' — Establécese el juicio oral en materia 
penal, con tribunal colegiado, con jerarquía de camaris-
tas, instancia única, suprimiendo la incomunicación y el 
secreto del sumario, no pudiendo extenderse su trami-
tación y resolución más allá de los ciento ochenta (180) 
días. Sólo por causa fundada en la complejidad de la 
causa y en la naturaleza de las medidas probatorias podrá 
extenderse por treinta (30) días el plazo antedicho. 

Art. 2" — La inmediación, la sana crítica en la apre-
ciación de las pruebas, publicidad, y la inmediata co-
municación al juez en caso de detención, deben tener 
observancia inexcusable. 

Art. 3 ' — La presente ley será de aplicación a los ciento 
ochenta (180) días de su promulgación. 

Art. 4» — Se establecerán turnos permanentes en el 
tribunal durante las veinticuatro (24) horas, de días há-
biles e inhábiles, para la atención de los detenidos, con 
comunicación inmediata a sus familiares sobre su situación 
procesal. 

Art. 5 ' — Quedan derogadas todas las disposiciones 
del Código de Procedimientos en Materia Penal que se 
opongan a la presente ley. 

Art. 6 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Torcuato E. Fino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
En la vida moderna, tal cual sucede en otras legisla-

ciones, no puede admitirse la continuidad del sistema 
escrito y secreto que actualmente mantiene el Código 
de Procedimientos en Materia Penal de la Capital Fe-
deral y territorios de la Tierra del Fuego, Antártida e 
Islas del Atlántico Sur, porque no sólo conspira contra 
la rapidez, inmediatez, tratamiento adecuado del proce-
sado, comunicación, etcétera, sino que, incluso, producto 
de la lentitud del procedimiento, se generan conflictos 
carcelarios por la superpoblación penal, que adquiere 
en estos momentos dimensiones realmente alarmantes. 

La oralidad en materia de procedimiento penal, que 
desde hace tiempo es materia de análisis e incluso de 
reclamo por vastos sectores de la vida nacional, no puede 
demorarse en su aplicación, ya instalado el gobierno 

constitucional, porque no sólo redundará en beneficio 
de la administración de justicia sino incluso de los pro-
pios procesados, poniendo coto a innegables rémoras e 
injusticias que dimanan justamente del proceso sumario, 
escrito y secreto, del actual ordenamiento jurídico 

La precisión en la terminación de los procesos, la su-
presión de la incomunicación, remedia ya lesivo para el 
procesado, como la rapidez en la evaluación de los me-
dios probatorios y la instancia única co camaristas, 
serán fundamentos inexcusables que aseguren la bondad 
del mecanismo que se propone y que colocará a nuestro 
país dentro de las legislaciones que ya —en su inmensa 
mayoría— se han inclinado por la sistematización oral 
como medio afín con la libertad y con la ju.-ticia 

La participación efectiva de especialistas, asociaciones 
profesionales, tratadistas y ciudadanía en general, que 
aporten sus inquietudes para implementarlas en el estudio 
y perfeccionamiento de este proyecto, servirá para dotar 
al país de una herramienta fecunda y positiva para el 
logro de una de las aspiraciones vitales de la sociedad, 
cual es el respeto de todos aquellos que, aun sometidos 
a proceso, no puedan ser calificados como insertos en la 
faz delictiva hasta que la sentencia sea dictada. 

Se cumple asi, con los lineamientos de este proyecto, 
una larga aspiración, cuya concreción no puede ser ob-
viada por ninguna circunstancia, toda vez que no hay 
mayor dignidad que el respeto por la vida humana y 
por la propia dignidad de aquellos que equivocaron el 
camino dentro de la sociedad, pero a quienes ésta no 
puede relegar sin ofrecerles las más amplias facilidades 
para su defensa, garantizándose así el ejercicio del libre 
y debido proceso en sus más altas jerarquías. 

Torcuato E. Fino. 

—A la Comisión de Legislación Penal. 

13 

Et Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo IV — üréase ei Consejo para el Proyecto Na-
cional, el que estará integrado por dieciséis (16) miem-
bros, cuatro (4) de ellos, parlamentarios. 

Art. 2 ' — Será misión fundamental del mismo la de-
finición de) perfil del país que los argentinos quieren 
construir en el largo plazo, fijando las metas : "Strate-
gias vlecuadas cara silo 

Art. 3V — Sus integrantes tío serán parte del Poder 
Kjecutivo uaciotial y provendrán de los partidos políticos 
reconocidos, tuerzas sociales, sindicales y empresarias 
como culturales, de reconocida trayectoria en el que-
hacer nacional, excepto un representante del Ministerio 
del Interior. 

Art. 4 ' — El Ministerio del Interior proveerá los 
medios y partidas para el adecuado funcionamiento del 
consejo, y será el encargado de recibir las propuestas de 
los nombres asimismo como de la coordinación, por me-
dio de funcionarios de su dependencia, para el cum-
plimiento de lo dispuesto precedentemente. 
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Art. 59 — El mandato de los miembros del consejo será 
de dos (2) años, y podrá ser prorrogado basta dos (2) veces 
más. 

Art. 6 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Torcuato E. Fino. 

FUNDAMENTOS 
Señor presidente: 
Una de las tareas más importantes que corresponde 

realizar en el largo plazo es, dentro del esquema de 
los poderes constitucionales, definir el perfil de país 
que queremos los argentinos, encuadrando sus estrate-
gias, sus prioridades, sus necesarias aspiraciones, las con-
certaciones aptas para el logro de los objetivos nacio-
nales que forjen el país que sueñan todos sus habitantes. 

El Consejo para el Proyecto Nacional debe estai 
integrado por personalidades de todos los sectores de la 
vida nacional, con un solo representante del Ministerio 
del Interior, dado su accionar específico, con la parti-
cipación de cuatro representantes del Parlamento argen-
tino, en la medida de lo posible dos senadores y dos 
diputados, lo que asegurará el trabajo coordinado de 
ese poder fundamental de la Constitución con los de-
más resortes de la vida de la Nación. 

Su concreción no sólo servirá de aporte magni-
fico para el desenvolvimiento de la vida democrática 
del país, sino que también servirá para canalizar todas 
las inquietudes, que encontrarán en el consejo el cauce 
ordenado y prudente, que sirva para plasmar concreta-
mente las ideas constructivas al servicio de la Nación. 

La participación de importantes figuras, ya dentro 
de un encuadre con alto nivel de discusión e implemen-
tación, será un marco de altas resonancias nacionales, 
donde la natural aspiración de servir a la sociedad 
permitirá, en forma continuada, la recreación de acti-
tudes y soluciones que a buen seguro redundarán en 
beneficio de la colectividad 

Más allá de finalidades partidistas, su labor global y 
sus propuestas totalizadoras serán un sustento efectivo 
para el ejercicio de la democracia y las libertades pú-
blicas, insertas cabalmente en el poder constitucional de 
la Nación. 

Torcuato E. Fino. 

—A las comisiones de Legislación General 
—especializada— y de Presupuesto y Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1» — Incluyese en el Plan de Obras Públicas 
de la Nación, para el ejercicio 1984-1985, la construc-
ción de un edificio destinado al funcionamiento de Co-
rreos y Telecomunicaciones, en el pueblo de Cerrillos, 
departamento del mismo nombre, provincia de Salta. 

Art. 2" — El gasto que demande el cumplimiento de 
la presente ley se tomará de "Rentas generales", con 
imputación a la presente ley. 

Art. 3 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Juan Carlos Castiella. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Resulta imprescindible e impostergable la realización 

de la obra que por este proyecto pretendo se efectúe. 
El correo de Cerrillos, desde hace más de 70 años, vie-
ne funcionando en locales que son alquilados a particu 
lares. Pero, evidentemente, desde su creación a la t< 
cha la población del pueblo de Cerrillos se ha incre 
mentado, como es de suponer, considerablemente, siendo 
una de las localidades más progresistas, enclavada en 
el hermoso valle de Lerma. Actualmente cuenta con 
una población de aproximadamente 16.000 habitantes, 
siendo el que habla uno de ellos. Posee, además, un mu-
nicipio de segunda categoría, una Policía de primera 
categoría, registro civil, iglesia, Administración General 
de Aguas y Energía Eléctrica, tres escuelas primarias 
y un colegio secundario. Cuanta además con una mo 
derna planta perteneciente al INTA; digo esto a los 
efectos de ilustrar t la Honorable Cámara sobre !n 
importancia que hr adquirido en la actualidad este her-
moso pueblo, razones éstas, más que suficientes para 
demostrar la necesidad de esta obra. 

En cuanto a su tactibilidad, debo manifestar que 
mediante decreto 3.341/75, por gestión del diputado 
que habla, la provincia don.S a la Nación un terreno 
de 2.347 m2 con cargo de levantar en dicho solar 
el edificio de Correos. Dicho inmueble se individualiza 
como parcela 5» manzana 45, sección 8, matrícula 478, 
calle Ameghino, del pueblo de Cerrillos. Por las razo-
nes expuestas y por las que ampliaré oportunamente, 
solicito la aprobación del presente proyecto de ley. 

Juan Carlos Castieüa. 

—A las comisiones de Comunicaciones —es-
pecializada— y de Presupuesto y Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1c — Facúltase al Poder Ejecutivo nacional 
para proceder a la rehabilitación del Hospital de Agu-
dos "Doctor Guillermo Rawson" a la mayor brevedad, 
con el objeto de propender, con ello, a la mejor y más 
amplia prestación de servicios de atención médica para 
la comunidad. 

Art. 2» — Los diversos servicios de atención médica 
se harán progresivamente, teniendo en cuenta el estado 
actual de varios de sus pabellones y edificios, que de-
ben ser remodelados y equipados, poseyendo en total 
una superficie de aproximadamente diecisiete mil me-
tros cuadrados. 

Art. 3 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Liborio PupiUo. — Pedro Lépori. — Miguel 
José Martínez Márquez. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El Hospital Rawson comienza con sus acciones de 

servicio el 8 de octubre de 1867, como "Hospicio de 
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los Inválidos", para atender a los heridos, convalecien-
tes y enfermos de la guerra que se llamó de la Triple 
Alianza, siendo atendidos, por igual, porteños y provin-
cianos; la Capital no fijó un límite, y su fundación data 
del 24 de mayo de 1868 con la presencia del señor 
presidente de la República, general Bartolomé Mitre, 
del gobernador dp la provincia de Buenos Aires, don 
Adolfo Alsina, demás personalidades v muchos ciuda-
danos. Años después fue parcialmente demolido y el 
8 de mayo de 1887, acatando el reclamo de la hora y 
«J llamado del progreso, se transforma en hospital mix-
to: para soldados y ciudadanos, pues la población había 
crecido y la Capital urgía a que sus habitantes dispu-
sieran de lugares adecuados para atender y tratar sus 
enfermedades. Pero esta transformación no sería la úl-
tima, ya que en 1894, con el nombre de Hospital de 
Agudos "Doctor Guillermo Rawson", aflora con dimen-
sión tal que no sólo la construcción, rodeada de espa-
ciosos jardines y frondosa arboleda, sino la calidad y 
calidez humana de sus diversos cuadros hizo que con 
toda justicia fuera considerado como el principal esta-
blecimiento hospitalario, no sólo metropolitano, sino tal 
vez del país. 

Más de una modificación alteraría en parte la fiso-
nomía del hospital, que es aproximadamente la que se 
conserva en la actualidad, ya que algunos pabellones 
fueron totalmente reconstruidos en el año 1924 y otros 
edificios en 1940, no habiendo con ello, como lo ocu-
rrido en la actualidad, mellado el espíritu rawsoniano, 
a fin de poder rehabilitar lo que ya nadie puede dudar: 
el "hospital", que fuera una de las primeras escuelas 
de nuestra ciencia médica (ver Anexo 1: escuelas, ins-
titutos y centros, desmantelados por el "proceso"). 

Los servicios se harán progresivamente, de acuerdo 
a lo indicado en el artículo 2"?, pues: 

La guardia, que fue orgullo y ejemplo por su efi-
ciencia, necesita de servicios auxiliares de laboratorio, 
rayos y servicios de anatomía patológica, requiriendo 
pequeñas transformaciones con la instalación de dos sa-
las para internación de urgencia, pudiendo funcionar 
en breve término. 

La farmacia, con el laboratorio y el servicio de he-
moterapia, se pueden poner en funcionamiento en forma 
casi inmediata, adaptando los edificios para atender efi-
cientemente a la comunidad. 

El Instituto Modelo, con algunas remodelaciones, cuen-
ta con un edificio en buen estado general y tiene el 
honor mundial de haber sido la cima de la transfusión 
de sangre citratada, es decir, que con sistema de anti-
coagulación de la sangre tratada con citrato de sodio, 
permitió que las transfusiones, método largamente es-
perado para salvar vidas, fueran una hermosa realidad; 
esto debido a la relevante dimensión de su digno di-
rector, el doctor Luis Agote, pero además, el Instituto 
Modelo poseía: servicios clínicos, laboratorios de biolo-
gía, hematología e histología, radiología, consultorios ex-
ternos, rayos ultravioletas, museo, etcétera, y fue desac-
tivado. 

Pabellón Olivera, dedicado exclusivamente a la nu-
trición y a la patología digestiva, edificio donado para 
este fin. 

Pabellón 1, dedi^do a la neurología y clínica mé-
dica, y el Pabellón 2, con la especialidad de cirugía ge-
neral y ginecología. 

Todos estos también fueron desactivados, hasta ser 
desmantelados, pero aún se encuentran de pie espe-
rando la puesta en marcha para poder servir. 

La necesidad de satisfacer dos premisas: una de or-
den general, la rehabilitación que es requerida por 
infinidad de médicos, enfermeras, personal administra-
tivo, enfermos y, además, muchos ciudadanos que re-
cuerdan con gran afecto y cariño su paso, al ser ellos 
atendidos por los distintos servicios o especialistas del 
Hospital Rawson; y la otra, que es la de responder a 
una convivencia nacional, porque el Hospital Rawson 
fue desmantelado por la administración municipal del 
gobierno de facto, sin consultar y sin pensar que entro 
las paredes de este clásico hospital, existían fuerzas de 
imponderables virtudes que harán posible su rehabili-
tación, pues señalaré los siguientes elementos de jui-
cio, que no fueron tenidos en cuenta al proceder a 
su desactivación y posterior cierre: 

a) Situación geopolítica estratégica: ante cualquier 
eventualidad, tiene condiciones excepcionales: capaci-
dad de atención inmediata, por su número de camas, 
por su plantel médico altamente especializado en las 
más rigurosas disciplinas científicas; y por su facilidad 
de entrar en funciones de inmediato ante exigencias 
repentinas; 

b) Aspecto social: el Hospital Rawson cubría las ne-
cesidades médicas de aproximadamente 600.000 perso-
nas, que están en su zona de influencia: Constitución, 
Barracas, parte de la Boca, Parque de los Patricios, Villa 
Soldati y Nueva Pompeya Sur, Villa Lugano, y enfer-
mos de todas partes (estación Constitución), carentes 
de recursos, que en el Hospital Rawson eran atendidos 
eficientemente; 

c) Capacidad demostrada para resolver situaciones de 
catástrofe: en 1955, atención de 115 soldados, con una 
sola baja; accidente ferroviario en la estación Constitu-
ción; accidente en la puerta 12 del estadio de River 
Píate, como parte de otras variadas circunstancias (en 
él pueden instalarse varios helipuertos); 

d) Trascendencia científica: con el principio de que 
"las escuelas no se destruyen, sino que se construyen", 
el Hospital Rawson facilitaba la experimentación de 
millares de estudiantes que completaban allí sus cur-
sos. Además, mantenía y perfeccionaba la calidad de 
profesionales en curso de posgrado, que posteriormen-
te alcanzaban un alto nivel científico en beneficio de la 
salud y, consecuentemente, del país, al distribuirse en 
los diversos centros de atención o dedicarse a la acti-
vidad específica en el interior del territorio nacional. 
Este hecho es tan evidente como comprobable sin ma-
yor esfuerzo. Y se demuestra también por su excepcio-
nal plantel docente: de 460 médicos rentados, 186 cum-
plían funciones docentes, hecho que no tiene réplica 
en ningún otro hospital del pais o del exterior. Además, 
allí funcionaban seis escuelas, institutos o centros rela-
cionados con el arte y la ciencia médica: Escuela de 
Hemoterapia, Escuela de Instrumentación Quirúrgica, 
Escuela de Enfermería, Escuela de Preparadores de 
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Histología, Escuela Municipal Quirúrgica para Gradua-
dos, Escuela de Fonoaudiología. Estas escuelas estaban 
dotadas —antes de iniciarse el reciente desmantelamien-
to del hospital— de uno de los más modernos equipos 
de instrumental en funcionamiento, a cargo de especia-
listas atentos a los adelantos científicos y técnicos, expe-
rimentados, probados y aplicados en beneficio de los 
enfermos. Como es de público conocimiento, parte del 
instrumental fue ideado en el Hospital Rawson y adop-
tado posteriormente por centros hospitalarios del ex-
terior; 

e) El concepto arquitectónico: se ha dicho, como uno 
de los argumentos para la "desactivación" del Hospital 
Rawson, que sus dependencias y edificios son anticua-
dos. Este establecimiento fue reconstruido —todos los 
pabellones se hicieron de nuevo— en 1926 y algunos 
en 1940, mientras otros hospitales datan en su cons-
trucción de épocas muy anteriores. Por otra parte, es 
fundamental tener en cuenta los modernos conceptos 
arquitectónicos, que han desechado el principio de "mo-
noblock", a favor de "edificios de 2 o 3 pisos, en blo-
que o multipabellones intercomunicados"; 

f) La falta de camas en el Gran Buenos Aires: seña-
lada oportunamente, pues indicaban que al Hospital 
Rawson llegaban enfermos del otro lado del Riachuelo; 
sugiere tal aseveración que al otro lado de la avenida 
General Paz hay otra nación. La circunstancia justifica-
toria de límites de atención hospitalaria exclusiva para 
habitantes de la Capital Federal, no tiene razón de ser; 
mantener ese temperamento significaría que los habitan-
tes del Gran Buenos Aires son ajenos al propósito fun-
damental humanitario y comprensivo de salvar vidas. 
Recuerdo en este sentido el profundo concepto de Ni-
colás Avellaneda: "Nada hay más grande dentro de la 
Nación que la Nación misma" Y este hospital se creó 
precisamente con ese espíritu solidario que constituye 
una característica nacional. 

No sin dejai de reconocer que el Hospital de Agudos 
"Doctor Guillermo Rawson" requiere trabajos de mo-
dernización, pero ello es debido al abandono producido 
por la insensibilidad de gobiernos anteriores. 

Por eEo, y por todas las razones expuestas, espero 
de la Honorable Cámara de Diputados el voto aproba-
torio para el presente proyecto. 

Liborio Pupillo. 

ANEXO I 

HOSPITAL RAWSON: ESCUELAS, INSTITUTOS Y 
CENTROS SUPRIMIDOS POR LA DESACTIVACION 
DEL HOSPITAL RAWSON PRODUCIDA POR LA 
ADMINISTRACION MUNICIPAL DEL GOBIERNO 

DE FACTO 

1» — Escuela Municipal de Preparadores de Histología 

Creada por decreto municipal, expediente 95.334-A, 
de 1938. Aprobada por decretos 4.600 de 1953 y 2.630 
de 1967. 

Cuarenta años de existencia. Primera y única en su 
tipo en el país. Creada por iniciativa del profesor doctor 
Domingo Mosto. Los egresados ejercen en el ámbito 

municipal, nacional, universitario, privado y en el exterior, 
necesitando el aval de esta escuela para su ejercicio. 

2o— Escuela Municipal de Foniatría 
Funcionamiento activo oficial desde el año 1936, ofi-

cializándose en 1939 por decreto municipal 128.646-A, 
3.840/39 Dependiente del Servicio de Otorrinolaringo-
logía del Hospital Rawson, disposición publicada en la 
Reglamentación General de la Asistencia Pública 1939-
1940, artículos 7759 al 7782, páginas 142/143. 

Por los artículos 777 a 787 se establece que la Escuela 
de Foniatría deberá atender: 

a) Enfermos perturbados de la palabra, expresión 
y articulación (afásicos, sordomudos, oligofré-
nicos y tartamudos); 

b) Atención de enfermos con afecciones de la voz 
(afonías, disfonías, etcétera); 

c) Atención de enfermos con trastornos del apren-
dizaje y lenguaje (dislexias). 

Por el artículo 782, se establece la formación de nue-
vos profesionales por parte de esta escuela, dando una 
especialidad a la que sólo podrán aspirar los profesores 
egresados del Instituto de Sordomudos. 

Primera y única en su género en el país y Sudamérica. 
Recibió becarios graduados extranjeros de: Chile, Uru-
guay, Brasil, Panamá, Venezuela, Perú v Bolivia. 

Profesor honorario a su fundación: doctor Santiago 
Luis Aráoz, a quien se debe la iniciativa. 

3« — Escuela Municipal de Enfermería 
Creada por resolución 28.936/74 de la Honorable Sala 

de Representantes. 
Decreto municipal 3.135/74. 

4» — Escuela Municipal de Hemoterapia 
Decretos nacionales 2.162 y 9.331/43. Reglamenta 

su función el decreto ordenanza municipal 13.733. 
Es el servicio más importante del país por el número 

de transfusiones y de dadores, y por ser el único lugar del 
país que produce el factor VIII antihemofxlico (criopre-
cipitados), con el cual se trata al paciente hemofílico 
y puede ser intervenido quirúrgicamente sin riesgo para 
su vida. 

Provee a todos los hospitales municipales y a la Aca-
demia de Medicina de concentrado de plaquetas y plas-
ma rico en plaquetas contando con stock permanente 
de ambos elementos vitales para el tratamiento de las 
discrasias sanguíneas. 

Al desaparecer esta División de Hemoterapia desapa-
rece el lugar municipal de mayor concentración de plas-
ma, dado el enorme volumen de trabajo que absorbe: 
plasma que puede ser utilizado en catástrofes o impre-
vistos. 

Con la ex Dirección de Hemoterapia, que funcionó en 
esta división, se efectuó un convenio con la Universidad 
de Córdoba, mediante el cual todos los servicios de he-
moterapia de la Municipalidad le proveían sangre y 
plasma de desecho y aquélla le devolvía albúmina y 
gammaglobulina producida por la Planta de Hemode-
rivados de Córdoba, lo que trajo aparejado un enorme 
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ahorro de divisas para el pais y sirvió para poner en 
funcionamiento la única planta de producción de hemo-
derivados de Sudamérica. 

5 ' — Esouéla Quirúrgica Municipal para Graduados 
Fundada en 1933 por el doctor Ricardo Finochietto, 

oficializada en 1949 por decreto ordenanza municipal 
1.067 del 18 de febrero de 1949 (Boletín Municipal 
8.924) se aprueba el reglamento de la escuela. 

Por ordenanza 17.211 del 8 de marzo de 1961 se 
reglamenta su dirección y funcionamiento. Por ordenan-
za 26.611/72 se le da el nombre de "Doctor Ricardo 
Finochietto". 

La Escuela Quirúrgica Municipal para Graduados 
aplicó los múltiples procedimientos y técnicas debidas 
al virtuosismo técnico y gran inventiva para crear apa-
ratos e instrumentos, del doctor Enrique Finochietto, 
cuyo ámbito de trabajo fue el Hospital Rawson, lo que 
hizo trascender el nombre de la Argentina en todo el 
mundo, formando cirujanos de renombre reconocidos 
hasta el momento actual en el exterior. 

6« — Escuela de Auxiliares Técnicos en Cirugía e 
Instrumentación 

Funciona en la Escuela Quirúrgica Municipal para 
Graduados, ordenanza municipal 26.538/72. 

7« — Centro Municipal de Blastomas de Piel y Boca 
Creado por decreto 6.472 del 8 de julio de 1957 

(Boletín Municipal 10.639). Cumplimiento decreto or-
denanza. Proyecto Concejo Deüberante 6247.257|58, 
expediente 126.822. Aprobado por resolución 15.155, 
decreto 567/1959 (Boletín Municipal 11.042). 

Primero y único en el país. Funciona una sección de 
piel de estomatología, patología bucal e histopatología. 
Esta última a cargo del mundialmente conocido profesor 
doctor Jorge Abulafia. Con profesionales especializados 
y equipos de radium y radioterapia. Recibió becarios de 
Brasil, Colombia, Bolivia, Perú, Chile, República Domi-
nicana y distintos puntos del país. 

8« — Centro Municipal de Adolescencia 
Creado hace más de veinte años. Reconocido oficial-

mente por decreto municipal 2.953/53. 
Primer centro de atención integral de la adolescen-

cia en Latinoamérica, continúa siendo el de mayor com-
plejidad. Atiende la salud del adolescente y su grupo 
familiar en lo físico y psicosocial, integrando la parte 
educativa. Unico que responde a las normas presentadas 
por el representante de la OMS (Organización Mundial 
de la Salud), OSP (Oficina Sanitaria Panamericana), 
profesor doctor Enrique Dulanto Gutiérrez, expresado 
del 3 al 7 de julio de 1978 en el Seminario Internacional 
sobre Adolescencia (Facultad de Medicina). 

9? — Instituto Modelo 
Creado por ley nacional 8.206. 
Por el artículo 2, este pabellón se anexa a la Facultad 

de Medicina para la enseñanza de clínica médica, por 
ley nacional dada en Sala de Sesiones del Congreso 
Argentino en Buenos Aires, el 19 de septiembre de 1911. 
Planeado, organizado y dirigido por el profesor doctor 
Luis Agote. Desde su creación hasta hoy ha sido un 

centro de investigación, asistencia y docencia. Por ello, y 
como homenaje, lleva su nombre. 

Tiene el privilegio de haber sido la cuna de la trans-
fusión de sangre citratada. efectuada el 9 de noviembre 
de 1914. Desde entonces, para orgullo de nuestro país 
y de la ciencia médica argentina, se difunde por todo 
el mundo la transfusión sanguínea. Una placa de bronce 
a la cabecera de la cama 14 de la sala Fernández del 
Instituto Modelo, recuerda el glorioso momento. 

10. — Instituto de Patología Digestiva y de la Nutrición 
Donado a la Municipalidad de Buenos Aires el 30 de 

mayo de 1940, por doña Francisca Olivera de Pignetto. 
Por expediente 21.191/1940 el departamento ejecutivo 
de la municipalidad hace saber la donación al Honorable 
Concejo Deliberante. 

El 23 de noviembre de 1940, por decreto del departa-
mento ejecutivo, se promulga la resolución 11.895 rela-
cionada con la donación. 

En julio de 1967 se realiza un convenio entre la 
Facultad de Ciencias Médicas y el Instituto Olivera, 
constituyéndose en la sede oficial de la cátedra de 
nutrición. 

Liborio Pupülo. 

A las comisiones de Asuntos Municipales y 
de los Territorios Nacionales, de Asistencia So-
cial y Salud Pública —especializadas— y de 
Presupuesto y Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 19 — Anúlese el párrafo 39 del artículo 29 de 
la ley 18.017/68 (texto ordenado en 1974) y sustitúyase 
por el siguiente texto: 

Esta asignación será abonada mensualmente por 
el principal a toda mujer embarazada que trabaje 
bajo su dependencia y a la cónyuge embarazada de 
todo trabajador dependiente. 

Art. 29 — Anúlense los párrafos 19 y 29 del artículo 
89 de la ley 18.017/68 (texto ordenado en 1974) y sus-
titúyanse por el siguiente texto: 

La asignación por hijo se abonará a la madre, 
o a la madre del hijo del trabajador, por cada hijo 
menor de quince años o incapacitado, siempre 
y cuando no mediare tenencia legal por parte del 
padre. 

El pago de la asignación se extenderá a la madre, 
o madre del hijo del trabajador, cuyo hijo o hijos 
mayores de quince años y menores de dieciocho 
años concurran regularmente a establecimientos 
donde se imparta enseñanza. 

Art. 39 — Sustitúyase el párrafo 19 del artículo 99 de 
la ley 18.017/68 (texto ordenado en 1974) por el si-
guiente: 

La asignación por familia numerosa se abonará 
a la madre o madre de los hijos del trabajador que 
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tenga, por lo menos, tres hijos a cargo menores 
de veintiún años o incapacitados. 

Art. 4» — Sustitúyase el texto de los párrafos 1« y 2® 
del artículo 10 de la ley 18.017/68 (texto ordenado en 
1974) por el siguiente texto: 

La asignación por escolaridad primaria se abonará 
a la madre o a la madre del hijo del trabajador 
cuyo hijo o hijos concurran regularmente a esta-
blecimientos donde se imparta enseñanza primaria. 

La asignación se abonará a la madre o madre 
del hijo del trabajador cuyo hijo, cualquiera sea su 
edad, concurra a establecimiento oficial o privado 
donde se imparta educación diferenciada. 

Art. 5 ' — Sustitúyase el texto del párrafo 1® del ar-
tículo 11 de la ley 18.017/68 (texto ordenado en 1974) 
por el siguiente texto: 

La asignación por escolaridad media y superior 
se abonará a la madre o madre del hijo del trabaja-
dor cuyo hijo o hijos concurran regularmente a 
establecimientos donde se imparta enseñanza media 
o superior. 

Art. 6» — Sustitúyase el párrafo 2® del artículo 14 de 
la ley 18.017/68 (texto ordenado en 1974) por el si-
guiente texto: 

Esta asignación sólo so abonará a la madre o ma-
dre del hijo del trabajador que, de acuerdo con las 
normas vigentes, tenga derecho a percibir asigna-
ción por escolaridad primaria y se abonará en las 
condiciones establecidas en el artículo 18. 

Art. 7o — Agréguese al artículo 15 de la ley 18.017/68 
(texto ordenado en 1974) el siguiente párrafo: 

La misma será abonada a la madre o madre del 
hijo del trabajador siempre y cuando no mediare 
tenencia legal por parte del padre. 

Art. 8® — Agréguese al artículo 17 de la ley 18.017/68 
(texto ordenado en 1974) el siguiente párrafo: 

En la presente situación, la asignación será abo-
nada a la cónyuge del trabajador, copartícipe de la 
tenencia judicial o administrativa. 

Art. 9» — Anúlese el texto del artículo 18 de la ley 
18.017/68 (texto ordenado en 1974) sustituyéndolo por 
el siguiente texto: 

La asignación por cónyuge se abonará de acuerdo 
a lo prescrito en el artículo 7® de la presente ley 
y estará sujeta a los reajustes que correspondan de 
acuerdo a los coeficientes zonales que se determinan 
en planilla anexa. 

Las asignaciones contempladas en la presente ley 
serán abonadas en la actividad donde fuere mayor 
la antigüedad de la madre o del trabajador padre 
del hijo subsidiado, no pudiendo percibirse simul-
táneamente en más de un empleo, excepto la asig-
nación por maternidad creada mediante el artículo 
4® de la presente ley. 

Art 10. — Agréguese a la ley 18.017/68 (texto orde-
nado en 1974) el siguiente artículo: 

Todas las asignaciones a abonarse a la madro o 
madre del hijo del trabajador son personales, intrans-
feribles y no endosables, salvo dictamen judicial en 
firme. 

Art. 11. — Agréguese a la ley 18.017/68 (texto or-
denado en 1974) el siguiente artículo: 

El principal abonará las asignaciones a la madre 
en relación de dependencia en forma directa. A la 
madre sin relaciÓD de dependencia se le abonará 
mediante un sistema de orden de pago o cheque 
suministrado por la caja respectiva, que será válido 
únicamente en un banco oficial o correo predeter-
minado. 

En el caso de que la madre del hijo del trabajador 
tuviera residencia en otra población, el principal de-
berá remitir la orden de pago o cheque al domi-
cilio fijado por la misma. 

El presente sistema, creado mediante este artículo, 
será reglamentado por el Poder Ejecutivo. 

Art. 12. — La presente ley entrará en vigencia a partir 
del 1® de octubre de 1984 y para las asignaciones del 
mismo mes. 

Art. 13. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Cleto Rauber. — Dolores Díaz de Agüero. 

F U N D A M E N T O S 

Señor presidente: 
El espíritu de la ley 18.017/68 (texto ordenado en 

1974) se encuentra distorsionado en la realidad práctica 
de la misma, tanto más cuanto más desciende el nivel 
intelectual-cultural de los derechohabientes según la 
misma y cuanto más nos alejamos de los grandes centros 
urbanos. Consideramos que en una primera etapa de for-
mación de conciencia y de implementación, el sistema 
de pago aplicado, o sea al padre, pudo haber sido co-
rrecto; pero hemos de ubicar en el verdadero rol que 
compete a nuestra sociedad a cada uno de los miembros 
de la sociedad conyugal. Los destinatarios y verdaderos 
derechohabientes de las presentes asignaciones son los 
hijos y, ubicándonos en la realidad, es a la madre a 
quien en mayor grado compete la educación de los hijos. 

Cuántas veces hemos podido apreciar que el destino 
de estas asignaciones no llega al fin con que fueran 
creadas, tanto en parejas estables como en las parejas 
disueltas. En el sector rural se puede apreciar el ausen-
tismo laboral del hombre en uno, dos o tres días conse-
cutivos mensualmente, con motivo del cobro de las asig-
naciones en un banco; las madres mendigando al padre, 
no para la escuela sino para el pan de sus hijos y esperan-
do la beodez total del mismo para birlarle lo que aún 
sobra. ¿Quién no ha podido apreciar que un simple cam-
bio de trabajo o de domicilio impide a la madre per-
cibir lo que corresponde a sus hijos, en la situación de 
la pareja disuelta de hecho? Sin seguir en descripciones 
prácticas que nos abochornan, intentamos reubicar a los 
protagonistas en sus roles: asignaciones por matrimonio 
al hombre o a ambos, si trabajan; asignaciones por cón-
yuge, nacimiento de hijo o adopción, al hombre, para 
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subvenir a los gastos necesarios; pero las asignaciones 
prenatal, por maternidad, por hijo, por familia numerosa, 
por escolaridad primaria, media y superior y por vaca-
ciones, a la madre. 

Además, el derecho inalienable de los hijos no puede 
verse alterado por una maniobra o simple engañifa de 
un endoso o poder, cuyos alcances la madre desconoce 
generalmente. Por todo ello, proponemos la presente 
modificación. 

Cleto Rauber. — Dolores Díaz de Agüero. 

—A las comisiones de Legislación del Tra-
bajo, de Previsión y Seguridad Social y de Pre-
supuesto y Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1<" — El Poder Ejecutivo dispondrá, por in-
termedio de la Secretaría de Energía y Combustibles, 
la realización de la interconexión eléctrica entre Cabra 
Corral, provincia de Tucumán, y Santa María, provin-
cia de Catamarca. 

Art. 2o — Queda autorizado el Poder Ejecutivo para 
destinar las correspondientes partidas presupuestarias, 
a los fines de la concreción de la obra. 

Art. 3 « — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

José Alberto Furque. 

F U N D A M E N T O S 

Señor presidente: 
Es principio admitido que sin energía no puede ha-

blarse de desarrollo. De allí que resulte prioritario lo-
grar, en las zonas o regiones marginales del país, la 
interconexión eléctrica con los grandes anillos del sis-
tema eléctrico nacional. 

Y esto es lo que precisamente se persigue con el 
presente proyecto de ley, toda vez que la ciudad de 
Santa María, cabecera del departamento del mismo 
nombre, no obstante integrar una zona de cuantiosas 
riquezas potenciales —se halla en el extremo sur de 
los valles calchaquíes— carece de las posibilidades 
energéticas —ya que sólo cuenta con una vieja y pre-
caria usina— básicas para que se genere un desarrollo 
auténtico y sostenido de la región. 

En otras palabras, Santa María no cuenta en la ac-
tualidad con la energía eléctrica necesaria para la ins-
talación de un molino pimentonero más, por citar sino 
un ejemplo ilustrativo de la urgencia en la realización 
de la propuesta. 

La provincia de Catamarca, con el departamento San-
ta María a la cabeza, se incorpora como una de las 
provincias productoras y elaboradoras de pimentón y 
otras numerosas especias. 

Por ello, Santa María se destaca no sólo por sus 
bodegas y viñedos, sino fundamentalmente por sus. nu-
merosos molinos pimentoneros que hablan a las claras 
del potencial de la región, que requiere como mínimo 

contar con suficiente energía eléctrica para desarrollar 
en plenitud sus grandes posibilidades agroindustriales. 

La frontera agropecuaria podrá igualmente ampliar-
se con nuevas áreas de cultivo de contarse con la con-
creta posibilidad de realizar nuevas perforaciones, que 
con motores eléctricos bombearar el agua subterránea, 
aumentando sensiblemente el caudal para riego. 

Con la interconexión que propugnamos a través de 
este proyecto, v concretada la interconexión de Andal • 
galá con Villa Quinteros, propiciada en otro proyecto 
de ley, la provincia de Catamarca quedará definitiva 
p integralmente conectada con el sistema eléctrico na 
cional. 

Las economías regionales, conviene destacarlo, han 
sufrido los efectos de las incoherentes y devastadoras 
políticas económicas del gobierno de tacto, resultando 
necesario desarrollar urgentes medidas que tiendan a 
superar el estancamiento y combatir el subdesarrollo, 
determinante de la emigración o éxodo de la población, 
al propio tiempo que se evitará la carga que para el 
presupuesto aaciona) significan las llamadas provincias 
"pobres del país". Este proyecto se inscribe en la idea 
de un auténtico federalismo, a partir de un pleno desa 
rrollo de las provincias o regiones deprimidas. 

José Alberto Furque. 

—A las comisiones de Energía y Combusti-
bles —especializada— y de Presupuesto y 
Hacienda. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1 ' — Todos los cesantes sin sumario admi-
nistrativo previo, declarados prescindibles, separados o 
forzados a renunciar de sus cargos públicos en el ámbito 
de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, por 
razones políticas y/o gremiales, a partii del 24 de marzo 
de 1976, podrán computar el período de inactividad en 
el cargo respectivo desde la cesación en el servicio hasta 
la fecha de la presente ley, al solo efecto jubihtono. 

Art. 2 ' — Para el supuesto de que los agentes com-
prendidos en la presente resolución hubieran sido rein-
corporados a su puesto de trabajo, con anterioridad a la 
presente ley, los beneficios que por ésta se disponen 
abarcarán el período comprendido entre la cesación del 
servicio y la fecha de reincorporación. 

Art. 3» — Este beneficio deberá ser concedido por el 
Instituto Municipal de Previsión Social, aun cuando se 
probare otra actividad por cuenta propia o ajena, en 
forma transitoria o permanente, y haya o no efectuado 
aportes jubilatorios y sido indemnizado o no, en el caso 
de los declarados prescindibles. 

Art. 4v — Los haberes de las prestaciones que corres-
pondiere otorgar se determinarán con arreglo a las retri-
buciones actualizadas y serán fijados de acuerdo al 
régimen previsional de la fecha que le hubiese corres-
pondido el beneficio, si éste fuese más favorable que el 
vigente al acordarse la prestación. 
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Art 5« — En caso do muerte de! afiliado con derecho 
a jubilación, gozarán de pensión los parientes del cau-
sante conforme el orden de parentesco establecido por 
1." ley 18.037. 

Art. 6y — Para el cálculo de los afiliados por aportes 
pendientes, se tomará en cuenta que ta afectación del 
pago en cuotas no excederá del 10 % de la prestación, 
o retribución, si se encontrare prestando servicios. 

Art. 7** — Los afiliados, o es caso de fallecimiento 
sus parientes con derecho a pensión, que se hubiesen 
acogido a las prestaciones de regímenes provisionales ex-
tramunicipales, podrán optar por lo dispuesto en la pre-
sente ley, a condición de que obtengan que su prestación 
cxtramunicipal quede sin efecto. 

Art. 8? — El beneficio que concede esta ley deberá 
ser resucito den'ro de ¡os loventa (80) días, contados 
desde ía presentación del afiliado. En caso de ser con-
cedido, automáticamente se efectivizarán las prestacio-
nes que correspondan. Para el supuesto de denegatoria, 
podrán plantearse los recursos correspondientes ante los 
organismos correspondientes. 

Art. 9" — Los beneficios que se acuerden por aplica-
ción de la presente ley se abonarán sólo a partir de la 
fecha de concesión de) beneficio por el Instituto Muni-
cipal de Previsión Social, no pudiendo acordarse con 
efecto retroactivo. 

Art. 10. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Miguel Unamuno. — Roberto Juan García. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Las políticas de personal llevadas a cabo en la co-

muna metropolitana, a partir del 24 de marzo de 1976, 
en el interregno militar, trajeron como consecuencia no 
sólo la expulsión de miles de agentes por motivaciones po-
líticas y/o gremiales, sino, como consecuencias mediatas, 
la imposibilidad de reingresar a la administración pública 
nacional, provincial o municipal, la pérdida de salarios, 
daños morales y materiales de diverso orden y, entre 
otros, la desafectaeión del agente de su condición de 
afiliado al Instituto Municipal de Previsión Social y la 
consecuente pérdida de su derecho a la obtención de una 
jubilación digna, en el orden municipal. 

Esta reparación del ordr- previsional, que por este 
proyecto de ley se persigue, permitiendo computar el 
período de inactividad a los efectos jubílatenos desde 
la cesación en el servicio, sigue, en sus pautas generales, 
el dictado de la ley nacional 20.5S5/73 y de la orde-
nanza municipal 27.763/73, la que estableciera, en su 
momento, idénticos beneficios para todos aquellos que 
habían sido separados de sus cargos por razones ideoló-
gicas a partir del 16 de setiembre de 1955. 

Miguel Unamuno. — Roberto Juan García. 

—A las comisiones de Asuntos Municipales 
y de los Territorios Nacionales y de Previsión y 
Seguridad Social. 

19 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1 ' — Sustitúyese el texto del artículo 19 del 
decreto ley 9.372/63, modificado por las leyes 20.225 
y 22.301, por el siguiente: 

Artículo 19. — El directorio del Banco de la Ciu-
dad de Buenos Aires se compondrá de un presi-
dente, un vicepresidente y siete vocales, argentinos, 
con solvencia moral y versados en problemas eco-
nómicos o financieros, los que durarán cuatro años 
en sus funciones, pudiendo ser reelegidos y reno-
vándose los vocales por mitad cada bienio. Uno de 
los vocales será designado de una terna propuesta 
por la Asociación Bancaria (Sociedad de Emplea-
dos de Banco). El síndico, que deberá poseer el 
título de contador público nacional, tendrá las 
mismas calidades .que los miembros del directorio, 
durará dos años en sus funciones y podrá ser re-
elegido. 

Art 29 — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Miguel Unamuno. — Roberto Juan García. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Se trata en la emergencia, en esencia, de volver al 

régimen de la ley 20.225 (sanción y promulgación: 
22-3-73, B.O. 29-3-73) y de ampliar el número do 
vocalías a siete miembros. 

En el primero de los casos, la reinserción de un vo-
cal, a propuesta de la entidad sindical que nuclea a 
más de 130.000 agentes bancarios, constituye conferirle 
a ésta una adecuada representación y participación en 
la vida institucional del banco, propósitos éstos perfec-
tamente compatibles con la nueva orientación social que 
pretende darse a dicha institución bancaria, y a los 
resultados altamente positivos que su puesta en prác-
tica implicó durante la vigencia de la ley 20.225. 

En lo demás, la citada reinserción provocaría el au-
mento del número de vocalías del cuerpo al número de 
siete, aumento éste que posibilitaría una más adecuada 
y racional distribución de tareas, en torno a la comple-
jidad del negocio bancario, la dinámica de su operativa 
y la creciente expansión que día a día viene experi-
mentando la citada casa bancaria. 

Es el caso de destacar que, si se observan deteni-
damente los fundamentos que dieron sustento a la san-
ción do la ley 20.225 (quo elevara de cuatro a seis el 
número de vocalías), podrá apreciarse nítidamente que 
tal aumento obedeció no sólo a! crecimiento de la car-
tera y actividad del banco, sino además a la necesidad 
de insertar en el cuerpo directriz a un representante 
del ente sindical, con lo que se posibilita, según ss 
decía: "la participación gremial en la conducción de 
los entes oficiales" (cfr. fundamentos de la ley). 

Esto significa, palmariamente, que al sancionarse por 
el gobierno de facto la ley 22.301, que derogó la 20.225, 
ss mantuvo el número de vocales que la misma había 
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establecido (6), pero se le quitó a la organización gre-
mial la facultad que poseía de designar a uno de los 
reís vocales, desnaturalizándose de tal manera k esen-
cia v propósito de ta ley derogada. 

En pocas palabras, si dos fueron los argumentos para 
aumentar el número de vocalías, a saber: expansión y 
representación gremial, llevándolas de cuatro a sois, re-
sulta claro que el régimen militar, al eliminar la parti-
cipación sindical en el directorio y mantener el número 
do vocales en seis, sólo tuvo como objetivo eliminar 
una verdadera conquista gremial, cuya puesta en mar-
cha había producido un verdadero cambio de orienta-
ción a nivel directriz. , 

Este directo ataque a la organización de los trabaja-
dores, consecuencia de una política global cuyos nefas-
tos resultados están a la vista, se ve aún más corrobo-
rado por otro hecho de significativa importancia, el 
cual'es que la ley 22.301 que eliminaba la participa-
ción sindica) en el directorio de! banco, data de 1980 
y que, durante más de cuatro años —producida la 
intervención militar en el gremio en 1976— éste se 
abstuvo de nominar su representante, no obstante la 
vigencia de una norma legal que expresamente se lo 
permitía. 

Miguel Unamuno. — Roberto Juan García. 

—A las comisiones de Asuntos Municipales 
y de los Territorios Nacionales y de Finanzas. 

20 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1° — Deróganse los apartados c), d), f), 
i) y k) del artículo 3» y los artículos 34 y 35 del Código 
Electoral Nacional (actos legislativos 19.945, 20.175, 
22.838 y 22.864. texto ordenado por decreto 2.135 del 
18 de agosto de 1983). 

Art 2« — Dsróganss todas las disposiciones de leyes 
o reglamentos nacionales que reiteren las inhabilitaciones 
que suprime la presente ley. 

Art. 3» — Invítase a los gobiernos provinciales a ade-
cuar la normativa electoral a la presente. 

Art. 4 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Miguel Unamuno. — Roberto J. García. — 
Adarn Pedrini. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El actual texto del Código Electoral Nacional con-

tiene inhabilitaciones inconstitucionales que, sin perjui-
cio de mejorar en el futuro la legislación electoral, se 
hace necesario suprimirlas en forma inmediata, como 
uno de los primeros actos do gobierno constitucioaal, 
a fin de que personas que han sido injustamente privadas 
del ejercicio de mis derechos electorales no se sientas 
segregadas del conjunto del pueblo argentino como so-
berano. 

Las apartadas j¡ y k) del artíailo 3« inhabilitan s, per-
sanas que registrasen tres sobreseimientos provisionales, 
con el agravante de que c" apartado k) to hace aientía-
nando una ley quo fue derogada por el decreto ley 
21.338 Es sabido que el sobreseimiento provisional no 
es admitido por todos los códigos de procedimientos del 
país, sino sólo por algunos de ellos, lo que da lugar 
a que estas inhabilitaciones sólo puedan recaer sobre 
ciudadanos de las provincias que admiten esa forma de 
sobreseimiento y de la Capital Federal, lo que lesiona 
abiertamente la garantía de igualdad ante la ley (artícu-
lo 16 de la Constitución Nacional). Por otra parte re-
sulta claro que, conforme al principio de inocencia, na-
die puede ser penado mientras oo se pruebe su culpa-
bilidad, lo cual no ha tenido lugar en los casos men-
cionados, como tampoco en los del apartado d), que ss 
refiere a los detenidos por orden del juez competente. 

En el caso del apartado d) resultan también violados 
ambos principios —igualdad e inocencia—, pues las con-
diciones para la detención preventiva varían según los 
códigos y que en definitiva, la misma no tiene otro ob-
jeto que garantizar la presencia del procesado a juicio, 
lo que en modo alguno le priva de su derecho electoral. 

La inhabilitación por faltas del apartado f) no aparece 
como racional, pues la contravención de juego afecta 
un monopolio del Estado y no es por si misma más grave 
que otras y mucho menos que condenas por delitos do-
losos. Según el texto de la ley, un sujeto condenado por 
homicidio a una larga pena de prisión, está en condi-
ciones de votar al día siguiente de cumplida su pena, 
incluso siendo reincidente, en tanto quo si hubiese sido 
condenado por juego prohibido, permanecería inhabili-
tado por tres años y, en caso de ser reincidente, por 
seis años. Esta inhabilitación afecta la racionalidad mis-
ma del derecho y, por ende, el principio republicano 
de gobierno. 

Cabe observar que las inhabilitaciones cuyas deroga-
ciones se propugnan en el presente proyecto son forana 
del estado peligroso sin delito, sistemáticamente recha-
zado por nuestro Congreso Nacional en razón de cu 
inconstitucionalidad. 

El apartado c) del mismo artículo 3 ' segrega del elec-
torado al personal de tropa y alumnos de las fuerzas 
armadas de la Nación y al de las de seguridad de la Na-
ción y de las provincias. No hay justificación alguna para 
que las personas que se hallan en las fuerzas armadas 
y de seguridad cumpliendo funciones de instrucción o 
subalternas sean privadas del derecho electoral, pues 
nada afecta su capacidad de juicio ciudadano. Los 
eventuales inconvenientes prácticos de un destino lejano 
al domicilio electoral o de un acuartelamiento el día del 
comicio son idénticos que los que pueden afectar a sus 
superiores, a quienes no se priva del derecho electoral. 
La relación de subordinación jerárquica no puede inha-
bilitarlos, pues no alcanza a un acto personatísinio y 
secreto como es ta emisión del sufragio. La sugestiona-
bilidad o parcialidad de tal personal es un argumento 
que, en otro momento, pudo tener validez, pero que hoy 
no se compadece coa el grado de civilidad de la Nación 
Axgentfaa. 
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Por tales razones proponemos la derogación de esa 
causal de inhabilitación y de los correlativos artículos 
34 y 35 del ordenamiento citado. 

Miguel Unamuno. — Roberto J. García. — 
Adam PedrirU. 

—A la Comisión de Asuntos Constitucionales. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Articulo 1® — Todos los ciudadanos que estuvieron 
detenidos a disposición y/o inhabilitados por el Poder 
Ejecutivo nacional desde el 24 de marzo de 1976 en 
adelante, y aquellos que todavía se encontraran en esa 
situación sin el consabido proceso, podrán computar co-
mo antigüedad en el servicio el período de inactividad 
a los efectos jubilatorios, y se les darán por realizados los 
aportes en todo el período que hubiere durado la men-
cionada disposición v/o inhabilitación. 

Art. 2® — Todos los ciudadanos que hubieran sido 
condenados y/o hubieren cumplido la totalidad de su 
sentencia, o hubieran resultado absueltos o sobreseídos 
y hubiesen continuado a disposición y/o inhabilitados 
por el Poder Ejecutivo nacional, podrán acogerse a lo 
dispuesto en el artículo 1» de esta ley. 

Art. 3» — Los ciudadanos comprendidos en el artículo 
Io de esta ley por la totalidad del término de disposición 
y/o inhabilitación; y los comprendidos en el artículo 2® 
de esta ley. por el tiempo que excedió al cumplimiento 
de sentencia o absolución o sobreseimiento, y que hubie-
ren continuado a disposición y/o inhabilitados por el 
Poder Ejecutivo nacional, tendrán derecho al pago de 
una indemnización igual a la suma que hubiesen percibi-
do por los períodos respectivos, tomando como monto 
mensual la asignación a jubilado de la categoría que el 
interesado fuera aportante en el momento de ser puesto a 
disposición y/o inhabilitado por el Poder Ejecutivo na-
cional. Estas sumas serán actualizadas conforme al in-
cremento del costo de vida, según índices publicados por 
el INDEC. 

Art. 4® — Facúltase a los poderes del Estado pertinen-
tes a iniciar las acciones legales correspondientes contra 
los agentes y funcionarios que hubieren ordenado y/o 
efectivizado actos que impliquen la responsabilidad del 
Estado en esta materia. 

Art. 5® — Los gastos que demande el cumplimiento 
de esta ley se harán con fondos propios de las cajas de 
Previsión y/o de "Rentas generales". 

Art. 6® — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Adam Pedrini. — Miguel Unamuno. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Con el proyecto que presentamos sólo en parte vamos 

a mitigar los tremendos agravios materiales y morales 
que se les ha infligido a los ciudadanos de nuestra 
República. La Constitución Nacional expresamente am-
para el derecho de propiedad y prohibe la formación de 

tribunales especiales; aquí se ha penado no sólo la inten-
ción sino la manera de pensar de miles de argentinos. 

Creemos que para la salud moral de la República 
debemos y tenemos la obligación de reparar, aunque in-
suficientemente, el daño causado. 

Las leyes y reglamentos no pueden aplicarse en bene-
ficio de un sector sino en beneficio de todos los habi-
tantes; nadie puede arrogarse ni la soberbia ni la omni-
potencia del régimen que nos precedió. En la moderna 
concepción del Estado, éste debe reparar con equidad 
sus equivocaciones para que ello sirva de ejemplo a las 
futuras generaciones, y tenemos presentes las reparacio-
nes a que dieron lugar los grandes genocidios de los 
últimos tiempos. 

El Estado debe responsabilizarse por los daños que 
causan sus funcionarios y agentes, pues asi será la única 
manera de que, de una vez por todas, cada agente, cada 
funcionario, sea responsable en su ámbito de gestión, y 
el ciudadano común se sienta protegido, sepa y conozca 
de la seguridad que le transmiten el ajustarse a la con-
ducta que le delimitan las leyes y reglamentos de la 
República. 

Nosotros, los que pertenecemos a un partido cuya doc-
trina emana del Evangelio, que hacemos un culto del 
respeto de la dignidad dej hombre, no podemos menos 
que plantear este proyecto de ley que repare, aunque 
sólo sea en parte muy pequeña, el tremendo daño sufrido 
por miles de argentinos, cuyo único pecado ha sido el 
no haber estado de acuerdo con la doctrina de terror 
impuesta por el mismo Estado, y aun muchas veces por 
error. Nunca más podremos aceptar que un presidente, 
sea o no de facto, respaldado por la fuerza de las armas 
que puso en sus manos el pueblo para su defensa y no 
para su opresión, reconozca que aquí, en esta República, 
ha habido excesos. Por eso, y por todas las lágrimas que 
hemos tenido que derramar los argentinos, y para que 
nunca más ocurran estos hechos en el país, es de im-
prescindible necesidad la promulgación de la ley objeto 
de este proyecto. 

Adam Pedrini. — Miguel Unamuno. 

—A las comisiones de Previsión y Seguridad 
Social, de Legislación Penal y de Presupuesto 
y Hacienda. 

22 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1® — Dispónese que el Poder Ejecutivo na-
cional, a través de la Administración General de Puer-
tos y organismos competentes, imponga una política de 
promoción y desarrollo operativo de los puertos de Santa 
Fe y Rosario, de la provincia de Santa Fe. 

Art. 2® — Autorízase al Poder Ejecutivo nacional a 
privatizar, locatar y/o convenir eD comodato su uso, de 
los predios que en dichas jurisdicciones portuarias se 
consideren estrictamente necesarios para la instalación 
de cámaras frigoríficas, depósitos para el almacenaje de 
mercaderías en tránsito y toda la infraestructura que fa-
cilite las posibilidades de una mayor cantidad y diver-
sidad de embarques de productos. 
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Art 3 ' — Solicitase a los medios crediticios nacionales 
y a los bancos oficiales 'e la provincia de Santa Fe el 
auspicio de planes de créditos especiales, y en similar 
intento se compatibilicen criterios y legislaciones nacio-
nales y provinciales, en cuanto a desgravaciones y estí-
mulos fiscales que alivien la carga impositiva que afecte 
las comercializaciones. 

Art. 4» — La Dirección Nacional de Construcciones y 
Vías Navegables adoptará las urgentes medidas que de-
mande el dragado de los canales de acceso y adecuación 
de los respectivos muelles e instalaciones accesorias. 

Art. 5» — Incluyese en los objetivos de la presente ley 
la revisión del servicio aduanero, que correlativamente 
facilite las corrientes mercantiles de importación, expor-
tación y cabotaje. 

Art. 6« — El gasto que demande la presente ley se 
tomará de "Rentas generales", con imputación a aquélla. 

Art. 7» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Alberto Cecilio Bonino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La reactivación de los puertos de ultramar, en este 

caso los de Rosario y Santa Fe, posee un alto significado 
en cuanto al apoyo que brindarían a los programas de 
promoción del aparato productivo nacional. 

Desde dichos puertos se embarca la producción cerea-
lera del litoral argentino, gracias a los elevadores por-
tuarios que permiten su recepción, secado y limpieza y 
posterior embarque directo a las bodegas de los barcos 
que la llevarán al exterior. 

Las comodidades existentes para el manipuleo de los 
granos cumplen un cometido muy importante, lo que no 
podemos decir con respecto a otros tipos de embarques, 
que deben hacerse ineludiblemente desde el puerto de 
Buenos Aires. 

La Argentina se ha convertido, luego de la década de 
1940, de un país exclusivamente agrícola-ganadero, en un 
país que, además, posee una serie de importantes indus-
trias, encontrándose asi fábricas de automóviles, de au-
topartes, curtidurías de alto nivel, fábricas de calzado, 
etcétera, las que evidencian el alto grado de capacidad 
de nuestra técnica, lográndose muchas de las indus-
trias mencionadas no sólo abastezcan el mercado interno 
sino que también puedan brindar excedentes exportables, 
con la consiguiente entrada de divisas, con todo lo que 
esto implica. 

La gran industria alimentaria en todas sus ramas, pero 
especialmente la láctea, es un claro exponente de lo 
que mencionara, ya que sus nobles productos son cono-
cidos en todo el muido, encontrándose estas fábricas, 
precisamente, muchas de ellas en el área de influencia 
de los puertos que menciona este proyecto. 

La inmensa producción de ganado continúa siendo uno 
de los pilares fundamentales de nuestra economía, pero 
los saldos exportables siguen siendo subastados, faena-
dos, procesados y embarcados desde Buenos Aires y su 
cordón industrial. 

La adaptación de nuestros puertos a las posibilidades 
de embarque de carnes frescas, enfriadas o congeladas 
fomentará la instalación de plantas frigoríficas, con todas 
sus derivaciones, en las zonas aledañas a aquéllos. 
También favorecerá el incremento de los mercados de 
abasto o ferias ganaderas, en las propias ciudades por-
tuarias y en otras vecinas, haciendo de esta manera 
que las diferencias de costos por traslado, manipuleo, 
etcétera, influyan favorablemente en los precios. 

Esta iniciativa, observada a través de una óptica fede-
ralista, deberá ser profundamente estudiada por los se-
ñores legisladores y funcionarios nacionales y provinciales, 
a quienes solicito en general su apoyo para compa-
tibilizar criterios y, poi último, la aprobación del pre-
sente proyecto. 

Alberto Cecilio Bonino. 

—A las comisiones de Transportes, de Pre-
supuesto y Hacienda, de Comercio y de Fi-
nanzas. 
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El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1« — Créanse las agregadurías científico-tec-
nológicas en el servicio exterior de la Nación. 

Art. 2« — Los agregados científico-tecnológicos ten-
drán las siguientes funciones: 

a) Promover el intercambio y cooperación cientí-
fico-tecnológicos; 

b) Fomentar la demanda exterior de tecnología 
producida en el país; 

c) Asesorar a los agregados comerciales y miem-
bros del cuerpo diplomático en cuanto a la pro-
moción y venta de productos argentinos con 
alta tecnología incorporada; 

d) Informar y asesorar en el proceso de importación 
de tecnologías, incrementando el poder de ne-
gociación de los compradores nacionales; 

e) Informar en lo referente a normas de calidad 
requeridas en los diferentes países, en especial 
para los productos exportables no tradicionales; 

f) Colaborar con la Secretaría de Ciencia y Téc-
nica del Ministerio de Educación y Cultura y 
demás organismos nacionales, provinciales o pri-
vados de ciencia y técnica, en la gestión y 
adquisición de información, documentación v 
materiales científico-técnicos; 

g) Colaborar con asistencia, control y evaluación de 
los becarios externos argentinos; 

h) Establecer vínculos con los investigadores y pro-
fesionales radicados en el extranjero, para que 
colaboren con los organismos nacionales de cien-
cia y técnica. 

Art. 3» — Los agregados científico-tecnológicos de-
penderán del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, 
y serán nombrados por éste, a propuesta de la Secretaría 
de Estado de Ciencia y Técnica del Ministerio de Edu-
cación y Cultura. 
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Art. 4o — Para establecer agregadurías científico-tec-
nológicas deben contemplarse las siguientes pautas: 

a) Países de alto desarrollo científico y tecnoló-
gico, en particular los países oferentes de tecno-
logías adecuadas a nuestro medio; 

b) Países latinoamericanos y del Tercer Mundo; 
c) Países compradores o que se consideren posi-

bles compradores de tecnología nacional. 

Art. 5»— Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Mario Alberto Gurioli. — Carlos E. Ferré. — 
Alberto S. Melón. — José Luis Manzano. 
— Orlando E. Sella. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Siendo la tecnología una clase especial de mercadería, 

se la puede considerar como un verdadero patrimonio, 
engrosando activo de la Nación. 

También especial es el lazo de dependencia que ella 
orea, tanto en el sistema productivo como en los planes 
futuros de la Nodán. 

Por otra parte, las investigaciones técnicas se asientan 
o fundamentan en las ciencias básicas y resultan de las 
aplicaciones prácticas de éstas. 

Por ello entendemos que es menester la creación de 
un dispositivo que permita a la Nación intercambiar, 
evaluar y recuperar la actividad científico-tecnológica 
con otras naciones. 

Nuestro país se caracteriza por: 
a) Haber provisto al sistema científico y tecnológico 

internacional de investigadores y científicos de alta valía; 
b) Haber desarrollado en algunas áreas del conoci-

miento tecnologías de alta calidad y producido impor-
tantes contribuciones a las ciencias básicas; 

c) Haber incorporado tecnologías extranjeras; 
d) Haber padecido de una desvinculación entre el 

sistema científico, el gobierno, el sistema productivo y 
el sistema financiero que trajo como consecuencia la 
diseminación de científicos y técnicos argentinos por todo 
el mundo, quienes, al recibir de otros países medios, 
estabilidad y retribuciones no encontrados en el nuestro, 
crearon cierto escepticismo sobre su posible repatriación; 

o) Haber desarrollado la formación de científicos y 
técnicos a través de becas y otras formas de capacitación 
en el exterior atendiendo a programas particulares, que 
no es nuestra intención cuestionar sino por el contrario 
potenciar, con el ordenamiento y la incorporación lógica 
a la función social que la actividad científico-tecnológica 
tiene que cumplir; 

f) Desde el año 1953, en que fueron propuestas en 
el Segundo Plan Quinquenal, la comunidad científico-
tecnológica argentina considera conveniente el ordena-
miento del intercambio científico-tecnológico basado en 
el principio de que la cooperación internacional debe 
integrarse a las políticas sectoriales y globales con el 
exterior, teniendo en cuenta que los esfuerzos de forma-
ción de recursos humanos se asientan en los del pueblo 
argén ting. 

Por todo ello, entendemos que la creación de agrega-
durías científico-técnicas en el exterior, dependientes del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y de la 
Secretaría de Ciencia y Tecnología, sería el instrumento 
apto para: 

a) Integrar con el desarrollo de la Nación la compra-
venta de tecnología al exterior; 

b) Coordinar esfuerzos en cuanto al desarrollo cien-
tífico-tecnológico de equipamiento y recursos humanos; 

c) Recuperar para la Nación los esfuerzos hoy dis-
persos por el mundo; 

d) Desarrollar una mayor capacidad de decisión; 
e) Contribuir en el esfuerzo científico-tecnológico de 

pueblos hermanos; 
f) Fomentar la creación de un sistema integrado de 

ciencia y tecnología latinoamericanas. 

Mario Alberto Gurioli. — Carlos E. Ferré. — 
Alberto S. Melón. — losé Luis Manzano. 
— Orlando E Sella. 

—A las comisiones de Relaciones Exteriores 
y Culto, de Ciencia y • Tecnología —especiali-
zadas— y de Presupuesto y Hacienda. 

v i i i 

Proyectos de resolución 

i 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Solicitar al Poder Ejecutivo que informe por in-
termedio de la Secretaría de industria del Ministerio 
de Economía, los siguientes puntos relacionados con ios 
Regímenes de Promoción Industrial: 

Regímenes He la ley 20.560 y de las llamadas leyes 
21.608, 22.021 y 22.702. 

á) Cantidad de proyectos de instalaciói. de nuevas 
plantas industriales aprobadas por la autoridad de apli-
cación (por provincia); 

b¡ Cantidad de proyectos de ampliación de plantas 
industriales ya instaladas, aprobados por la autoridad de 
aplicación (por provincia); 

c) En ios rasos indicados en los puntos a) y b), con-
signar para cada provincia el monto de las inversiones 
previstas y la cantidad de plazas de trabajo resultantes; 

d) Monto de capital genuino propio a cargo de ios 
titulares de los proyectos aprobados; 

e) Estado de ejecución de los proyectos aprobado*, 
por proviucias, señalando los ya en funcionamiento, y 
para el resto agruparlos por porcentajes de realización 
con respecto a lo previsto en la propuesta. Indicar a qué 
fecha corresponde la información que se suministre. 

José Bordón González. — Baúl Druetta. 
Antonio Cassia. — Alberto S. Melón. — 
Antonio G. Cavallaro. — Félix Riquez. 
César F. Masini. — Oscar F. Britos. 
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FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El gobierno constitucional (1973-1976), promulgó en 

el año 1973 la ley 20.560, de promoción industrial, 
aprobada por el Honorable Congreso de la Nación. 

Producida la usurpación del poder en el mes de marzo 
de 1976 fue tarea desarrollada por los personeros del 
denominado Proceso de Reorganización Nacional, el mo-
dificar aquellas normas legales con el objeto de que 
resultaran útiles a sus propósitos de minimizar los efectos 
positivos para el país y, sobre todo, eliminar el apoyo 
de la ley 20.560 a las empresas de capital nacional. 

Posteriormente, y sin responder a una adecuada pla-
nificación del desarrollo con apoyo estatal, se pasó a la 
proliferación de regímenes ciertamente con beneficio 
para algunas provincias pere afectando el interés legí-
timo de otras. 

El Honorable Congreso de la Nación deberá proceder 
a la revisión de lo vigente en materia de promoción 
industrial basado en la ley 20.560. Un dato importante 
para el citado trabajo de revisión, será el que faciliten 
los resultados alcanzados hasta la fecha. 

José Bordón González. — Raúl Druetta. — 
Antonio Cassia. — Alberto S. Melón. — 
Antonio G. Cavallaro. — Félix Riquez. — 
César F. Masini. — Oscar F. Britos. 

—A la Comisión de Industria. 

2 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Solicitar al Poder Ejecutivo, que informe por in-
termedio de la Secretaría de Energía del Ministerio de 
Economía, los siguientes puntos relacionados con la fa-
bricación de carbonato de sodio (soda solvay) en el país: 

I ' — Estado de ejecución al 31 de diciembre de 1983 
del proyecto para la fabricación de carbonato de sodio 
(soda solvay) a instalarse en San Antonio Oeste, pro-
vincia de Río Negro, por parte de la firma Alcalis de 
la Patagonia S.A. 

29 - Inversiones realizadas por el Estado, créditos 
acordados a la titular del proyecto, avales extendidos 
a su favor. 

39 — Importaciones de carbonato de sodio (soda sol-
vay) realizadas por el país, desde 1976 al 31 de diciem-
bre de 1983, cantidades en toneladas v valores FOB 
(en dólares). 
. 49 — Perspectivas a juicio del Poder Ejecutivo, de 
concreción cierta del mencionado proyecto, medidas 
adoptadas o que puedan adoptarse para llegar a una 
rápida definición, en especial, sobre la conveniencia 
para el pais de llevarlo a cabo. 

59 — Existencia de proyectos alternativos, de mayor 
racionalidad. Razones de su viabilidad o no viabilidad. 

69 — Tenga a bien el Poder Ejecutivo nacional re-
mitir con la respuesta al informe que se solicita, copia 

de los contratos aprobados por los decretos 3.179/76 
y 297/79, ya que los mismos no fueron publicados 
en el Boletín Oficial. 

Norberto B. von Niederhausem. — José 
Bordón González. — Oscar F. Britos. — 
César Masini. — Antonio Cassia. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
19 — Por decreto 8.566/69 se dispuso el llamado a 

concurso público internacional para la instalación de 
una planta de carbonato de sodio con una capacidad 
de 200.000 toneladas anuales. 

29 — El 25 de agosto de 1970 tuvo lugar la apertura 
del concurso en que sólo se presentaron tres propuestas. 

39 —Por el decreto 461, del 31 de enero de 1972 
(Boletín Oficial del 8 de febrero de 1972), se recha-
zaron las propuestas presentadas, se declaró desierto 
el concurso internacional, y se ratificó la irrevocable 
decisión del Estado nacional de instalar la industria 
de carbonato de sodio en el más breve plazo posible; 
al efecto se facultó al entonces Ministerio de Indus-
tria y Minería para llevar a cabo tratativas directas 
con los oferentes. 

49 — Como resultado de esas tratativas y por el 
decreto 604, del 25 de enero de 1973, se aprobó el 
contrato celebrado entre el Estado nacional y la em-
presa Alcalis de la Patagonia S.A., para construir, 
instalar y explotar comercialmente una planta produc-
tora de carbonato de sodio por el proceso solvay. Si-
multáneamente el Banco Nacional de Desarrollo ex-
tendió avales y otorgó créditos en favor de la citada 
empresa. 

59 — Con el advenimiento del gobierno constitucional 
del 25 de mayo de 1973, se procedió a la revisión de lo 
actuado, teniendo especialmente en cuenta que hasta 
entonces el único aporte tangible era del Estado nacional. 

Además, se tuvo en cuenta que se trataba de una 
producción monopólica de un insumo básico. 

Por ello, y como consecuencia de los estudios practica-
dos, se dictó el decreto 3.658, del 19 de diciembre 
de 1975, por el cual se ratificó la decisión del Estado 
nacional de construir, instalar y explotar comercialmente 
una planta productora de carbonato de sodio por el 
proceso solvay, en la localidad de San Antonio Oeste, 
provincia de Rio Negro. 

Se creaba al efecto una comisión para que realizara 
las tratativas correspondientes para la modificación del 
contrato oportunamente suscrito con Alcalis de la Pa-
tagonia S. A. 

69—Desplazado el gobierno constitucional el 24 de 
marzo de 1976, se dicta el decreto 3.179, del 7 de di-
ciembre de 1976 (Boletín Oficial del 28 de diciembre 
de 1976), por el cual se deroga el decreto 3.658/75, 
encuadra a la presentante, Alcalis de la Patagonia, en 
el decreto 1.237/76, de promoción para la región nor-
patagónica (ley 20.560) y aprueba el contrato firmado 
al efecto por aquélla y el Ministerio de Economía. 
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4 ' — Encomendar la selección de los testos y el 
cuidado de la edición a la Academia Nacional de De-
recho y Ciencias Sociales de Buenos Aires. 

5« — Comuniqúese al Peder Ejecutivo. 

Jorge R. Vanossi. — Ricardo Miguel Co-
lombo. — Jorge Stolkinar. — César Jaros-
lavsky. — José Bielicki. — Alfredo Mi-
guel Mosso. — José Alberto Furque. — 
Juan Francisco Carmelo Elizalde. — Luis 
Asterio Asensio. — Víctor Marchesini. — 
Carlos González Pastor. — René Pérez. 
— Hamaldo E. Lazeos. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Visto y considerando: 
Que en el corriente año so conmemora el ccntésimo 

aniversario de la muerte del doctor Juan Bautista 
Albrrdi, jurista, hombre público, publicista y abogado, 
hijo benemérito de la República, ocurrida en París el 
18 de junio de 1884. 

Que es bien conocida la nbra del ilustre tucumano, 
quien a través de su fundamental obra Bases y puntos 
de partida para la organización política de la República 
Argentina, fue inspirador de los padres fundadores que 
en el soberano Congreso General Constituyente de Santa 
Fe nos dieron, en 1853, ese precioso legado de libertad 
que es la Constitución Nacional que hoy nos rige. 

Que no es menos trascendente su restante producción 
bibliográfica entre la cual pueden citarse Fragmento 
preliminar al estudio del derecho, Sistema económico 
y rentístico de la Confederación Argentina, Elementos 
de derecho público provincial, Cartas quiüotanas, 
La Argentina a los treinta y siete años de la Revolución 
de Mayo, El gigante Amapolas y especialmente E¡ 
crimen de la guerra, obra publicada en sus escritos pós-
tanos. Esta última es un alegato de elevado contenido 
ético y humanista, a favor de la paz. Surge de su lectura 
un angustioso llamado para que se suprima la guerra co-
mo método de resolver los conflictos internos y externos 
y para acceder o acrecentar el poder y el despotismo. 
En su encendido elogio del soldado de la paz, en su 
postulación del derecho, del desarrollo y de la integra-
ción como únicos medios idóneos para resolver los con-
flictos políticos, se aprecia la vocación humanista y 
americanista del autor de La paz viene por el camino del 
derecho y de la ley. Un ferrocarril internacional, la 
eliminación de aduanas y de las trabas al intercambio 
tienen más valor que todas las alianzas y tratados. 

Que no se agota en su copiosa bibliografía el aporte 
que el doctor Alberdi brindó a su país. Miembro nato de 
esa joven generación que contó en sus filas, entre otros 
muchos, a Marcos Sastre, Félix Frías, Esteban Echeve-
rría, Juan María Gutiérrez —sus entrañables amigos— 
participó con ellos en el salón literario primero, y luego, 
clausurado éste, fue miembro fundador de la Joven Ar-
gentina, denominada luego Asociación de Mayo. Incluso 
fue redactor de una de las "palabra- simbólicas" del 
programa de la institución, que luego Esteban Echeve-
rría, desarrollara en su Dogma Socialista. 

Que también se desempeñó al servicio del país, como 
ministro plenipotenciario de la Confederación, ante la 
corte de Inglaterra, España y Roma, retirándose de Ui 
vida pública en 1862, para radicarse en París. 

Vuelve a nuestro país a fines de 1879 para incorpo-
rarse a su banca en la Cámara de Diputados de la Na-
ción, como representante del pueblo de su provincia 
natal, Tucumán. Este fue su último cargo público. 

Que minada ya su salud, en 1880 redacta su famoso 
discurso a los jóvenes abogados que egresaban de la 
Universidad de Buenos Aires, discurso que no pudo leer 
debido a su va debilitada voz. 

En él, entre otros conceptos, expresa: "No hay liber-
tad, donde (el hombre) pueda ser vejado, insultado 
por los sicarios de un poder arbitrario. Donde su segu-
ridad, su vida y sus bienes están a merced del capricho 
de un mandatario. Donde se le ponen trabas y condicio-
nes al ejercicio de una industria cualquiera". 

Muere en París en la mayor pobreza. 

Que en el homenaje póstumo que le brindó la Cáma-
ra de Diputados de la Nación, el diputado Navarro 
Viola, dijo: "Este ilustre prócer no solo ha merecido el 
aplauso de la América y de la Europa, sino el premio 
reservado a pocos, el vilipendio de los pequeños". 

Que algunas de sus principales obras fueron editadas 
por decreto del 14 de mayo de 1855 firmado por el 
presidente de la Confederación Argentina. 

Que, asimismo, en 1885 se editaron «sus obras comple-
tas por disposición del gobierno nacional. 

Jorge R. Vanossi. 

—A las comisiones de Educación —especia-
lizada— y de Presupuesto y Hacienda. 

5 

La Cámara de Diputados de la Nación 
RESUELVE: 

lo—Se solicita al Poder Ejecutivo se sirva informar 
qué medida ha implementado con el fin de brindar ade-
cuada protección a los sectores de la población del can-
urbano y suburbios, en especial los barrios que son aso-
lados por patotas y buidas armadas de delincuentes. 

2'—Si se tiene previsto organizar a las fuerzas de 
seguridad para controlar los desmanes quo hacen di-
chas patotas y bandas armadas, a los efectos de res-
guardar a todos los sectores de la población. 

3?—Si el Poder Ejecutivo nacional piensa destinar 
partidas especiales con ?1 objeto de Testar ayuda finan-
ciera a las provincias, para que éstas puedan hacer 
frente a dicha delincuencia con elementos modernos y 
aumentar el número de agentes, asi controlarían con más 
eficacia los actos de abigeato, los cuales han tenido un 
notable incremento en 'o- últimos tiempos. 

Carlos E Garda. 



SSQ 

FUNDAMENTOS 

Scixor presidente: 
Tanto es sus faces prcven&vF. coma represiva fe 

actividad policial no puede estaeituarse, sjrfsten lugares 
cu el eonurba.no y en distintas partes deS país, con-
vertidos, puco menos, que en ta tierra de aaáie. doada 
fe delincuencia fuveníl y [as delitos se multiplican pos 
carecer de una vigilancia efiaas, yt. que dichas «mas 
se encuentran con escasa dotccfóo polista;, ROÍ squí-
pada, con medios ds tnovflítkd inefideates, sin la do» 
tesión qne requiere sí loga; para una tusjor giafecsóa 
de k población. 

loa n.umerosac Jlas dearneias y quejas que llegan & 
diario, sobro los comentados sucosos delieifivas que ca 
producen y que preoettp esoncgittsate p«r el auge édi 
abigeato. Podríamos meneioaar muchos rasas eras fes» 
conmovido a te <>pteió» públiea. 

Estos flechas cto producían cuando las ftiersas d®I 
orden garantizaban su control. Esi.¿t recrudeciendo, eu.e-
ramsnte en d país ©I cua&rsrfsmo, casi sjíerminado, eso 
se debss a ia falta de vigilancia y controles su las dis-
tintas ratas del país, entiendo por lo tanto qtio se deben 
extremar las medidas de seguridad para bisa de toda la 
población. Pido por lo tanto, a esta Honorable Cámara, 
fe aprobación de este proyecto. 

Carlos E. G'j: efe 

• A la Comisión de Legislación Pensl 

6 

La Cdfímm ds Diputados ds h Nadón 

RESUELVE! 

2®— Solicites- al Poder SJSOTÍÍVO smtíonal gao, por 
áloade corresponde., se envíen a esta Cámara tos decretos 
o resoludoa.es par las que es coacedieroa préstenos a 
fe. Encanan® RepdMiea do ¡BoKvfe, durante el período com-
prendido entra el M de nasarso da IJ7S y el 10 d© dieiem,-
bre d© 1883. 

— Diste, laioEmedte dskaíi conajprsndett montos 
de los préstamos» maae!» en qis® es Mef.croa ofeetívos, 
osxdfcfoocs ás otorgamiento, intereses oue eomsseiidfan, 
«atóanos sbnmdss y « qniéses eo IdraGiren t&etí&m, 
nroifros par fas qv.s so otargcioa, Ufomairts» de distes 
préstanos, fesfe de deW.w.sióa, 

9» —St a fe feste do cesRmss áísbss pséstenns k 
Regáfete, ds Bolivfa clo ere R d n a ás la ¿xgGatfcs, 
a. través «50 dgtnt empregsi estatal es&sntím, como ser 
WF o Gas id Istado. 

Lvis 8sMos Cefmh. 

FUNDAMENTOS 

§aS® fKssfáenfe; 
La cfaáadaafe argentita®, cootteBamente, ES ve tofor 

rada, por d@sp2.dios do ageadks á© fa&msc&mes de 
lal&fe, cp© durante el gobierne ds fecte, «jws w. im-

ito el 24 de mara> do 1876 fiaste el 19 és dídernkre de 
1883, la Argentina te concedió préstamos ca dólares al 
país hermano. 

Qua dichos préstamos ao ingresaran pare, bsaofeiiasí 
al pueblo de Solivia, sino qus eagresaron los bolsillos 
de ciertos funcionarios que detentaban ei poder en. k 
Bepúblics de Solivia pw impsrio de las armas. 

No es eriticabls coacurrii en ajruda d@ pueblos feer-
maaos, pero sí es delito otorgar préstamos en dinero 
para que luego no se vuelquen para solucionar probís-
imas coyunturales, o ss desvíen del destino qu® tuvieron. 

Que los funcionarios argentinos qiie los otorgaron de-
bieron tener en cuente objetivos v seguimientos claros 
respecto a esos fondos. 

Que estos funcionarios argentiaos debieron ajustarse 
p.l interés del país y a lo que marcan los códigos vi-
gentes. 

Qae ao easte duda de que dielios préstamos existieras, 
por fes informaciones con que s@ obra, y por lo tanto 
éste es la vía snás íeffcea, la del Farlamsnto argea» 
tino, para esclarecer tal situación. 

Es necesario terminar con esta vía de préstamos entre 
países gobernados por gobiernos de facto, ots no re-
dunda en beneficios para el pueblo, sino que satisface 
intereses personales de élites reprochables al con junto 
de la democracia. 

Luis Sontos Casabe. 

—A ías cernís:ores de Relaciones Ulteriores 
y Culto, da Finansss y d@ Comercio. 

1 

La Cámara de Diputados de te Nación 
W2SÜELW3: 

Que vería con agrado que el Poder Efecmitivo oa-
cional, por intermedia de la Secretaría de Comunica-
ciones, promueva la instalación de una repetidora de 
televisión en el pueblo de Liltsrtador, del departamento 
de Esquina, provincia de Corrientes. 

Carlos Humberto ¡¡{anchi 

FUNDAMENTOS 
Señor presidente: 
El pueblo de Libertador, deí departamento de Es-

quina, Corrientes, cuenta coo ta energía eléctrica sufi-
ciente para fe instalación de una repetidora de televisión, 
encontrándose aprosamadament® u 20 fea de fe tínd.ad 
de Esquina. 

F.I municipio de Esquina es el único de primera cate-
goría de fe provincia que no ementa con osfes servieío. 
De.be advertirse que la incorporación de este medio de 
comunicación es de vital importancia para combatir la 
desinformación y el analfabetismo. 

Carlos Humberto Bmnckt. 

—A la Comisión de Comunicaciones. 



Enere £6 y 2T de 1884 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA MAC7.0X 881 

S 

La Cámara de Diputadas de ta, Nación 

emsxmsm 

Solicitar al. Poder Ejecutivo nacional qu.e, par inter-
medio del Ministerio de Economía, incluya entre los 
artículos de exportación ao tradicional al arroK y sus 
derivados. 

losé Litis Rodrigues Arto-si. —» J a m F. EH-
zé.de. • - Pedro A. Sartcbi. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Hasta Eto feace muchos anos el, arroz fae un producto 

importado del extranjero. La visión y el esfuerzo de al-
gunos productores que iniciaron su cultivo y posterior 
elaboración, y que, laego, fueron intensificando k ex-
plotación; el perfeccionamiento técnico efectuado en las 
universidades, escuelas agrarias, en el Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria (INTA) y ea las explotacio-
nes privadas, especialmente se destacan tas importantes 
cooperativas arroceras agremiadas en la Federación de 
Cooperativas Arroceras, han permitido transforma» al 
arro2 ea un producto de exportación. Los mercados de 
granos eo general, y en especial e! del arroz, tienen una 
aguda competencia y nuestro arroz debe competir con 
productos altamente protegidos ya sea por subsidios di-
restos o indirectos talas corno créditos de fomento o los 
bajos precios de ínswncs agroquimicos indispensables. 

El cultivo ¿el arras tiene' por característica un alto 
grado ds inversión, abundante uso de mano de obra, 
consumo abultado 'íe energía para el riego, necesario 
uso ¿e {crtflisantes v herbicidas. éendO' prácticamente 
un c-sEtívo industrial, ío que to transforman en altamen-
te riesgoso para g1 productor y. por lo tanto, es nece-
sario ds.de algún tipo de protección 

Se to siembra eo -rmr.r. marginales para otros cultivos: 
centro y norte de Entre Ríos, Corrientes. Chaco, Formosa 
y Tucuni&n siendo en muchos de estos lugares el único 
cultivo posible. 

Deba destacarse que, dando posibilidades ciertas de 
cü'inpetensfe en los mercados internacionales, nuestro 
país tiene Eos mejores campos y riego comparativamente 
abundante y barato; e b que debe sumarse la posibili-
dad de utilizar ta energía, eléctrica de tas usinas hidro-
eléctricas ea marcha y de las proyectadas en e! futuro. 

El arros, de este modo, puede ser punta de lanza para 
sí ¿eSEirollo de importantes senas del interior, hoy em-
pobrecidas y despobladas. 

¡o-/j Lufa Rodríguez Arttm. — ¡rnn P. Eií-
zdde. — Pedro A. Setrubi. 

—A ta Comisión de Comercio. 
® 

L-, Cémam de Diputados de te Nación 
KESUHUTB: 

Repudiar enérgicamente el informe presentado por 
la llamada Comisión Kissinger que fortalece la política in-
tervencionista de los Estados Unidos en los países centro-

f.merfcan.os, apoyando soluciones mflíteres en contra do 
Los intereses y del deresbo de autodeterminación de los 
pueblos de dichos paí?es. 

Baúl O. llabanaque, — Marcela Ambolam. 
= Miguel Momsrrat. 

t 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El informe de la Comisión Kissinger, que representa los 

intereses más reaccionarios de La administración Reagan, 
busca legitimar una intervención militar directa en Cr-n-
troamérica con e! propósito de ahogar el derecho de auto-

! determinación de sus pueblos. El informe recomienda urt 
¡ aumento significativo y en el más corto plazo posible de 

la asistencia militar norteamericana a El Salvador y arne-
i naza a Nicaragua al sostener que ¡a fuerza es el úfttmo 

recurso cuya opción mantienen los Estados Unidos como 
posibilidad. 

El informe Kissinger preanuncia una invasión seme-
I ¡ante a la realizada por tos Estados Unidos de América a 

Guatemala eo 1954, cuando los Estados Unidos de Amé-
rica "veían una creciente influencia comunista en el 
gobierno guatemalteco". Nos recuerdan la invasión a la 
República Dominicana en 1965, o cuando en 1927 se 
abogaba por una invasión a Nicaragua aduciendo que era 
víctima d® la "injerencia de tos bolcheviques mexicanos". 

La invasión a Granada a fines del año pasado fue el 
inicio de la agresión directa a Centroámerica. De igual 
manera las maniobras cerca de tas costas nicaragüenses 
y salvadoreñas desarrolladas por miles de 'marines' pre-
anuncian la intervención militar norteamericana. 

Si bien [a administración Reagan eiipresá su total con-
formidad con el informe, k comunidad internacional y la 
propia opinión pública norteamericana comienzan a ma-
nifestar su discrepancia al comprender Eos alcances del 
informe. 

Nuevamente los Estados Unidos es América utilizan la 
conocida "doctrina de ta seguridad hemisférica" para de-
fender sus propios "intereses nacionales" con el objetivo 
de mantener los vínculos de dependencia con Latinoamé-
rica que continúa siendo considerada como "su .jatio 
trasero". 

El senador demócrata Edward Kennedy acusa a la co-
misión, autora del informe, de obviar tos esfuerzos del 
Grupo Contadora y a ta administración Reagan de evadir 
la solución negociada con Nicaragua, afirmando que una 
ves más Estados Unidos de América aparece respaldando 
una solución militar sin antes agotar las alternativas polí-
ticas y diplomáticas. Respecto de El Salvador, Kennedy 
acusa a las fuerzas armadas salvadoreñas de ser los prin-
cipales instrumentos de represión durante casi 100 años. 
Dice asimismo: "Es posible que no se pueda ganar la 
guerra en El Salvador, pero no es porque el ejército no 
tenga suficientes balas o helicópteros, como insinúa k 
Comisión Kissinger, sino porque el ejército no tiene, ni 
podrá ganar, el respeto, respaldo y confianza del pueblo 
salvadoreño". Rechaza, asimismo, las recomendaciones de 
k comisión de que la CIA continúe financiando las ope-
raciones contrarrevolucionarias en Nicaragua. Asimismo, 
varios parlamentos de América latina y Europa han es-
presado su repudio al citado informe. 

Si del seno mismo de Estados Unidos de América sur-
gen severas criticas al informe Kissinger, es compromiso 
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ineludible de los demócratas y parlamentarios de América 
latina manifestar activamente su repudio a la política 
intervencionista de los Estados Unidos de América. 

Sin lugar a dudas esta Honorable Cámara no puede 
pasar por alto este informe que compromete la paz en el 
continente y hace a la esencia del derecho de autodeter-
minación de pueblos hermanos consagrado en la práctica 
y en la letra de las Naciones Unidas, de la cual nuestro 
país forma parte. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. 
— Miguel Monserrat. 

—A la Comisión de Relaciones Exteriores y 
Culto. 

10 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo para que a través del 
Ministerio del Interior instrumente las medidas nece-
sarias para la investigación de la custodia del general 
Benjamín Menéndez, que lo acompañó en ocasión de su 
presentación ante la Comisión de Asuntos Constitucio-
nales, el día 17 de enero de 1984, e informe a esta 
Honorable Cámara: 

1 ' — La identificación de cada uno de los miembros 
acompañantes. 

2« — El origen de los recursos económicos para el man-
tenimiento de dicha custodia. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. 
— Miguel Monserrat. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El general Menéndez se presentó para realizar decla-

raciones ante la Comisión de Asuntos Constitucionales 
de esta Honorable Cámara con una fuertísima, nume-
rosa e inusitada custodia personal, que realizó exterio-
rización de armamento de guerra. 

El jefe del Estado Mayor del Ejército, general Jorge 
Arguindegui, sostuvo que el "general (R.E.) Luciano 
Benjamín Menéndez no tiene cuerpo de custodia, sino 
dos o tres personas... algunos de los acompañantes del 
general Menéndez pertenecían al Ejército" ("Clarín", 
19 de enero de 1984). Sin embargo, la prensa allí pre-
sente contabilizó entre diez y doce el número de miem-
bros de la custodia. 

Nosotros estamos convencidos de que sólo el Estado de-
be ejercer el monopolio de la fuerza; si el general Arguin-
degui afirma que sólo tres miembros de esa custodia 
pertenecen al Ejército, justo es preguntarse con profun-
da preocupación sobre las restantes personas que por-
taban armas. 

Estos actos de soberbia y de ultraje al pueblo de la 
Nación Argentina no deben repetirse; ellos significan 
una afrenta a la civilidad que el 30 de octubre se 
expresó masivamente en contra de la metodología auto-
ritaria e ilegal en que basó su accionar la dictadura 
militar. 

Creemos nosotros que la Honorable Cámara debe 
maximizar sus esfuerzos y transitar todos los caminos 
legales que la democracia nos brinda, para el esclare-
cimiento total de hechos de esta naturaleza. De esta 
manera el fantasma del autoritarismo —aún presente 
en la sociedad argentina— será derrotado. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. 
— Miguel Monserrat. 

—A las comisiones de Asuntos Constitucio-
nales y de Defensa Nacional. 

11 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo para que, por intermedio 
del Ministerio de Economía, se sirva informar acerca de 
la participación que tienen en el gasto nacional las re-
mesas y giros al exterior en concepto de pagos por el 
uso de marcas, patentes y/o royalties, especificando para 
el año 1983 los siguientes niveles de desagregación: 

1. —Nombre de la empresa involucrada (radicada en 
el país). 

2. — Marca, patente y/o royalties. 
3. — Empresa beneficiaría (radicada en el extranjero). 
4. — Monto al que asciende la transferencia. 

Alberto S. Melón. — Mario Alberto Gurioli. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Considerando que las políticas referentes al área cien-

tífica y tecnológica y al área industrial constituyen una 
diada estratégica para salir del actual estado de postra-
ción en que se encuentra el aparato productivo. 

Que un área clave de itro de esa política es la de 
transferencia de tecnología. 

Que un 90 % de la tecnología utilizada por la Argen-
tina es generada en el exterior. 

Que esa tecnología se paga con divisas a través de 
normas que legislan el uso de marcas y patentes. 

Que nuestra economía padece una grave crisis que se 
expresa con patetismo en el sector externo. 

Y que nuestro sistema productivo necesita y puede 
llegar a generar un proceso de adopción, adaptación y 
creación de tecnología propia. 

Atendiendo, por otra parte, a la necesidad de producir 
una legislación moderna donde la variable tecnológica 
impregne todas las leyes —en especial las que hacen a la 
industria—, discerniendo lo sustancial de lo accesorio, 
descartamos el apoyo que la Honorable Cámara acordará 
a la presente iniciativa, que tiene por único objeto rele-
var la información existente a los efectos de clarificar 
el problema en cuestión y producir las alternativas nece-
sarias para legislar eficientemente sobre un área crítica 
y de alta vulnerabilidad para los intereses de la Nación. 

Alberto S. Melón. — Mario Alberto Gurioli. 

—A las comisiones de Presupuesto y Ha-
ciencia y de Finanzas. 



Enero 23 y 27 de .1984 CAMARA DE DIPUTADOS DE I,A NACION 883 

12 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo nacional solicitándole 
disponga las medidas necesarias para que los organismos 
correspondientes procedan a pavimentar el tramo de la 
ruta nacional 14, que aún falta completar, para que 
ésta llegue a Bernardo de Irigoyen, en la provincia de 
Misiones. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Se hace de imperiosa necesidad que se adopten las 

medidas correspondientes para que sea terminada la pa-
vimentación de esta ruta 14, que lleva ya en su cons-
trucción una cantidad de años más que razonable. 

Esta vía de comunicación es fundamental para el 
desenvolvimiento económico y turístico de la provincia, 
a la que atraviesa en su parte central, y de la misma 
manera de sus principales poblaciones y plantaciones de 
té, yerba mate, soja, tung y tabaco. 

Con las últimas lluvias de principios del año 1983, 
la parte que aún no fue pavimentada constituyó un 
serio problema para las autoridades provinciales y muni-
cipales, que debieron trasladar allí tractores y moto-
niveladoras para que pudieran proseguir viaje los vehícu-
los de transporte de pasajeros y de carga detenidos en 
ese lugar. 

Por otra parte, esta ruta termina en Bernardo de 
Irigoyen, lugar de frontera cercano al Brasil, por lo que 
su importancia internacional resulta evidente para el 
turismo. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

—A la Comisión de Transportes. 

13 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo na-
cional, por intermedio del Ministerio de Defensa, informe 
sobre la cantidad de hectáreas, destino y uso de los esta-
blecimientos agrícola-ganaderos propiedad del Estado 
nacional que están en manos del Ejército, la Armada y 
la Fuerza Aérea argentinas en todo el territorio de la 
Nación. 

Erasmo Alfredo Goti. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El señor diputado José Luis Rodríguez Artusi ha 

presentado un proyecto de resolución a cuyos funda-
mentos adhiero y amplío incluyendo a la Armada y 
Fuerza Aérea argentinas. Considero, señor presidente, que 
en todo el territorio nacional existen grandes extensiones 

de tierras de propiedad del Estado en manos de las 
fuerzas armadas de la Nación; muchas de ellas pueden 
cumplir un papel estratégico, pero otras, que se hallan 
ubicadas en plena pampa húmeda, han dejado de cum-
plir eJ rol que tuvieron en el pasado: la cría de caballos 
que se necesitaban para montar a nuestros ejércitos, o 
hacían de depósito donde aquéllos pastaban, al ir de des-
canso los regimientos que rodeaban a nuestra capital 
en forma temporaria. 

Hoy en día, algunos de esos establecimientos cumplen 
la función de promover el fomento y mejoramiento equi-
no, que es una tradición en nuestro país, pero sólo uti-
lizan para Mío una pequeña parte de su superficie, que 
en muchos casos oo llega al 15 %. realizando >in el resto 
otros trabajos como la siembra a porcentaje de trigo, 
girasol o papa, el engorde de novillos, la cría de vacu-
nos por cuenta propia, o dar,do pastoreos a terceros, 
actividad típica del productor igropecuario. pero no 
de las fuerzas armadas argentinas. Podría ser justifica-
ble en lo referente al Ejército Argentino, reitero, la parto 
de fomento y mejoramiento del ganado caballar, como 
la cría de muías en las provincias de Cuyo, que son 
necesarias e indispensables aún a pesar del progreso y1 

de la técnica para las zonas cordilleranas fronterizas, 
sobre todo oara la Gendarmería Nacional. 

Pero de ninguna manera es justificable en las otras 
instituciones que componen nuestras fuerzas armadas, 
Marina y Aeronáutica, que tiei.en también grandes ex-
tensiones en el país, sobre todo en la provincia de Bue-
nos Aires, también dedicadas a la explotación agrícola-
ganadera, salvo parte destinada a pistas de aterriza |e 
y sus zonas de seguridad. 

Consideramos que hoy, esta nueva etapa de recu-
peración de la República, y dada la grave emergencia 
nacional por la que atraviesa el país, nos lleva a solicitar 
al Poder Ejecutivo este pedido de informes para estudiar 
cuál es la superficie que podría el propio Estado nacio-
nal, luego de fraccionarla en unidades económicas, poner 
a la venta para colaborar a aliviar esta gravosa deuda 
que los propios administradores de este Estado agigan-
tado nos han llevado a contraer. 

Esta es la verdadera transformación que debemos 
realizar, solicitando un uso eficiente de la tierra con 
la incorporación de tecnología adecuada, para asi ir 
dando los primeros pasos para reacomodar nuestra de-
teriorada economía. 

Erasmo Alfredo Goti. 

—A la Comisión de Defensa Nacional. 

14 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo uacional para solicitar el 
cambio del sistema actual de distribución de petróleo 
nacional o mesa de crudos, que distribuye, mediante 
pautas que estableció la Secretaría de Energía de la 
Nación, el petróleo disponible entre las empresas refi-
nadoras, en condiciones no favorables para la empresa 
YPF, que por dicho sistema debe trabajar al treinta poi 
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ciento ( 3 0 % ) de capacidad ociosa, a pesai de extraer 
el noventa y ocho por ciento ( 9 8 % ) del petróleo 
nacional. 

Antonio Cassia. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Desde el primer trimestre de 1979 se estableció, y 

tiene vigencia, una mesa de distribución de petróleos 
crudos nacionales, aportados exclusivamente por la em-
presa estatal YPF y distribuidos de acuerdo con normas 
establecidas en su momento por la Secretaría de Estado 
de Energía, entre las compañías petroleras privadas e 
YPF. En síntesis, el sistema consiste en repartir el pe-
tróleo nacional que YPF extrae, o compra a sus contra-
tistas. de acuerdo con el porcentaje de ventas en el mer-
cado interno de subproductos que hayan tenido las em-
presas en el trimestre. 

A este sistema de distribución se opondrían los si-
guientes hechos: 

1' — Al momento de su promulgación, y aun a junio 
de 1983, la empresa YPF tenía una capacidad ociosa de 
refinación mayor al tTeinta por ciento (30 %). 

2 ' — Al no establecerse conjuntamente aormas para 
alentar la mayor conversión de destilados livianos e in-
termedios, de acuerdo con las lecesidades del mercado 
interno, llevó a que las compañías privadas maximizaran 
sus beneficios obteniendo mayor porcentaje de los des-
tilados de mayor rentabilidad, en detrimento de la em-
presa estatal que debió acudir a llenar los vacíos que 
dejaban las compañías en el mercado, en lo referente a 
los subproductos menos rentables. 

Este sistema Implantado por el gobierno de facto tuvo 
como resultado la ampliación del mercado de distribu-
ción en favor de las empresas privadas, como lo tra-
ducen las siguientes cifras: 

Produce, d e 
petr . de Y P F 

(admlnlst . y 
contratos) 

m> 

Ref inac ión 
d e Y P F 

(nac ional 
e Importado) 

m» 

Entregas 
de Y P F a 
privados 
p/reflnar 

m" 

1977 24.835.000 20.365.213 5.655.268 
1979 27.160.856 21.057.173 7.371.745 
1981 28.385.000 21.034.247 8.337.283 
1982 27.919.000 19.742.000 8.785.617 
1983 
Primer semestre 13.659.000 9.463.400 4.106.800 

Las estadísticas de producción y refinación muestran 
claramente que el sistema de distribución del petróleo, 
o mesa de crudos, durante el gobierno de facto, favoreció 
abiertamente a las empresas privadas en perjuicio de 
YPF, sistema que es por lo tanto necesario modificar a 
fin de que la empresa estatal aproveche al máximo su 
capacidad de refinación. 

Antonio Cassia. 

—A la Comisión de Energía y Combustibles. 

15 

La Cámara de Diputados de la Nación 

R E S U E L V E : 

Solicitar al Poder Ejecutivo nacional que informe a 
esta Honorable Cámara de Diputados acerca del actual 
estado de las conversaciones y/o negociaciones diplo-
máticas, entabladas por el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores y Culto o cualquier otra dependencia oficial, 
con gobiernos y/u organismos internacionales, en rela-
ción al uso pacífico de la energía nuclear que hace 
nuestro país en la actualidad; y también acerca de la 
existencia de presiones extranacionales para inducir a la 
República Argentina a ratificar el Tratado de Tlatelol-
co (Tratado para la Proscripción de las Armas Nuclea-
res en la América Latina), y a «uscriblr el Tratado Sobre 
la No Proliferación de Armas Nucleares. 

Carlos Eduardo Ferré. — Mario Alberto Gu-
rioli. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El 14 de febrero de 1967 quedó abierto a la firma, 

en la ciudad de México, el Tratado para la Proscrip-
ción de las Armas Nucleares en la América Latina, cono-
cido como el Tratado de Tlatelolco. El gobierno militar 
que regía en la República en esa época, lo firmó el 
27 de septiembre de 1967, con la siguiente aclaración: 

El gobierno de la República Argentina, al firmar 
el Tratado para la Proscripción de las Armas Nu-
cleares en la América Latina, de conformidad con 
el artículo 28, inciso K desea expresar su satisfac-
ción por la inclusión en el instrumento de cláusula» 
que preservan el desarrollo pacífico de la energía 
nuclear y, entre ellas, del artículo L8, que reco-
noce el derecho de las partes contratantes a real! 
zar, por sus propios medios n en asociación con 
terceros, explosiones de dispositivos nucleares" con 
fines pacíficos, inclusive explosiones que presupon 
gan artefactos similares a los empleados en el ar-
mamento nuclear. Entiende el gobierno de la Repú-
blica Argentina que dichas disposiciones aseguran 
el empleo de la energía nuclear como auxiliar in-
dispensable en el proceso de desarrollo de la Amé-
rica latina y representan, en consecuencia, 'a condi-
ción previa y fundamental para sentar las bases 
de un equilibrio aceptable de responsabilidades y 
obligaciones mutuas para las potencias nucleares 
y las no nucleares en materia de no proliferación. 

Dicho tratado no hie ratificado por el Congreso Na-
cional en el único período constitucional posterior a 
su firma (1973-1976) Consideramos que tampoco debe 
serlo en su forma actual, pues el sistema de control e 
inspección que establecen los artículos 12 y 16 del men-
cionado tratado invade áreas de soberanía que ningún 
gobierno argentino —cualquiera que sea su carácter 
político— puede someter al arbitrio de otros países o 
de organismos internacionales ad hoc. 
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Estos últimos están regidos, en gran medida, por 
superpotencias que no se autolimitan en el uso pacífico 
y/o bélico de la energía nuclear, pero pretenden impo-
ner a los países no poseedores de armamento nuclear 
una desnuclearízación unilateral, para lo cual propician 
sistemas de control e inspección de las actividades en 
este terreno, que son claramente lesivos de los más 
elementales principios de la soberanía nacional. 

Estimamos oecesario señalar, en este contexto, que 
el lo de Julio de 1968 se abrió a la firma en Londres, 
Moscú y Washington un acuerdo internacional de mu-
cho más vastos alcances, el Tratado sobre la No Proli-
feración de Armas Nucleares, que entró en vigor 
para todos los países signatarios el 5 de marzo de 1970. 
Dicho instrumento pretende convalidar la división del 
mundo en dos grandes sectores: los Estados poseedores 
de armas nucleares y los Estados no poseedores (para 
emplear la terminología del mismo tratado). 

Lo firmaron —aunque no en todos los casos lo rati-
ficaron— 112 países, pero se advierten algunas ausen-
cias significativas. Entre las potencias nucleares se ne-
garon a firmarlo Francia y la República Popular China. 
Tampoco lo hizo la India, que más tarde accedió al 
rango de potencia nuclear. En la América latina no lo 
firmaron la Argentina, Chile y los Estados Unidos del 
Brasil. Colombia y Trinidad-Tobago, que lo habían fir-
mado en su oportunidad, no lo han ratificado hasta 
la íecha. 

Entendemos que en el manejo de las relaciones exte-
riores de la Nación, el Poder Ejecutivo nacional debe 
actuar —como lo ha hecho hasta ahora— en perma-
nente contacto informativo y operativo con el Poder 
Legislativo nacional, por tratarse de una esfera en que 
están en juego la integridad territorial del país y la 
defensa nacional. Entendemos, también, que deben dar-
se pasos concretos y específicos hacia una política lati-
noamericana común en materia de energía nuclear y 
sus usos, que al mismo tiempo sea independiente de 
los intereses de las potencias dominantes. En este mar-
co conceptual se inscribe el pedido de informes que 
antecede, cuya aprobación solicitamos a la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación. 

Carlos Eduardo Ferré. 

—A la Comisión de Relaciones Exteriores y 
Culto. 

16 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

1« — Solicitar al Poder Ejecutivo que arbitre las me-
dida« pertinentes a fin de que un cana) de televisión de 
la Capital Federal televise en directo las sesiones de la 
Cámara de Diputados que debatan temas importantes 
para la opinión pública. 

2o _ Que la Comisión de Comunicaciones de lí Cá-
mara proponga a la Comisión de Labor Parlamentaria 
la oportunidad de efectuar la televisación con la antici-
pación técnica necesaria. 

3o — Invitar al Honorable Senado de la Nación a 
adoptar una medida análoga. 

Ivelise Ilda Falcioni de Braco. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
lo — La difusión en directo de las sesiones parlamen-

tarias de temas de fondo, tanto en el Senado como en 
la Cámara de Diputados, constituirá un importante apo-
yo para la afirmación del proceso democrático iniciado, 
dado que hará conocei a la ciudadanía con mayor rea 
lismo el rol constitucional del Poder Legislativo, a la 
vez que esclarecerá en la sociedad los grandes temas en 
debate. 

2o — Constituirá un medio de autocontrol indirecto 
del tono elevado del accionar de los legisladores, al estar 
sus intervenciones sujetas al juicio de millones de tele-
videntes que analizarán a sus representantes con un 
perfeccionado ejercicio democrático de relaciór, con el 
pueblo, tanto en el nivel de la labor legislativa como en 
la asistencia a debate, tal como se ha comprobado en 
varias democracias modernas. 

3o — Será vehículo evidente del mejoramiento de la 
cultura cívica de la sociedad en general y de la clase 
política en particular. 

Ivelise Ilda Falcioni de Bravo. 

—A la Comisión de Comunicaciones. 

17 

La Cámara de Diputados de la Nación 
RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo para que tenga a bien 
solicitar a la Dirección Nacional de Vialidad que incluya, 
como obra prioritaria en el presupuesto del año 1984, 
la pavimentación del tramo de la ruta 101, que une 
las fronterizas poblaciones de Bernardo de Irigoyen con 
San Antonio, en una extensión de 32 kilómetros, en el 
departamento General Manuel Belgrano, provincia de 
Misiones. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La ruta nacional 101 tiene una extensión de 160 kiló-

metros sin un metro de asfalto y une en este extenso 
recorrido a las localidades de Bernardo de Irigoyen con 
Puerto Iguazú. 

Se solicita que el Poder Ejecutivo incluya en el plan 
de obras del corriente año 1984, a través de Vialidad 
Nacional, el asfaltado de solamente 32 kilómetros —Iri-
goyen-San Antonio— lo que parece viable si se tiene 
especialmente en cuenta la situación económica por la 
que atraviesa el país y el enorme costo que demanda-
ría la total pavimentación de esta ruta. 

Los 32 kilómetros que unen a las mencionadas e im-
portantes poblaciones de San Antonio e Irigoyen, ambas 
ubicadas sobre la frontera seca con Brasil, se vuelven 
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absolutamente intransitables en épocas de lluvia, lo que 
es común en Misiones donde las precipitaciones anuales 
llegan a 2.000 milímetros. 

Precisamente en esos períodos —como ocurrió en los 
primeros meses del año 1983— los pobladores de San 
Antonio debieron utilizai las rutas brasileñas que unen 
las localidades de San Antonio con Dionisio Cerqueira, 
para llegar a Bernardo de Irigoyen y/o Posadas, situa-
ción esta que me exime de todo comentario y que fuera 
expuesta en tono dramático por el diario "El Territorio" 
de Posadas, a través de su corresponsal en San Antonio, 
señor Cossy Isasi. 

Ramón Rosauro Arrechea. 

—A la Comisión de Transportes. 

18 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo para que, por intermedio 
del ministro de Educación y Justicia, se sirva informar 
acerca del 'Trograma BID-Conicet I " y del "Proyecto 
Programa BID-Conicet II" (Contratos de Préstamos) en 
lo referente a: 

I. "Programa BID-Conicet l " 
1. Antecedentes, convenio y anexos. 
2. Grado de avance. 

a) Estado actual de la ejecución; 
b) Cumplimiento de sus objetivos; 
c) Vinculación de los centros regionales con la 

actividad sociocultural y las economías regio-
nales. 

3 . Factibilidad del mantenimiento de los equipos e 
infraestructura generada por este contrato de prés-
tamos. 

II. "Proyecto Programa BID-Conicet II" 

1. El estado en que se encuentran las negociaciones. 
2. Los objetivos del presente programa: 

2 .1 . Antecedentes. 
2 .2 . Proyecto a concretar. 
2 .3 . Financiación. 

2 . 3 . 1 . Partes. 
2 . 3 . 2 . Contrapartes. 
2 . 3 . 3 . Financiamiento natural. 
2 . 3 . 4 . Financiamiento real. 
2 . 3 . 5 . Financiamiento del Estado argentino. 

Mario Alberto Gurioli. — Carlos E. Ferré. 
— Orlando E. Sella. — Milivoj Ratkovic. — 
José Luis Manzano. — Olga Elena Riw 
tort de Flores. — Alberto S. Melón. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Si bien la cooperación internacional puede favorecer 

ei desarrollo científico-tecnológico de la Nación, también 

es cierto que según la orientación de esa actividad se 
puede favorecer la dependencia o contribuir a nuestra 
liberación. 

El equipamiento y la formación de los recursos hu-
manos requieren esfuerzos del pueblo argentino, que se 
traducen, entre otros, en cuantiosas inversiones. Natu-
ralmente, siendo el pueblo el principal sostén del desa-
rrollo científico-tecnológico, éste no debería consistir me-
ramente en mejorar laboratorios y disponer de científicos 
y tecnólogos más capacitados, sino, además, en la concre-
ción de programas que vayan resolviendo el permanente 
desafío científico-tecnológico, tanto en la perspectiva de 
su aplicación a las actividades productivas, como en el 
desarrollo de las investigaciones básicas que lo fun-
damenten. 

El "Programa BID-Conicet I" produjo un fuerte im-
pacto en la estructura científica argentina, permitiendo 
un crecimiento sostenido de los centros regionales de 
investigación, tanto cuantitativa como cualitativamente. 

Una de sus características más notables es un préstamo 
del BID al Estado argentino integrado por partes iguales. 
Esto es, el cincuenta por ciento del convenio lo presta 
el BID, el cincuenta por ciento restante lo aporta el 
Estado argentino, pero el esfuerzo es soportado total-
mente por el pueblo argentino. 

Por otra parte, el "Proyecto Programa BID-Conicet 
II" tendría una forma similar de financiación, y de igual 
modo produciría un nuevo impacto en la actividad cien-
tífico-tecnológica argentina. 

Teniendo en cuenta que el "Programa BID-Conicet I' 
fue suscrito por el anterior gobierno de fado (decreto 
1.175, del 24/5/79) y que las tratativas del "Proyecto 
Programa BID-Conicet II" fueron iniciadas por igual 
gobierno, es que nos preocupa, en primera instancia, dis-
poner de los elementos de juicio necesarios para analizar 
la continuidad, sostenimiento, formas de ejecución, cohe-
rencia con los objetivos nacionales y formas de control 
y evaluación establecidas. 

Por lo expuesto, los diputados abajo firmantes remiten 
al seno de la Honorable Cámara el pedido, dirigido al 
superior gobierno de la Nación, de que informe sobre 
estos programas con el fin de que los representantes del 
pueblo estén enterados de los compromisos científico-
tecnológicos que adquiere la Nación. 

Mario Alberto Gurioli. — Carlos E. Ferré. 
— Orlando E. Sella. — MÜivoi Ratkovic. — 
José Luis Manzano. — Olga Elena Riu-
tort de Flores. — Alberto S. Melón. 

—A las comisiones de Finanzas y de Ciencia 
y Tecnología. 
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La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

1«—Solicitar al Poder Ejecutivo nacional que, a través 
del Ministerio de Educación y Justicia, disponga que los 
señores rectores normalizadores de las distintas universi-
dades nacionales procedan a la inmediata reincorporación 
de los profesores, docentes universitarios y personal admi-
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nistratívo que fueran cesanteados sin sumario, o que ofre-
cieran sus renuncias desde el 24 de marzo de 1976 en 
adelante, durante el gobierno de facto. 

2<?—La reincorporación, en cualquiera de sus casos, 
será a pedido de parte. Para el caso de que los mismos 
hubieran iniciado trámites administrativos o jurisdiccio-
nales, por razones de las cesantías, deberán previamente 
acompañar el desistimiento de las acciones, con costas 
por el orden causado. 

3'—La reincorporación implicará el reconocimiento de 
los años de servicio a los efectos jubilatorios, debiendo 
disponer los organismos de la seguridad social del Estado 
la modalidad del pago de los cargos de los aportes pre-
visionales. 

Tránsito Rigaiuso. — Luis S. Casale. — 
Torcuato E. Fino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La consolidación de la democracia en la Argentina 

implica en términos prioritarios reparar los errores come-
tidos por el gobierno estratocrático de facto y con el fin 
de restaurar el clima del imperio de la justicia, que 
permite una normal convivencia en todos los sectores de 
la comunidad sobre el camino de la pacificación nacional. 

En el área de la educación universitaria, se cometieron 
un sinnúmero de actos ilegítimos, cuando produjeron las 
cesantías masivas, mediante medidas directas de cesación 
de cargos docentes y administrativos, como también 
otras actitudes del tipo, aunque en forma encubierta, co-
mo fueron las renuncias sin causas. 

Siendo inherente a la función ordenadora del gobierno 
constitucional lo referente a la oportunidad e idoneidad 
para el acceso y desempeño de cargos docentes y univer-
sitarios, es imperioso reunir las exigencias impuestas en 
cada caso para el desempeño de tan elevada función. 

La actitud de injusticia en el orden universitario debe 
ser reparada en forma inmediata reintegrando a sus fun-
ciones a todos aquellos que fueron objeto de la medida 
enunciada, reingresando de este modo, en orden a las ins-
tituciones republicanas a la reparación de toda acción 
disociadora, que desmanteló y privó de la colaboración y 
presencia de personal docente con preparación y expe-
riencia científicas, a la alta labor universitaria y sirviendo 
así al futuro de una Nación unida en el logro de un 
programa anhelado y arbitrariamente interrumpido. 

No obstante lo manifestado, la postura no significa 
convalidar situaciones que por necesarias y útiles, fueron 
resueltas en su oportunidad dentro del marco de justicia 
objetiva y de situaciones personales que sería innecesario 
considerar, por lo tanto estamos a favor de la defensa de 
la justicia social y de la dignidad del hombre, dentro de 
la democracia social participativa y humanista. 

Tránsito Rigatuso — Luis S. Casale. — 
Torcuato E. Fino. 

—A las comisiones de Educación y de Previ-
sión y Seguridad Social. 

20 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Solicitar al Poder Ejecutivo nacional informe: 
1q — Cuáles son las políticas establecidas por el plan 

de almacenamiento de granos. 
2« — Cuál es el total del crédito y el destino espe-

cificado por línea (silos, ferrocarriles, acopio, comercia-
lización, etcétera) de los fondos aprobados por el de-
creto 104/84, modificatorio del contrato de préstamo 
firmado entre el Banco Internacional de Reconstrucción 
v Fomento v la República Argentina. 

3» — Por cuáles motivos se pasa de previsiones de 
construcción de dos millones de toneladas que estipula 
el decreto 1.359/78, a una capacidad total de doscientas 
mil toneladas del decreto 104/84. 

4" — Si se ha modificado el criterio de construir silos 
individuales de 100.000 a 250.000 toneladas por el de 
instalar elementos de UD máximo de 15.000 toneladas 
cada uno. 

5« — Cuál es la proporción de fondos del mencionado 
préstamo para construcción de silos que será destinada 
a la actividad privada, y cuáles son los criterios de asig-
nación a las empresas solicitantes. 

69— Si se ha modificado la distribución geográfica 
de los silos, y cuáles son los criterios adoptados para 
dicha modificación. 

Raúl A. Druetta. — Miguel Jorge Serralta. 
— Rubén Matzkin. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Es ampliamente conocido el déficit general de alma-

cenaje de granos que existe en el país, lo que ha oca-
sionado múltiples inconvenientes a la economía general 
y consecuentemente a los productores, los que con fre-
cuencia se han visto obligados a dejar su cosecha ex-
puesta a la intemperie, con las consiguientes pérdidas 
de calidad, volumen y precio. Por ello, se considera como 
una medida de gran trascendencia el proyecto de cons-
trucción de grandes plantas de almacenaje estratégica-
mente distribuidas en las más importantes zonas de pro-
ducción. 

En 1978 el Banco internacional de Reconstrucción y 
Fomento asignó la suma de 300.000.000 de dólares como 
crédito para construcción de silos, mejoras ferroviarias 
y comercialización; de allí, 105.000.000 eran para cons-
truir 20 plantas de silos de 100.000 toneladas cada una, 
con posibilidades de ampliación a 250.000 toneladas. 

Cuatro años después se modifican estos criterios: te 
decide que la capacidad máxima de los silos sea del 
orden de las 15.000 toneladas cada uno y se cambian 
las zonas originales de ubicación. 

El 5 de enero de 1984 se firmó un nuevo compromiso 
con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, 
donde aparentemente se reafirman los criterios adoptados 
en 1982. 
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Haciendo un análisis de la situación, cabe preguntar-
nos cuál es la política que se quiere llevar a cabo para 
el sector. Si la decisión es aumentar la capacidad de 
almacenaje para retener el cereal el tiempo que sea ne-
cesario para una mejor defensa de los precios, y al mismo 
tiempo mejorar el transporte ferroviario para abarata! 
los fletes y agilizar la descarga en puertos terminales 
(es decir, vina solución integral), o mejorar solamente 
la operatividad en donde los silos proyectados sean uti-
lizados solamente para un tránsito rápido. 

En este sentido, la posición debe ser clara, y permi-
tirles a los gobiernos provinciales y a las organizaciones 
intermedias Ligadas al sector participar en las decisiones 
del destino del crédito y la ubicación de estos silos fun-
damentando en cada caso su posición, 

Raúl A. Oruetta. — Miguel Jorge Serralta. 
— Rubén Matzkin. 

—A las comisiones de Agricultura y Gana-
dería y de Finanzas. 

IX 

Proyectos de declaración 
1 

La Cámara de Diputados de la Nación 

O E C L A R A : 

Que vería con sumo agrado que el Poder Ejecutivo 
nacional gestione ante el INOS. Instituto Nacional de 
Obras Sociales, el estudio de un plan a implementarse 
por su intermedio, tendiente a realizar una cobertura 
médico-social de toda la población del territorio del país. 

Este plan podría realizarse a través de la unificación 
de las compañías aseguradoras, obras sociales y el sis-
temí hospitalario existente, donde se podría trabajar en 
forma mancomunada por el bienestar del pueblo de 
nuestra patria. 

Alberto Cecüio Bonino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Cuando hablamos de la salud, se nos cruza inevita-

blemente el calamitoso estado en que se encuentra el 
sistema hospitalario, con todas las consecuencias que 
esto acarrea para la población de nuestras ciudades y 
pueblos, es decir, para la totalidad del pueblo. Los altos 
costos de la medicina en general, tanto de la parte 
médica como la internación y la farmacológica, hacen 
que en muchos hogares el pensar en una enfermedad 
sea más temido que la enfermedad misma. 

Si bien parte de la población, la que tiene la suerte 
de tener un trabajo estable, tiene toda o una gran parte 
cubierta por las obras sociales correspondientes, aquellos 
que trabajan en forma independiente o que simplemente 
se encuentran desocupados, deben recurrir a los hospi-
les públicos, o bien abonar cuotas en entidades que con 
fines de lucro han hoy proliferado, brindando cobertura 
médica. No todas estas entidades brindan una excelente 
cobertura, sino que además los costos mensuales que im-
plican a las familias que se adhieren son, en la mayoría 
de los casos, de sumas que las hacen inaccesibles. 

Es así copio queda casi como única posibilidad el re-
currir a los hospitales nacionales, provinciales, munici-
pales, etcétera. Y es entonces cuando resalta el estado 
en que éstos se encuentran, y la imposibilidad de una 
adecuada atención, como la población requiere y merece. 

Ante todo esto, cae por su peso la necesidad de que el 
Estado tome intervención, buscando las mejores solucio-
nes al problema. Dentro de las posibilidades, surge como 
un ejemplo de lo que podría implementarse ej PAMI, 
Programa de Asistencia Médica Integral, para pensiona-
dos y jubilados, el cual logra una cobertura casi perfecta 
de las necesidades de sus afiliados. Asimismo, encontramos 
en otros países ejemplos de coberturas médicas que po-
drían utilizarse para el desarrollo de un programa na-
cional de salud. España, EE.UU., Canadá, entre otros, 
brindan algunos de estos ejemplos que mencionara, donde 
aquel ciudadano que no está cubierto por una obra social 
o un seguro, encuentra en el Estado correspondiente la 
solución a su problema. 

En razón de lo hasta áquí expuesto, surge que la 
administración pública actual deberá abocarse al estudio 
de un plan, a los fines de instrumentar un servicio dis-
tinto al establecido actualmente, siendo quizá el INOS, 
Instituto Nacional de Obras Sociales, el organismo apa-
rentemente más adecuado a través del cual se podría 
realizar este programa, que saldría de los estudios a 
realizar. 

Como base para esos estudios, propongo como ejemplo 
la implementación por parte del Estado de un seguro de 
salud que, contemplando los casos actuales de desocupa-
ción, en base a una cuota trimestral, brinde cobertura 
total, con libre elección de médicos, hospitales y sanato-
rios, estableciendo todo el control bajo un mismo contra-
lor, que bien podría ser el INOS, antes mencionado. 

Las cuotas trimestrales antes mencionadas podrían sur-
gir de los empleadores y de un seguro que abonen los 
trabajadores autónomos, estableciendo el monto de las 
mismas según el capital de las empresas, o los ingre-
sos del independiente. 

El costo de medicamentos podría ser absorbido en 
parte por los laboratorios farmacéuticos y en parte por 
el Estado, contemplándose el caso de los medicamentos 
utilizados en internaciones, para reembolsar posterior-
mente sus costos. 

Siendo la elección de médicos libre, para evitar el 
abuso se puede estructurar un sistema de chequeras, y 
que para un mayor número de ellas se justifique me-
diante los análisis correspondientes. 

Creo, señor presidente, que seguir abundando en de-
talles en cuanto a lo necesario de realizar un estudio del 
tema de la salud, sería demasiado redundante, y es por 
ello que solicito de la Honorable Cámara la aprobación 
de este proyecto, que busca únicamente el llevar a 
nuestro pueblo la tranquilidad de saberse protegido por 
una cobertura médica integral. 

Alberto Cecüio Bonino. 

—A la Comisión de Asistencia Social v Salud 
Pública. 
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2 

La Cámara de Diputados de la Nación 

D E C L A R A : 

El total repudio a los atentados perpetrados contra 
la Nunciatura y una de las sinagogas más importantes 
de esta Capital. 

Asimismo, vería con agrado que el Podei Ejecutivo, 
a través del Ministerio del Interior, lleve a cabo exhaus-
tivamente la investigación de tales sucesos con el fin 
de establecer las responsabilidades y sanciones perti-
nentes, dada la magnitud de los mismos. 

Dolores Díaz de Agüero. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
En un lapso de pocos días, dos atentados contra edi-

ficios pertenecientes a confesiones religiosas diferentes 
han conmovido a la opinión del país. 

Los ataques perpetrados contra la Nunciatura Apos-
tólica y vina sinagoga pretenden revivir épocas que la 
ciudadanía toda quiere dejar definitivamente atrás. 

En una sociedad democrática que quiere restaurar 
de una vez y para siempre valores que han sido tradi-
cionales en la vida de la Nación, esta clase de episodios 
sólo pueden deberse a una tentativa perturbadora. Es 
que hay aún sectores minúsculos que intentan hacer de 
la violencia y la intolerancia los elementos precisos para 
alterar la paz y crear un clima de inseguridad y escep-
ticismo. 

Puede asegurarse, casi con certeza, que esos episo-
dios no están totalmente desvinculados de un plan or-
questado de alteración del orden y la tranquilidad pú-
blicos. 

Los acontecimientos del 17 de enero, en ocasión de 
la asistencia del genera. Menéndez a una comisión de la 
Honorable Cámara de Diputados, al margen de algunos 
hechos que pudieran interpretarse como irritativos, re-
velaron una organización previa a los efectos de la con-
centración de personas en sí, como de cánticos de hasta 
diez versos y portación de elementos contundentes. 

Mucho ha costado recuperar las instituciones demo-
cráticas, y este cuerpo debe, en homenaje a los dolores 
vividos, a las vicisitudes padecidas y a las arbitrarieda-
des soportadas, repudiar todo tipo de manifestaciones 
que lesionen legítimos derechos, como son, en este caso, 
los de la Iglesia Católica, religión mayoritaria del pue-
blo argentino, y los de la religión judía, así como los le 
todos los cultos debidamente autorizados en el pais. 

Dolores Díaz de Agüero. 

—A las comisiones de Asuntos Constitucio-
nales y de Relaciones Exteriores y Culto. 

3 

La Cámara de Diputados de la Nación 
D E C L A R A : 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacional, 
a través del Ministerio de Economía de la Nación y la Se-
cretaría de Economías Regionales, arbitrara las medidas 

necesarias y con carácter de urgente, a fin de resolver 
la inmediata normalización del Instituto Nacional de Vi-
tivinicultura conforme a las disposiciones de la ley 14.878. 

Ivelise llda Falcioni de Bravo. — Ricardo M. 
Colombo. — Olga E. Riutort de Flores. — 
Pedro S. Rodríguez. — Miguel Moragues. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La gravedad de la crisis económica argentina, resul-

tante de una política antinacional que agredió a nuestra 
Nación a través de la conducción de quienes sin te en 
el país comprometieron su destino, muestra cada región 
argentina agotada en sus posibilidades de recuperación 
y desarrollo. En la gravedad del drama económico total, 
adquiere especial significación la crisis vitivinícola que 
afecta a las provincias productoras de la vid. 

Tal crisis resulta seriamente potenciada en las provin-
cias de San Juan y Mendoza. 

En lo que hace a la economía de la provincia de San 
Juan, la industria vitivinícola contribuye al ochenta y 
cinco por ciento (85 % ) del producto bruto interno. 

En esta crisis de característica regional, se impone la 
búsqueda de soluciones conjuntas y coordinadas entre to-
das las provincias y sectores ligados a la referida acti-
vidad. 

Es urgente asumir decididamente medidas de coyun-
tura que permitan atemperar la grave situación de la 
región, como asimismo arbitrar medidas eficaces para 
afrontar la inminencia de la próxima vendimia. 

Debemos señalar que la situación es marcadamente 
delicada, ya que la vitivinicultura se encuentra al límite 
de su resistencia y al borde del agotamiento, agudizando 
el descalabro de la economía de la región con la totali-
dad de los productores endeudados y empobrecidos. 

Los viñateros y empresas industriales de la región so-
portan pasivos ya imposibles de soportar, quedando 
prácticamente marginados de la actividad económica y 
lanzados así a una dramática situación de pobreza y aba-
timiento. Podemos afirmar que «íl sector de la vitivini-
cultura muestra ya signos inequívocos de patrimonios 
construidos por varias generaciones en un estado de que-
brantos generalizados y, en consecuencia, una industria 
regional agobiada por el pasivo financiero y descapita-
lizada como consecuencia de la nefasta y despiadada 
política económico-financiera que el Proceso hizo sopor-
tar durante ocho años a la Nación. 

Las medidas de coyuntura no pueden ser asumidas 
por una sola provincia, ni mucho menos quedar bajo 
la responsabilidad de un único funcionario, independien-
temente de sus buenas intenciones, por la magnitud de 
los problemas y amplitud de la región afectada. 

De ahí que la actual ley de vinos 14.878 y sus modi-
ficaciones, pese al consenso general de la necesidad de 
su modificación, ha venido aplicándose parcialmente a 
la actividad vitivinícola de alguna manera eficaz aunque 
no eficiente. Tal régimen normativo ba quedado desac-
tualizado frente a la evolución de la técnica enològica, 
el avance de la ciencia, las modificaciones en las téc-
nicas de producción industrial y organización adminis-
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trativa, etcétera, que han generado trascendentales' mo-
dificaciones en los comportamientos de comercialización, 
pautas de consumo y funcionamiento de marcados. 

A lo expuesto cabe agregar que la citada ley de vinos 
no fue reglamentada hasta ta techa, circunstancia que ha 
permitido la proliferación selvática do copiosas resolu-
ciones del instituto Nacional de Vitivinicultura tendientes 
a su interpretación que, en mucho? casos, oo concuerdan 
con el espíritu de la ley y no se compadecen con la 
nueva realidad económica del país. 

Esta situación se agrava por el funcionamiento anor-
mal del Instituto Nacional de Vitivinicultura que con-
centra, en la persona del interventor, la suerte de una 
suma de poder omnipotente, al acumular funciones de 
política vitivinícola, control enológico, ejercicio del poder 
de policía vitivinícola, etcétera. 

Todo ello constituye sintéticas razones que eviden-
cian la necesidad urgente e impostergable de afrontar 
una reforma profunda y sustancial al actual régimen nor-
mativo, cuya tarea oportunamente se verá apoyada con 
estudios y opiniones fundadas de las provincias integran-
tes de la región y de los distintos sectores de la activi-
dad vitivinícola, afectados y agredidos despiadadamente 
por la conducción económico-financiera del Proceso, al 
que ya el pueblo argentino sancionara en la jornada his-
tórica de las elecciones del 30 de octubre de 1983. 

Señor presidente: el camino iniciado hacia la norma-
lización general del país, necesita reflejarse también en 
la actividad vitivinicola y en su estructura fiscalizadora. 
Por ello, la pronta normalización del instituto Nacional 
de Vitivinicultura es un punto de partida necesario que 
nos conducirá con eficacia al trazado y logro de una 
política vitivinícola cuyo objetivo fundamental es pro-
teger, mediante los auténticos intereses regionales, la 
consolidación de un complejo de producción e industria 
que recupere el prestigio perdido. 

Ivslise Ilda Falcioni de Bravo. — Ricardo M. 
Colombo. — Olga E. Riutort de Flores. — 
Pedro S. Rodríguez. — Miguel Moragues. 

—A las comisiones de Industria y de Agri-
cultura y Ganadería. 

4 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacional 
incluyese en el período de sesiones extraordinarias del 
Congreso un proyecto de ley por el cual se derogue el 
decreto de facto 22.667, conocido con el nombre de "Ley 
de reconversión vitivinícola", y que restablezca en forma 
provisoria la plena vigencia de la ley de vinos 14.878, 
según texto anterior a la modificación que íe efectuase el 
mencionado decreto. La vigencia provisoria de la ley de 
vinos se extenderá hasta que, previo profundo estudio 
de los problemas por los que atraviesa el sector vitivi-

nícola, se resuelva introducirle las reformas quo se eva-
lúen como oportunas y conducentes a la solución de los 
mismos, así como a su armónico desarrollo. 

Ignacio Arturo Albarracín. — Sebastián Ale-
jandro Corpacci. — Juan Arnaldo Brizuela. 
— Marx José Nadal. — Alfredo Pérez 
Vidal. — Bernardo Eligió Herrera. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El decreto del poder de facto 22.667, modificatorio 

de la ley 14.878, pretendió tener como objetivo la solu-
ción de un problema que afecta hasta el día de hoy la 
producción vitivinícola: el exceso de vino. La existencia 
de este problema no tenía entonces, ni tiene hoy, una 
simple solución, porque de las provincias poseedoras de 
"cuencas vineras" sólo una tiene problemas de excedente, 
la provincia de Mendoza. Como dato ilustrativo, agre-
gamos el siguiente: Catamarca, La Rioja y Salta, pro-
vincias que no tienen excedentes, producen el 2 % del 
total del volumen de) vino elaborado en el país, pero 
sin embargo esa producción equivale al 28 % del total 
del vino fino producido en la Nación. Como se ve, sería 
improcedente generalizar la solución del problema, ya 
que en cada región éste adquiere ribetes particulares, 
que exigen a su vez soluciones específicas. 

Explicada la problemática, cabo entonces preguntarse 
qué soluciones ha aportado este decreto cuya derogación 
solicitamos. Afirmamos categóricamente que oinguna, 
que por el contrario ha provocado nuevos y peligrosos 
inconvenientes, que agravaron la situación general del 
sector vitivinícola. Las razones de su fracaso fueron las 
siguientes: 

1 ' — Porque, fiel a ta filosofía de achicamiento del 
país que implementó el Proceso, sostiene un principio 
económico atentatorio del interés nacional, que es el de 
la reducción de la producción; primero, de uva; en se 
gundo término, de vino; con las consiguientes lesiones 
sociales a vastas regiones del país, que precisamente tie-
nen en la actividad viñatera y vitivinícola su fueute de 
vida. Mediante la estructuración del sistema de 'cupos 
a la vez que se perjudicaba a los productores, que per-
dían la posibilidad de comercializai porciones sustancia 
les de sus cosechas, que en algunos casos alcanzaban el 
40 %, se favorecían indisimuladamente los negociados 
de los elegidos de turno, dándoseles cupo aunque nó 
tuviesen viñedos, prohijando reventas fraudulentas, que 
arrojaban a su haber pingües ganancias. 

2 ' — El sistema de cupos, además, fue utilizado como 
panacea para solucionar el problema a nivel nacional, 
cuando la realidad clama por soluciones regionales. En 
síntesis, e) cupo puede representar, en el mejor de los 
casos, una solución extrema a un problema particular 
de una región determinada, jamás una solución general; 
pero, sin lugar a dudas, la forma en que lo implementó 
el decreto 22.667 lo descalifica absolutamente, aun como 
solución de urgencia. La derogación do este decreto es 

I una necesidad que significará el afianzamiento ante la 
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opinión pública del deseo del gobierno nacional de hacer 
transitar ¡as actividades económicas por un camino de 
mayor justicia y equidad. 

Ignacio Arturo Albarracín. — Sebastián Ale-
jandro Corpacci. — Juan Amoldo Brizuela. 
— Marx José Nadal. — Alfredo Pérez 
Vidal. — Bernardo Eligió Herrera. 

—A las comisiones de Industria y de Agri-
cultura y Ganadería. 

5 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

1® — Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo in-
cluyera, entro los temas a tratar en el período de se-
siones extraordinarias del Congreso de la Nación, un 
proyecto do ley que contemple que el sueldo anual com-
plementario de todos los jubilados y pensionados, cual-
quiera que sea la caja por ta que perciben sus haberes, 
sea pagado ¿obre el 50 % del haber mensual al mes de 
junio v diciembre de cada año. 

2° — Que se declaren de orden público las prescripcio-
nes del proyecto de ley que se solicita que se envíe a la 
Honorable Cámara de Diputados, y que deroguen todas 

' las disposiciones que se opongan a ellas. 

Luis Santos Casale. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La razón y equidad de esta solicitud se basa en el 

mismo fundamento COD que el Poder Ejecutivo enviara 
a la Honorable Cámara de Diputados en su mensaje 
200 sobre el proyecto de ley sobre el sueldo anual com-
plementario, y que dice textualmente: " . . Hasta el mo-
mento dicha retribución se efectuaba sobre la dozava 
parte de lo percibido en cada semestre, modalidad que 
se contempla modificar con el proyecto, atendiendo a 
un claro concepto de justicia conmutativa, toda vez que 
la legislación vigente no recoge el impacto inflaciona-
rio a que se haya sometido el proceso económico ac-
tual . .". La iniciativa presente tiene en cuenta que la 
clase pasiva es también partícip? de este proceso demo-
crático iniciado; y es necesario atender tanto a aquel 
que con su trabaje fecundo colabora en el deseo de un 
renacimiento económico del país, que todos deseamos, 
como a aquellos que en su momento lo dieron, pero que 
las autoridades económicas anteriores no aprovecha-
ron para la República. No comprender en la ley sancio-
nada sobre el sueldo anual complementario a la clase 
pasiva es establecer una desigualdad manifiesta que no 
es la que rige los principios democráticos de nuestro 
país y que consagra la Constitución Nacional. 

Luis Santos Casale. 

—A las comisiones de Previsión y Seguridad 
Social —especializada— y de Presupuesto y 
Hacienda. 

6 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

1« — Que ve con desagrado que el Poder Ejecutivo 
haya decidido confirmar o designar, por vía del acuerdo 
respectivo, a funcionarios judiciales del fuero federal 
que fueron miembros del Poder Judicial durante el lla-
mado Proceso de Reorganización Nacional. 

2" — Que encuentra como especialmente cuestionable 
el que se hayan elevado al Senado de la Nación pedidos 
de acuerdo para magistrados que han sido integrantes 
de la Cámara del Crimen durante los años 1976, 1977 
y 1978. Estos tuvieron, durante esos años, conocimiento 
de la actividad ilegal que efectuaba la morgue judicial 
cumpliendo funciones bajo control del Primer Cuerpo de 
Ejército. 

Los jueces involucrados son: Marcelo García Berro, 
Néstor Nicolás Gómez, Tristán García Torres, Alberto 
Samuel Martínez, Miguel Angel Almeyra Nazar, Raúl 
Ramón Maduano, Miguel Alberto Fargas, Vicente Euge-
nio Tadeo Andereggen y Carlos Alberto Pintos. 

Augusto Conté. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Las terribles violaciones a los derechos humanos ocu-

rridas en nuestro país durante los años de la dictadura 
militar han agredido profundamente la conciencia ética 
de nuestra sociedad. 

La degradación moral en que ha sido sumida la Na-
ción exige de los poderes de la Constitución la defi-
nición de claras y precisas medidas que, afirmen la 
credibilidad de que se ha abierto en el país una etapa 
de reparación y de justicia. 

Esto no podrá ser posible confirmando en su lugar 
a aquellos integrantes del Poder Judicial que, por acción 
u omisión, han asumido responsabilidades en los graves 
hechos acaecidos durante los últimos años. 

Por estas mismas razones y en la conciencia de que 
afirmando sólidamente el valor ético de la justicia con-
tribuimos a afianzar uno de los cimientos esenciales de 
la democracia, es que consideramos que la Honorable 
Cámara de Diputados tiene la obligación política de 
manifestar este gesto de reprobación por las propuestas 
de nominación de jueces que han sido parte de esta 
trágica etapa de la historia argentina. 

Augusto Conté. 

—A la Comisión de Justicia. 

7 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

1 ' — Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo 
nacional, por intermedio del Ministerio de Educación 
y Justicia, incorpore como materia obligatoria la de 
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derechos humanos, en los ciclos primario, secundario 
y universitario, con planes adaptados a cada uno de 
ellos. 

2 9 — Que el Ministerio de Educación instrumente los 
cursos necesarios para quo los docentes de los distintos 
niveles se interioricen del contenido do la materia. Los 
docentes que podrán realizar estos cursos son: 

a) Todos los maestros primarios; 
b) Todos aquellos que en las escuelas secundarias 

dicten materias tales como historia, educación 
cívica, filosofía, etcétera; 

c) En los niveles terciarios, todos aquellos que dic-
ten materias tales como historia, filosofía, so-
ciología, etcétera. 

3 ' — Es aconsejable que el Ministerio del Interior, 
para la elaboración de dichos cursos, forme un consejo 
asesor de derechos humanos, en el cual participen miem-
bros da los organismos de derechos humanos. 

49 — Es aconsejable, además, que en dichos cursos se 
estudien las íntimas correlaciones existentes entre so-
ciedad, cultura, política y derechos humanos. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabola-
za. — Miguel Monserrat. 

F U N D A M E N T O S 

Señor presidente: 
La vigencia de los derechos humanos constituye la 

base esencial de toda convivencia civilizada y democrá-
tica; éstos son los derechos por excelencia, ya que 
atañen al hombre mismo en su calidad de tal. 

El respeto de los mismos constituye uno de los más 
importantes reaseguros de la democracia, y la lucha 
por ellos resulta parte indisoluble en el proceso de 
liberación nacional y social. 

Los derechos humanos tienen doble dimensión, una 
individual y otra social. Así entendidos constituyen un 
conjunto de derechos civiles, políticos, culturales, so-
ciales y económicos. Entre ellos el derecho a la vida 
es el derecho por excelencia, columna vertebral sobre 
la que descansa el resto de los demás derechos. 

Ahora más que nunca se impone declarar la adhesión 
a este principio fundamental, no sólo por el hecho de 
que nuestro país se ha obligado al cumplimiento 
de acuerdos internacionales, sino por lo que significó 
la monstruosa deformación sufrida por el avasallamiento 
más cruel y más terrible de todos los derechos funda-
mentales del hombre. 

Por ello no basta la adhesión declarativa, sino que 
se hacen necesarias acciones concretas que inculquen a 
las nuevas generaciones conocimiento, respeto y ejer-
cicio pleno de los derechos humanos. 

Pero la enseñanza de los mismos no debe ser sólo 
formal, que empiece o termine con el estudio memo-
rístico de los artículos de la Constitución Nacional 
y de la Carta de las Naciones Unidas. La misma debe 
también contener explicitados y desarrollados, adaptados 
a cada ciclo, los orígenes, desarrollo y consecuencias 
de la nefasta doctrina de seguridad nacional; quo ex-

plique las causas profundas de las violaciones de los 
derechos humanos en nuestra patria y en toda América 
latina, doctrina que ha contribuido, como dijeron los 
obispos en Puebla, "a fortalecer los regímenes totalitarios, 
de donde se han derivado el abuso del poder y la viola-
ción de los derechos humanos". 

Las actuales generaciones jóvenes de nuestro país se 
han socializado, y por ende internalizado métodos y for-
mas violentas de vida. Nosotros debemos desterrar esta 
deformación definitivamente. Creemos que el conoci-
miento, desde la más tierna infancia, de las garantías 
esenciales que se requieren para la vida democrática 
—como es la enseñanza de los derechos humanos-
coadyuvará, sin ninguna duda, a erradicar la violencia 
como forma de vida y a crear generaciones que piensen 
y vivan en el respeto al ser humano. 

Nosotros tenemos la absoluta certeza de que sólo a tra-
vés del conocimiento y del alerta permanente se estructu-
rará en las generaciones actuales y venideras una real 
conciencia de la importancia de la vigencia de los dere-
chos humanos, y será ello el único reaseguro de que en 
nuestro país no vuelvan a suceder los hechos más terri-
bles de nuestra historia. Como dijera Sábato: "Nunca, 
nunca más la muerte". 

Raúl O. Rabanaque. — Miguel Monserrat. — 
Marcelo Arabólaza. 

—A la Comisión de Educación. 

8 

La Cámara de Diputados de la Nación 

D E C L A R A : 

Que repudia enérgicamente los incalificables atentados 
perpetrados contra la nunciatura, el día 16 de enero, y 
contra una de las sinagogas más importantes del país, 
este último realizado en la madrugada del 12 de enero, 
contra el templo ubicado en Libertad 785 y que tuvo 
por antecedente el perpetrado contra la Asociación Is-
raelita Sefaradí, sita en Catamarca 2032 de la ciudad 
de Rosario. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabólaza. — 
Miguel Monserrat. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Con profunda indignación el pueblo de la Nación ha 

tomado conocimiento de los incalificables atentados co-
metidos contra la nunciatura y contra una sinagoga. Es-
tos hechos ocurridos en los primeros días de la instala-
ción del gobierno constitucional, significan una afrenta 
a las creencias y sentimientos históricamente arraigados 
en nuestro país, y una ofensa incalificable, no sólo a la 
grey católica y a la colectividad judía, sino a toda la 
ciudadanía que el 30 de octubre eligió masiva y uná-
nimemente la vida en democracia; el respeto de los 
derechos humanos; la plena vigencia de la libertad en 
todas sus acepciones. Es decir que dijo basta al auto-
ritarismo en todas sus formas y espresiones, a la intole-
rancia y al oscurantismo. 
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No se nos escapa que estos acontecimientos ejecutados 
en los albores de la democracia que tanta sangre, sudor 
y lágrimas nos ha costado, obedecen a un plan claro y 
premeditado para dcsestabilizarla. Tampoco se nos es-
capa la significativa coincidencia de quo el ataque a la 
nunciatura se lleve a cabo al poco tiempo que el diario 
"L'Osscrvatore Romano" publicara un artículo criticando 
duramente al general Ramón Camps. 

Nosotros estamos convencidos do quo este plan está 
elaborado y ejecutado por (os '-nipos fascistas que se mul-
tiplicaron al amparo de la dictadura. Grupos provoca-
dores quo parecen no entender que la estructura de 
poder en la Argentina ha cambiado y que actos de esta 
naturaleza, jamás volverán a ser tolerados por la ciu-
dadanía. Como expresó el Movimiento Judío por los 
Derechos Humanos: "Da nuevo se usa el antisemitismo 
para hacer tambalear al gobierno constitucional; las fuer-
zas de la dictadura no so resignan a la evidencia de que 
la democracia está comenzando a vencer al fascismo.. . 
Estos hechos recuerdan las campañas fabricadas en los 
servicios de inteligencia... durante la década del se-
senta para sacudir las bases del doctor Illia". 

La defensa de las libertades y, entre ellas, la libertad 
de culto, constituyo uno de los más caros sentimientos 
y tradiciones de la Nación Argentina. Por ende, es 
nuestro deber repudiar todo tipo de manifestaciones que 
lesionen y vulneren este derecho constitucional, pilar 
fundamental de la vida democrática. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. 
— Miguel Monserrat. 

—A las comisiones de Asuntos Constitucio-
nales y de Relaciones Exteriores y Culto. 

9 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Su satisfacción y pleno apoyo al ministro de De-
fensa, señor Raúl Borrás, por la suspensión de la venta 
de armamento a Honduras. Asimismo, vería con agrado 
que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio 
de Defensa, elevara a esta Honorable Cámara los in-
formes respectivos. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. — 
Miguel Monserrat. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
No es desconocido para nadie que Honduras es hoy 

día la base de lanzamiento de la política de interven-
ción de los Estados Unidos de América en Centroamé-
rica, sobre todo de la intervención contra el heroico 
pueblo nicaragüense. Esta política se instrumenta en 
varios frentes: 

19 — Uno es el lugar físico donde se brinda entre-
namiento y material bélico para los contrarrevoluciona-
rios somocistas y desde donde se lanzan ataques per-
manentes contra el suelo nicaragüense. 

2? — También se realiza entrenamiento a soldados 
salvadoreños en el Centro Regional de Entrenamiento 
Militar y de Seguridad (CREMS), instalado por Es-
tados Unidos de América, en el norte hondureño. 

39 — Se realizan maniobras militares conjuntas con 
Estados Unidos de América, denominadas Ahaus Tara 
(Pino Alto I, II, III), cuyo gasto operacionaJ es ínte-
gramente pagado por los Estados Unidos de América 
(según afirmaciones del general G. Alvarez). Estas 
operaciones comprometen a 20 000 efectivos cerca do 
la zona norte de El Salvador. Actualmente se encuen-
tran en Honduras 5.500 "marines" según cifras oficiales, 
que so aumentarán a 20.000 para el operativo de Ahaus 
Tara III. 

4» — Estados Unidos de América construyó tres pis-
tas de aterrizaje para aviones C-5 y C-130, destinados 
al transporte de tropas, e.n la eventualidad de una in-
tervención directa a Nicaragua. 

Todos estos datos los hemos aportado para verificar 
nuestra aseveración sobre el papel que cumple Honduras 
en América Central. Por ello, es absolutamente nece-
sario que la Argentina mantenga bien firme los prin-
cipales objetivos y tradiciones en materia de política 
internacional, cual es el absoluto e irrestricto respeto a 
la libre autodeterminación de los pueblos. 

Raúl O. Rabanaque. — Marcelo Arabolaza. 
— Miguel Monserrat. 

—A la Comisión de Relaciones Exteriores 
y Culto. 

10 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacional 
incluyera, en el presente período de sesiones extraordi-
narias, un proyecto de ley por el cual se instrumentara 
un nuevo régimen de promoción industrial, derogando 
la ley 21.608 y sus modificaciones, sancionada du-
rante el llamado Proceso de Reorganización Nacional. 

Ignacio L. R. Cardozo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La industria argentina ha sufrido en estos últimos 

ocho años, la más aguda crisis de la historia, encon-
trándose hoy el país en una gran recesión y un alto 
índice de desocupación. 

Establecimientos de capitales nacionales han sido 
víctimas de quiebras y concursos generados por abul-
tados pasivos, principalmente financieros, surgidos de 
la especulación que primó en el país. 

Este estado destructivo de la industria nacional, tra-
jo consecuentes problemas sociales, elevando los índices 
de desocupación, plena y semiplena, que ante la im-
posibilidad de ser absorbidos por otras empresas, in-
tegraron un conjunto de seres humanos víctimas de 
los padecimientos más graves que se han conocido en 
nuestra Nación. 
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La política económico-financiera seguida por el go-
bierno militar gestado en 1976, buscó destruir los es-
tamentos industriales de desarrollo del mercado argen-
tino, logrando los resultados alarmantes que hoy todos 
conocemos. 

Siguiendo esos lineamientos se sancionó y promulgó 
ta ley 21.608 y sus modificatorias, derogándose la ley 
20.560 del anterior gobierno constitucional. 

Estadísticamente se encuentra demostrado que, du-
rante la vigencia de esta última, la industria tuvo un 
mayor desarrollo, mientras que luego de su sustitu-
ción desaparecieron las estructuras que el país había 
logrado establecer durante todo el largo proceso .ie 
su historia. 

La administración Martínez de Hoz y sus sucesores 
dedicaron sus esfuerzos a reforzar un falso sistema 
financiero sin sustento en la expansión económica Je 
la Nación, creándose un sistema meramente especu-
lativo que destruyó la infraestructura agro-industrial, 
subsumiérulonos en el empobrecimiento abrumador que 
hoy soportamos. 

La ley 21.608, llamada de promoción industrial, fue 
un elemente más que se utilizó por el gobierno sa-
liente para provocar la dependencia hacia otros cen-
tros de poder e intereses foráneos. 

No existió tal promoción, y muy por el contrario, 
Hesde los despachos oficiales se observaba impávida-
mente cómo se destruía el aparato productivo nacional, 
suplantándolo por importaciones masivas, de elemen-
tos de todo tipo, hasta suntuarios, que impidieron l.J 
competencia del productor argentino. 

Azorados, los ciudadanos argentinos contemplábamos 
una realidad que nos demostraba que nos encontrába-
mos en un camino que nos llevaba, inexorablemente, 
hacia los resultados que hoy constatamos como reales; 
y por otro lado, se nos engañaba con grandes gráficos 
y estadísticas oficiales que trataban de confundir in-
tentando explicitar un crecimiento económico que no 
existía. 

Es así que en la aplicación de la ley, cuya dero-
gación solicitamos, la Secretaría de Estado de Indus-
tria y Minería actuó con total arbitrariedad, siendo 
mínimos los beneficios otorgados a industrias de capi-
tales de origen nacional. 

La consecuencia mediata de esta políeica ha sido 
la falta de exportaciones registradas durante todos es-
tos años, encontrándonos con una pérdida total de di-
visas que fue objeto del extremo endeudamiento ex-
terno, colocándonos en la difícil coyuntura internacio-
nal que hoy se trata de renegociar. 

Resulta, por tanto, imprescindible se proceda a de-
rogar la normativa impuesta por las autoridades del 
gobierno militar y dotar al país de la estructura legal 
que se ajuste a una política de expansión y crecimiento. 

No debe demorarse más el lincamiento de la polí-
tica industria] del gobierno democrático, por cuanto 
no sólo resulta indispensable para la ubicación de ca-
pitales en el mercado productor, sino que deben clari-
ficarse las pautas económicas del proyecto, desesti-
mándose intentos monetaristas y recesivos. 

Ignacio L. R. Cardozo. 

—A la Comisión de Industria, 

11 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacional 
arbitre las medidas necesarias para que, por medio del 
Raneo Central de la República Argentina o de quien o 
quienes pueda corresponder, se -ctiven las refinancia-
ciones y/u otros convenios que fueren necesarios y/o 
presentaciones ante los jueces de quiebras, concursos y 
liquidaciones, a fin de que se paralicen totalmente las 
acciones de cualquier naturaleza que hubiere en contra 
de empresas o grupos empresarios nacionales, vincula-
dos a los ex bancos o ex financieras liquidadas o en vías 
de liquidación desde el 24 de marzo de 1976. 

Que, dentro de un plazo prudencial, se oroceda a 
concretar las refinanciaciones que fueren necesarias a 
que antes aludíamos y las homologaciones judiciales 
consiguientes para evitar que se continúe —como antes 
del 10 de diciembre de 1983— liquidando bienes de esas 
empresas nacionales a moneda de quiebra con constante 
drenaje de fondos por honorarios de funcionarios y de-
terioro de otros bienes por inactividad, con disminución 
y/o cierre de importantes fuentes de trabajo y produc-
ción. 

Ignacio L. R. Cardozo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Entre los muchos y graves problemas socioeconómi-

co-financieros que deja'a como herencia el proceso de 
la dictaduid militar, se encuentran los vinculados con 
fuertes grupos empresario-industriales de diversa na-
turaleza, agropecuarios, agroindustriales, exportadores e 
importadores, comerciantes, etcétera, que resultaron be-
neficiarios casi exclusivos del créditc y asistencia finan-
ciera de determinados y hoy extinguidos bancos y fi-
nancieras. En la generalidad de los jasos, el capital 
accionario mayoritario de esos grupos económicos per-
tenecía al o a los principales del hoy ex banco o ex 
financiera. 

La política de Martínez de Hoz, que para desmedro 
de las fuerzas armadas, no se cansé de repetir que era 
la política de éstas, había sido el caldo de cultivo de 
esa proliferación de bancos y financieras de ese sistema. 
Es público y notorio. Y también lo es que desde 1980, 
en especial, varias de esas entidades financieras, hijas 
del proceso —hasta entonces usuf• uctuarias de las ven-
tajas viciosas del sistema—, cayeron en desgracia para 
la cúpula de la patria financiera a la que habían adhe-
rido. Hoy se encuentran en situaciones jurídico-procesales 
diversas. 

Las primeras escindidas de la 'banda" —cronológi-
camente hablando— fueron clausuradas, avasalladas 
prácticamente, y quedaron intervenidas y, generalmen-
te, sus principales miembros, hasta entonces de la pa-
tria financiera, presos, con o sin proceso. Parece ser 
que habían caído ep desgracia para los jefes; los Mar-
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tínez de Hoz, los Reynal, los Klein, los Zimmermann, 
etcétera. Fue el comienzo del desbande. El principio 
del fin. 

Hasta allí, no hubiera pasado de una lucha intestina 
entre los subversivos económico-financieros de Estado. 
Pero, desgraciadamente como ocurre en todo acto sub-
versivo —provenga de donde provenga— so arrastra 
en la caída a muchos inocentes y/o engañados. Aquello 
proverbial de la caída de justos por pecadores. Así, al 
afectarse todo aquel grupo empresario de que hablamos 
inicialmente, se vieron disminuidas, cuando no cerradas, 
importantísimas fuentes de trabajo, de producción y de 
extracción de riquezas. Sintomáticamente, todas las em-
presas afectadas por eso. actos del proceso son o fueron 
empresas nacionales. Beneficiarías: las extranacionales 
y las multinacionales. 

Después de realizado, los actos de soberbia, sin im-
portar si se lesionaba al país y a su pueblo, se buscaban 
legalizaciones formales. Ya fuere a través de la justicia 
de facto (hoy todavía no removida) o de las autoridades 
de "super-facto" del Banco Central de la República 
Argentina (éstas sí ya fenecidas el 10 de diciembre de 
1983). Llegaron a enmarañar en tal forma estos temas y 
a producir tratamientos tan ootoriamente desiguales que, 
hoy, se comprende, el gobierno de la democracia se ve 
en figurillas para desenredar la madeja. Fruto quizá de 
una diabólica habilidad. O de apetitos desmedidos que 
no se detienen en nada y ante nada: el tratamiento es se-
gún la coima que paguen... No hay dudas, lo que 
también es público y notorio, de que ésta era una "norma" 
muy usual en el proceso 

Lo cierto es que las situaciones personales de los due-
ños o principales accionistas y|o ejecutivos que manejaron 
a esos grupos económicos o a esas empresas en particu-
lar deberán seguir siendo consideradas por la justicia, 
en particular por la justicia penal. Esperemos que sean, 
en adelante, consideradas por jueces constitucionales y 
no complicados con el proceso Pero, en tanto, no puede 
postergarse más el encontrar reales soluciones para esas 
fuentes de trabajo, de producción y de extracción de 
riquezas que, apenas concluya la actual feria judicial de 
enero, continuarán siendo "desangradas", en un impla-
cable drenaje de fondos sociales que se viene operando, 
en algunos casos, de tres años a esta parte, ya sea por 
honorarios de síndicos concúrsales, de martilieros, abo-
gados, interventores judiciales, coadministradores también 
oficiales, con subastas y ventas a precios viles, con 
fuertes deterioros de bienes por inactividad y un progre-
sivo licuamiento de pasivos que, en definitiva, va en evi-
dente perjuicio también del propio mayor acreedor —casi 
único— de todas esas empresas nacionales: el Banco 
Central de la República Argentina, verdugo y víctima a 
la vez, usado por la aún no totalmente desmantelada 
patria financiera para sus designios de enriquecimiento 
de la élite gobernante desde el 24 do marzo de 1976, 
aunque fuere también a costa de la entrega y dilapida-
ción del patrimonio y riquezas, fruto del esfuerzo nacional. 

Ignacio L. R. Carduzo. 

—A las comisiones de Legislación GeneEil 
y de Finanzas. 

12 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con sumo agrado que el Poder Ejecutivo 
nacional, a través del Ministerio de Obras Públicas, la 
Dirección Nacional de Vialidad o los organismos corres-
pondientes, instrumente las reparaciones y reactivación 
del sistema de puentes que comunica a la provincia de 
Buenos Aires con la Capital Federal cruzando el Ria-
chuelo. 

Este sistema de puentes está formado por los siguientes: 
Nicolás Avellaneda, Pueyrredón (viejo y nuevo), Victorino 
de la Plaza, Uriburu y La Noria. 

Asimismo, es de necesidad la adecuación do las vías 
de acceso a dichos puentes, para un mejor desenvolvi-
miento del tránsito. 

Domingo Purita. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Todos conocemos la necesidad de un fluido tránsito 

entre la provincia de Buenos Aires y la Capital Fede-
ral. Este tránsito se realiza en forma rápida en todo el 
perímetro que se halla circunvalado por la avenida Ge-
neral Paz, a través de sus múltiples puentes; pero cuando 
debemos dirigirnos hacia la parte de la provincia que 
se encuentra al sur de la Capital, ya ese tránsito no se 
realiza tan fluidamente, debido a que la divisoria entro 
capital y provincia no es una avenida de circunvalación 
sino una vía de agua, el Riachuelo. 

Si bien este fenómeno natural se salva por medio de 
varios puentes, para acceder a éstos el tráfico debe ha-
cerlo por unas pocas calles y avenidas, ya sea desde la 
provincia o desde la Capital. Esto, de por sí dificultoso, 
se encuentra agravado por el estado de estos puentes, 
pues observamos que el único realmente transitable es 
el puente Pueyrredón ouevo, ya que no son tantos los 
años transcurridos desde su construcción. 

En cuanto a los demás puentes —Nicolás Avellaneda, 
Pueyrredón viejo. Victorino de la Plaza, Uriburu y La 
Noria— se hallan en estado bastante deteriorado, por 
lo cual el tránsito vehicular se dificulta aún más. 

Por estos motivos, creemos realmente necesario que nos 
preocupemos también por resolver este tema, que aqueja 
no sólo a los habitantes de las zonas aledañas a la Capi-
tal, sino también a todos aquellos que por un motivo 
u otro deben movilizarse por esos caminos que abreo 
las rutas hacia el sur del país. 

No es posible, señores diputados, que sigan existiendo 
en estos tiempos problemas de esta índole, siendo que 
todos queremos el desarrollo de nuestra patria, y este 
tipo de dificultades sólo sirven para trabar el mismo. Por 
tal cuestión solicito a ustedes se sirvan contemplar este 
problema, y entonces den aprobación al presente proyecto. 

Domingo Purita. 

—A la Comisión de Transportes. 
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La Cámara de Diputados de la Nación I 

DECLARA: 

Que solicita a ta Dirección Nacional de Vialidad que 
incluya en su Presupuesto de Obras pera e! año 1984 
la ampliación del puente existente en la ruta nacional 7, 
Edlómetro 236,700 sobre el rio Salado, con recomenda-
ción de ejecución y financiamicnto preferencia!. 

Mío losó Ginso. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La ruta nacional 7 es una importantísima vía do co-

municación que une la Capital Federal eon Ea ciudad 
de Mendoza, continuando hacía Chile s. través de la 
cordillera de los Andes, por lo que sirve en forma tnuy 
intensa tanto al tránsito nacional como regional de per-
sonas y mercaderías. 

La obra que se menciona en este proyecto de decla-
ración es un largo anhelo de la población de las ciudades 
de Junio y Chacabuco, así como también de todos aque-
fios que transitan habíhialmente por el lugar y conocen 
el grave peligro que significa el puente allí existente. 

El trama de la ruta 7 entre Junín y Chacabuco, ade-
más del tránsito general de la mismo, sirve ds inter-
conexión entre la ruta provincia! 51, que la atraviesa 
en la ciudad de Chaoabuco, y las ratas nacional 188 y 
provincial 65, que lo hace en la ciudad ds Junín, eon 
lo que dicho tramo tiene un caudal de circulación muy 
superior ai resto de la misma, Luego de varios ensanches 
y repavimentaciones, el mismo está en condiciones acep-
tables de uso con un ancho de pavimento de aproxima-
damente 7,50 metros y banquinas adecuadas en casos 
de emergencias, con. excepción del punto ubicado en el 
kilómetro 236,703, eo el que existe un puente que data 
de más de 30 años, de un ancho útil de 5 metros, con lo 
que se forma una especie de embudo que to convierte 
eti una trampa mortal para quienes lo transitan, ello 
agravado por la existencia de dos curvas antes y después 
del mismo, que acentúan el problema latente del mismo. 

Sería largo enumerar fa cantidad de accidentes que 
ali se produjeron, pero basta decir que los mismos 
se dan con una frecuencia de J.O o 1.2 por año o más, 
con la lamentable consecuencia de pérdida de vidas 
humanas, lesiones y daños a bienes, todo lo cual ss 
podiia evitar, o al menos reducir drásticamente, de reali-
zarse la obra solicitada, que consistiría como ideal en la 
construcción de un puente gemelo al existente a efectos 
de que sean utilizados uno por cada mano de cixcu-
laci.'m o como solución alternativa el ensanche del 
actual hasta llevarlo a un mínimo de 9 m, eon lo que 
se evitaría el angostamiento repentino de la ruta 
que existe en la actuaJidad., eliminándose ea gran parta 
ese factor de riesgo que por sus trágicas consecuencias 
tantas veces ha golpeado a las comunidades de la zona 
y de todo el país. 

Julio José Ginzo. 

—A la. Comisión de Transportes. 
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La Cámara de Diputados de la Nación 

DECTJAKA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo incluya 
entre los ternas a tratar en el presente período de se-
siones extraordinarias del Congreso de la Nación ei pro-
yecto de ley presentado en fecha 20 de enero de 1984 
bajo el espediente 622 referido al cómputo de anti-
güedad para jubilación e indemnización de los ciudada-
nos puestos a disposición deí Poder Ejecutivo nacional, 
con o sin proceso. 

Adsm PedríM. — Miguel L. Vnamuno. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La índole de la materia tratada en el proyecto de ley 

presentado en fecha 20 de enero de 1984 bajo el. expe-
diente 622 hace necesario que no se demore su tratamiento 
pos el Congreso de la Nación, puesto que en él se trata 
do reparar todo e! daño causado por el proceso militar 
a tos ciudadanos que fueron víctimas muchas veces 
inocentes de tos cargos instruidos contra ellos Se trata 
nada menos que de reparar el daño causado por el 
terrorismo de Estado, cosa que no puede ni debe espe-
rar al período ordinario de sesiones, porque sobre los 
sufrimientos cc [os argentinos no puede especularse ni 
en el tiempo ai en la oportunidad de dilación pos- un 
tecnicismo constitucional. 

Los fundamentos expuestos en el proyecto de ley men-
cionado que damos por reproducidos y los aquí expre-
sados, permiten solicitar el tratamiento en sesiones ex-
traordinarias como to hacemos, y por lo tanto el voto 
favorable de la iniciativa. 

Adam Pedrím. — Miguel L. Unamuno. 

—A las comisiones de Previsión y Seguridad 
Social, de Legislación Penal y de Presupuesto 
y Hacienda. 

15 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA! 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo na-
cional incluyera, con ta urgencia que el caso merece, 
entre tos temas a ser considerados en este período do 
sesiones extraordinarias del Congreso, un proyecto do 
ley que para todo al territorio ñ? la Nación contemplo: 

a) La suspetisiói por el término de ISO días —o el 
que requiera la aplicación de le circular número A 
437 del Banco Central, del 20 ¿f enero de 1984— do 
todas tas ejecuciones hipotecarias, como consecuencia 
de la aplicación de la circular 1.050, sus modificato-
rias o derivadas, cualquiera que fuese el estado del es-
pediente. 

b) La suspensión por ISO días de todos los desa-
lojos y/o desocupaciones <áb los ocupantes de ios mal 
llamados hoteles y pensiones, que carezcan de la liató-
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litación emanada de autoridad competente y/o no brin-
den los sen-icios que caracterizan al contrato de hos-
pedaje u boletería (tales como servicio de luz, teléfono, 
mucama, moblaje, ropa de cama, portería, limpieza, 
etcétera). 

Durante dicho lapso los ocupantes o alojados podarán 
requerir su tratamiento como locatarios con todos los 
beneficios propios de esta condición. Dicho reconoci-
miento podrán solicitarlo al propietario y/o a la au-
toridad Judicial competente 

c) So disponga ta suspensión por 180 días de (os 
procesos de ejecución y/o desalojo incoados contra 
adquirentes de lotes de terreno paja vivienda única 
por mensualidades, en tos que se haya construido para 
habitación del adquirente y/o su familia, debiéndose 
dentro de dicho plazo proceder s ta reforma de la ley 
14.005 y/o la sanción de las normas legales corres-
pondientes. para corregir tos abusos que se han con-
sumado con la, venta de lotes ea mensualidades adqui-
ridos por personas o familias de humilde condición o 
bajos recursos que han pretendido por eso medio dar 
solución al problema de alojamiento. 

c) La inclusión de soluciones, transitorias adecuadas 
para el caso de las familias que ya han sido desalojadas 
y que no han podido resolver aún su problema habita-
eional, como serta que la Secretaría de Vivienda y Or-
denamiento Ambiental dé aplicación o instrumentación 
a la resolución número 35 de 1880, del FONAVI, para 
otorgar viviendas en uso temporario para aquelas fa-
milias que signifiquen casos de Gütrema gravedad, tal 
como contempla dicha resolución 

Habida cuenta de que el problema de las locaciones ur-
banas que revisten carácter social, especialmente aque-
llas destinadas a tamilias pertenecientes a sectores so-
ciales de batos ingresos, merece un tratamiento especial, 
haciéndonos cargo de [a grave emergencia b.abitacional 
que vive ese seetoi de ta población y hasta tanto se 
dicte k ley efe fondo que el tema requiere, proponemos 
que: 

e) En tos procesos de desalojo de vivienda urbana, 
cualquiera que sea su estado, los jueces, de oficio, convo-
quen —dentro de los 120 re 180 días de promulgada la 
presente— a cins audiencia de conciliación a la que 
deberán concurrir personalmente las partes con presencia 
del iuez, 

f) Disponer pon única «a. —y sin perjuicio de ta 
audiencia anterior— la posibilidad de detener tos desato-
jos, abonando ta liquidación tcfaJ de lo adeudado. 

En el entendimiento de que nuestra sociedad marcha 
hacia la generalización del concepto de ta propiedad 
en función social, y teniendo en cuenta qw.c oadip mejor 
que el para tener acceso o ta particularidad de cada 
caso que se plantee, sostenemos que podría incorporarse 
como agregado el artículo 1.622 del Código Civil, ci 
siguiente testo: 

'Efectuado el requerimiento a que se refiere este ar-
tículo, será requisito previo, dentro del proceso de desa-
lojo, que se siga la convocatoria a una audiencia de 
conciliación. El jue?. tendrá facultades para otorgar en 
lapso de permanencia, en Eos casos de vivienda para 

uso familiar, de bf.sta 12 otases, atendiendo a (as cir-
cunstancias del eeso y a ks condiciones económicas y 
sociales del momento respectivo." 

Luis Rúbeo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Hemos preferido dividir el proyecto en dos apartados 

por tema, especialmente por el método que se emplea 
para resolver en 1a coyuntura. En el primer caso, que 
sería el que engloba ios puntos b) y o)„ se trata 
de la circular del Banco Central 1.050, hoteles y pen-
siones y lotes en mensualidades (ley 14.005), y en el 
otro, de la cuestión de las locaciones urbanas, encarando 
el tema con claros objetivos de "función social" (puntos 
e) y f) y modificación al artículo 1.622 del Código Civil}, 
y dedicando un punto, c] d), a la situación de los ya 
desalojados. 

Primer apañado 

a) Entendemos que eí tema de la 1.050, tal como está 
planteado en í& reciente circular del Banco Central de 
fecha £0 de enero de 1984, número A 4-37, de ninguna 
manera da solución al acuciante problema de aquellos 
que se encuentran ante la inminencia de un desapode-
ramiento por remate judicial. Producido éste, y frente e 
un adquirente de buena fe, no habrá posibilidad d© 
revertir la situación, y ya para nada serviría Ea solución 
(que no es tal) que trae la circular al disponer k refi-
nanciación de la deuda. El remate judicial define la 
cuestión, perdiendo el propietario todo derecho a la 
propiedad del inmueble, pues si bien el Banco Central 
da a tas entidades financieras ía orden para que actúen 
en consecuencia, no existe obligación de parte de éstas 
en cuanto al tiempo que tarden en poner en marcha lo 
dispuesto, y puede significar la pérdida de la vivienda 
para más de un propietario. Ello, según sea el estado 
del expediente. 

Dependemos de la rapidez con que actúe k entidad 
financiera, pues la circular del Banco Central es de 
aplicación obligatoria para éstas, pero no lo es para los 
jueces, quienes deben contar con un instrumento pro-
cesal que Ies permita detener el remate inminente. Este 
instrumento sólo puede consistir en una ley sancionada 
por el Honorable Congreso. Por eso propiciamos la sus-
pensión por 180 días —o el tiempo que requiera la 
aplicación de la circular. 

b) Para el caso de los mal llamados hoteles y pensio-
nes también sostenemos la necesidad de la inmediata, 
suspensión de ¡os desalojos y/o desocupaciones (esta 
última se produce con. k mera denuncia policial), com-
prendiendo a: 

L Los que carecen de habilitación municipal. La 
mayoría posee permisos precarios que duran, 
en el mejor de tos casos, desde hace 5 o 8 años, 
como mínimo; que nunca llegan a transformarse 
en habilitación definitiva, pues carecen de ele-
mentales condiciones de habitabilidad. 

%. Los que no briaden los servicios que caracteri-
zan este tipo de contratos, que consisten ca 
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servicios de mucama, teléfono, desayuno, lim-
pieza, portería, moblaje, etcétera. 

Durante este término, los ocupantes podrán solicitar 
que se les reconozca su condición de locatarios. Para ello 
les bastará con solicitar este reconocimiento al propietario 
del hotel o pensión, o bien hacer una presentación judi-
cial solicitándolo. Esta solución, que a primera vista 
puede resultar excesivamente dura, tiene como funda-
mento la reiterada actitud de especulación y aprovecha-
miento que vienen realizando desde hace muchos años 
los dueños y/o encargados de los mal llamados hoteles 
y pensiones. Creemos necesario -—en forma definitiva— 
resolver la situación de miles de personas que fueron y 
siguen siendo objeto de estos abusos ante la total pasi-
vidad de las autoridades, que no han puesto coto a ello. 
Definitivamente, llamemos a las cosas por su nombre, y 
comencemos poi dar seguridad jurídica a eso amplio 
sector de la población que necesita el apoyo del Estado 
para poder hacer uso de sus derechos. Los hoteles y 
pensiones son inquilinatos, de modo que así hay que 
declararlos. No existe la posibilidad de premiar la mala 
conducta, pues el criterio de darles ese término es para 
que regularicen su situación como hoteles y funcionen 
como tales. Significaría, en los hechos, convalidar la injus-
ticia con el consiguiente lesalojo de todos sus ocupantes, 
quienes merecen, después de haber sido tanto tiempo 
explotados, el premio de verse con derechos reconocidos 
por ley de la Nación. Tal si queremos, definitivamente, 
también en este aspecto erradicar la especulación como 
sistema de convivencia, apoyando a quien más lo ne-
cesita. 

Aceptar ahora que se transformen en hoteles, otorgán-
doles autorización, sería legalizar el "fraude a la ley" 
que ha permitido el abuso de sus propietarios. 

c) El tercer punto del primer gran apartado lo cons-
tituje el tema de los desalojos provenientes de los abu-
sos a que se ha llegado por una deformación de la ley 
14.005, que contempla a los adquirentes de lotes en 
mensualidades. Esta ley, sancionada el 30 de septiem-
bre de 1950, tuvo por objeto, justamente, defender a 
aquel pequeño adquirente que, después de haber com-
prado un lote para vivienda única, se encontraba con que, 
como consecuencia del atraso en el pago de algunas 
pocas mensualidades, la vendedora podía aplicarle el 
llamado "pacto comisorio" y quedarse con el bien, sin 
obligación de devolver suma alguna, pues lo pagado 
se imputaba como daños y perjuicios por el incumpli-
miento del comprador. Esta ley del gobierno justicia-
lista buscó un mecanismo de defensa creando la obli-
gación, en aquellos interesados en vender lotes en 
mensualidades, de registrar el proyecto en el Registro 
de !a Propiedad Inmueble bajo pena de nulidad. Sin 
embargo, al no implementar una forma de sanción para 
los vendedores que no inscribían, además, el contrato 
de venta individual (o sea, contrato por contrato), per-
mitió la proliferación de especuladores que aprovechan-
do los escasos medios económicos e intelectuales de los 
adquirentes de lotes, según este sistema, conseguían ven-
dérselos varias veces, en sucesivas actualizaciones, elu-
diendo de ese modo la prohibición de aplicar el pacto 
comisorio cuando se ha abonado más del equivalente 
al 25 % del valor total del terreno, o se ha construido 
por más del 50 % de ese mismo valor. 

Creemos necesario decretar la medida de suspensión, 
reclamando al mismo tiempo 1? urgente necesidad de 
arbitrar el medio legal para poner término a este rei-
terado abuso, que tiene como destinatarios a los grupos 
familiares de menores recursos, y que afecta a un am-
plio cinturón del Gran Buenos Aires. Sabemos que 
existen barrios enteros que se encuentran en esta situa-
ción y que, por carecer de la infraestructura de servi-
cios sanitarios mínimos, no presentan diferencias con 
las villas de emergencia. 

Segundo apartado 

De una manera específica entramos a considerar la 
situación de las locaciones urbanas, tomando aquellos 
casos que se encuentran frente a inminentes desalojos 
como consecuencia de una resolución judicial. Ello hace 
necesario: 

a) Otorgar seguridad jurídica a los pequeños propie-
tarios, haciéndoles saber que nuestra posición de nin-
guna manera es propiciar una ley de locaciones que 
reedite viejas situaciones, congelando alquileres, o pro-
rrogando contratos. Su confianza hará que los propie-
tarios descompriman el mercado, devolviéndole su nivel 
de viviendas alquilables, permitiendo por esa vía la 
reubicación de un amplio sector; 

b) Pero, por otro lado, se hace necesario comprender 
la desesperada situación de familias enteras que se 
encuentran con la concreta realidad de tener que parar 
en la calle con muebles e hijos. Compatibilizar las dos 
posiciones, sin que signifique de ninguna manera que 
nosotros amparamos la especulación, ni defendemos la 
renta ociosa de la tierra, nos lleva a requerir la sanción 
de una ley que disponga la fijación, por parte de los 
jueces, de una audiencia dentro de los 120 a 180 días 
de su promulgación. Esto significa, en los hechos, el 
respiro necesario para obtener las soluciones a largo 
plazo que deberá dar la futura ley de locaciones, sin 
adquirir el aspecto irritativo que podría significar una 
"suspensión" lisa y llanamente así denominada. 

Otro medio de asegurar la estabilidad jurídica cree-
mos que podría darse a través de una disposición que 
autorice, por única vez, a los locatarios para que pue-
dan abonar el total de las liquidaciones adeudadas, 
parando asi los desalojos. En estos momentos ello no 
sería posible, pues el régimen de) Código Civil no lo 
contempla. 

Finalmente, propiciamos la introducción de una im-
portante modificación del criterio de la propiedad, dán-
dole un claro contenido social y facultando al juez a 
autorizar hasta 12 meses más la permanencia en la 
vivienda, en los casos en que lo crea necesario, y te-
niendo en cuenta las condiciones económicas y sociales 
que reglen el momento de aplicación particular. Propo-
nemos que se introduzca como parte integrante del ar-
tículo 1.622 del Código Civil. 

Por tratarse de situaciones consumadas que pueden 
ser el inicio de graves convulsiones sociales, sostenemos 
de una manera prioritaria un tratamiento especial para 
atender el problema de aquellas familias que ya se en-
cuentran desalojadas, para quienes creemos podría apli-
carse —a través de la Secretaría de Vivienda y Ordo-
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namiento Ambiental— la resolución 33 del año 1980 
del rONAVI, que autoriza a facilitar viviendas en uso 
temporario o préstamo. 

Luis Rúbeo. 

—A las comisiones de Legislación General, 
de Vivienda y de Finanzas. 

4 

RETIRO DE UN PROYECTO 

Sr. Presidente (Pugliese). — En la sesión ante-
rior la Presidencia omitió requerir el pronuncia-
miento de la Honorable Cámara en relación con 
la solicitud formulada por el Poder Ejecutivo me-
diante su mensaje 230, a fin de que se autorice 
la devolución del mensaje 294/83 y del proyecto 
de ley sobre derogación de la ley 23.013 y res-
tablecimiento de los beneficios para el personal 
de la Dirección General Impositiva y de la Ad-
ministración Nacional de Aduanas previstos en 
el artículo 113 de la ley 11.683 (texto ordenado 
en 1978) y en el artículo 13 de la ley 22.091. 

Se va a votar si se autoriza la devolución del 
mencionado mensaje y proyecto de ley. 

—Resulta afirmativa. 

5 

GIRO DE UN ASUNTO ENTRADO 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar la 
solicitud formulada por el señor diputado Dove-
na en el sentido de que el proyecto de ley de) 
señor diputado Bonino sobre realización de es-
tudios y trabajos para asegurar el normal desem 
boque de las aguas del canal de Mar Chiquita 
(provincia de Córdoba) - Cululú (provincia de 
Santa Fe), que oportunamente fue girado a la 
Comisión de Obras Públicas (expediente caratu-
lado Bonino - 406-D.-83), sea girado también a 
la Comisión de Presupuesto y Hacienda. 

—Resulta afirmativa. 

6 
RENUNCIA E INTEGRACION DE COMISIONES 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si se 
acepta la renuncia del señor diputado Osvaldo 
Cándido Ruiz como miembro de la Comisión 
de Legislación del Trabajo y su reemplazo por 
el señor diputado Lorenzo Pepe. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar la so-
licitud del señor diputado Ibáñez, en su carácter 
de presidente del bloque justicialista, a fin de 

que se autorice el traslado de la señora diputada 
Acevedo de Bianchi, de la Comisión de Finan-
zas a la Comisión de Comunicaciones, y del se-
ñor diputado Corpacci. de la Comisión de Comu 
nicaciones a la de Finanzas. 

—Resulta afirmativa. 

7 
INSERCION 

Sr. Presidente (Pugliese). — El señor diputado 
Storani ha solicitado que se inserten en el Diario 
de Sesiones la Declaración de Quito y el Plan de 
Acción producidos por la Conferencia Económi-
ca Latinoamericana en su reunión celebrada en 
Quito, Ecuador, entre los días 9 y 13 del corrien-
te mes. 

Se va a votar. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se hará la inser-
ción solicitada 

8 

AUTORIZACION 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
dará lectura de una solicitud de la Presidencia. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Buenos Aires, 24 de enero de 1984. 

A la Honorable Cámara de Diputados de la Nación. 

Presente. 

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabilidad 
a fin de llevar a su conocimiento que el Poder Ejecutivo 
me ha distinguido para integrar la delegación argentina 
para el acto de asunción del futuro señor presidente de 
Venezuela, don Jaime Lusinchi, que se llevará a cabo 
entre los días I o al 3 de febrero próximo. 

En consecuencia, y en cumplimiento de lo dispuesto 
por el artículo 64 de la Constitución Nacional, solicito 
autorización al Honorable Cuerpo para aceptar dicha 
designación. 

Saludo a vuestra honorabilidad con alta consideración. 

Juan Carlos Pugliese. 

Sr, Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Se va a votar, 

—Resulta afirmativa. 

1 Véase el texto de la inserción en el Apéndice. (Pá-
gina 972.) 
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9 

LICENCIAS 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
dará cuenta de los pedidos de licencia formula-
dos por los señores diputados. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Del señor dipu-
tado Yamaguchi, para las sesiones de los días 18, 
19 y 20 de enero, por razones particulares. 

Del señor diputado Balestra, para las sesiones 
de los días 18, 19 y 20 de enero, por razones de 
salud. 

Del señor diputado Lencina, para las sesiones 
de los días 18, 19 y 20 de enero, por razones de 
salud. 

Del señor diputado Zingale, para la sesión del 
día 20 de enero, por motivos particulares. 

Del señor diputado Ponce, en la sesión del 
2 de febrero, para asistir a la asunción del man-
do del presidente de la República de Venezuela, 
doctor Jaime Lusinchi. 

Del señor diputado Costarelli, para las se-
siones de los días 25, 26 y 27 de enero, por ra-
zones de salud. 

Del señor diputado Dovena, para las sesiones 
de los días 19 y 20 de enero, por razones par-
ticulares. 

Del señor diputado Ghiano, para las sesiones 
de los días 19 y 20 de enero, por razones par-
ticulares. 

Del señor diputado Riquez, para las sesiones 
de los días 19 y 20 de enero por razones parti-
culares. 

Del señor diputado Altamirano, para la se-
sión del día 20 de enero, por razones particu-
lares. 

De la señora diputada Acevedo de Bianchi, 
para la sesión del día 19 de enero, por razones 
particulares. 

Del señor diputado Stavale, para la sesión 
del día 19 de enero, por razones particulares. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si 
se acuerdan las licencias solicitadas. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si 
se conceden con goce de dieta. 

—Resulta afirmativa. 

10 
HOMENAJES 

I 

A la memoria de monseñor Vicente F. Zazpe 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para rendir ho-
menaje a la memoria de monseñor Vicente F. 
Zazpe tiene la palabra el señor diputado por 
Santa Fe. 

Sr. Cáceres. — Señor presidente: allá por el 
año 1931 llegaba a la ciudad de Santa Fe un 
hombre que exudaba su condición de ser hu-
mano y su bonanza. Decía por ese tiempo tex-
tualmente: "Si el Evangelio exige servir, el mun-
do de hoy pide hacerlo desde la comunidad y 
para la comunidad, alentando los esfuerzos;, 
respetando las autonomías, coordinando los in-
tentos, trascendiendo los grupos y sectores, co-
laborando con todos y no excluyendo a ninguno. 
Así mi misión será más clara, mi servicio más 
auténtico, las relaciones más genuinas y la ima-
gen más nítida. La vida de la ciudad moderna 
penetra todas sus dimensiones, la quietud se 
hace inquietud, la calma movimiento, lo tra-
dicional se purifica e incorpora nuevos valores. 

'Xa Iglesia Católica ha sido compañera y 
gestora de la historia santafesina pero debe 
compartir hoy su vida con nuevas instituciones, 
diferentes ideologías, diversas mentalidades. 
Consciente de esa gloriosa tradición y de este 
presente complejo, reciban mi persona y mi mi-
sión como servicio a la comunidad que desde 
hoy integro y venero". 

Estas palabras, pronunciadas por monseñor 
Zazpe, allá por el año 1961, son un poco una 
pintura de lo que él fue, de lo que él hizo du-
rante todo su apostolado. Fue un hombre que 
miró del Evangelio hacia afuera. Fue un hom-
bre que supo interpretar la palabra de Dios en 
las coyunturas diferentes que se vivieron en el 
país. Supo tener siempre una posición muy clara 
con connotaciones incluso políticas, con conno-
taciones que concernían también a una demanda 
de justicia social que fue permanente. Esta ac-
titud, sobre todo en los últimos años, hizo que 
su palabra fuera esperada por los más distintos 
sectores, no sólo de la sociedad de Santa Fe, 
sino incluso del país y de Latinoamérica. 

Era un hombre claro, claro en lo que quería, 
claro en lo que predicaba. Era un hombre que 
no temió en ningún momento denunciar lo que 
era el flagelo de los desaparecidos. No vaciló 
tampoco en momentos difíciles de la vida na-
cional en reclamar la vuelta a una sociedad 
democrática, en reclamar justicia, en denunciar 
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la afligente situación económica ds Ies sectores ¡ 
más marginados. 

A veces se lo podía encontrar con ia juventud; 
a veces, recorriendo pueblos y localidades, dan-
do siempre una palabra de aliento y de empuje. 

Hoy podríamos acongojarnos porque monse-
ñor Zazpe se fue, y a nosotros, los santafesinos, 
nos duele. Pero tenemos que pensar que su men-
saje, su forma de interpretar la realidad nacio-
nal y su palabra clara es algo que aún perdura. 
Y el mejor homenaje que este bloque de la UCR 
puede hacerle a este hombre de la Iglesia es in-
sistir en algo que 61 reclamó del conjunto de la 
sociedad argentina: la unión nacional; tratar de 
sobreponernos a un pasado oscuro; tratar de ga-
rantizar que esa reconciliación del pueblo argen-
tino sea realmente una verdad inquebrantable en 
el futuro; tratar de garantizar desde este Parla-
mento, en la lucha cotidiana y con el esfuerzo 
de todos los días, que nuestro país pueda afian-
zar su sistema democrático; que nunca más 
exista el flagelo del golpe de Estado y el temor 
a la muerte; sólo respeto a la vida en dignidad. 

Con estas manifestaciones que acabo de for-
mular se sintetizan los esfuerzos realizados por 
monseñor Zazpe para garantizar una Argentina 
más justa, más fraterna y más digna. 

Este es el mejor homenaje que desde la Cá-
mara de Diputados de la Nación podemos brin-
dar a este hombre preclaro. Monseñor Zazpe 
podrá descansar en paz, porque se habrá ido su 
cuerpo pero ha quedado realmente en el espíritu 
de todos lo que fue el mensaje de toda una vid i. 
Es un mensaje que debe interpretarse como la 
consecuencia de los hombres al servicio de una 
creencia, de una idea, de la justicia y de la li-
bertad. 

Que monseñor Zazpe descanse en paz, porque 
los argentinos sabremos hacer realidad lo que 
fue su apostolado. 

Sr, Presidente (Pugliese). — Para referirse al 
mismo homenaje tiene la palabra el señor dipu-
tado por Santa Fe. 

Sr. Castillo. — Ante todo, consulto a la Presi-
dencia acerca de si corresponde que la bandera 
nacional esté izada a media asta en el recinto. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Depende de lo 
que resuelva al respecto ta Honorable Cámara. 
Hasta el momento no se ha solicitado. 

Sr. Castillo. — Lo solicito en este momento, se-
ñor presidente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Si hay asentimien-
to, se procederá en la forma indicada por el se-
ñor diputado. 

—Asentimiento. ' 

CXTti LA NACION' SOI 

Sr. Presidente (Pugliese). — Invito al señor di-
putado AIsogaray, quien izó la bandera al co-
menzar esta sesión, a colocarla a inedia asta. 

—Puestos de pie ios señores diputados y el 
público asistente a las galerías, el señor dipu-
tado don Alvaro Carlos AIsogaray procede a 
colocar la bandera a media asta en el mástil 
del recinto. 

Sr. Castillo. — Como santafesinos hijos de 
Cristo queremos rendir nuestro homenaje a la 
figura de monseñor Zazpe. Quienes tuvimos la 
suerte de conocer a este ilustre pastor de la grey 
de Cristo, no podíamos sustraernos a la atrac-
ción que surgía de su magnetismo personal. 

Emanaban de su presencia una paz y tranquili 
dad que contrastaban con la energía y dinamis-
mo que ejercía cuando la situación lo requería. 

Ninguna de las parroquias y diócesis que su-
pieron de su paso por ellas, en el ejercicio de su 
función como representante del Señor, podrán 
olvidar sus enseñanzas y su vitalidad. 

Desde su primer destino en la parroquia de 
Santa Rosa de Lima, en la Capital Federal, has-
ta la arquidiócesis de Santa Fe, todos conocieron 
su dinámica de trabajo como, asimismo, la justi-
cia de su pensamiento, sin vacilar en el elogio 
y el apoyo hacia aquellas personas o instituciones 
que lo merecieran. 

Tampoco tembló su voz para señalar los erro-
res, los excesos y las injusticias. Por el contrario, 
era en estos casos cuando su figura se agigan-
taba, adquiriendo entonces su verdadera gran-
deza, y su autorizada palabra se hacía oír en 
nombre de los que no tenían voz. 

Supo de los halagos que sus cargos le pudie-
ron haber deparado, pero su misión en la tierra 
requería de los renunciamientos que nacen del 
espíritu del Evangelio, y monseñor Zazpe fue 
fiel reflejo de él, manifestando con el ejemplo 
de su propia vida aquello que Cristo nos enseñó. 

Durante estos siete largos y oscuros años, en 
que los derechos naturales y constitucionales 
fueron conculcados por quienes se arrogaron y 
asumieron el poder con decisión de vida y 
muerte, fue la voz de este gran hombre una de 
las que se levantaron señalando la injusticia, 
reclamando la verdad y exigiendo por la vida; 
porque el Evangelio nos muestra no sólo el ca-
mino de la doctrina cristiana, sino que su ejer-
cicio exige esa militancia activa que Zazpe reali-
zó y concretó, luchando por aquellos que no 
podían. Así, poco a poco, la llama de su voz 
adquirió una brillantez que alcanzó a iluminar 
a iodo el país. 
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Su visión del mundo actual sigue vigente, y 
hoy más que nunca el ejemplo que hasta ayer 
nos manifestó dignifica al hombre con toda la 
magnitud del Evangelio, de ese Evangelio que 
nuestro obispo abrazó e hizo carne hasta el to-
tal renunciamiento. 

El dolor de todos fue su propio dolor y la 
potencia de su voz se agranda hoy ante su au-
sencia. 

La arquidiócesis de Santa Fe lo despide con 
el alma acongojada, pues en esta etapa, de la 
que él fue uno de sus artífices, necesita de su 
aliento y, por qué no decirlo, de la crítica veraz 
de su juicio. 

Que su ejemplo y su luz iluminen nuestro 
camino, mientras nosotros pedimos al Señor por 
el alma de quien supo ser su digno represen-
tante. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para referirse al 
mismo homenaje tiene la palabra el señor dipu-
tado por la Capital Federal. 

Sr. Rabanaque. — Señor presidente: hay hom-
bres que tienen la virtud de concitar, por su 
capacidad, por su conducta y por su calidad mo-
ral e intelectual, el respeto de sus conciudada-
nos. Vicente Zazpe, arzobispo de Santa Fe, fue 
uno de ellos. 

Fue un hombre que supo defender sus idea-
les no sólo con pasión sino con concepciones 
inteligentes y valientes. Supo defender esos idea-
les y esas ideas y las supo honrar con una acti-
tud ética y moral ante la vida. 

Desde la universidad, desde su humilde igle-
sia y, después, desde su arzobispado de Santa 
Fe, Vicente Zazpe fue un defensor de la pala-
bra de Dios y por medio de ella defendió fun-
damentalmente a los necesitados, a los pobres y 
a aquellos que nada tenían frente a los podero-
sos. Marcó a fuego a los que sostenían actitudes 
individualistas, que nos hacen ser cada vez más 
egoístas, señalándoles que por sobre dichas acti-
tudes estaba el interés de la colectividad. Fue 
un hombre que dijo, a través de la doctrina 
social de la Iglesia, que la propiedad solamente 
tenía un sentido social, porque no era un bien 
ancestral ni divino. Un hombre que en las horas 
difíciles de la dictadura militar, cuando muchos 
callaban, supo enfrentar con valentía a todo 
aquello que hemos vivido hasta hace muy poco 
tiempo. 

Fue un duro crítico de la doctrina de la se-
guridad nacional y de la violación de los dere-
chos humanos en la Argentina. Poco antes de su 
muerte también condenó a aquellos que fue-

ron blandos para criticar a las dictaduras y que 
ahora son duros censores de los sistemas demo-
cráticos. 

Vicente Zazpe representó, además, a un hom-
bre que se acercó permanentemente a los pro-
blemas sociales del pueblo argentino. Fue un 
hombre que estuvo al lado de la juventud para 
comprenderla, para interpretarla, pero también 
para ser comprendido. Vicente Zazpe fue uno 
de los pastores que pedían a sus fieles que ado-
rasen a su Dios, pero él también les pedía que 
terminasen con el canibalismo entre los hom-
bres, porque aquellos que muchas veces —cual-
quiera que sea su religión— se inclinan ante su 
dios y prometen ayudar a su prójimo, son los 
que, lamentablemente, ni siquiera dan una mi-
gaja de pan a quien tienen a su lado. 

Con la desaparición física de Vicente Zazpe 
la Iglesia Católica pierde a uno de sus mejores 
pastores y el país a uno de los ciudadanos que 
mejor honraron a la República. Fue un pastor, 
un intelectual y, por sobre todas las cosas, fue 
un hombre valiente. 

Decía un poeta que los hombres que luchan 
por la libertad un día son necesarios; pero los 
que luchan todos los días son imprescindibles. 
Para la Iglesia Católica y para el pueblo argen-
tino Vicente Zazpe fue y será un hombre im-
prescindible. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Misiones. 

Sr. Marchesini. — Señor presidente: después 
de escuchar los enjundiosos y elocuentes concep-
tos de los colegas que me precedieron en el uso 
de la palabra para rendir homenaje a monseñor 
Vicente Zazpe, no podría permanecer en silencio 
sin quedar con un pesar en mi conciencia. No me 
ayuda la voz, pero igual quiero expresar en bre-
ves palabras mi gratitud. 

Por ello, deseo solicitar a los señores legisla-
dores —han sido muchos— que también han 
sufrido el infortunio del régimen anterior, que 
me dispensen por asumir la representación de 
ese bloque innominado que está constituido por 
quienes fuimos detenidos por razones políticas 
y gremiales, por quienes poblamos las cárceles 
de la República. En nombre de ellos, y en el mío 
propio, me siento impulsado a exaltar la figura 
de este santo varón de la cristiandad. Se trata 
de un reconocimiento merecido a su persona-
lidad. 

En aquellos momentos en que las grandes ma-
yorías complacientes callaban, él era quien con 
su voz altiva y elocuente, sin ninguna discrimi-
nación hacia aquellos que se encontraban afee-
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lados por la dictadura, enrostraba al régimen la 
irritabilidad de su acción, quien simultáneamen-
te lo execraba y fustigaba por sus excesos, de-
nunciando las crueldades y las iniquidades co-
metidas y reclamando permanentemente por la 
paz y la democracia. Esta era la voz de un hom-
bre que hablaba al impulso de su corazón y de 
su sagrado ministerio. Era la voz de un gran 
demócrata, pero, por sobre todas las cosas, de 
una jerarquía de la Iglesia que sobresalió por 
cumplir con su misión pastoral. 

Ya dije que quiero ser breve, porque las pala-
bras brotan de mis sentimientos. En consecuen-
cia, voy a finalizar este homenaje expresando 
que monseñor Vicente Zazpe se agiganta en este 
camino de la democracia que estamos transi-
tando. Sin lugar a dudas, constituirá un ejemplo 
permanente en nuestra conducta ciudadana. 

Monseñor Zazpe persiguió sin decaer las me-
tas de la democracia, procurando imponer la 
verdad y la justicia. Fue una de las pocas per-
sonas que con su guía y su prédica continua 
orientó a la civilidad con la finalidad de cimen-
tar las bases de esta sociedad que aspiramos sea 
más justa, más libre y más igualitaria. 

Señor presidente: en nombre de todos los que 
fuimos víctimas de este infortunio que asoló al 
país, deseo dejar rendido con estos conceptos el 
homenaje a la memoria de monseñor Vicente 
Zazpe, y solicito que nos pongamos de pie para 
guardar un minuto de silencio en su recuerdo. 

Su ideario siempre estará presente en esta casa 
para quienes supimos interpretar su designio, su 
símbolo de lucha, su grandeza y su magnificen-
cia, que personalmente reverencio en grado ex-
cepcional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
dará lectura del decreto de homenaje dictado 
por la Presidencia de la Honorable Cámara con 
motivo del fallecimiento de monseñor Vicente 
F. Zazpe. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Buenos Aires, 26 de enero de 1984. 

VISTO que el día 25 de enero del corriente año falle-
ció el arzobispo de Santa Fe, monseñor Vicente F. Zazpe; 

Que su muerte repercutió dolorosamente en todos los 
sectores de la vida nacional, que sin distinción de sec-
tores políticos ni sociales sumó su congoja ante la irre-
parable pérdida sufrida por la Nación, y 

CONSIDERANDO : 

Que monseñor Vicente F. Zazpe fue una ilustre figura 
de la Iglesia Católica argentina; 

Que el prestigio adquirido en el ejercicio de su apos-
tolado, logrado con lealtad y patriotismo, compromete 

la adhesión do las instituciones de la democracia, que 
tuvieron en él a un lúcido intérprete en horas difíciles 
para la República; 

Que su palabra docente, inspirada en las nobles ense-
ñanzas del Evangelio, perduraré más allá de su muerto 
y será para los argentinos el testimonio permanente de 
una lucha que supo enfrentar sin odios, pero con digni-
dad y valentía. 

Por ello, y en uso de las facultades que le son propias. 

El presidente de la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación 

R E S U E L V E : 

1» — Adherir al duelo provocado por el fallecimiento 
de monseñor Vicente F. Zazpe. 

2? — Cursar nota de pésame a la Jerarquía ecle-
siástica argentina. 

3« _ Designar a los señores diputados nacionales 
don Carlos Spina, don Emilio Ingaramo, don Alberto Ce-
cilio Bonino, don Miguel Pedro Monserrat y don Augusto 
Conté, para asistir a su sepelio. 

4» — Comuniqúese, regístrese y archívese. 

JUAN CARLOS PUGLIESE. 
Carlos Alberto Bravo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Invito a la Ho-
norable Cámara y al público asistente a las ga-
lerías a ponerse de pie y guardar un minuto de 
silencio en homenaje a la memoria de monseñor 
Vicente F. Zazpe. 

—Puestos de pie, los señores diputados y 
el público asistente a las galerías guardan un 
minuto de silencio en homenaje a la memoria 

de monseñor Vicente F. Zazpe. 

n 

A la República de la India 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para un homenaje 
a la República de la India, tiene la palabra el 
señor diputado por Jujuy. 

St. Paleari— Señor presidente, señores dipu-
tados: en el día de la fecha, la república fe-
deral y soberana de la India festeja un nuevo 
aniversario de lo que allí denominan Día de la 
República. Este cuerpo no puede permanecer 
ajeno a la alegría que este acontecimiento pro-
voca en sus casi setecientos millones de habi-
tantes. 

Son setecientos millones de personas que, en 
una superficie aproximada a la de nuestro país, 
están dando al mundo un ejemplo de civiliza-
ción, de convivencia y de cultura política. Por-
que en esos setecientos millones de indios coha-
bitan pacíficamente nada más y nada menos 
que ochocientas cuarenta y cuatro parcialidades 
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y lenguas distintas, dieciséis idiomas regionales 
oficiales, múltiples religiones y numerosas ra-
zas que conforman un crisol de ideas y de filo-
sofías, pero todas ellas empeñadas en alcanzar 
los más elevados niveles de la dignidad hu-
mana. 

La provincia de Jujuy, por mi intermedio, 
adhiere a este acontecimiento porque es preci-
samente Jujuy el lugar que la comunidad india 
ha .elegido para asentarse en nuestra República. 
Y allá nos ha dado el ejemplo de estai formada 
por hombres íntegros, honestos, laboriosos, que 
saben asimilarse a su nueva patria y que res-
petan nuestras leyes y costumbres como si fue-
ran propias, sin abandonar el amor que tienen 
poi las de su terruño. 

Jujuy se felicita de tener una comunidad in-
dia su tierra. Y es por ello que pongo espe-
cial énfasis en este homenaje a la república 
federal y soberana de la India, solar de hombres 
brillantes y de civilización imperecedera; la tie-
rra de T'-idharta Gautama, del Mahatma Gandhi, 
del Pandit Nehru; la tierra donde nació la filo-
sofía de la no violencia, que ha dado a la civi-
lización oriental y al mundo entero los principios 
éticos y morales que hoy son fundamento de 
muchas conductas y sociedades. 

La república federal de la India ha sobre-
vivido a tremendos episodios de su historia y 
tiene con la Argentina cuestiones en común, 
porque ella también sabe de la afrenta de ser 
colonizada por los piratas universales. 

La india, cuando esos mismos piratas, des-
nudos, se vestían de azul para ir a la guerra, 
ya era dueña de los conceptos religiosos, éticos 
y filosóficos importantes de la antigüedad, que 
aún sobreviven. Esos mismos piratas son los 
que han avasallado parte de nuestro suelo pa-
trio y los que fracasaron en otros intentos. Te-
nemos también en común con la India la afrenta 
que significa considerar a algunos hombres 
como ciudadanos de primera y a otros como 
ciudadanos de segunda o de tercera, de acuerdo 
con el color de su pie), su credo o sus ideas. 

La India, que supo superar los tremendos 
obstáculos que significa la magnitud de su po-
blación y el espacio vital que la agrupa, no 
solamente tiene problemas internos que la pre-
ocupan, sino también externos. 

Es el caso de una nutrida comunidad india 
que habita en la República de Sudáfrica, donde 
también son víctimas del gobierno racista que 
los tiene sometidos y humillados, con una polí-
tica de segregación racial que condenamos ca-
tegóricamente. 

Es oportuno recordar que, hace apenas tres 
días, la República Argentina ha pasado a per-

tenecer al Comité Anti-Apartheid de las Nacio-
nes Unidas, juntamente con Bulgaria, India, 
China, Malta, Perú, Siria y Yugoslavia. 

Al rendir mi homenaje a la India estoy 
convencido de que la mejor manera de hacerlo 
—y digo esto como una expresión ferviente de 
deseos— es procurando que ese Comité Anti-
Apartheid, que está dedicado a estudiar los 
tremendos problemas que surgen del gobierno 
racista de Sudáfrica, logre su cometido y termine 
con el bochorno que significa el racismo en 
cualquier país del mundo. 

Nosotros, los justicialistas, entendemos que 
pertenecemos a esa universalidad donde todos 
los hombres son iguales y nos interesa tanto la 
defensa de los derechos humanos desde las fron-
teras hacia adentro como desde las fronteras 
hacia afuera, pues todos somos hermanos, cuales-
quiera que sean los dioses de nuestros credos, y 
porque nacemos, vivimos y morimos todos con 
la común esperanza de un futuro mejor. 

Rindo mi homenaje a la república federal 
de la India en la esperanza de que la comunidad 
que habita la República de Sudáfrica vea pronto 
superados sus problemas a través de la finali-
lización del gobierno racista de este país. 

En nombre de mi bloque, expreso nuestras 
más calidas felicitaciones y deseos de ventura 
a la República de la India. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para el mismo ho-
menaje tiene la palabra el señor diputado por 
la Capital Federal. 

Sr. Rabanal. — Señor presidente: deseo adhe-
rir, en nombre del bloque de la Unión Cívica 
Radical, al homenaje que hoy rinde esta Hono-
rable Cámara a la República de la India. 

Sería ocioso reiterar conceptos ya vertidos, 
por lo que me bastará destacar algunos elemen-
tos sustanciales de la India milenaria y de la 
contemporánea para advertir de qué manera la 
concepción filosófica de este pueblo —que llegó 
a ser significativa desde el punto de vista de 
su trascendencia en el mundo oriental— adqui-
rió también un hondo contenido de trascendencia 
humana. 

Al mismo tiempo, la India, durante los últimos 
cincuenta o sesenta años, libró, mediante métodos 
pacíficos, encabezada por el Mahatma Gandhi, 
una lucha de liberación que le permitió recu-
perar su soberanía territorial y que posibilitó 
que dicho país tuviera una presencia efectiva 
en el mundo. En la comunidad internacional, la 
India está actualmente a la cabeza de aquellos 
países que intentan quebrar el supuesto predo-
minio entre dos monopolios o entre dos ejes que 
están tratando de dividirse el mundo. 
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La India, primero con el Mahatma Gandhi y 
luego a través de la política seguida por el Pandit 
Nehru y de su pensamiento acerca de los no 
alineados, ha dado a la estructura de la orga-
nización de los países una nueva concepción, 
permitiendo que una llama de esperanza surja 
frente a la lucha que por el predominio mundial 
están disputando los dos colosos. 

Esa solidaridad que la Argentina ha expre-
sado reiteradas veces con el Movimiento de 
Países No Alineados nos lleva a coincidir con 
una república como la India que, a pesar de 
estar lejos, tiene con nosotros problemáticas 
comunes. 

Es por estos fundamentos que el bloque de 
la Unión Civica Radical adhiere a este homenaje. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Con las palabras 
pronunciadas por los señores diputados Paleari 
y Rabanal queda concretado el homenaje de la 
Honorable Cámara a la República de la India 
en su día nacional. 

11 
PLAN DE LABOR 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde pa-
sar al término reglamentario destinado a la con-
sideración del plan de labor de la Honorable 
Cámara. 

Por Secretaría se dará cuenta del plan de labor 
formulado por la Comisión de Labor Parla-
mentaria. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — El plan de labor 
propuesto por la Comisión de Labor Parlamen-
taria está integrado por los siguientes asuntos: 

Dictamen de la Comisión de Legislación Penal 
en las enmiendas introducidas por el Honorable 
Senado en el proyecto de léy que le fuera pa-
sado en revisión, por el que se modifica el Có-
digo de Procedimientos en Materia Penal en lo 
referente a excarcelación. 

Dictamen de las comisiones de Presupuesto y 
Hacienda, de Agricultura y Ganadería y de 
Comercio en el proyecto de ley del Poder Eje-
cutivo (que acompaña al mensaje 202) por el 
que se introducen modificaciones a la ley 21.740, 
relacionadas con el tratamiento fiscal de la con-
tribución en favor de la Junta Nacional de 
Carnes. 

Dictamen de las comisiones de Agricultura y 
Ganadería, de Comercio, de Presupuesto y Ha-
cienda y de Ciencia y Tecnología en el proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo (que acompaña al 
mensaje 212) por el que se restituye al Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria su plena 
autarquía institucional y financiera. 

Ordenes del día de término vencido: número 
4, que contiene el dictamen de las comisiones de 
Legislación del Trabajo y de Transportes en el 
proyecto de declaración del señor diputado Botta 
y otros señores diputados, sobre inclusión en el 
temario de la convocatoria a sesiones extraordi-
narias de un proyecto de ley por el que se re-
implanta el beneficio acordado a los periodistas 
profesionales por el artículo 14 de la ley 12.908; 
y número 8, que contiene el dictamen de la Co-
misión de Asuntos Constitucionales en el pro-
yecto de declaración del señor diputado Casale 
sobre la situación procesal del ciudadano boli-
viano Luis Arce Gómez. 

Proyectos que tienen acordada preferencia pa-
ra su tratamiento: proyecto de resolución de la 
señora diputada Briz de Sánchez sobre repara-
ción de la ruta nacional 11 en el tramo Resis-
tencia-Formosa (Orden de] Día N9 17); proyecto 
de resolución del señor diputado Ferré y otros 
señores diputados, de repudio por la visita del 
ministro de Defensa británico a las islas Malvi-
nas (Orden del Día N9 16); proyecto de decla-
ración del señor diputado Maglietti sobre habi-
litación de una línea de créditos de fomento para 
productores algodoneros de la provincia de For-
mosa. 

Proyectos para los cuales se ha solicitado tra-
tamiento sobre tablas en la Comisión de Labor 
Parlamentaria: proyecto de resolución del señor 
diputado Cardozo sobre creación de la Comisión 
de Asesoramiento de la Industria Automotriz, 
como comisión permanente de la Honorable 
Cámara (sin despacho de comisión). 

Dictámenes de comisión para los que deberá 
pedirse tratamiento sobre tablas: de la Comisión 
de Relaciones Exteriores y Culto, en la resolu-
ción del Honorable Senado por la que se invita 
a la Honorable Cámara a reingresar en el Parla-
mento Latinoamericano (Orden del Día N9 18); 
de la misma comisión, en la resolución del Ho-
norable Senado por la que se invita a la Hono-
rable Cámara a reingresar como Grupo Parla-
mentario Argentino en la Unión Interparlamen-
taria Mundial. 

Pedido de inserción de antecedentes relativos 
a la LXXI Conferencia Interparlamentaria, a 
celebrarse en Ginebra entre los días 2 y 7 de 
abril de 1984. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
plan de labor propuesto por la Comisión de 
Labor Parlamentaría. 

—Resulta afirmativa. 
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PEDIDOS DE INFORMES O DE PRONTO 
DESPACHO, CONSULTAS Y MOCIONES DE 

PREFERENCIA O DE SOBRE TABLAS 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde pasar 
al término reglamentario destinado a pedidos de 
informes o de pronto despacho, consultas y mo-
ciones de preferencia o de sobre tablas. 

Por Secretaría se dará cuenta de los pedidos 
de preferencia que los señores diputados han 
canalizado a través de la Comisión de Labor 
Parlamentaria. 

I 

Moción de preferencia 

Sr. Secretario (Belnicoff). — El señor diputado 
Cardozo solicita preferencia para su proyecto de 
declaración sobre inclusión en el temario de las 
sesiones extraordinarias de un proyecto de ley 
de suspensión de juicios por ejecución de mutuos 
hipotecarios. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por Buenos 

Aires. 
Sr. Bisciotti. — Solicito que la preferencia sea 

acordada para que el asunto se considere con 
despacho de comisión. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si 
se acuerda preferencia para que el proyecto de 
declaración del señor diputado Cardozo sea 
considerado en la sesión del 2 de febrero, con 
despacho de comisión. 

—Resulta afirmativa. 

n 
Moción de preferencia 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Se solicita prefe-
rencia para el proyecto de declaración del señor 
diputado Cassia y otros señores diputados, sobre 
inclusión en el temario de la convocatoria a se-
siones extraordinarias de un proyecto de ley 
modificatoria de la ley 22.667, de reconversión 
vitivinícola. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por Men-

doza. 
Sr. Manzano. — Señor presidente: como existe 

un grupo de proyectos sobre la cuestión vitivi-
nícola, propongo que se los trate en conjunto 
en la sesión del jueves venidero, con el respec-
tivo despacho de comisión. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Quiere decir, se-
ñor diputado, que usted propone la acumulación 
de proyectos sobre la cuestión vitivinícola. 

Sr. Manzano. — Así es, señor presidente. 
Sr. Díaz Lecam. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 

el señor diputado por San Juan. 
Sr. Díaz Lecam. — Señor presidente: quisiera 

advertir al autor del proyecto, cuya preferencia 
se ha solicitado, que la semana anterior se reu-
nieron los gobernadores de San Juan y Mendoza 
con el presidente de la Nación, doctor Alfonsín, 
con el propósito de llegar a un entendimiento 
con respecto a la modificación de esta ley. Pien-
so que procurar que se sancione un proyecto la 
semana venidera, sin consultar antes a los man-
datarios de San Juan, Mendoza y también de 
La Rioja, sería improcedente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Mendoza. 

Sr. Manzano. — Señor presidente: tengo en-
tendido que no se va al fondo de la cuestión, 
pues lo que se ha pedido es que la Cámara trate 
un proyecto de declaración por el que se so-
licita al Poder Ejecutivo la adopción de deter-
minadas medidas sobre la actividad vitivinícola. 

No debemos olvidar el principio republicano 
de la división de poderes, contemplado por la 
Constitución Nacional, por el cual cada poder 
tiene autoridad para tomar las medidas que 
considere pertinentes, en nuestro caso sin con-
sultar al Ejecutivo ni a las provincias. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por San Juan. 

Sr. Colombo. — Quiero agregar, señor pre-
sidente, que tratándose de un proyecto de de-
claración referido a la reconversión vitivinícola, 
compartimos absolutamente lo dicho por el se-
ñor diputado por Mendoza. Además, el proyecto 
tiene también como objetivo favorecer el diá-
logo entre los dos gobernantes de esas provin-
cias. 

De manera que esta expresión de anhelos de la 
Cámara la receptamos en la seguridad de que 
ayudará a la mejor solución de una imposter-
gable necesidad que es la de hallar el camino 
para salvar a la producción vitivinícola del tre-
mendo drama económico que soporta en estos 
momentos. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si 
se acuerda preferencia para la consideración, 
en la sesión del jueves venidero, de los proyec-
tos relativos a la cuestión vitivinícola, con des-
pache de comisión. 

—Resulta afirmativa. 
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Pedidos de pronto despacho 

Sr. Presidente (Pugliese). — Varios señores 
diputados han formulado pedidos de pronto 
despacha por intermedio de la Comisión de La-
bor Parlamentaria. Esta comisión ha decidido 
que se dé cuenta de todos los asuntos respecto 
de los cuales se solicita pronto despacho, con 
indicación de la publicación en que aparecen. 

Por Secretaría se dará lectura. 
Sr. Secretario (Belnicoff). — Proyecto de re-

solución del señor diputado Imbelloni y otros 
señores diputados por el que se solicitan infor-
mes al Poder Judicial sobre traspaso del capi-
tal accionario de Papel Prensa S.A. en la suce-
sión de David Graiver (Trámite Parlamentario 
N9 20, asunto I. 6). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Cardozo sobre inclusión en el temario de la 
convocatoria a sesiones extraordinarias de la sus-
pensión de los procesos judiciales de concursos 
y quiebras en etapa de liquidación (Trámite 
Parlamentario N9 10, asunto 1.1). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Masini y otros señores diputados sobre restable-
cimiento de la delegación San Rafael (Mendoza) 
de la Universidad Tecnológica Nacional (Trá-
mite Parlamentario N9 24, asunto II. 3). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Manzano y otros señores diputados sobre inclu-
sión en el período de sesiones extraordinarias de 
un proyecto de ley sobre fraccionamiento de vi-
nos en origen (Trámite Parlamentario N9 24, 
asunto II. 8). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Bordón González y otros señores diputados so-
bre adopción por el Poder Ejecutivo de distin-
tas medidas orientadas a revitalizar la produc-
ción vitivinícola (Trámite Parlamentario N9 24, 
asunto II. 10). 

Proyecto de resolución del señor diputado Ca-
sale por el que se solicitan informes al Poder 
Ejecutivo sobre préstamos concedidos a la Re-
pública de Bolivia entre el 24 de marzo de 1976 
y el 10 de diciembre de 1983 (Trámite Parla-
mentario N9 26, asunto II. 4). 

Proyecto de resolución del señor diputado 
Cardozo por el que se solicitan informes al Po-
der Ejecutivo sobre distintas cuestiones relativas 
a Fabricaciones Militares. 

Proyecto de resolución de los señores diputa-
dos Melón y Gurioli por el que se solicitan in-
formes al Poder Ejecutivo sobre la participación 
en el gasto nacional de los giros y remesas al 

exterior por pagos por uso de marcas, patentes 
y royalties (Trámite Parlamentario N9 28, asun-
to II. 4) . 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Masini y otros señores diputados sobre inclu-
sión en el temario de la convocatoria a sesiones 
extraordinarias de un proyecto de ley de modi-
ficación del régimen de comercialización del 
vino "turista" (Trámite Parlamentario N9 24, 
asunto II. 9). ^ ¡ 

Proyecto de resolución de la señora diputada 
Guzm.án y otros señores diputados por el que 
se solicitan informes verbales al señor ministro 
de Relaciones Exteriores y Culto sobre el estado 
de. las negociaciones por el conflicto limítrofe 
austral con Chile y los alcances de la declara-
ción de paz y amistad dada en la ciudad del 
Vaticano el 23 de enero de 1984. 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Casale sobre inclusión en el temario de la con-
vocatoria a sesiones extraordinarias de un pro-
yecto de ley por el que se disponga el pago del 
aguinaldo a jubiládos y pensionados sobre la 
base del 50 % del haber de junio y diciembre 
de cada año (Trámite Parlamentario N9 26, 
asunto II. 5). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Cardozo sobre inclusión en el temario de la con-
vocatoria a sesiones extraordinarias de un pro-
yecto de ley de promoción industrial (Trámite 
Parlamentario N9 28, asunto II. 5). 

Proyecto de declaración del señor diputado 
Cardozo sobre paralización de acciones contra 
empresas nacionales vinculadas a entidades ban-
carias o financieras liquidadas o en vías de li-
quidación a partir del 24 de marzo de 1976 y 
refinanciación de sus deudas (Trámites Parla-
mentario N9 28, asunto II. 6). 

Proyecto de resolución del señor diputado 
Gurioli y otros señores diputados por el que se 
solicitan informes al Poder Ejecutivo sobre los 
contratos de préstamo "Programa BID-Coni-
cet I" y "Proyecto Programa BID - Conicet II" 
(Trámite Parlamentario N9 29, asunto I. 2). 

Proyecto 'e declaración del señor diputado 
Rúbeo sobre inclusión en el temario de la con-
vocatoria a sesiones extraordinarias de un pro-
yecto de ley que contemple la suspensión de 
ejecuciones hipotecarias como consecuencia de 
la aplicación de la circular 1.050, sus modifi-
catorias y derivadas, la suspensión de juicios de 
desalojo, medidas procesales complementarias y 
soluciones transitorias para familias desalojadas 
(Trámite Parlamentario N9 29, asunto I. 5). 

Proyecto de resolución de la señora diputada 
De la Vega de Malvasio y otros señores dipu-
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tados sobre restitución de la placa recordatoria 
r-n memoria de la señora Eva Perón en su lugar 
de origen en el edificio de la Honorable Cá-
mara ce Diputados de la Nación (Trámite Par-
lamentario K° 22, asunto II. 15). 

SÍ. Presídante (Puglíese). — La Presidencia ha-
ce notar que el proyecto de resolución de! señor 
diputado Cardozo por el que se solicitan infor-
mes al Poder Ejecutivo solare distintas cuestio-
nes relativas a Fabricaciones Militares, y el pro-
yecto de resolución de la señora diputada Guz-
mán y otros señores diputados por el que se 
solicitan informes verbales al señor ministro de 
Relaciones Exteriores y Culto sobre el estado ! 
de las negociaciones por el conflicto limítrofe 
austral con Cbilc, no lian tenido entrada en la 
presente sesión, por lo que correspondería pre-
viamente que la Honorable Cámara se pronun-
cie acerca de si autoriza la entrada de dichos 
proyectos en esta sesión, conforme al artículo 
1501 del reglamento. 

Sí hay asentimiento, se dará entrada a los 
proyectos mencionados. 

—Asentimiento 

Sr. Presidente (Pugliese). — Si hay asentimien-
to, se comunicarán a las comisiones respectivas i 
los pedidos de pronto despacho de los que se 
ha dado cuenta por Secretaría. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Mendoza. 

Sr. Manzano. •— Señor presidente: entiendo 
que los proyectos sobre la actividad vitivinícola 
deberían estar excluidos de la lista de pedidos 
de pronto despacho, por haberse votado una 
preferencia para su. tratamiento conjunto, con 
despacho de comisión, en la sesión del día jueves 
2 de febrero. 

Sr, Presidente (Pugliese). — Así es, señor dipu-
tado. Lo que resolvió la Cámara previamente 
fue aprobar una moción de preferencia para, que 
en la sesión del jueves próximo se traten con 
despacho de comisión todos los proyectos refe-
rentes a la actividad vitivinícola. 

W 

Manifestaciones 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

1 Véase el testo cíe ambos proyectos de ¡resolución en 
í-1 Apéndice. (Páginas 889 y 93C.) 

Sr. Biseiotli. — Señor presidente; solicito qu© 
se reserve en la mesa de la Presidencia, para se?: 
tratado durante la presente sesión, el dictamen 
de la Comisión de Transportes en el proyecto- de 
resolución del que soy autor, por el que se soli-
cita la realización de las obras necesarias para 
dotar al puerto de Quequén de infraestructura 
adecuada. 

Sr. Presidente (Pugliese). — El dictamen a que 
se refiere el señor diputado no ha llegado a la 
mesa de la Presidencia. 

Sr. Bisciotti. — ¿Qué solución se puede ar-
bitrar? 

Sr. Presidente (Pugliese). — La que el señor 
diputado acaba de proponer. Si el dictamen llega 
a la mesa de la Presidencia, oportunamente se 
resolverá al respecto. En tal caso podría ser 
considerado como último tema, porque la Co-
misión, de Labor Parlamentaria ha resuelto que 
se consideren todos los dictámenes de comisión 
despachados por unanimidad. 

Sr. Bisciotti. — Tengo entendido que el presi-
dente de nuestro bloque ha aclarado la cuestión 
en su momento con la primera minoría, debido 
a una omisión en que se incurrió. 

i Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia 
comprende la inquietud del señor diputado, pero 

; no se puede tratar un dictamen si no se encuen-
tra en la mesa. 

Sr. Bisciotti. — Entonces, solicito que en cuan-
to el dictamen llegue a la mesa de la Presidencia 
se lo tenga en cuenta. 

Sr. Presidente (Pugliese). - • Así se hará, señor 
diputado. 

¥ 

Moción de preferencia 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Romano. — Formulo moción de preferen-
cia para que se trate en la sesión del miércoles 
próximo el proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
—remitido mediante su mensaje 214— por el 

i que se modifica la carta orgánica del Banco 
Hipotecario Nacional, transfiriendo su ámbito 
de actuación al Ministerio de Economía. 

Sr. Presidente (Pugliese). • • ¿El señor diputado 
solicita que el asunto sea considerado con des-
pacho de comisión? 

Sr. Romano. — Con despacho de comisiones, 
porque fue tratado conjuntamente por las comi-
siones de Finanzas y de Vivienda. 



Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración, 
la. moción de preferencia formulada por el señor 
diputado por la Capital, para que se trate en 
la sesión del miércoles L" de febrero, con des-
pacho de las respectivas comisiones, el proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo por el que se modi-
fica. la carta orgánica del Raneo Hipotecario 
Nacional. 

Se va a votar. 
—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda aprobada 
la moción. 

18 

CUESTION DE PRIVILEGIO 

Sr. Rodríguez Artusi - Pido la palabra para 
una cuestión de privilegio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Entre Ríos. 

Sr. Rodríguez ArtusL — Señor presidente: aca-
bo de tomsx conocimiento de un artículo' perio-
dístico aparecido en el diario "Ambito Finan-
ciero" hace varios días y suscrito por el es 
secretario de Hacienda Juan Alemana, denomi-
nado "Etica e impuesto", que agravia el decoro 
y los privilegios de esta Cámara. 

Como el mencionado artículo es muy extenso, 
voy a leer solamente lo que estimo son los tér-
minos más severos y que más nos agravian. 

Empieza diciendo: "Para quienes estamos con-
vencidos de que el problema argentino es bási-
camente moral y cultural y no económico y 
político, resulta muy grata la insistencia del 
presidente Alfonsín en la cuestión ética,. Pero, 
evidentemente, esto hay que aplicarlo a actos 
concretos de gobierno para que resulte creíble 
y contribuya, de ese modo, a modificar la ética 
colectiva de nuestra sociedad. El temía también 
tiene implicaciones impositivas". Refiriéndose 
concretamente a las dictas de los legisladores 
y a las remuneraciones que corresponden a car-
gos electivos, que gozan de la excepción del 
artículo 201 de la ley de impuesto a las ganancias, 
texto ordenado en 1977, el señor Juan Alentaran 
dice: "Es una inmoralidad que quienes no pagan 
el impuesto a las ganancias sobre sus ingresos de-
cidan sobre los impuestos que deben pagar ios 
demás. Como la exclusión abares, también al 
propio presidente de la Nación, sería realmente 
un ejemplo de conducta ética que el doctor Raúl 
Alfonsín propicie la eliminación del inciso men-
cionado. Sí él toma la iniciativa de pagar el im-

puesto a las ganancias sobre su remuneración 
de presidente de la Nación, difícilmente los se-
nadores y diputados puedan mantener su privi-
legio"". 

Sigue refiriéndose, en el artículo, a la evasión 
impositiva y a las defraudaciones al fisco, cali-
ficando también severamente —como correspon-
de— a dicha evasión. Con relación a. este aspec-
to dice: "La evasión tributaria constituye una 
inmoralidad endémica en la Argentina, raya 
magnitud anormal en el contexto internacional 
se correlaciona perfectamente con una sociedad 
corrompida hasta la médula". Y termina dicíen-
do: "Si no se hace —se refiere a la eliminación 
de la excepción señalada en la primera parte 
del artículo— es porque no se quiere. Pero es-
tonces no hablemos de ética5'. 

Es un artículo que innegablemente confunde 
excepciones legítimas que prevé la ley para los 
legisladores, para el presidente, para los jueces 
2, incluso, para los militares, con cuestiones de 
evasión impositiva. 

No podemos aceptar de ninguna manera que 
se diga que es inmoral que quien no paga el 
impuesto decida por los que deben pagar. Nos-
otros también decidimos aquí sobre el monto de 
nuestras dietas y nos resultaría muy fácil agre-
garle algunos pesos más y hacerlas gravables 
por el impuesto a las ganancias. Para dar un 
ejemplo, para el señor Alemann es moral y ético 
que tengamos una dieta de 130 pesos y pague-
mos 30 pesos de impuesto y es falto de moral y 
de ética que cobremos una dieta neta de 100 
pesos. Es la falacia con la que quiere crear con-
tusión. Para él también es inmoral que el presi-
dente de la República no propicie la deroga-
ción. De ninguna manera podemos aceptar que 
el señor Alemann pretenda que el presidente de 
la República —por más inmaculada que sea su 
persona—, a quien todos respetamos, nos dé las 
normas éticas a seguir. Hay una confusión de 
principios. 

Lo que nosotros debemos tener —tal cono 
ocurre— son dietas decorosas como para po-
der cumplir con el mandato de quienes nos 
han elegido y con el esfuerzo que nos pide la 
Nación, y para vivir con sencillez republicana. 
No tenemos ningún privilegio ni estamos vul-
nerando principios éticos y morales. Casualmen-
te, el texto de esta ley fue ordenado en el perío-
do en el que Juan Alemann estaba a cargo de 
la Secretaría de Hacienda de la República. Nos-
otros no hemos establecido esa excepción, perO' 
la defendemos porque vamos a fijar nuestras 
dietas con el sentido ótico y moral que cada 

i uno de nosotros tiene. 
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Por todas estas consideraciones estimo que es-
tán vulnerados los privilegios de esta Cámara. No 
es ese el patrón de la moralidad; es otro muy 
distinto. El señor Alemann habla del Proceso 
y del "antiproceso". Para él el Proceso es puro 
hasta que abandona la Secretaría de Hacienda 
y se transforma después en un Proceso inmoral, 
involucrando también este cambio el alejamiento 
del doctor Martínez de Hoz. 

Tampoco podemos aceptar que cuando se ha-
bla de evasión, se diga que en el "antiproceso" 
se fijaron desgravaciones para la industria. Con 
ello se omite el hecho más grave y bochornoso 
que ha ocurrido en la República en esa materia: 
la exención en el impuesto a las ganancias de 
los intereses usurarios que se pagaban en el sis-
tema financiero durante el período en el que 
el señor Alemann actuó como secretario de Ha-
cienda. Resulta importante señalar que dicha 
exención a los intereses devengados por las cajas 
de ahorro y por los depósitos a plazo fijo se 
estableció cuando las tasas eran negativas en la 
República Argentina. Sin embargo, el señor Juan 
Alemann la conservó cuando las tasas se con-
virtieron en extremadamente positivas y cuando 
surgió la mayor usura internacional conocida. 

Los capitales de afuera, constituidos por dó-
lares negros radicados en el exterior, fueron 
transformados en dinero a plazo fijo que, gra-
cias a la "tablita", obtenían una renta aproxima-
da del 50 por ciento a moneda constante. En 
el resto del mundo, la tasa de interés normal 
no superaba el 15 por ciento. Seguramente, si 
al 50 por ciento le agregamos la desgravación 
impositiva, la renta alcanzaría al 70 por ciento, 
según las escalas de las imposiciones medias a 
las ganancias que rigen en el exterior. Malicio-
samente, todas estas cuestiones son calladas por 
el señor Juan Alemann en este artículo. 

Estas actitudes me traen a la memoria las 
palabras de un hombre que interpretó profun-
damente el alma argentina, con sus flaquezas 
y grandezas. Se trata del recuerdo de la letra de 
un gran tango, escrito por Enrique Santos Dis-
cépolo: Cambalache. Hoy no sólo los inmorales 
nos han igualado, sino que también pretenden 
transformarse en los fiscales de los hombres de-
centes de la República Argentina. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde que 
la Cámara decida si la cuestión planteada tiene 
carácter preferente. 

Tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital. 

Sr. Stubrin (M.). — Señor presidente: solicito 
que la cuestión de privilegio planteada por el 

señor diputado Rodríguez Aitusi pase a la Co-
misión de Asuntos Constitucionales. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Reglamentariamen-
te corresponde que la Honorable Cámara re-
suelva por dos tercios de votos si la cuestión 
planteada tiene carácter preferente, y en caso 
contrario pasará a la Comisión de Asuntos Cons-
titucionales. 

Se va a votar. 

—Resulta negativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La cuestión plan-
teada pasará a la Comisión de Asuntos Consti-
tucionales. 

Se va a pasar al orden del día. 

14 
MODIFICACION DEL CODIGO 

DE PROCEDIMIENTOS EN MATERIA PENAL 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el dictamen de la Comisión de Legisla-
ción Penal en las enmiendas introducidas por 
el Honorable Senado en el proyecto de ley que 
le fuera pasado en revisión, por el que se modi-
fica el Código de Procedimientos en Materia 
Penal en lo concerniente a excarcelación. 

Por Secretaría se dará lectura del dictamen 
de comisión. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Legislación Penal ha considerado 
las modificaciones introducidas por el Honorable Se-
nado en el proyecto de ley que le fuera pasado en 
revisión, sobre la modificación del Código de Proce-
dimientos en Materia Penal sobre excarcelación, men-
saje 165 del Poder Ejecutivo nacional, v por las razones 
expuestas en el informe que so acompaña y las que 
dará el miembro Informante aconseja aceptar las modi-
ficaciones a los artículos 1» —referido a los artículos 
379 y 380 del Código de Procedimientos en Materia 
Penal— y 3', y desechar las modificaciones correspon-
dientes a los artículos 2» y 4®, todas del texto aprobado 
por el Honorable Senado. 

Sala de la comisión, 25 de enero de 1984. 

Lorenzo luán Córtese. — Balbino Pedro 
Zubiri. — Néstor Perl. — Oscar Néstor 
Caferri. — Juan Carlos Cactieüa. — Os-
valdo Comisar. — Torouato Enrique Fino. 
— Oscar Luján Fappiano. — Leopoldo 
Raúl Moreau. — Lionél Armando Suárez. 
— Muño Roberto. — Ramón Rosa Aguilar. 
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INFORME 

Honorable Cámara: 

Artículo 1» — Artículo 379: El Honorable Senado ha 
seguido el criterio del proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo respecto del primer párrafo del inciso 1« del 
artículo 379, motivo de tratamiento, esto es, la aplica-
ción a los efectos excarcelatorios del tope punitivo en 
abstracto de ocho (8) años de máximo de la pena pri-
vativa de libertad. 

La Comisión de Legislación Penal, que comparte el 
espíritu de los proyectos del Poder Ejecutivo, en cuanto 
son reflejo de una necesaria o Insoslayable humaniza-
ción y racionalización de la legislación penal, acogerá 
favorablemente, asimismo, las modificaciones al primer 
párrafo del inciso 1® del artículo 379. que introdujese 
la Cámara alta. 

Dicha actitud, sin embargo, deba enmarcarse dentro 
del campo jurídico-procesal a fin de cxplicitai las refe-
rencias de aplicación que deben darse al merituar el 
primer párrafo del Inciso 1« del artículo 379. 

Y es que dicha norma obviamente cuenta, a los efec-
tos de su Interpretación, ya sea para su concesión o 
denegatoria, con las objetivas valoraciones a que alude 
el artículo 380 en su nuevo texto proyectado, y en 
dicha perspectiva el juzgador apreciará ri existen válidas 
pautas para presumir que el imputado Intentará o no 
eludir la acción de la justicia. 

Sí ta aorma en estudio no contaro con los alcances 
explicítados ut supra, que son los que en definitiva les 
otorgan las legislaciones nacionales y comparadas más 
avanzadas en materia procesal, ss estaría desnaturali-
zando QO sólo su espíritu, sino el del instituto excarce-
latorio stricto sensu. 

Por otro lado, en el inciso 6® del artículo 379 el 
Honorable Senado ha Introducido un agregado que 
resulta aclaratorio, cual es "que en ningún caso deberá 
ser superior a dos (2) años". Creemos que aunque el 
texto del inciso proyectado por el Poder Ejecutivo y 
que acogiera sin modificaciones esta Honorable Cámara 
remito expresamente al término de) artículo 701 del 
Código de Procedimientos en Materia Penal, el agregado 
efectuado por el Honorable Senado realiza un aporto 
didáctico que esta comisión entiende puede mantenerse, 
v en dicho sentido "Je expida. 

Asimismo, el Honorable Senado introdujo una modi-
ficación al artículo 379, en cuanto Incluye una dispo-
sición que según su letra aparenta comprender los su-
puestos da los incisos 2«, 3° y 4® del articulado, al rezar 
que: "En todos los casos en que la excarcelación dependa 
del pedido fiscal, el tribunal podrá concederla cuando 
fundadamente estime quo dicho pedido es Inadecuado." 

Creemos quo dicha reforma sólo podría actuar en el 
supuesto del inciso 2® y cuando se tratare de delitos cuyas 
penas no excedan en su máximo de dos (2) años. Los 
supuestos da los Incisos 3® y 4® so verían técnicamente 
superados por el del segundo párrafo del inciso 1® y 
por el inciso 6®, respectivamente. No obstante, y aun 
cuando parte de la jurisprudencia ya so inclinó en el 
sentido de la reforma introducida por el Senado, creemos 

quo la norma tieno la propiedad de favorecer el a veces 
espinoso campo de la eségesis y, por ende, allanar las 
dificultades quo suelen transitar por nuestros tribunales. 
Ante lo expuesto, esta comisión so pronuncia a favor do 
las reformas introducidas por el Honorable Senado. 

Art. 2® — En el supuesto sub examen, la Cámara alta 
introduce una nueva norma posibilitadora de solturas, 
la cual tuvo creación en su seno, teda vez quo no ES 
hallaba inserta en el proyecto del Poder Ejecutivo, ni 
en el despacho de la Honorabls Cámara do Diputados. 

Luego de un exhaustivo análisis del supuesto en tra-
tamiento, la comisión ha llegado a las siguientes con-
clusiones: 

a) Que como hombres de derecho y ciudadanos 
de una república que a través de la recupera-
ción de sus instituciones tiene en la dignidad 
de ¡a persona su más caro exponente, expresa su 
enfática repulsa a manifestaciones que conlle-
ven prácticas violatorias a los más elementales 
principios de los derechos humanos, como !o 
son, sin duda, los apremios ilegales y las tor-
turas. En dicha perspectiva, asimismo, se pro-
nunció el Poder Ejecutivo, según se desprende 
del proyecto que ha enviado a ssto cuerpo 
propiciando las modificaciones del artículo 144 
tercero y la creación de los artículos 144 cuarto 
y quinto, todos riel Código Penal, y que en 
breve plazo esta Honorable Cámara ha de tratar; 

b) No obstante lo expuesto precedentemente, c in-
gresando de lleno en el campo de las cuestiones 
de iure, la comisión ha entendido que el artícu-
lo en análisis incurre, no obstante sus buenas in-
tenciones en una omisión conceptual, toda vez 
que busca soluciones a supuestos específicos quo 
encuentran su respuesta en el armónico juego 
entre diversas normas procedimentales. En efec-
to, el Código Procesal cuenta con disposiciones 
que prevén las inquietudes que trae aparejado 
el despacho del Honorable Senado, tales como 
la de los artículos 319, 320, 509 y concordan-
tes y se halla avalado, asimismo, por innume-
rables antecedentes jurisprudenciales y doctri-
narios; 

c) La comisión ha entendido además que la re-
forma propugnada por el Honorable Senado, 
por su desmedida amplitud, sin duda, más allá 
de su innecesariedad legislativa, según se expli-
citare ut supra constituiría un semillero de con-
flictos y cuestionamientos que seguramente le 
daría al precepto un efecto de boomerang, es 
decir, desvirtuaría peligrosamente el sentido que 
el legislador le ha querido dar a la norma, esti-
mulando la constante autolcsión de quienes qui-
sieran beneficiarse por dicha vía de la disperxión 
de tratamiento. 

Art. 3® — Respecto de la modificación efectuada por 
el Honorable .senado, siendo ésta de forma y no de 
fondo, la comisión la acoge favorablemente. 

Art — En el artículo que se ingresa a analizar, 
el Honorable Senado ha modificado el mismo, disminu-
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yendo a 40 días de promulgada la presente ley el tér-
mino de comienzo de vigencia del inciso 6"? del nuevo 
artículo 379. 

En los fundamentos de dicha posición se aduce que 
el referido térmico, esto es. los 40 días, se compatibi-
liza con el plazo con que cuenta el juez para dictar 
sentencia, según lo establece nuestra legislación procesal 
en su articulo 494. 

Entendemos que en nada se compadece el criterio 
utilizado por el Honorable Senado para el supuesto de 
tratamiento, ya que se trata obviamente de dos situacio-
nes absolutamente disímiles El supuesto temporal que 
prevé el artículo 4? proyectado por el Poder Ejecutivo 
y ap.iyado poi esta Honorable Cámara descansa en una 
necesidad práctica poi todos conocida, cual es el con-
siderable atraso de nuestros tribunales en las causas que 
por ante ellos tramitan. Nadie puede desconocer esta 
realidad so pena de creai situaciones que podrían 
volverse contra los propios encausados El término de 
normalización debe tener la extensión mínima que per-
mita no dictar sentencia como se sostuvo, sino agotar 
el procedimiento en todas sus instancias. 

En consideración a los fundamentos expuestos, esta 
comisión sostiene el término de 180 días de su despacho 
en consonancia con el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo. 

Lorenzo Juan Córtese. 

Los artículos de la sanción del Honorable 
Senado desechados por la comisión son: 

Artículo 2« — Agrégase como artículo 379 bis, el si-
guiente texto: 

Cuando en la causa hubiesen mediado apremios ile-
gales o torturas o se hubiese cometido cualquier otro 
delito en la persona del procesado, el tribunal podrá 
conceder la excarcelación cuando entienda que la pro-
longación de la privación de libertad lesiona principios 
constitucionales o cuando la excarcelación no genera el 
peligro de que el procesado intente eludir la acción de 
la justicia. 

Artículo 4o — El inciso 6 ' del nuevo artículo 379 
empezará a regir después de los cuarenta (40) días 
de promulgada la presente ley. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor miembro informante. 
Sr. Córtese. — La Comisión de Legislación Pe-

* nal consideró las reformas introducidas por el 
Honorable Senado al proyecto de ley que le fue-
ra pasado en revisión y por el que se modifica 
el Código de Procedimientos en Materia Penal 
en lo concerniente a excarcelación. Lo ha hecho 
sin ningún tipo de condicionamientos que pudie-
ran haberse originado en la fijación de posiciones 
anteriores Obviamente, se trata de sancionar la 
mejor legislación para el tema en análisis, con-
siderando la totalidad de las razones que deter-
minan la política legislativa en materia excar-

celatoria para estos tiempos de la República, pero 
sin por ello apartarse del marco científico en 
que debe encuadrarse el asunto. 

Por sobre todas las cosas, aun en estos aspec-
tos debemos manejarnos con esa realidad, a fin 
de poder dar a la sociedad argentina una legis-
lación que nos aparte de fenómenos pendulares 
durante los cuales sectores minúsculos parecen 
impulsarnos —desde largo tiempo— a decisiones 
que no son las pretendidas por las mayorías po-
pulares. Y aun en estos aspectos de orden es-
trictamente científico debemos también legislar 
para todo el país, respetando esas posiciones, 
para arribar —porque es voluntad de este pueblo 
emanada del último comicio— a la efectiviza-
ción de una democracia social que posibilite que 
la justicia social no sea una aspiración mera-
mente demagógica, para que el estado de dere-
cho impere en serio para esta y futuras genera-
ciones, para que la libertad del hombre no que-
de reducida a meras declamaciones. 

El Honorable Senado introdujo modificaciones 
al inciso 1° del artículo 379 del Código de Pro-
cedimientos en Materia Penal, retornando por esa 
vía al concepto del proyecto remitido por el Po-
der Ejecutivo. 

Para precisar sobre el particular la voluntad de 
este Parlamento creo que debemos clarificar ana-
lizando las manifestaciones del miembro infor-
mante de la Cámara alta "Una se refiere —dijo— 
a los delitos pasibles de una pena de hasta ocho 
años de prisión a los que por esta reforma co-
rrespondería condena condicional; la otra, a los 
delitos pasibles de más de ocho años de prisión, 
a los que a juicio del juzgador y por circuns-
tancias personales del procesado pueda corres-
ponder penas de ejecución condicional." 

Cuando tratamos este tema, propusimos la mo-
dificación en los términos ya conocidos por esta 
Cámara. Fue aprobada; hoy nos rectificamos. Es-
tamos todos en el camino por la búsqueda de 
una humanización para este fenómeno carcelario 
argentino. Pero en esta rectificación debemos 
tener profunda claridad, porque si se vuelve al 
proyecto original —que no tendrá, como preten-
de decirse, efectos prácticos y concretos de la 
magnitud que se sostiene— debemos decir que 
no es cierto lo que sostiene el miembro infor-
mante del Honorable Senado. No se trata de dos 
supuestos en los que siempre la posibilidad de 
la condena de ejecución condicional sea la de-
terminante del derecho excarcelatorio. Son dos 
supuestos distintos. Fracasará la técnica legisla-
tiva porque se desechó originalmente una de las 
causales, que no fue por ello materia de análisis 
en aquel momento. Hubiéramos preferido indi-
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vidualizar, como lo hace el artículo 315 del Có-
digo de Córdoba, los dos supuestos en sendos 
incisos. 

Pero debemos clarificar por qué vamos a apo 
yar la modificación del Senado. Son dos supues-
tos totalmente distintos: uno. con un tope de 
hasta ocho años de pena máxima y en el cual 
no se requiere que resulte procedente la condena 
de ejecución condicional, ya que es ese tope en 
abstracto el que determina la procedencia de la 
excarcelación. El otro supuesto se resuelve in-
dependientemente de que quede o no compren-
dido en esa situación. Allí, deberá ser proceden-
te la condena de ejecución condicional para 
conceder la excarcelación. 

En cuanto al alcance que se pretende dar a 
esta modificación, debemos reincidir en nuestras 
afirmaciones anteriores: no tendrá la practicidad 
pretendida, porque esta modificación está ligada 
naturalmente con la del Código Penal en cuanto 
a su artículo 26. En ella se extiende el plazo a 
tres años y, en consecuencia, el supuesto que 
ahora se incorpora fijando un tope de ocho años 
excluye toda posibilidad concreta de encontrar 
figuras que caigan en él y no queden compren-
didas en la condena de ejecución condicional. 
Sólo el artículo 209 del Código Penal cuando se 
refiere a la instigación a cometer delitos o a la 
violencia colectiva —con calificación de delito 
subversivo—, da un supuesto que podría quedar 
comprendido, ya que la escala de pena se fija 
entre cuatro y ocho años. La derogación de tal 
norma ha sido propuesta por el Poder Ejecutivo. 
Por ser una disposición de contenido político po-
demos vaticinar que, en cualquiera de las hipó 
tesis interpretativas, será derogada por este Con-
greso. 

Solamente entonces esta modificación por la 
que se vuelve al proyecto originario comprende-
rá casos concretos en que, no resultando proce-
dente la condena de ejecución condicional con 
incriminaciones bajas que encuentran un tope de 
ocho años, el juez necesite esta norma para el 
otorgamiento de este derecho excarcelatorio. Pe-
ro es éste un supuesto en donde la no proceden-
cia de la condena de ejecución condicional estará 
marcando claramente límites naturales para el 
juzgador, al tener éste que buscar en el artículo 
380 el análisis concreto de los elementos obstati-
vos para la concesión de la excarcelación. 

Para los casos de reincidentes, debemos decir 
que el código no se enrola en las corrientes que 
impiden la excarcelación, como lo hacen, en 
ejemplos que podemos citar, algunos códigos del 
país, como el de Mendoza en su artículo 318. 
Pero como el artículo 380 tendrá que ser valo-

rado por el juzgador, es allí donde encontrará 
seguramente, en el caso del reincidente, un ele-
mento de consideración que lo podrá llevar a la 
conclusión de que ese hombre queda atrapado 
por la alternativa de la norma que menciono: la 
de intentar eludir la acción de la justicia. 

La practicidad que el Honorable Senado pre-
tende darle a esta norma no tendrá ese alcance, 
porque el artículo 380 constituirá a veces un 
elemento objtativo que comprenderá casi todos 
los supuestos. 

De todas formas, interpretada la norma con 
estos alcances y considerando que puede cons-
tituir un aporte más a la humanización de la 
situación carcelaria actual, creemos que la mo-
dificación propuesta por el Senado debe recep-
tarse favorablemente, posibilitando así el acele-
ramiento del trámite de aprobación de este pro-
yecto de ley. Por otra parte, esta norma está 
encuadrada dentro de los sistemas que mantie-
nen el supuesto que había aprobado anterior-
mente, el de la procedencia de la condena de 
ejecución condicional como determinante de la 
excarcelación. Más allá de aquel análisis en 
abstracto que hicimos en ocasión del tratamien-
to anterior del proyecto por esta Honorable Cá-
mara, aceptamos la reforma. 

Con referencia al artículo 3" del proyecto, la 
comisión también se ha pronunciado en sentido 
favorable. Se trata de una modificación mera-
mente formal, que aceptamos, por lo cual —y a 
fin de no entorpecer la rapidez de la tramita-
ción del despacho— creo innecesario proceder 
a la lectura del artículo en la nueva versión 
aprobada por el Honorable Senado. 

En el análisis del inciso del mencionado 
artículo 379, la Honorable Cámara de Senadores 
incorpora la expresión "que en ningún caso de-
berá ser superior a dos años". Entendemos que 
esta modificación debe ser igualmente recepta-
da porque tiene alcances didácticos y aclarato-
rios. En realidad, cuando se mencionaba el ar-
tículo 701, en la fijación del tiempo de detención, 
determinante en consecuencia del plazo, está-
bamos estableciendo desde ya que el mismo se-
ría de dos años; por lo tanto, el agregado incor-
porado por el Senado clarifica aún más el tema. 

De la misma forma nos pronunciamos en cuan-
to a la incorporación que se propone hacer al 
artículo 379, último párrafo. Esta nueva disposi-
ción dice: "En todos los casos en que la excarce-
lación dependa del pedido fiscal, el tribunal 
podrá concederla cuando fundadamente estime 
que dicho pedido es inadecuado". Aceptamos 
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esa incorporación, aunque entendemos que no 
tendrá el alcance que pretende darle el Hono-
rable Senado. Ello está expresado en el informe 
de la comisión, por lo que simplemente voy a 
agregar que, en su alcance práctico, esta norma 
estaría comprendida en los supuestos del inciso 39 

del artículo 379, es decir, aquellos casos en que 
el pedido fiscal puede ser considerado por el 
juzgador como excesivo y, de tal manera, resul-
tar posible, con posterioridad a ese dictamen, la 
interpretación de que la excarcelación es pro-
cedente por tratarse de una condena de ejecu-
ción condicional. 

Para este supuesto en especial, que es el que 
en definitiva aparece como más relevante, esta 
norma resulta innecesaria porque el propio in-
ciso l 9 está dándole al juez la herramienta para 
disponer la excarcelación, inclusive antes del 
pedido fiscal. En todo momento, cuando el juz-
gador entienda que puede corresponder, debe 
conceder la excarcelación aunque no exista pe-
dido. 

De todas maneras aceptamos esta modifica-
ción, que puede llegar a favorecer a algún su-
puesto concreto, en especial los del inciso 2 9 del 
artículo 379. 

Nos oponemos a las modificaciones propues-
tas en los artículos 2 9 y 49. El artículo 2(? agrega 
como artículo 379 bis un nuevo supuesto excar-
celatorio. Entendemos que la causal que de-
termina esta norma —haber mediado apremios 
ilegales o torturas o haberse cometido cualquier 
delito en la persona del procesado— llama a la 
sensibilidad de todos, pero aun partiendo del 
concepto de que al imputado no se le pueden 
extraer confesiones ni obtenerse elementos pro-
batorios a través de la violencia, y que esos vi-
cios, que fueron realmente usuales en tiempos 
recientes, deben quedar en el olvido en este 
país, consideramos que tal incorporación sin an-
tecedentes legislativos resulta inadecuada. 

La propia Constitución, en su artículo 18, da 
una solución genérica y comprensiva para to-
dos los procesos al establecer que nadie puede 
ser obligado a declarar contra sí mismo; si tal 
cosa sucediera, ella deberá poner luz para su-
perar esa realidad. Pero ya el propio Código de 
Procedimientos, en sus artículos 319, 320 y 509, 
establece las soluciones concretas a la regla-
mentación de ese derecho constitucional. 

Por lo expuesto, el artículo proyectado por el 
Senado supone riesgos gravísimos, ya que pre-
senta dificultades en su aplicación, porque de 
mantenerse esa norma se estaría constituyendo 

un prejuicio de tortura como condicionante del 
derecho excarcelatorio. 

Lo más grave es que al tener esta situación 
solución a través de los carriles normales del de-
recho procesal y de las disposiciones del derecho 
constitucional, la incorporación propuesta crea-
ría, seguramente, un semillero de conflictos, en 
los que la piedra filosofal de la libertad —para 
algunos— podría estar constituida por la auto-
lesión. 

Por las razones expuestas, consideramos que 
la modificación propuesta en el artículo 29 de la 
sanción del Honorable Senado debe ser recha-
zada. 

También nos oponemos a la modificación que 
se propone mediante el artículo 49 de la sanción 
del Senado, cuya materia ya fue tratada con 
amplitud en el debate anterior, El miembro in-
formante del Honorable Senado sostuvo que 
otorgar un plazo de 40 días para el dictado de 
la sentencia es suficiente. Debemos responder 
una vez más que no se trata de dictar sentencias 
sino de agotar todo el procedimiento, en todas 
las instancias. 

Razones de seguridad jurídica imponen, en 
este tránsito hacia un avance legislativo proce-
sal, una tolerancia de por lo menos seis meses, 
para tener la certeza de que todas las causas se 
van a agotar. Por eso, la comisión en pleno re-
chaza la modificación propuesta. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Formosa. 

Sr. Fappiano. — Señor presidente: nuestro blo-
que va a votar favorablemente en general el 
dictamen producido por la Comisión de Legisla-
ción Penal. 

Este despacho es el resultado del trabajo con-
junto de todos los miembros de la Comisión de 
Legislación Penal. El pensamiento expuesto en 
ella ha sido explicitado en forma clara y adecua-
da por el señor miembro informante de la co-
misión, quien me precediera en el uso de la 
palabra. 

Por lo expuesto, sólo cabe remitirnos a sus 
dichos, así como al informe que acompaña al 
despacho, el cual lamentablemente no ha sido 
leído. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia 
aclara al señor diputado que el informe que 
acompaña al dictamen, si bien no ha sido leído 
por Secretaría, aparecerá transcrito en el Dia-
rio de Sesiones, según es de práctica, por cons-
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tituir parte integrante de dicho dictamen. Sin 
perjuicio de ello, si el señor diputado así lo so-
licita, se procederá a dar lectura del informe. 

Sr. Fappiano. — Así lo solicito, señor presi-
dente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por Secretaría se 
dará lectura del informe. 

—Se lee l . 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa en el uso 
de la palabra el señor diputado por Formosa. 

Sr. Fappiano. — Sólo deseo añadir, con rela-
ción al artículo 379 bis propuesto por el Hono-
rable Senado, que su incorporación —que no 
tiene precedentes en el derecho comparado— 
implicaría desnaturalizar la esencia del instituto 
excarcelatorio. No negamos que el tema de las 
torturas o apremios ilegales merezca tratamien-
to legislativo, pero pensamos que ello debe ser 

.materia de una normativa propia e independien-
te que abarque todas las implicancias posibles, 
incluso, la que trata dicho artículo, y que no pro-
duzca la desnaturalización a que me he referi-
do precedentemente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
despacho de la comisión. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — El despacho de la 
comisión está compuesto por una sola cláusula. 
La Presidencia entiende en consecuencia que lo 
que acaba de aprobarse es la sanción original 
de la Honorable Cámara, con las modificaciones 
introducidas por el Honorable Senado a los 
artículos 1 ' y 39. Por lo tanto, el artículo l 9 

queda redactado en la forma propuesta por el 
Senado de la Nación; el artículo 29, como lo san-
cionó la Cámara de Diputados; el artículo 39, 
con la modificación introducida por el Honora-
ble Senado, y el artículo 49 se suprime y pasa a 
ser de forma. 

Sr. Córtese. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 

el señor diputado por Córdoba. 
Sr. Córtese. — Hemos votado el artículo l 9 en 

la forma propuesta por el Honorable Senado. 
El artículo 29, según el texto que aprobó el Se-
nado, se suprime. El artículo 39 se aprobó, y el 

artículo 49 de la sanción del Senado queda en 
los términos propuestos por el Poder Ejecutivo 
y aprobados por la Cámara de Diputados. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia in-
terpreta que lo que habría quedado en firme es 
el texto del artículo 29 aprobado por la Cámara 
de Diputados, que establece que el inciso 6 9 del 
nuevo artículo 379 empezará a regir después de 
los 180 días de promulgada la presente ley. Lo 
que la comisión ha propuesto es la supresión 
del artículo 49 sancionado por el Honorable 
Senado. 

Sr. Córtese. — Que quedaría redactado en la 
forma aprobada por la Cámara de Diputados 

Sr. Presidente (Pugliese). — Pero como artícu-
lo 29, ya que se suprime el artículo 29 de la san-
ción del Senado. 

Si hay asentimiento con respecto a la interpre-
tación que hace la Presidencia del pronuncia-
miento que acaba de producir la Honorable Cá-
mara, se cursará la comunicación pertinente al 
Honorable Senado. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se comunicará al 
Honorable Senado 
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MODIFICACION DE LA LEY 21.740 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el dictamen de las comisiones de Presu-
puesto y Hacienda, de Agricultura y Ganadería 
y de Comercio en el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se introducen modificacio-
nes a la ley 21.740, relacionadas con el trata-
miento fiscal de la contribución en favor de la 
Junta Nacional de Carnes. 

Por Secretaría se dará lectura del dictamen de 
las comisiones. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Dictamen de las comisiones 

Honorable Cámara: 

Las comisiones de Presupuesto y Hacienda, de Agri-
cultura y Ganadería y de Comercio han considerado el 
mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por 
el que se introducen modificaciones a la ley 21.740, 
relacionadas con el tratamiento fiscal de la contribu-
ción en favor de la Junta Nacional de Carnes y, por las 

1 Véase el texto del informe en la página 910 
1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pági-

na 962.) 
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razones expuestas en el informe que se acompaña y 
las que dará el miembro informante, aconsejan su 
sanción. 

Sala de las comisiones. 18 de enero de 1984. 

Rubén F. Rabanal. — Juan F Elizalde. — 
Julio A. Migliozzi. Diego R. Guelar. — 
Lionel A. Suárez. — Erasmo Goti. — Fe-
lipe Zingale, — Juan J. CavaUarí. — Luis 
A. Asensio. — Federico Austerlitz — Al-
berto Bonino. — Luis Cabello. — Rubén 
Cantor. — Florencio Carranza. — Raúl Ca-
rrizo. — Norberto L. Copeüo. — Miguel D. 
Dovena. — Oscar L. Fappiano. — José A. 
Furque. — Héctor E. González. — Raúl 
H. González. — Norberto Imbeüoni. — 
Emilio Ingaramo. — Alejandro Manzur. — 
Belarmino f . Martin. — Salvador Ma-
tus. — lorge R. Matzkin. — Héctor M. 
Maya. — Raúl Al Milano. — Miguel P. 
Monserrat. — Arturo Negrx. — Luís Or-
gambide. — Artemio Patino. — Alberto 
Prone. — Rubén liapadm. — Cleto Rau-
ber. — Antonio A. Rodríguez. — Jesús 
Rodríguez. — losé Rodríguez Artusi. — 
Lisandro Silvero — Marcelo Stubrin. — 
Balbino Zubiri. 

P R O Y E C T O DE L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Articulo 1» — Modificase la ley 21.740 y sus mo-
dificaciones en la siguiente forma: 

1. Sustitúyese el inciso a¡ del articulo 16, por ei 
siguiente: 

a) Una contribución de hasta el uno por cien-
to (1 %) del valor que se asigne a la pri-
mera venta de carne con destino al con-
sumo interno, de las especies a que se 
refiere el artículo 2». 

2. Elimínanse los párrafos cuarto v quinto del ar-
tículo 17. 

3. Sustitúyese el sexto párrafo del articulo 17, poi 
el siguiente: 

La Junta Nacional de Carnes establecerá la 
forma y plazo para efectuar el ingreso del gra-
vamen de esta ley en los bancos autorizados 

Art. 2v — La presente ley entrará en vigor a partii 
de su sanción; no obstante, la sustitución prevista en el 
punto 1 del artículo 1« producirá efectos respecto de 
cómputos generados por ventas realizadas a partir de la 
entrada en vigencia del decreto 271/83. 

Art. 3 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

INFORME 

Honorable Cámara: 
El proyecto de ley por el que se introducen reformas 

a la ley 21.740, deja sin efecto la disposición que auto-
rizaba a computar como crédito fiscal en el impuesto al 

valor agregado la contribución de hasta el uno por cien-
to (1 %) del valor de la primera venta de carne con 
destino al consumo interno que fijaba el artículo 2» de 
la citada norma, en favor de la Junta Nacional de Carnes. 

Al suprimirse este párraio se tiene en cuenta que, de-
rogada la aplicación del valor agregado para las carnes 
carece de sentido que el recurso se mantenga como cré-
dito fiscal de un débito fiscal que ha dejado de existir. 
Es por ello que, en el mensaje que acompaña al pro-
yecto, se justifica procedentemente la reforma al artículo 
mencionado "en razón del cambio del tratamiento fiscal 
que en el citado gravamen se ha establecido a partir 
del l v de enero de 1984 para las operaciones que mo-
tivan el ingreso de la misma, por imperio del decreto 
271/83". 

Asimismo, en cuanto a su percepción y depósito, eli-
mina el ingreso que en forma conjunta debía realizarse 
con la Dirección General impositiva. 

Con las modificaciones propuestas se tiende a agilitar 
la percepción de recursos a favor de la Junta Nacional 
de Carnes a la vez que le permitirá desenvolverse con 
total autonomía al prescindir de la coparticipación de 
los mismos. 

Por lo expuesto, solicito a la Honorable Cámara su 
aprobación. 

Rubén F. Rabanal. 

ANTECEDENTE 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1983. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 

Tengo el honor de dirigirme a vuestra honorabilidad, 
a efectos de someter a su consideración el adjunto pro-
yecto de ley, por el que se introducen reformas a su 
similar 21.740. 

La medida propiciada elimina la disposición conte-
nida en la citada que autorizaba computar como cré-
dito fiscal en el impuesto al valor agregado la contri-
bución creada en favor de la Junta Nacional de Carnes, 
todo ello en razón del cambio de tratamiento fiscal que 
en el citado gravamen se ha establecido a partir del 1' 
de enero próximo para las operaciones que motivan ei 
ingreso de la misma, por imperio del decreto 271/83. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 
RAÚL R . ALFONSÍN. 

Antonio A. Tróccoli. — Bernardo Grinspun. 

—Ocupa la Presidencia el señor vicepresi-
dente 2? de la Honorable Cámara, don Adam 
Pedrini. 

Sr. Presidente (Pedrini). — En consideración 
en general. 

Tiene la palabra el señor diputado por Santa 
Fe. 

Sr. Milano. — Señor presidente: se encuentra 
en consideración el proyecto de ley por el cual 
se introducen modificaciones a la ley 21.740, de 
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la Junta Nacional de Carnes, y por el cual se crea 
una contribución del uno por ciento como re-
curso genuino de su presupuesto, en reemplazo 
de anteriores formas de ingresos. 

Iniciar el tratamiento de este tema sin antes 
reconocer las funciones de este organismo esta-
tal desde su creación, significaría desconocer 
parte de la historia misma de la Argentina. 

Hace 50 años, el 26 de diciembre del año 1933, 
se creaba la Junta Nacional de Carnes como or-
ganismo estatal. Su finalidad principal estaba 
referida al control, desarrollo y promoción de la 
producción de carnes y de su comercialización. 

Este organismo no nació por casualidad en 
el país. Surgió en un momento en que la Argen-
tina pasaba por circunstancias muy difíciles des-
de el punto de vista económico. Como respuesta 
a esta crisis de la ganadería argentina y a la in-
tensa labor desarrollada por los monopolios de 
la industria frigorífica, el Estado argentino se ve 
ante la necesidad de crear esta Junta Nacional 
de Carnes, organismo que recién empieza a de-
sarrollar su Jabor con total firmeza cuando se 
crea, el 31 de mayo de 1935, la Corporación Ar-
gentina de Productores de Carnes, lo que hoy 
conocemos por CAP. Esta segunda institución, 
creada por la Junta Nacional de Carnes, permite 
comenzar a trabajar decididamente en el pro-
yecto y modelo de país deseado y con una par-
ticipación total en la comercialización de carnes. 

Para aquellos que hoy tenemos el honor de 
ocupar una banca es difícil olvidar que esta 
creación de la Junta Nacional de Carnes se vio 
envuelta en una década muy complicada de la 
Argentina. Tanto es asi que hasta la misma Cá-
mara de Senadores debió soportar la muerte de 
un famoso legislador, como fue Lorenzo Bor-
dabehere, cuando se discutía el tema de las car-
nes, allá por los años '30. Lo que ocurre es que 
esta Junta Nacional de Carnes en cierta forma 
fue el puñal que se clavó en medio de esa ne-
fasta comercialización que sufría el país por par-
te de los monopolios frigoríficos internacionales, 
fundamentalmente británicos, aunque posterior-
mente se agregaron norteamericanos. 

Este organismo, que decididamente comenzó 
a controlar el trabajo de la comercialización y 
la exportación de carnes en la Argentina, en cin-
cuenta años de labor no sólo ha desarrollado una 
próspera tarea, sino que permitió reelaborar, en 
cierta forma, el modelo de comercialización que 
el país quería. Además, permitió lograr una 
reubicación de la producción cárnea de la Ar-
gentina. No sólo hizo posible comenzar a armar 
el mercado interno y externo de carnes, sino que 
también, por medio de su sistema de clasifica-

ción y tipificación, logró elaborar un mecanismo 
de parámetros y estándares por el cual se con-
trolaba el consumo interno de carnes y la ex-
portación a terceros países. 

Esta Junta Nacional de Carnes ha llevado a 
cabo una tarea que, no por menos ímproba en 
esta etapa actual, la coloca en la necesidad de 
desarrollarse con mayor celeridad y amplitud. 
No debemos olvidar que las exportaciones ar-
gentinas, que allá por la década del 30 consti-
tuían el 50 por ciento del total de las exporta-
ciones mundiales, han decaído a niveles alar-
mantes, situándose en un 4 por ciento de dicho 
total. Y como si esto por sí solo no fuera preocu-
pante, la industria cárnea argentina ha ido 
perdiendo, con el paso del tiempo, su ubicación 
en mercados tradicionales, con lo cual se ha visto 
en la necesidad de abocarse a la muy difícil tarea 
de incorporar nuevos mercados para colocar la 
producción. 

En ese sentido, en los últimos años la Junta 
Nacional de Carnes ha debido desarrollar una 
labor ímproba para lograr contactos bilaterales 
y convenios comerciales, como pocas veces se 
había visto en el país. Hoy podemos decir con 
satisfacción que casi el 70 por ciento de lo que 
el país está exportando se hace en función de 
los acuerdos bilaterales que ha concertado la 
Junta Nacional de Carnes con países como 
Egipto, Irán, Rusia y otros que integran el mer-
cado del Medio Oriente. Por ello debemos re-
marcar, en relación con este importante organis-
mo que traemos a consideración, que hay que 
definir un criterio de absoluta autarquía y li-
bertad de movimiento, enmarcado en un proyec-
to económico global. 

Pero, yendo al caso particular, podemos decir 
que este proyecto de ley establece una contri-
bución de hasta el uno por ciento del valor de 
la primera venta de carne con destino al con-
sumo interno. Suplanta al inciso a) del artículo 
16 de la ley 21.740, donde en virtud del sistema 
que surge de la ley del impuesto al valor agre-
gado se había determinado que la Junta Na-
cional de Carnes obtendría recursos a través de 
un crédito fiscal del uno por ciento. 

A partir del 1° de enero de este año el im-
puesto al valor agregado deja de gravar los 
consumos de carne. Por otra parte, si fuéramos 
más coherentes, encontraríamos que este sistema 
de crédito fiscal afecta directamente al artículo 
7<? de la ley 20.221, ya que las provincias podrían 
entender que se retiran fondos recaudados me-
diante el impuesto al valor agregado, que les 
corresponderían en virtud de sus convenios de 
coparticipación. 
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Por los motivos expuestos se ponen a consi-
deración de esta Honorable Cámara las modi-
ficaciones introducidas a la ley 21.740, con la 
finalidad de desarrollar todas aquellas tareas 
que harán que la Junta Nacional de Carnes sepa 
cumplir en el futuro con los importantes pro-
yectos que el país necesita y requiere. 

Sr. Presidente (Pedrini). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Santa Fe. 

Sr. Druetta. — Señor presidente: retomando el 
espíritu general de la exposición del señor di-
putado que me precedió en el uso de la palabra, 
quiero recoger un hecho central que gravita en 
forma fundamental en la economía de nuestro 
país: la elaboración y el desarrollo de una po-
lítica de carnes que realmente permita a la Ar-
gentina recuperar el papel que alguna vez le 
cupo en su historia. 

Indudablemente, en el futuro de la humanidad 
estamos destinados a ser uno de los países pro-
veedores de carnes y granos que han de per-
mitir la alimentación de gran parte de la pobla-
ción mundial. Recupero este espíritu porque en 
él se encuentra la razón fundamental que nos 
facilitará constituirnos en un país rico, tanto en 
el presente como en el futuro. Para ello debe-
mos ser capaces de asumir y desarrollar en toda 
su integridad una política agropecuaria que per-
mita poner en marcha el papel que jugaron para 
nuestra patria las carnes de todo tipo. 

La última ley aprobada por el régimen mi-
litar sobre el tema que nos ocupa, la 21.740, ha 
transformado a una herramienta vital en la his-
toria de la política de carnes en nuestro país 
en un mero organismo administrativo. Cum-
pliendo con una nefasta tarea de incremento 
macrocefálico del aparato estatal, se ha trans-
formado a la Junta Nacional de Carnes en un 
simple ente burocrático que no brinda ningún 
aporte al objetivo central de que el Estado se 
constituya en un elemento regulador de la po-
lítica de carnes para el consumo interno y de 
la política de comercialización en el mercado 
internacional. 

Por ello reivindico ante esta Honorable Cá-
mara el espíritu de la ley 20.535, dictada en 
1973, que establecía para la Junta Nacional de 
Carnes los elementos centrales a los que debía 
adecuarse y definía con claridad meridiana los 
objetivos de una política de carnes en la Ar-
gentina. Así, en el inciso l 9 de su artículo lv 

enunciaba que es misión de la Junta Nacional 
de Carnes: primero, evitar prácticas monopóli-
cas que lesionen el interés nacional; segundo, 
estructurar regímenes de comercialización que 
permitan hacer frente adecuadamente a los mo-

nopolios de la importación; tercero, alcanzar una 
producción cuantitativa y cualitativa óptima, 
acorde con [os recursos humanos, naturales y 
tecnológicos que posee el país. Y en otro de 
sus artículos hacía referencia clara al aspecto de 
la comercialización, definiéndose en el sentido 
de que la comercialización externa de los pro-
ductos de la ganadería, agricultura, recursos vi-
vos del agua y demás productos de la fauna y 
subproductos esté a cargo del Estado nacional 
con carácter competitivo o exclusivo, por inter-
medio de los servicios v mecanismos estableci-
dos en tal norma. 

Es imperioso que definitivamente demos por 
tierra con la ley de facto 21.740, implementando 
nuevamente el espíritu de nuestra ley de carnes 
a fin de recuperar el lugar que a nuestro país 
le cabía en el contexto mundial del comercio 
de carnes. Esta herramienta es fundamental 
para concretar eficazmente una política de in-
dependencia económica, sobre la que se cimen-
te la soberanía política a fin de viabilizar la jus-
ticia social en el seno de la sociedad argentina. 

La ley 20.535 destinaba a un fondo especial 
aportes concretos de quienes durante muchas 
décadas han sido los artífices de la política de 
industrialización de carnes. Me refiero a quie-
nes no han figurado con títulos rimbombantes, 
pero quienes con toda humildad desde el siglo 
pasado han constituido la pléyade de los pri-
meros trabajadores de la industria nacional. Se 
trata de los trabajadores de la carne, que en el 
siglo pasado, en los mataderos y saladeros, fue-
ron quienes gestaron las bases mismas de esta 
promisoria actividad económica nacional, que 
hoy posibilita que a través de su eficiente tec-
nología la Argentina brinde su producción cár-
nea al mundo entero. Esta ley 20.535 disponía 
un aporte concreto de hasta el 15 por ciento de 
la contribución especial que se retenía con des-
tino al Instituto de Servicios Sociales para el 
Personal de la Industria de la Carne. 

La dictadura militar ha oprobiado el destino 
de esta Nación; y siguiendo su tradición de qui-
tar a los trabajadores todos sus derechos adqui-
ridos a través de incesantes luchas y gestas san-
cionó la ley 21.740, lo que ha importado que 
desde entonces la obra social para el personal 
de la industria de la carne tuviera que arancelar 
todos los servicios y prestaciones médicas, re-
ducir en un 30 por ciento los reintegros por gas-
tos de farmacia e incluso suprimir el seguro por 
fallecimiento. Y hasta los planes de turismo, que 
en ese entonces eran sostenidos por medio de 
este aporte, hoy tienen que ser solventados con 
recursos provenientes de fondos sindicales. 
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Quicru recalcar el espíritu de la anterior ley 
de carnes para que se lo tenga presente al de-
rogar la ley 21.740 y para cuando se dicte la 
nueva legislación de fondo en la materia. En el 
futuro inmediato se debe contemplar aquel 
aporte concreto para los trabajadores de la car 
ne. Ksta industria —que es una de las más su 
tridas para sus obreros por lo insalubre de) 
trabajo y por las enfermedades que provienen 
de él— debe leeibir los elementos necesarios 
para contar con una obra social realmente po 
derosa que les dé a estos trabajadores, verdade 
ros constructores de la pirámide industrial ar 
gentina, el lugar que les corresponde en nuestra 
estructura social. Quiero exhortar al conjunto 
de los bloques que aquí se encuentran y a los 
distintos partidos políticos a que en un futuro 
no muy lejano sancionemos una ley de carnes 
que permita recuperar el destino de las carnes 
argentinas como producto fundamental para 
construir la independencia económica, la sobe-
ranía política y la justicia social. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pedrini). — Tiene la palabra el 
señor diputado por la Capital Federal. 

Sr. Manny. — Señor presidente: deseo nueva-
mente dejar constancia de que en el análisis de 
estos temas el bloque de la Unión del Centro 
Democrático tiene un enfoque diferente con mi-
ras, fundamentalmente, a una cuestión de técni-
ca presupuestaria. 

Por ese motivo, en este como en otros proyec-
tos somos partidarios de la unidad de trata-
miento de las medidas económicas. Este enfoque 
no va en realidad al fondo de los asuntos, en 
muchos de los cuales podemos estar de acuerdo, 
pero en este caso nos lleva a no firmar el des-
pacho. 

Deseaba entonces dejar constancia de este 
criterio para dar sentido a las observaciones he-
chas en comisión. 

Sr. Presidente (Pedrini). — Se va a votar en 
general el dictamen de las comisiones. 

—Resulta afirmativa 

Sr. Presidente (Pedrini). — En consideración 
en particular el artículo l9 . 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

—Resulta afirmativa. 
—Sin observaciones, se vota v aprueba cJ 

artículo 2<?. 
—El artículo 3? es de forma. 
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Sr. Presidente (Pedrini). — Queda sancionado 
el proyecto de ley \ 

Se comunicará al Honorable Senado. 

16 

INSTITUTO NACIONAL DE TECNOLOGIA 
AGROPECUARIA 

Sr. Presidente (Pedrini). — Corresponde con-
siderar el dictamen de las comisiones de Agri-
cultura y Ganadería, de Comercio, de Presu-
puesto y Hacienda y de Ciencia y Tecnología 
en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo por 
el cual se restituye al Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria su plena autarquía 
institucional y financiera. 

Por Secretaría se dará lectura del dictamen. 
Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Dictamen de comisiones 

Honorable Cámara: 

Las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Co-
mercio, de Presupuesto y Hacienda y de Ciencia y Tec-
nología, han tomado en consideración el mensaje y 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el cual se 
restituye al Instituto Nacional de Tecnología Agrope-
cuaria su plena autarquía institucional y financiera; y, 
por las razones expuestas en el informe escrito y las 
que dará el miembro informante, aconsejan la sanción 
del siguiente 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1« — El Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria se regirá exclusivamente por su ley orgá-
nica y sus decretos reglamentarios sin sujeción a las 
normas que limiten su autarquía y las facultades que 
tiene asignadas. 

Art. 2» — Incorpórase como inciso a) del artículo 16 
del decreto ley 21.680, de fecha 4 de diciembre de 1956, 
ratificado por la ley 14.467 y sus modificaciones, el si-
guiente: 

a) El producido de una contribución ad valórem 
del uno con cincuenta centésimos por ciento 
(1 ,50%) , que se aplicará sobre las exportacio-
nes de las mercaderías comprendidas en las par-
tidas de la Nomenclatura del Consejo de Coo-
peración Aduanera (NCCA), que se detallan 
en la lista anexa al presente inciso con sus res-

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 964.) 
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pcctivas observaciones, efectuadas bajo el régi-
men establecido en la sección IV, título I, capí-
tulo segundo del Código Aduanero (ley 22.415). 

Estarán exentas de dicha contribución las ex-
portaciones de mercaderías beneficiadas con una 
exención general de tributos en virtud de lo es-
tablecido en el Código Aduanero y su regla-
mentación. 

Salvo disposición expresa dirigida a las con-
tribuciones, las exenciones generales de tributos 
previstas en disposiciones que no integran el 
Código Aduanero o su reglamentación, no com-
prenden a la contribución a que se refiere este 
inciso. 

El Poder Ejecutivo queda facultado para mo-
dificar la lista anexa al presente inciso mediante 
incorporaciones o eliminaciones. Las eliminacio-
nes no podrán exceder del diez por ciento (10 %) 
del monto total de los fondos que hubieran re-
sultado de la aplicación de la contribución en 
el año 1983, tomados a precios constantes. Anual-
mente el Poder Ejecutivo dará cuenta al Hono-
rable Congreso de la Nación del uso que ha he-
cho de esta facultad. 

La aplicación, percepción y fiscalización de 
esta contribución estará a cargo de la Adminis-
tración Nacional de Aduanas, rigiendo las pre-
visiones del artículo 761 del Código Aduanero 
y su recaudación será acreditada diariamente a 
la orden del Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria a través del Banco de la Nación 
Argentina. 

Art. 3 ' - - Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 
Sala de las comisiones, 18 de enero de 1984. 

Rubén F. Rabanal. — Juan F. C. Elizalde. 
— Jorge V. Chehin. — Lkmel A. Suá-
rez. — Erasmo A. Goti. — Felipe Zingalc. 
— Juan J. Cavallari. — Luís A. Asentio. — 
Alberto G. Camps. — Rubén Cantor. — 
Pedro J. Capuano. — Raúl A. C. Carrizo. 
— Norberto L. Copello. — Lorenzo J. 
Cortese. — Dolores Díaz de Agüero. — 
Héctor E. González. — Horacio H. Ruar-
te. — Emüio F. lngaramo. — Miguel A. 
Khoury. — Zelmar R. Leale. — Santiago 
M. López. — Alejandro Manzur. — Be-
lamino P. Martín. — Miguel J. Martínez 
Márquez. — Salvador L. Matus. — Raúl 
M. Milano. — Arturo J. Negri. — Hugo 
D. PiucÜl. — Alberto J. Prone. — Rubén 
A. Rapacini. — Cleto Rauber. — Antonio 
A. Rodríguez. — Jesús Rodríguez. — 
José L. Rodríguez Artusi. — Lisandro A. 
Süvero. — Adolfo L. Stubrin. — Marcelo 
Stúbrin. — Carlos A. Vidal. — Jorge H. 
Zavaley. — Balbino P. Zubiri. 

En disidencia: 
Julio A. Migliozzi. — Diego R. Guelar. — 

Norberto Imbelloni. — Luis M. Urriza. 
— Luis V. Cabello. — Artemio A. Pa-
tiño. — Raúl H. González. — Federico 
Austerlitz. — Florencio Carranza. — Luis 
O. Orgambide. — Mario A. Gurloli. 

LISTA ANEXA AL INCISO a) DEL ARTICULO 16 DEL DECRETO LEY 21.680/56 

Partida NCCA Texto de la partida Observaciones 

01.01 Caballos, asnos y mulos, vivos. 
01.02 Animales vivos de la especie bovina, incluso los del 

género búfalo. 
01.03 Animales vivos de la especie porcina. 
01.04 Animales vivos de las especies ovina y caprina. 
01.05 Aves de corral, vivas. 

01.06 Otros animales vivos. 
02.01 Carnes y despojos comestibles de los animales com-

prendidos en las Partidas 01.01 a 01.04, ambas inclu-
sive, frescos, refrigerados o congelados. 

02.02 Aves de corral muertas y sus despojos comestibles (ex-
cepto los hígados), frescos, refrigerados o congelados. 

02.03 Hígados de ave frescos, refrigerados, congelados, salados 
o en salmuera. 

02.04 Las demás carnes y despojos comestibles, frescos, refri-
gerados o congelados. 

02.05 Tocino, con exclusión del que tenga partes magras (en-
treverado), grasas de cerdo y grasas de ave de corral 
sin prensar ni fundir, ni extraídas por medio de disol-
ventes, frescos, refrigerados, congelados, salados o en 
salmuera, secos o ahumados. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Excluidas las de un peso unitario 
que no exceda de 185 gramos. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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Par t ida N C C A T u to de la part ida Observaciones 

02.08 Carnes y despojos comestibles de cualquier clase (con 
exclusión de los hígados de aves), salados o en salmuera, 
secos o ahumados. 

04.01 Leche y nata, frescas, sin concentrar ni azucarar. 

04.02 Leche y nata, conservadas, concentradas o azucaradas. 

04.03 Mantequilla. 
04.04 Quesos y requesón. 

04.05 Huevos de ave y yemas de huevo, frescos, desecados o 
conservados de otra forma, azucarados o no. 

04.06 Miel natural. 

04.07 Productos comestibles de origen animal, no expresados 
ni comprendidos en otras partidas. 

05.02 Cerdas de jabalí y de cerdo; pelo de tejón y otros pelos 
para cepillería; desperdicios de dichas cerdas y pelos. 

05.03 Crines y sus desperdicios, incluso en capas con soporte 
de otras materias o sin él. 

05.04 Tripas, vejigas y estómagos de animales (excepto los de 
pescado), enteros o en trozos. 

05.07 Pieles y otras partes de aves provistas de sus plumas 
o de su plumón, plumas y partes de plumas (incluso 
recortadas) y plumón, en bruto o simplemente limpia-
dos, desinfectados o preparados para su conservación; 
polvo y desperdicios de plumas o de partes de plumas. 

05.08 Huesos y núcleos córneos, en bruto, desgrasados o sim-
plemente preparados (pero sin recortar en forma deter-
minada), acidulados o desgelatinizados; polvo y desper-
dicios de estas materias. 

05.09 Marfil, concha de tortuga, cuernos, astas, pezuñas, uñas, 
garras y picos, en bruto o simplemente preparados, pero 
sin cortar en forma determinada, incluidos los desperdi-
cios y el polvo; barbas de ballena y de animales similares, 
en bruto o simplemente preparadas, pero sin cortar en 
forma determinada, incluidos las barbillas y desperdicios. 

05.14 Ambar gris, castóreo, algalia y almizcle; cantáridas y 
bilis, incluso desecadas, sustancias animales utilizadas pa-
ra la preparación de productos farmacéuticos, frescas, re-
frigeradas, conceladas o conservadas provisionalmente de 
otra forma. 

05.15 Productos de origen animal no expresados ni compren-
didos en otras partidas; animales muertos de los ca-
pítulos 1 o 3, impropios para el consumo humano. 

07.01 Legumbres y hortalizas, en fresco o refrigeradas. 

07.02 Legumbres y hortalizas, cocidas o sin cocer, congeladas. 

07.03 Legumbres y hortalizas en salmuera o presentadas en 
agua sulfurosa o adicionada de otras sustancias que ase-
guren provisionalmente su conservación, pero sin estar 
especialmente preparadas para su consumo inmediato. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidos el marfil y la concha 
de tortuga, únicamente. 

Sin exclusiones. 

Excluidos los animales muertos 
del capítulo 3, únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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Partida NCCA Texto de la partida Observaciones 

07.04 Legumbres y hortalizas, desecadas, deshidratadas o eva-
poradas, incluso cortadas en trozos o rodajas o bien 
trituradas o pulverizadas, sin ninguna otra preparación. Sin exclusiones. 

07.05 Legumbres de vaina secas, desvainadas, incluso mon-
dadas o partidas. Sin exclusiones. 

07.06 Raíces de mandioca, arrurruz, salep, batatas, boniatos, y 
demás raíces y tubérculos similares, ricos en almidón o 
inulina, incluso desecados o troceados; médula de sagú. Sin exclusiones. 

08.01 Dátiles, plátanos, piñas (ananás), mangos, mangostanes, 
aguacales, guayabas, cocos, nueces del Brasil, nueces de 
cajuil (de anacardos o de marañones), frescos o secos, 
con cáscara o sin ella. Sin exclusiones. 

08.02 Agrios frescos o secos. Sin exclusiones. 
08.03 Higos frescos o secos. Sin exclusiones. 
08.04 Uvas y pasas. Sin exclusiones. 
08.05 Frutos de cáscara (distintos de los comprendidos en la 

partida 08.01) frescos o secos, incluso sin cáscara o 
descortezados. Sin exclusiones. 

08.06 Manzanas, peras y membrillos, frescos. Sin exclusiones. 
08.07 Frutas de hueso frescas. Sin exclusiones. 
08.08 Bayas frescas. Sin exclusiones. 
08.09 Las demás frutas frescas. Sin exclusiones. 
08.10 Frutas cocidas o sin cocer, congeladas, sin adición de 

azúcar. Sin exclusiones. 
08.11 Frutas conservadas provisionalmente (por ejemplo, por 

medio de gas sulfuroso, o en agua salada, azufrada ó 
adicionada de otras sustancias que aseguren provisional-
mente su conservación), pero impropias para el consu-
mo, tal como se presentan. Sin exclusiones. 

08.12 Frutas desecadas (distintas de las comprendidas en las 
partidas 08.01 a 08.05, ambas inclusive). Sin exclusiones. 

08.13 Cortezas de agrios y de melones, frescas, congeladas, 
presentadas en salmuera, en agua sulfurosa o adiciona-
da de otras sustancias qu easeguren provisionalmente su 
conservación, o bien desecadas. Sin exclusiones. 

09.02 Té. Sin exclusiones. 
09.03 Yerba mate. Sin exclusiones. 
09.09 Semillas de anís, badiana, hinojo, cilantro, comino, alca-

ravea y enebro. Sin exclusiones. 
09.10 Tomillo, laurel y azafrán; las demás especias. Sin exclusiones. 
10.01 Trigo y morcajo o tranquillón. Sin exclusiones. 
10.02 Centeno. Sin exclusiones. 
10.03 Cebada. Sin exclusiones. 
10.04 Avena. Sin exclusiones. 
10.05 Maíz. Sin exclusiones. 
10.06 Arroz. Sin exclusiones. 
10.07 Alforfón, mijo, alpiste y sorgo; los demás cereales. Sin exclusiones. 
11.01 Harinas de cereales. Sin exclusiones. 
11.02 Grañones y sémolas; granos mondados, perlados, parti-

dos, aplastados o en copos, excepto el arroz de la par-
tida 10.06; gérmenes de cereales, enteros, aplastados, en 
copos o molidos. Sin exclusiones. 
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Part ida N C C A Texto de la partida Observaciones 

11.04 Harinas de las legumbres de vaina secas comprendidas 
en la partida 07.05 o de las frutas comprendidas en el 
capítulo 8, harinas y sémolas de sagú y de las raíces 
y tubérculos comprendidos en la partida 07.06. Sin exclusiones. 

11.05 Harinas, sémolas y copos de patatas. Sin exclusiones. 
11.07 Malta, incluso tostada. Sin exclusiones. 
11.08 Almidones y féculas, inulina. Sin exclusiones. 
11.09 Gluten de trigo, incluso seco. Sin exclusiones. 
12.01 Semillas y frutos oleaginosos, incluso quebrantados. Sin exclusiones. 
12.02 Harinas de semillas y de frutos oleaginosos, sin desgra-

sar, excepto la de mostaza. Sin exclusiones. 
12.03 Semillas, esporas y frutos, para la siembra. Sin exclusiones. 
12.04 Remolacha azucarera (incluso en rodajas), en fresco, 

desecada o en polvo; cana de azúcar. Sin exclusiones. 
12.06 Lúpulo (conos y lupulino). Sin exclusiones. 
12.09 Paja y cascabillo de cereales, en bruto, incluso picados. Sin exclusiones. 
12.10 Remolacha, nabos y raíces forrajeras; heno, alfalfa, espar-

ceta, trébol, coles forrajeras, altramuces, vezas y demás 
productos forrajeros análogos. Sin exclusiones. 

13.02 Goma laca, incluso blanqueada; gomas, gomorresinas, 
resinas y bálsamos naturales. Sin exclusiones. 

14.01 Materias vegetales empleadas principalmente en cestería 
o espartería (mimbre, caña, bambú, roten, junco, rafia, 
paja de creales limpiada, blanqueada o teñida, cortezas 
de tilo y análogos). Sin exclusiones. 

14.02 Materias vegetales empleadas principalmente como re-
lleno (miraguano, crin vegetal, crin marina y similares), 
incluso en capas con soporte de otras materias o sin él. Sin exclusiones. 

14.03 Materias vegetales empleadas principalmente en la fa-
bricación de.escobas y cepillos (sorgos, piasava, grama, 
tampic oy análogos), incluso en torcidas o en haces. Sin exclusiones. 

15.01 Manteca, otras grasas de cerdo y grasas de aves de co-
rral, prensadas, fundidas o extraídas por medio de di-
solventes. Sin exclusiones. 

15.02 Sebos (de las especies bovina, ovina y caprina) en bruto, 
fundidos o extraídos por medio de disolventes, incluidos 
los sebos llamados "primeros jugos". Sin exclusiones. 

15.03 Estearina solar; oleoestearina; aceite de manteca de cerdo 
y oleomargarina no emulsionada, sin mezcla ni prepara-
ción alguna. Sin exclusiones. 

15.05 Suintina y sustancias grasas derivadas, incluida la la-
nolina. Sin exclusiones. 

15.06 Las demás grasas y aceites animales (aceite de pie de 
buey, grasa de huesos, grasa de desperdicios, etc.). Sin exclusiones. 

15.07 Aceites vegetales fijos, fluidos o concretos, brutos, pu-
rificados o refinados. Sin exclusiones. 

15.08 Aceites animales o vegetales cocidos, oxidados, deshidra-
tados, sulfurados, soplados, polimerizados o modificados 
por otros procedimientos. Sin exclusiones. 

15.10 Acidos grasos industríales, aceites ácidos procedentes del 
refinado, alcoholes grasos industriales. Sin exclusiones. 

15.11 Glicerina, incluidas las aguas y lejías glicerinosas. Sin exclusiones. 
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Part ida NOCA T e x t o de la partida Observac iones 

15.12 Aceites y grasas animales o vegetales, parcial o total-
mente hidrogenados, y aceites y grasas animales o vege-
tales solidificados o endurecidos por cualquier otro pro-
cedimiento, incluso refinados, pero sin preparación ul-
terior. 

15.13 Margarina, sucedáneos de la manteca de cerdo y demás 
grasas alimenticias preparadas. 

15.17 Degrás; residuos procedentes del tratamiento de las ma-
terias grasas o de las ceras animales o vegetales. 

16.01 Embutidos de carne, de despojos comestibles o de sangre. 

16.02 Otros preparados y conservas de carnes o de despojos 
comestibles. 

16.03 Extractos y jugos de carne; extractos de pescados. 

20.01 Legumbres, hortalizas y frutas, preparadas o conservadas 
en vinagre o en ácido acético, con sal, especias, mostaza 
o azúcar o sin ellos. 

20.02 Legumbres y hortalizas preparadas o conservadas sin 
vinagre ni ácido acético. 

20.03 Frutas congeladas con adición de azúcar. 

20.04 Frutas, cortezas de frutas, plantas y sus partes, confitadas 
con azúcar (almibaradas, glaceadas o escarchadas). 

20.05 Purés y pastas de frutas, compotas, jaleas y mermeldas, 
obtenidos por cocción, con o sin adición de azúcar. 

20.06 Frutas preparadas o conservadas de otra forma, con b 
sin adición de azúcar o de alcohol. 

20.07 Jugos de frutas (incluidos los mostos de uva) o de le-
gumbres y hortalizas, sin fermentar, sin adición de al-
cohol, con o sin adición de azúcar. 

21.06 Levaduras naturales vivas o muertas; levaduras artificia-
les preparadas. 

23.01 Harinas y polvo de carne y de despojos, de pescados, de 
crustáceos o moluscos, impropios para la alimentación 
humana; chicharrones. 

23.02 Salvados, moyuelos y demás residuos del cernido, de la 
molienda o de otros traamientos de los granos de cerea-
les y de leguminosas. 

23.03 Pulpa de remolacha, bagazo de caña de azúcar y otros 
desperdicios de la industria azucarera; heces de cerve-
cería y de destilería; residuos de la industria del almidón 
y residuos análogos. 

23.04 Tortas, orujo de aceitunas y demás residuos de la ex-
tracción de aceites vegetales, con exclusión de las borras 
o heces. 

23.06 Productos de origen vegetal del tipo de los que se uti-
lizan en la alimentación de los animales, no expresados 
ni comprendidos en otras partidas, 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Extractos y jugos de carne, única-
mente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidas harinas y polvos de 
pescado, de crustáceos o molus-
cos, únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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23.07 Preparados forrajeros con adición de melazas o de azú-
car; otros preparados del tipo de los que se utilizan en 
la alimentación de los animales. Sin exclusiones. 

24.01 Tabaco en rama o sin elaborar; desperdicios de tabaco. Sin exclusiones. 

31.01 Guano y otros abonos naturales de origen animal o vege-
tal, incluso mezclados entre sí, pero no elaborados quí-
micamente. Sin exclusiones. 

35.01 Caseína, caseinatos y otros derivados de la caseína; colas 
de caseína. Sin exclusiones. 

35.02 Albúminas, albuminatos y otros derivados de las albú-
minas. Sin exclusiones. 

35.03 Gelatinas (comprendidas las presentadas en hojas corta-
das de forma cuadrada o rectangular, incluso trabajadas 
en su superficie o coloreadas) y sus derivados; colas de 
huesos, de pieles, de nervios, de tendones y similares 
y colas de pescado; ictiocola sólida. Excluidas las colas de pescado 

y la ictiocola sólida, únicamente. 

35.04 Peptonas y otras materias proteicas (con exclusión de las 
enzimas de la partida 35.07) y sus derivados; polvo 
de pieles, tratado o no al cromo. Sin exclusiones. 

35.05 Dextrina y colas de dextrina; almidones y féculas solu-
bles o tostados; colas de almidón o de fécula. Sin exclusiones. 

41.01 Cueros y pieles en bruto (frescos, salados, secos, enca-
lados, piquelados), incluidas las pieles de ovinos con 
su lana. Sin exclusiones. 

41.02 Cueros y pieles de bovinos (incluidos los de búfalo) y 
pieles de equinos, preparados, distintos de los especifi-
cados en las partidas 41.06 y 41.08. Sin exclusiones. 

41.03 Pieles de ovinos preparadas, distintas de las compren-
didas en las partidas 41.06 y 41.08. Sin exclusiones. 

41.04 Pieles de caprinos preparadas, distintas de las compren-
didas en las partidas 41.06 y 41.08. Sin exclusiones. 

41.05 Pieles preparadas de otros animales, distintas de las com-
prendidas en las partidas 41.06 y 41.08. Sin exclusiones. 

41.06 Cueros y pieles gamuzados. Sin exclusiones. 

41.08 Cueros y pieles barnizados o metalizados. Sin exclusiones. 

41.09 Recortes y demás desperdicios de cuero natural, artificial 
o regenerado y de pieles, curtidos o apergaminados, no 
utilizables para la fabricación de artículos de cuero o de 
piel; aserrían, polvo y harina de cuero. Sin exclusiones. 

43.01 Peletería en bruto. Sin exclusiones. 

43.02 Peletería curtida o adobada, incluso ensamblada en na-
pas, trapecios, cuadrados, cruces o presentaciones aná-
logas; sus desperdicios y retales, sin coser. Sin exclusiones. 

44.01 Leña; desperdicios de madera, incluido el aserrín. Sin exclusiones. 

44.02 Carbón vegetal (incluido el carbón de cáscara y huesos 
de frutos), esté o no aglomerado. Sin exclusiones. 
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44.03 Madera en bruto, incluso descortezada o simplemente 
desbastada. 

44.04 Madera simplemente escuadrada. 

44.05 Madera simplemente aserrada en sentido longitudinal, 
cortada en hojas o desenrollada, de más de 5 milímetros 
de espesor. 

44.07 Traviesas de madera para vías férreas, 
44.09 Flejes de madera; rodrigones hendidos; estacas y esta-

quillas de madera, aguzadas, sin aserrar longitudinal-
mente; madera en tablillas, láminas o cintas; madera 
hilada; madera triturada en forma de plaquitas o de 
partículas; viruta de madera de los tipos utilizados en la 
fabricación de vinagre o para la clarificación de líqui-
dos; madera simplemente desbastada o redondeada, pero 
sin tornear, curvar, ni haber sufrido otro trabajo, para 
bastones, paraguas, mangos de herramientas y similares. 

44.12 Virutilla (lana) de madera; harina de madera. 
44.13 Madera (incluidas las tablas o frisos para entarimados, 

sin ensamblar), cepillada, ranurada, machihembrada, con 
lengüetas, rebajes, chaflanes o análogos. 

44.14 Maderas simplemente aserradas longitudinalmente, cor-
tadas o desenrolladas, de espesor igual o inferior a 5 
milímetros; chapas y madera para contrachapados, de 
igual espesor. 

44.22 Barriles, cubas, tinas, cubos y demás manufacturas de 
tonelería y sus partes, de madera, incluidas las duelas. 

44.28 Otras manufacturas de madera. 

53.01 Lana sin cardar ni peinar. 

53.02 Pelos finos u ordinarios, sin cardar ni peinar. 

53.05 Lana y pelos (finos u ordinarios), cardados o peinados. 

54.01 Lino en bruto (mies de lino), enriado, espadado, rastri-
llado (peinado), o tratado de otra forma, pero sin hilar; 
estopas y desperdicios, de lino (incluidas las hilachas). 

54.02 Ramio en bruto, descortezado, desgomado, rastrillado 
(peinado) o tratado de otra forma, pero sin hilar; esto-
pas y desperdicios, de ramio (incluidas las hilachas). 

55.01 Algodón sin cardar ni peinar. 

55.02 Linters de algodón. 

57.01 Cáñamo ("Cannabis sativa") en rama, enriado, agrama-
do, rastrillado (peinado) o trabajado de otra forma, 
pero sin hilar; estopas y desperdicios, de cáñamo (inclui-
das las hilachas). 

57.02 Abacá (cáñamo de Manila o "Musa Textilis") en rama, 
rastrillado (peinado) o trabajado de otra forma, pero 
sin hilar; estopas y desperdicios, de: abacá (incluidas las 
hilachas). 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Duelas únicamente. 

Adoquines de madera, madera 
preparada para fósforos y clavos 
(estaquillas) de madera para cal-
zado, únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidos estopas y desperdicios 
de lino (incluidas las hilachas), 
únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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57.03 

57.04 

Yute y demás fibras textiles del líber no expresadas ni 
comprendidas en otra partida, en bruto, descortezadas 
o tratadas de otro modo, pero sin hilar; estopas y des-
perdicios de estas fibras (incluidas las hilachas). Sin exclusiones. 

Las demás fibras textiles vegetales en rama o trabajadas, 
pero sin hilar; desperdicios de estas fibras (incluidas las 
hilachas). Sin exclusiones. 

INFORME 

Honorable Cámara: 

Las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Comer-
cio, de Presupuesto y Hacienda y de Ciencia y Tecnolo-
gía han procedido al estudio del proyecto de ley origina-
do en el Poder Ejecutivo por el cual se propicia restituir 
al Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria la ple-
nitud de las facultades que tiene asignadas por su ley 
orgánica y dotarlo nuevamente de los recursos de los 
que fue privado por el dictado de la ley 22,294, del 
3 de octubre de 1980. 

La experiencia recogida a través de casi tres décadas 
de funcionamiento de este organismo ha traslucido, en 
su primera etapa hasta que la ley ya mencionada su-
primió su principal recurso, su creciente capacidad para 
propulsar la aceleración del proceso evolutivo tecno-
lógico agropecuario. Mientras tanto, la aplicación de la 
ley que el proyecto esteriliza operó con efectos parali-
zantes y regresivos de estas importantes funciones ge-
neradoras de transferencia de tecnología, a raíz de la 
mencionada falta de recursos y de su burocratización. 

Para evaluar la necesidad de reubicar al organismo 
en su necesaria jerarquía. estructural y funcional sería 
suficiente reconocer que la situación económica del país 
no puede prescindir de un proceso rápido y eficaz, im-
pulsor de una verdadera revolución productiva. Y, den-
tro de este avance, el factor tecnológico agropecuario 
es un componente fundamental para el rol que le co-
rresponde asumir, inserto en este espectro global, al 
campo argentino. 

Mediante la innovación y avances tecnológicos, la 
Argentina podrá lograr importantes incrementos pro-
ductivos, tanto sea en volúmenes como en grados de 
eficiencia de inversión por unidad de superficie, y no 
caben dudas de que las actividades de investigación, ex-
tensión y transferencia de tecnología del INTA, conve-
nientemente rehabilitadas, multiplicarían la posibilidad 
y oportunidad de concretar el potencial productivo pleno. 

Además, desde un enfoque de mercado para los pro-
ductos agropecuarios, nuestro país debo enfrentar una 
competencia cada vez más activa, tanto de las naciones 
que tradicionalmente han pujado por sustiuirlo como 
de otros países o asociaciones de países que han irrum-
pido en esos mercados en los últimos anos. Y son, pre-
cisamente, todo sestos estados los que subsidian inten-

samente el avance tecnológico privado en contienda in-
ternacional, razón por la cual han logrado en muchos 
rubros agropecuarios, condiciones de supremacía frente 
a la Argentina por el alto rendimiento de sus costos de 
producción generado por la alta tecnología aplicada. Las 
expectativas de exportación de productos y subproductos 
del agro, estrechamente vinculadas al programa global 
de reactivación económica, también requieren, entonces, 
volver a contar con este organismo en condiciones de 
máxima eficiencia y alcances. 

Por último, es oportuno que, al devolver al organismo 
una adecuada efectividad, modificando aspectos de su 
estructura, se tenga en cuenta, como meta de gran re-
levancia, la expansión de las fronteras agropecuarias y 
la cobertura de los vacíos de eficiencia y tecnología que 
existen en muchas áreas insulares dispersas en provin-
cias no tradicionalmente agropecuarias, pero sí poten-
cialmente gravitatorias en las economías regionales hoy 
pauperizadas. 

Es intención de estas comisiones propender a la mo-
dernización y profundización del cuerpo legal que rige 
las actividades del INTA, mediante modificaciones al 
proyecto que contemplen específicamente en la tarea de 
investigación el perfeccionamiento y/o creación de me-
canismos de coordinación con el accionar de otros ins-
titutos públicos y/o privados, provinciales o locales; así 
como, respecto a la extensión y difusión, el mejoramiento 
y profundización de instrumentos que aseguren el acce-
so al avance tecnológico de los pequeños y medianos 
productores. 

Por todo ello, se ha considerado necesario modificar 
la propuesta en su artículo 2? tal como consta en el 
dictamen conjunto, ya que no es viable el restableci-
miento de la vigencia de la ley 18.134 pues ésta oportu-
namente sufrió modificaciones y se rige por una nomen-
clatura que ha perdido vigencia a partir del 19 de enero 
de 1984. 

En consecuencia, debe recrearse la lista de mercade-
rías exportables en función de la nomenclatura del Con-
sejo de Cooperación Aduanera, de conformidad a lo 
prescrito en el Código Aduanero (ley 22.415) . 

Por otra parte, se ha incorporado la exención al pago 
de esta contribución para aquellas mercaderías que es-
tán beneficiadas con exenciones generales de tributos, 
conforme a las disposiciones del Código Aduanero y su 
reglamentación, disponiéndose igualmente que las exen-
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ciones generales de tributos no dispuestas por dicho có-
digo o su reglamentación no comprenden la contribución 
a favor del instituto, salvo que especialmente so prevea 
una franquicia. 

Además, a los efectos de agilitar la aplicación del tri-
buto en función de la coyuntura económica, se ha otor-
gado al Poder Ejecutivo la facultad de modificar la 
lista anexa, con la obligación de rendir cuenta anual-
mente al Honorable Congreso. 

Por todo lo expuesto, se solicita a la Honorable Cá-
mara la aprobación del referido proyecto de ley. 

Rubén F. Rabanal. 

ANTECEDENTE 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1983. 

Al Honorable Congreso de la Nación. 

El Poder Ejecutivo nacional tiene el honor de someter 
a consideración de vuestra honorabilidad, el proyecto de 
ley por el cual se restituyen al Instituto Nacional de Tec-
nología Agropecuaria su plena autarquía institucional y 
financiera. 

El sector agropecuario tiene reservado un significativo 
papel en la recomposición de la crítica situación de la 
economía argentina sometida a la presión de la deuda ex-
tema y la necesidad de equilibrar adecuadamente, y con 
rapidez, nuestra balanza de pagos. 

Un componente de singular importancia para lograr tan 
complejos objetivos económicos lo constituye la dinámica 
incorporación de modernas tecnologías en el proceso pro-
ductivo agrícola, que permiten aumentar la oferta de ali-
mentos con vista al mejoramiento de los niveles de nutri-
ción del pueblo argentino, sustituir importaciones de pro-
ductos agropecuarios, ampliar exportaciones cuyos lucros 
posibiliten reducir el peso de los compromisos de la deu-
da y, simultáneamente, asegurar una fluida provisión de 
insumos a la industria nacional. 

Las actividades del Estado destinadas a abordar el lo-
gro de cualquiera de estos objetivos básicos no pueden 
prescindir de la investigación y extensión agropecuarias, 
que constituyen los fundamentos de creación y desarrollo 
del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria. Sin 
desestimar los efectos que políticas de diverso origen y 
carácter han provocado en el avance tecnológico del cam-
po argentino, es indudable que a la acción del mencionado 
organismo deba acreditarse una destacada influencia. 

En efecto, le han sido reconocidos al mismo, pública-
mente, logros notables en muy diversos campos de la in-
vestigación básica y aplicada, la elaboración y difusión de 
nuevas tecnologías, la obtención y divulgación de varie-
dades mejoradas de plantas cultivadas, la mejor conser-
vación y manejo de los suelos, los ganados y las cosechas. 
La consecuencia más notable de su acción puede sinteti-
zarse en impactos evidentes de la productividad de la 
tierra y el trabajo rural, y su permanente diligencia en 
procura de una mayor rentabilidad para el productor 
agrario, que contribuya a la elevación de su nivel de vida 
y, al mismo tiempo, favorezca el bienestar de toda la 
población del país. 

Luego de un largo período en que el Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria pudo desenvolverse en un 
régimen de autarquía y autonomía administrativa y finan-
ciera, que le imprimió un distintivo carácter de agilidad 
y eficiencia, imprescindibles —por otra parte— para ase-
gurar la más oportuna realización de sus actividades, el 
dictado de la ley 22.294 del 3 de octubre de 1980, que 
suprimió su principal reemso, artículo 5« - anexo III -
apartado 13, de la citada ley, perjudicó su desenvolvi-
miento hasta la fecha, colocándolo en una difícil situa-
ción presupuestaria, al no poder contar con regularidad 
y oportunidad con los fondos financieros adjudicados, por 
lo demás notoriamente insuficientes para fortalecer la 
continuidad de sus programas. Esta situación de dete-
rioro ha sido reiteradamente planteada por diversas ma-
nifestaciones de la opinión pública, y reclama una pronta 
corrección por parte del Estado, de los instrumentos le-
gales que han quitado agilidad al mencionado organismo. 

En efecto, las dificultades derivadas de la falta de re-
gularidad y oportunidad de ingreso de partidas presupues-
tarias —que tornan muy difícil la ejecución de las inves-
tigaciones y el proceso de transferencia de tecnología en el 
tiempo programado— se han traducido para el Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria en una evidente im-
practicabilidad del desarrollo adecuado de su planta de 
personal permanente, del imprescindible mejoramiento 
de la capacidad científica, gerencial y administrativa del 
mismo, el atraso de la necesaria modernización de su ins-
trumental y equipo de investigación y extensión, y del 
mantenimiento actualizado de su acervo bibliográfico. 

Es evidente que en un organismo de la naturaleza del 
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria las difi-
cultades señaladas comprometen y aun anulan su capa-
cidad científico-tecnológica, contribuyen a su aislamiento 
y paralización y provocan el desgaste y obsolescencia de 
sus bienes materiales, todo lo cual le impide cumplir 
con sus objetivos. 

Siendo el sector agrario directo beneficiario de sus 
acciones, y considerando la capacidad de éste de reac-
cionar dinámica y generosamente a las nuevas propues-
tas tecnológicas, por lo cual constituye una pieza clave 
en el proceso de recuperación económica argentina, ra-
zones de un buen gobierno y de tutela de los intereses 
de la Nación aconsejan legislar con un criterio amplio 
en favor de un organismo que tiene incidencia tan di-
recta y relevante sobre aquél y, por natural derivación, 
en el desarrollo socioeconómico del país. 

A las dificultades de orden financiero que se seña-
laran, cabe agregar que con posterioridad al dictado 
de su ley orgánica, el Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria vio, asimismo, trabada su acción por nu-
merosas normas de orden administrativo de diverso ni-
vel, que limitaron las facultades que originalmente se 
le habían asignado, desvirtuando las finalidades de su 
creación y tornando su autarquía en una fórmula jurí-
dica, pero vacía del real contenido que la naturaleza 
de tales entidades conlleva y que es, en definitiva, la 
verdadera razón de la creación de tales entes. 

Por ello, la ley que se propicia tiende a un doble 
objetivo: a) restituir al Instituto Nacional de Tecnolo-
gía Agropecuaria la plenitud de las facultades que 
tiene asignadas por su ley orgánica, y b) dotarlo nue-
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vamente de los recursos de los que fue privado; todo 
ello con el fin de que el citado organismo pueda des-
arrollar adecuadamente las funciones para las que fue 
creado, en beneficio de toda la comunidad. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 

Mensaje 212 
RAÚL R . ALFONSÍN. 

Antonio A. Tróccóli. — Bernardo Grinspun. 

PROYECTO DE L E Y 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1® — Incorpórase como inciso a) del ar-
tículo 16 del decreto ley 21.680, del 4 de diciembre 
de 1956, ratificado por la ley 14.467 y modificado por 
las leyes 15.429, 19.275, 20.340 y 22.064, y por el de-
creto ley 1.120, del 8 de febrero de 1963, el siguiente: 

El producido de una contribución ad valórem so-
bre los productos y subproductos de la agricultura 
y de la ganadería que se exporten, que será depo-
sitado diariamente por la Administración Nacional 
de Aduanas a la orden del Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria en el Banco de la Nación 
Argentina. La contribución será del 1,5 % a partir 
de la publicación de la presente ley. 

Art. 2 ' — Restablécese la vigencia de la ley 18.134. 
Art. 3® — Cuando la contribución prevista en el ar-

tículo 1® recaiga sobre productos sujetos al pago de de-
rechos de exportación, de acuerdo con la Nomenclatura 
Arancelaria y Derechos de Exportación, tales derechos 
serán reducidos en un monto equivalente a la contri-
bución que se deba abonar conforme con la presente 
ley. 

Art. 4® — El Instituto Nacional de Tecnología Agro-
pecuaria se regirá exclusivamente por su ley orgánica 
y sus decretos reglamentarios, sin sujeción a las normas 
que limiten su autarquía y las facultades que tiene 
asignadas. 

Art. 5® — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Sr. Presidente (Pedrini). — En consideración 
en general. 

Tiene la palabra el señor diputado por Entre 
Ríos. 

Sr. Elizalde. — Señor presidente: las comisio-
nes de Agricultura y Ganadería, de Comercio, 
de Presupuesto y Hacienda y de Ciencia y Tec-
nología han producido despacho en el proyecto 
de ley remitido por el Poder Ejecutivo por el 
cual se restituye al Instituto Nacional de Tec-
nología Agropecuaria su plena autarquía institu-
cional y financiera. 

El despacho de las comisiones introduce modi-
ficaciones al texto original del proyecto, a las 
que me referiré más adelante. 

Desde la sanción de la ley del gobierno de 
facto número 22.294, en octubre de 1980, el 

INTA inició una etapa difícil, ya que sus recur-
sos pasaron a emanar de las partidas presupues-
tarias que el Poder Ejecutivo nacional le asig-
naba. Por ello sus planes y cursos de acción 
dependían, en última instancia, de los dictados 
del Ministerio de Economía. 

Así fue este instituto perdiendo agilidad y efi-
ciencia, al quedar supeditados sus programas de 
investigación y de extensión a la regularidad 
de la provisión de dichos fondos. 

Pero, además, la pérdida de la autarquía fun-
cional limitó considerablemente su libertad de 
acción, ya que el magnífico equipo que en algún 
momento tuvo fue careciendo de la creatividad 
y el entusiasmo que siempre lo habían carac-
terizado. Es por ello que los reclamos que se 
levantaron y que el Poder Ejecutivo receptó en 
este proyecto de ley son verdaderamente justos. 

Nadie duda de la importancia que en el de-
curso de los años ha tenido el INTA para la 
economía nacional. En una breve y apretada 
síntesis haré mención a sus dos objetivos funda-
mentales: la investigación y la extensión. 

Como instituto de investigación ha obtenido 
logros trascendentales e importantes que han 
posibilitado mayores producciones en iguales 
extensiones de terreno y condiciones. Ello ha 
sido posible en virtud de mejores variedades de 
plantas y de semillas y de una más adecuada 
conservación de suelos, lo que ha posibilitado 
superiores rindes de cosechas. 

También en el campo de la investigación, el 
vuelco a la producción de la tecnología obtenida 
ha permitido una mejor calidad de las carnes. 

El objetivo de la extensión, o sea la aplicación 
de todos los resultados de la investigación en el 
terreno práctico mediante ayuda y asesoramien-
to a los productores, les ha permitido a éstos 
obtener mejores productividades y mayor renta-
bilidad en sus empresas. 

Todas estas realidades, concretas y palpables, 
por sí solas justifican la aprobación del proyecto 
que estamos analizando. 

También es dable observar, en el transcurrir 
de los años, desde la creación del INTA hasta 
la fecha, un cambio en cuanto a los apoyos que 
ha recibido y a las indiferencias, por no decir las 
críticas, que ha obtenido de los sectores rurales. 

En sus orígenes los pequeños y los medianos 
productores, en cierta medida, se mostraban in-
diferentes al instituto; lo veían allá lejos, como 
un gabinete de investigación al cual nunca iban 
a acceder para alcanzar la tecnología en la que 
ellos estaban empeñados. Pero cuando esos mis-
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inos sectores recibieron los beneficios de los 
resultados prácticos, beneficios que alcanzaron a 
su propia producción, se convirtieron en los prin-
cipales y fervorosos defensores. 

Son precisamente las entidades representativas 
quienes han apoyado este proyecto sin reservas. 
Así se advirtió en la Comisión de Agricultura 
y Ganadería, que recibió en su seno a las distin-
tas entidades rurales, corno asimismo a los direc-
tivos del instituto. Ahí pudimos notar ese cam-
bio de actitud de las diversas entidades repre-
sentativas del quehacer rural. 

Tampoco podemos dejar pasar por alto en esta 
circunstancia, al considerar el proyecto, un he-
cho fundamental para quienes creemos en la 
soberanía nacional como un todo integral. Un 
país que se precie de ser soberano económica-
mente no puede hacer depender su tecnología 
del extranjero. Con más razón esto es así en 
nuestro país, donde las principales fuentes de di-
visas provienen precisamente de los sectores de 
la producción agraria, a los cuales el Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria sirve y ha-
cia los cuales dirige sus objetivos. 

De ahí, entonces, que quizás no haya sido una 
mera casualidad que el gobierno militar, aliado 
a la oligarquía vernácula y a las multinacionales, 
dictara en 1980 la ley de facto 22.294 para co-
menzar una etapa de desmantelamiento del ins-
tituto, llevándolo en estos momentos a un estado 
de parálisis que le imposibilita cumplir sus fines. 

Como decía al principio el proyecto ha me-
recido por parte de la comisión modificaciones 
que sin alterar su espíritu responden a una me-
jor técnica legislativa y también a la actualiza-
ción de los productos sujetos a la contribución, 
llenando algunos vacíos normativos. 

Se incorpora como artículo 1° el originario 
artículo 49, en cuya virtud se establece el prin-
cipio general del objeto de la ley. Se elimina el 
artículo 2" por el cual se restablecía la vigencia 
de la ley 18.134, porque entendemos que no 
resulta adecuado restablecer la vigencia de una 
ley cuyo listado de productos y subproductos ha 
sufrido modificaciones, y que, además, se rige 
por una nomenclatura que también ha perdido 
vigencia. 

Por el artículo 2"? de la ley se incorporan co-
mo inciso a) del artículo 16 del decreto ley 
21.680/56, ratificado por ley 14.457 y sus modi-
ficaciones, las disposiciones referentes a la con-
tribución, que será del 1,50 por ciento sobre los 
productos comprendidos en las partidas de la 
Nomenclatura del Consejo de Cooperación Adua-
nera, detallándose dichos productos en listas 

anexas, integrantes del mencionado inciso, con 
las respectivas observaciones, conforme a lo pres-
crito en el correspondiente Código Aduanero 
vigente. 

Dicho artículo 2Q comprende la inserción con-
creta de las exenciones a este régimen de con-
tribución, no previstas en la legislación anterior, 
referentes por ejemplo a productos enviados en 
concepto de donaciones, como cuando nuestro 
país decide contribuir con una partida de trigo 
en el caso de una catástrofe producida en un 
país amigo. Supuestos de esta naturaleza no es-
taban contemplados en la legislación anterior. 

—Ocupa la Presidencia el señor presidente 
de la Honorable Cámara, doctor Juan Carlos 
Pugliese. 

Sr. Elizalde. — Además, en este artículo 2<? se 
agrega la facultad del Poder Ejecutivo para mo-
dificar la lista anexa mediante incorporaciones 
o eliminaciones de productos, con la finalidad 
de poder adecuarla en forma ágil de modo de 
facilitar una buena y correcta política de expor-
tación, en la que el Poder Ejecutivo se halla 
empeñado. También por ello se elimina el ori-
ginario artículo 30 que, a juicio de la comisión, 
creaba una serie de desigualdades e inconvenien-
tes de interpretación que toda ley debe evitar. 

Señor presidente: corresponde asimismo seña-
lar que las comisiones han considerado —en es-
pecial, la Comisión de Agricultura y Ganadería, 
a raíz de su entrevista con el señor interventor 
del INTA— la necesidad de que en su oportu-
nidad se promueva una reforma total de la ley 
orgánica que rige este instituto. Si bien esto no 
es materia del proyecto que consideramos aho-
ra, realizaré algunos comentarios acerca de los 
principios que debe contener la nueva legisla-
ción a dictarse. Estos principios son aspiracio-
nes comunes a los miembros de todos los bloques 
representados en la comisión, a los funcionarios 
del Instituto Nacional de Tecnología Agropecua-
ria y al propio Poder Ejecutivo, que tiene pre-
visto elaborar un proyecto de ley que adecúe el 
funcionamiento de este organismo a los tiempos 
modernos. 

Pensamos que el INTA, como órgano asesor 
de la Secretaría de Agricultura y Ganadería, de-
be tener una activa inserción en las provincias, 
en las universidades en las que se cursen estu-
dios relacionados con el agro, en las cooperati-
vas agropecuarias, en las entidades rurales, 
etcétera, compatibilizando programas y tareas 
con estas instituciones. Por otra parte, la distri-
bución de los recursos y de los técnicos debe ha-
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terse atendiendo a las necesidades provinciales 
y regionales más urgentes, dedicando una aten-
ción preferente a las llamadas zonas marginales. 
Al mismo tiempo, tiene que propender a un per-
manente contacto con la realidad y a una estre-
cha vinculación con las provincias y los pro-
ductores. 

Sin perjuicio de estas aspiraciones, señor pre-
sidente, consideramos que sancionando esta ley 
damos un paso adelante en la consecución de un 
objetivo común al pueblo y al gobierno, cual es 
el de crear las condiciones apropiadas para pro-
ducir más, mejor y a costos inferiores. Por to-
do ello, entendemos que este proyecto está en-
cuadrado en una estrategia político-económica 
general tendiente a la reactivación de todo el 
sector agrario, y dado que este sector es el be-
neficiario más directo de los resultados del fun-
cionamiento del INTA se considera útil y sano 
para los intereses productivos del país devolver 
a este organismo la plenitud de sus atribuciones 
y dotarlo de los recursos necesarios para el cum-
plimiento de los objetivos para los que fue 
creado. 

Con estos breves argumentos, en nombre de 
las comisiones que han estudiado este proyecto 
de ley solicitamos a la Honorable Cámara su 
aprobación. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Santa Fe. 

Sr. Druetta. — Señor presidente: voy a dejar 
sentado nuestro criterio de aprobar, en términos 
generales, el proyecto presentado por el Poder 
Ejecutivo, poi el que se le restituye al Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria su autar-
quía institucional y financiera. 

Si los objetivos de incremento de la produc-
ción, ordenamiento del sector y conservación de 
los recursos naturales hacen al bien común de 
la Nación, ellos dependen del desarrollo tecnoló-
gico agropecuario argentino, el cual supone la 
promoción, ordenamiento, coordinación, orienta-
ción y operación de un proceso de generación, 
tiansferencia y adopción de tecnología que resul-
te integral, coherente y eficaz. 

El ordenamiento del proceso de generación y 
• fcrencia de tecnología supone algo más com-
plejo que el simple ordenamiento del Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

En nuestra nación, distintos organismos que 
trabajan en el área de la tecnología agropecuaria 
-universidades, la SUBCYT y el COXICET 
entre los componentes oficiales del sistema v 
AACREA, cooperativas y otras, entre las insti-
tuciones privadas— contribuyen a generar una 

tecnología que pmilütinani: nte incrementa la pro-
ducción agropecuaria de nuestro país. 

E! desarrolla agropecuario —y por tanto, el de 
la tecnología agropecuaria— debe respetar al 
hombre como objeto y sujeto del mismo, asegu-
rarle su participación protagónica, su realización 
y, fundamentalmente, su plena y armónica inser-
ción en una comunidad organizada 

El Instituto Nacional de Tecnología Agrope-
cuaria fue concebido como un organismo desti-
nado —come bien dijo el miembro informante 
de la Comisión de Agricultura y Ganadería— a 
centralizar en el orden nacional la investigación, 
la extensión y la experimentación agropecuaria. 
Pero no quiero pasar por alto los antecedentes 
que generaron las base.1' para que el Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria pudiera 
ponerse en marcha hace más de veinte años. 

Hace cuarenta años, cuando el justicialismo 
estaba en el poder fueron creadas las direccio-
nes generales de Investigación Agrícola, Investi-
gación Ganadera y Fomento Agrícola; bases so-
bre las que luego se organizó el Instituto Nacional 
de Tecnología Agropecuaria. El primer esfuerzo 
en la organización del Ministerio de Agricultura 
y Ganadería está dado por la creación de la Di-
lección General de Investigación Agrícola, base 
para la estructuración de las estaciones experi-
mentales que operaron en la mayor parte de las 
áreas ecológicas del país. Y luego se crea —dan-
do origen a uno de los centros de investigación 
más importantes del INTA— el Centro Nacional 
de Investigación Agrícola, situado en la ciu-
dad de Castelar. que fue base de sustentación 
de uno de los institutos que mayor aporte reali-
zó en la historia del Instituto Nacional de Tec-
nología Agropecuaria. 

Desde el momento de su creación, el INTA 
ha tendido a aplicar la investigación y la tecno-
logía al servicio de la producción agropecuaria, 
base sustancial de nuestra economía. Entre los 
fundamentos de su creación se señala como ob-
jetivo impulsar y vigorizar el desarrollo de !a 
investigación y extensión agropecuaria, y acele-
rar con el beneficio de estas funciones funda-
mentales la tecnificación y el mejoramiento de la 
empresa agraria y de la vida rural. 

Además de este objetivo relativo al aspecto 
tecnológico aplicado al proceso económico, con 
una profunda visión de contenido humanístico, 
tenía como finalidad lograr el mejoramiento de 
la condición del hombre de campo, de su familia 
v de la comunidad rural. 

La tecnología vinculada a esta materia se va 
transformando de acuerdo con las necesidades 
de la producción agropecuaria y de su organi-
zación. 
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Por ese motivo, entendemos que si bien es 
necesario restituir al INTA su autarquía finan-
ciera, ello no tiene por finalidad incrementai 
un presupuesto que sirva meramente para crear 
mayor burocracia, sino para atender al produc-
tor agropecuario, que es en última instancia el 
destinatario final de la actividad del Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecuaria. 

Por estas razones, convinimos con los demás 
bloques representados en la Comisión de Agri-
cultura y Ganadería en la necesidad de reformai 
próximamente la carta orgánica del Instituto Na-
cional de Tecnología Agropecuaria, a fin de apli-
car la tecnología agropecuaria de un modo más 
equitativo en todo el país, beneficiando a las zo-
nas marginales y a las economías regionales. 

Por otra parte, lo que se pretende es una com-
binación más precisa y una coordinación más 
estable y efectiva que permita realmente a los 
distintos institutos, asociaciones y organizaciones 
que actúan en el área de la tecnología agrope-
cuaria elaborar un plan mucho más eficaz y 
coordinado. 

Finalmente, consideramos como elemento cen-
tral la necesidad de la participación, con deci-
sión efectiva, de los ministerios de Agricultura 
provinciales, a fin de intervenir en la orienta-
ción y en los objetivos trazados por el INTA 
referentes a la aplicación de la tecnología en 
cada una de las regiones. 

Por lo señalado, ofrecemos como un elemento 
central del despacho de la comisión algunos con-
ceptos generales que me voy a permitir leer en 
este momento: 

Es voluntad de la Comisión de Agricultura y 
Ganadería propender a la modernización y pro-
fundización del cuerpo legal que rige las activida-
des del INTA, asegurando que dichas modifica-
ciones contemplen prioritariamente: 

a) Un correcto despliegue de su accionar con la 
consecuente distribución de los recursos humanos 
y materiales en el conjunto del país, dando especial 
atención a la reactivación y afianzamiento de las 
economías regionales; 

b) La participación efectiva de las provincias 
con decisión en la planificación y ejecución a tra-
vés de sus gobiernos, con la colaboración de los 
organismos de investigación y organizaciones de pro-
ductores y trabajadores en la conducción del insti-
tuto, tanto a nivel nacional como regional; 

c) Específicamente en la tarea de investigación, 
el perfeccionamiento y/o creación de mecanismos 
de coordinación con el accionar de otros institutos 
públicos y/o privados del área; 

d) Respecto de la extensión y difusión, el me-
joramiento y profundización de instrumentos que 
aseguren el acceso al avance tecnológico de los 
pequeños y medianos productores. 

Consideramos que éste tiene que ser, de al-
guna forma, el espíritu general que ha de guiar 
la futura reforma de la carta orgánica del Insti-
tuto Nacional de Tecnología Agropecuaria, para 
transformarlo en una herramienta mucho más 
eficaz al servicio de los productores argentinos 
y de nuestra producción agropecuaria y, funda-
mentalmente, como un aporte concreto para ir 
desarrollando paulatina pero eficazmente y en 
forma continua una tecnología que definitiva-
mente nos permita romper las cadenas de la 
dependencia tecnológica, que en última instancia 
son las que han transformado y están transfor-
mando a nuestro país —como bien han dicho 
muchas veces los imperios— en una colonia dis-
frazada de nación. 

Pensamos que los aportes que el INTA pueda 
realizar, juntamente con los demás organis-
mos que contribuyen al desarrollo de la tecno-
logía agropecuaria, constituyen las bases para ir 
logrando definitivamente la liberación nacional, 
pues las diferencias en el campo tecnológico con 
los llamados países desarrollados marcan uno 
de los ítem más importantes de la dependen-
cir de nuestra nación. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Tucumán. 

Sr. Chehin. — Señor presidente: no es un he-
cho casual que en este momento la Honorable 
Cámara de Diputados de la Nación esté tratan-
do la restitución de la autarquía financiera e 
institucional del Instituto Nacional de Tecnolo-
gía Agropecuaria. El país no solamente vio con-
culcadas sus libertades individuales y destruida 
la esencia de la democracia, sino que también 
sufrió una agresión que, si bien no fue tan evi-
dente, no es menos cierto que se llevó a cabo 
para afianzar aún más el grado de dependencia 
y de destrucción de su aparato productivo. 
Una nación también se somete destruyendo la 
inteligencia y el talento. 

Esto, señor presidente, no responde a un hecho 
casual, tal como he dicho, sino a un programa 
definido para destruir la capacidad creativa de 
nuestros científicos y de nuestros técnicos, desti-
nado a subsumir aún más en la miseria al hombre 
de campo, a quien van dirigidos nuestros es-
fi erzos y nuestros desvelos. No en vano una 
institución con casi cinco mil agentes, de los 
cuales 1.300 estaban dedicados a la investiga-
ción científica y tecnológica, fue sistemáticamen-
te destruida, simplemente anulando su estruc-
tura financiera. 

¿Qué hubiese sido de nuestro país si en estas 
dos últimas décadas no hubiéramos conseguido 
aumentar los rendimientos por hectárea de in-
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numerable cantidad de productos agropecuarios? 
Paradójicamente, con seguridad, nuestro país 
hubiese sido un importador neto de alimentos. 
Y esto, señor presidente, es grave porque con-
cebimos un país con destino de grandeza; un 
país que en sus dos millones setecientos mil 
kilómetros cuadrados de superficie continental 
está destinado, sin duda, a ser una potencia en 
el orden internacional. 

Esto está relacionado con el programa de 
destrucción del país. Esta destrucción del sector 
agropecuario, que proviene de intereses extra-
nacionales en poder de las empresas multinacio-
nales y de la Comisión Trilateral, era una clara 
necesidad por cuanto el volumen de las expor-
taciones agropecuarias alcanzó en el último 
trienio al 72 por ciento del total. Sin duda, estcf 
había sido logrado por la acción de este insti-
tuto, que a través de los años consiguió desa-
rrollar tecnología nacional y transferir —a mi 
juicio, esto es mucho más importante— en forma 
inmediata estos conocimientos. 

A lo largo y a lo ancho del país, en casi la 
totalidad de las provincias, existen 42 estacio-
nes experimentales del instituto y 259 agencias 
de extensión. Esto satisfaría la inquietud de la 
bancada minoritaria con respecto a la transfe-
rencia y a la participación de los distintos sec-
tores vinculados al quehacer agropecuario de la 
nación. Un ejemplo de ello es la formación de 
cooperadoras que, junto a estas agencias de ex-
tensión, sustituyeron en los momentos difíciles 
los recursos financieros de los que no se dis-
ponía. 

Uno de los aportes significativos del instituto 
al desarrollo agropecuario del país ha sido el 
estudio sobre germoplasma proveniente de Mé-
xico, que mejoró las variedades de trigo, produ-
ciendo incrementos variables entre el 70 y el 
ciento por ciento en los rendimientos. Este au-
mento de la producción generó un beneficio 
directo para el país durante el período 1980 
1981 de 124 a 161 millones de dólares. Estas 
cifras son superiores a la presupuestada al INTA, 
antes del deterioro del año 1980, que alcanzaba, 
con la contribución teórica del 1,5 por ciento, a 
aproximadamente 94 millones de dólares. 

El desarrollo de variedades de fibras de algo-
dón permitió sustituir importaciones; esta susti-
tución es otro elemento poderoso para el desa-
rrollo del país. Por otra parte, la utilización de 
recursos renovables en el desarrollo tecnológico 
industrial también posibilitó acortar la brecha 
entre los países más desarrollados y los perifé-
ricos. En este sentido, podríamos enumerar una 

gran cantidad de aportes que el instituto realizó 
a la producción de alimentos, como por ejemplo 
la papa, que al lograr mayor productividad, li-
beró superficie, que se destinó a otros cultivos. 

En este momento en que el Poder Ejecutivo 
nacional está empeñado en concretar su Plan 
Alimentario Nacional no tenemos dudas de que 
la labor del INTA va a ser fundamental para 
lograr el objetivo propuesto de erradicar defi-
nitivamente la miseria en el país. Por otra parte, 
el volumen de exportaciones permitirá recons-
tituir nuestro balance de pagos, enjugando la 
deuda externa. 

El desarrollo de tecnología nacional también 
será una mira de este instituto. El desarrollo 
tecnológico es uno de los postulados políticos 
que la Unión Cívica Radical ha levantado, ya 
que no sólo la democracia y la justicia social 
van a llevar a nuestra patria a su verdadera y 
auténtica posición de país en desarrollo, sino que 
enfrentaremos los comienzos del siglo XXI enar-
bolando la bandera de la libertad tecnológica, 
que servirá para consolidar definitivamente 
nuestra democracia. 

Por lo expuesto, la bancada de la Unión Cí-
vica Radical apoya, con las modificaciones que 
introduce el dictamen, la iniciativa propuesta 
por el Poder Ejecutivo en cuanto a la contri-
bución del 1,5 por ciento sobre las exportacio-
nes de productos de origen agropecuario inclui-
dos en la lista anexa al proyecto. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Gurioli. — Señor presidente, señores dipu-
tados: recientemente hemos aprobado el aporte 
destinado a la Junta Nacional de Carnes. Los 
distintos bloques estamos ahora manifestando 
nuestra voluntad de restituir al Instituto Nacio-
nal de Tecnología Agropecuaria su autarquía y 
su capacidad financiera. 

Al así hacerlo, estamos desmontando el apa-
rato de la dependencia que se instrumentara a 
partir del 24 de marzo de 1976. La dictadura 
militar aplicó una política económica que algu-
nos, ligeramente, tildaron de fracaso, pero que 
la bancada justicialista interpreta que ha sido 
de éxito casi completo si consideramos el obje-
tivo que perseguía la conducción económica 
encabezada por el señor Martínez de Hoz. Sobre 
ésta, la Honorable Cámara ha tenido oportuni-
dad de expedirse hace ya un mes mediante una 
declaración aprobada por unanimidad, en la que 
se expresó el deseo de que el Poder Ejecutivo 
elevara a la justicia los antecedentes de aquella 
conducción, al par que lo hacía con la de los 
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responsables del terrorismo de Estado. Reitero 
que estamos desmontando ese aparato de de-
pendencia. 

Coincido con el señor diputado Chehin cuando 
dice que la tecnología en el orden agropecuario 
es un arma de liberación. Tanto es así que. desde 
los sectores minoritarios del privilegio, aquellos 
vinculados a las grandes compañías cerealeras, 
se privó al INTA de su autarquía financiera y 
de sus recursos, se limitaron las investigaciones 
que estaban en marcha y fundamentalmente se 
trató de detener los programas de extensión 
agrícola. 

Por estas razones la bancada justicialista apoya 
el proyecto del Poder Ejecutivo. Pero no deja-
mos de señalar que para un correcto manejo 
de esta tecnología de investigación y de la 
extensión correspondiente, es menester que en 
la administración del instituto tengan partici-
pación las provincias, a través de sus ministerios 
de Agricultura y Ganadería, en una represen-
tación federal. 

Esta Cámara deberá abocarse en corto plazo 
al estudio de la ley orgánica del INTA. Hasta que 
ello suceda, bienvenida sea la recuperación de 
la autarquía financiera de este vital organismo. 
Esta será la primera posibilidad para volver a 
encarar programas nacionales en forma indepen-
diente de los de híbridos y semillas a que nos 
sometieran las cinco grandes compañías cerea-
leras. 

El justicialismo apoya entonces esta iniciativa 
del Poder Ejecutivo, porque entiende que es 
parte del proceso de recuperación y liberación 
nacional, por lo que nunca podríamos estar en 
contra de este tipo de medidas. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Neuquén. 

Sr. Gutiérrez. — Señor presidente: la bancada 
del Movimiento Popular Neuquino dará su voto 
favorable al proyecto en discusión, que dispone 
el restablecimiento de la autarquía financiera y 
administrativa de un instituto tecnológico que 
prestigió al país. Y digo esto lleno de satisfac-
ción, porque seguramente la sanción será reci-
bida con alborozo en el campo argentino. 

El INTA, un organismo que fue creado y 
sostenido para servir a los intereses de la produc-
ción, logró a través de su investigación y de la 
extensión agrícola-ganadera un verdadero pro-
greso tecnológico que trajo como consecuencia 
un avance en el campo de la actividad base de 
nuestra economía. El productor rural fue adqui-
riendo capacitación en el manejo de la tierra 
para un mejor aprovechamiento de los elemen-

tos disponibles. Los recursos humanos que inte-
graron los cuadros de técnicos y extensionistas se 
consustanciaron totalmente con el hombre que 
trabaja la tierra y crearon clubes y otros orga-
nismos. Asesoraron a las cooperativas de pro-
ducción y bajo su supervisión el campo fue 
también una zona de progreso. La calidad y los 
rendimientos se elevaron considerablemente. En 
la agricultura, variedades precoces de altos ren-
dimientos dieron como consecuencia un aumen-
to considerable de la producción. 

Pero lamentablemente el INTA, como tantos 
otros organismos nacionales, fue perdiendo su 
capacidad de acción a raíz de una política 
que estuvo destinada al achicamiento del país, 
devastando los organismos que constituían he-
rramientas creadas para el progreso. A través 
de estos años no solamente hemos visto cómo 
el INTA fue perdiendo su capacidad y posibi-
lidades. Otros organismos, como el IFONA, des-
tinado al crecimiento de la producción forestal 
—otra de las bases de la riqueza nacional—, 
están hoy prácticamente archivados como si el 
país hubiese dejado de pensar en el futuro. 

Por eso, al reivindicar este instituto, que re-
cobra hoy su autarquía, dejamos sentada nuestra 
complacencia y renovamos nuestros deseos de 
que vuelva a servir al hombre que trabaja la 
tierra para el progreso del país. 

Sr. Presidente (Púgliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Tucumán. 

Sr. Ratkovic. — Señor presidente: voy a agre-
gar solamente algunos conceptos a los ya expre-
sudos por otros señores diputados y, en par-
ticular, a lo dicho por mis compañeros de la 
bancada peronista a] fundamentar nuestro voto 
positivo al dictamen en su tratamiento en gene-
ral, en el proyecto de ley por el que se resti-
tuye al Instituto Nacional de Tecnología Agro-
pecuaria su plena autarquía institucional y fi-
nanciera. 

Estamos de acuerdo con que al INTA se le 
devuelva su condición de ente autárquico, o sea, 
una institución del Estado nacional que, provis-
ta de fondos, los aplica por propia determinación 
al cumplimiento de sus normas de creación, te-
niendo como órgano de contralor superior a la 
Secretaría de Estado de Agricultura y Ganade-
ría de la Nación. 

Solamente así el [NTA podrá impulsar y vigo-
rizar el desarrollo de la investigación y extensión 
agropecuarias y acelerar, con los beneficios de 
estas funciones fundamentales, la tecnificación 
de los cultivos y el mejoramiento de la vida 
rural en general a nivel técnico, económico y 
social. 
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Al insistir sobre la necesidad de una coordi-
nación de todos los esfuerzos que en el país se 
dedican a la investigación, experimentación y 
extensión agropecuarias, la bancada justicialista 
no pretende crear ningún monopolio de cien-
cia aplicada al agro, sino simplemente unir los 
desperdigados esfuerzos humanos y económicos 
para que todos trabajen con miras a un solo 
objetivo, aunque enfocado desde distintos án-
gulos. 

Pensamos que la ciencia llamada pura a nivel 
taxonómico, histológico, fisiológico y biológico, 
de todo lo relacionado con la fitotécnica, ento-
mología y fitopatología, debería estar a cargo de 
las facultades de agronomía y zootécnica y de 
institutos descentralizados de biología vegetal del 
Conicet, en una estrecha relación con el sector 
científico del INTA. Pensamos asimismo que la 
investigación y experimentación de esta ciencia 
pura aplicada a los fines de mejoramiento de 
los cultivos para lograr mayores rindes por uni-
dad de superficie, las formas de aplicación de 
fertilizantes, correctores edáficos y bioinductores 
hormonales, como también todo lo inherente a 
la terapéutica vegetal, sistematización y sanea-
miento de los predios rurales, etcétera, debería 
ser la constante preocupación del IXTA y de las 
estaciones experimentales agrícolas de las pro-
vincias. 

La difusión y /o extensión de los logros cientí-
ficos y técnicos a nivel práctico podría estar a 
cargo de los organismos provinciales específicos, 
como las secretarías de Agricultura y Ganadería 
de las provincias, y las direcciones generales de 
agronomía de zona, todo esto dentro de un plan 
racional instrumentado para toda la nación, a 
través de las regiones de producción agropecua-
ria. Se terminaría de esta forma con la actual 
dispersión que solamente acumula costos y dis-
trae los valores humanos. 

El INTA, las estaciones experimentales de las 
provincias, las facultades de agronomía y zoo-
técnica, la Secretaría de Estado de Ciencia y Téc-
nica, a través de las institutos especializados en 
biología vegetal, fitopatología y entomología, co-
mo los del Conicet, y hasta las empresas priva-
das que por su cuenta y con fines comerciales 
incursionan sobre la genética vegetal y terapéu-
tica fitosanitaria, deberían desarrollar sus activi-
dades dentro de un plan global que contemple 
las prioridades y fije pautas regionales, para así 
llegar a plasmar el gran objetivo nacional en la 
materia. 

Para lograrlo es necesario instrumentar un 
organismo integrado entre el Estado nacional y 
las provincias, concebido no como un ente más 
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a nivel burocrático, sino como un consejo eje-
cutivo federal integrado por las máximas autori-
dades del área agropecuaria. Todo esto impli-
caría una reforma a la ley orgánica del INTA 
que, por supuesto, anhelamos. 

Para terminar, por un ineludible deber de 
conciencia, quiero formular en este recinto una 
aclaración con respecto a las versiones, tantas 
veces escuchadas y repetidas, que adjudican to-
do el mérito en la idea de crear el INTA a la 
llamada Revolución Libertadora, surgida de 
la subversión de septiembre de 1955. Nada me-
nos cierto que eso. El INTA no es otra cosa 
que una copia de las sabias propuestas del Se-
gundo Plan Quinquenal del gobierno presidido 
por el general Juan Domingo Perón. 

Con el permiso de la Presidencia, voy a dar 
lectura al párrafo X. E. 28 del mencionado Se-
gundo Plan Quinquenal: "Investigaciones agro-
pecuarias. El Ministerio de Agricultura y Gana-
dería integrará la Red Nacional de Centros Re-
gionales y Estaciones Experimentales de Inves-
tigación Agropecuaria, a cuyos efectos invertirá 
la suma de 142.500.000 pesos así discriminados: 

"a) Agricultura: ampliación e integración del 
Centro Nacional de Investigaciones Agropecua-
rias y de cinco centros regionales para la 
investigación y la experimentación agrícolas: 
129.200.000 pesos; 

"b) Ganadería: creación de laboratorios regio-
nales, ampliación e integración del Centro Na-
cional de Investigaciones Agropecuarias y de los 
laboratorios regionales: 13.300.000 pesos. 

"Asistencia técnica: el Ministerio de Agricul-
tura y Ganadería organizará eficientemente el 
servicio nacional de extensión agraria sobre la 
base de su red de agronomías regionales, que 
actuarán como unidades básicas de acción téc-
nica, cultural y social agraria en beneficio de 
los productores, de sus familias y de las organi-
zaciones cooperativas del agro. 

"Invertirá la suma de $15.000.000 para el 
equipamiento y funcionamiento conveniente de 
las agronomías regionales." 

Queda así aclarado que la idea de crear un 
organismo nacional de investigación, experimen-
tación y extensión agropecuarias a nivel nacio-
nal, a través de las regiones, nació en la meñle 
privilegiada y realizadora del general Perón. 

Colaboraron en esa importante proyección 
ilustres hombres de la ciencia agropecuaria na-
cional, académicos, profesores e ingenieros agró-
nomos como Lizer, Trelles, Marchonatto, Mollu-
ra, García Mata, De Fina, Fantini y otros, cuya 
obra perdura a través de los años, y cuyos escri-
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tos, a nivel de tratados y otras publicaciones, 
hacen al acervo científico agronómico nacional. 

Lo que se hizo en 1956 fue darle el nombre 
de 1NTA al organismo, ya que sus objetivos es-
taban instrumentados y, lo más importante, pre-
vistos los fondos para alcanzar esos objetivos. 
(Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Manny. — Señor presidente: en éste, como 
en algunos otros casos en que sostenemos una 
óptica diferente, el hecho de que así ocurra no 
implica necesariamente que en el caso anterior 
hayamos sido anti-Junta de Carnes ni en éste 
seamos anti-INTA. 

El tema del que estamos hablando se vincula 
con cuál debe ser la estructura del Estado, cuál 
la del gobierno y cómo se maneja este enorme 
aparato estatal que existe en los países modernos. 
Por los motivos que hemos expuesto reiterada-
mente, sobre los que indudablemente vamos a 
volver, somos partidarios del criterio de unidad 
de caja. 

Cuando consideramos al país o al gobierno en 
su conjunto, la existencia de una serie de orga-
nismos autónomos no quiere decir que ellos ter-
minen siendo necesariamente una serie de feu-
dos, pero sí podrían ser una serie de ruedas 
independientes, sobre las cuales la autoridad 
gubernamental muchas veces no tiene el control 
deseado. 

Eso no implica que no se puedan descentra-
lizar las decisiones, cuando las necesidades de 
los organismos así lo exigen y cuando puede 
hacerse. Pero hay momentos en que el manejo 
de los recursos aconseja la centralización. 

En un momento como el actual, con una in-
flación "disparada" como la que vive la Argen-
tina, que el gobierno pueda manejar sus orga-
nismos es uno de los factores fundamentales 
para una buena política. De ahí, esencialmente, 
esta diferencia de óptica. 

Podemos dar otros ejemplos. Estamos hablan-
do de por qué medios puede ser ejecutada la 
política de gobierno. Si nos referimos a los muy 
criticados nortean icanos, podemos decir que 
ellos implementan su política agropecuaria a 
través de un ministerio que denominar Depar-
tamento de Agricultura. No tienen Junta de 
Carnes ni de Granos, ni siquiera el equivalente 
de un INTA independiente, sino que se mane-
jan por medio de una estructura única en la que 
el gobierno tiene todos los resortes para imple-
mentar la política que desee. 

También podemos citar el caso de otros países 
productores, como Canadá, Australia o Sudáfri-

ca, que tienen además otros sistemas. Lo que 
debe rescatarse aquí es que la política que quie-
ra establecer un gobierno, en este caso la polí-
tica agropecuaria, tanto en materia de investi-
gación como de extensión, puede implementarla 
con toda eficacia con diversos instrumentos exis-
tentes. 

Piénsese que ahora que se le habían quitado 
los tan comentados recursos al INTA, por vía 
de Tesorería perfectamente se le podían haber 
otorgado más recursos, con la consiguiente ex-
pansión del instituto. Con esto quiero decir que 
en realidad lo que aquí muchas veces estamos 
discutiendo son distintos enfoques, no llegándo-
se a colocar el tema verdaderamente en el lugar 
que corresponde. 

De ahí nuestras discrepancias. Hemos coinci-
dido con todos los enfoques y análisis que se 
hicieron sobre la necesidad de coordinar los 
esfuerzos de investigación, porque en el país 
existen muchos organismos no sólo nacionales 
sino provinciales, como asimismo del sector pri-
vado, que se ocupan de esta actividad. 

En la mayoría de los países del mundo, la 
gran tarea investigadora se efectúa a través de 
las universidades, y ése es un tema al cual ha-
bría que darle prioridad. 

En la Argentina, la investigación se realiza 
tanto por el Estado como por el sector privado; 
muchas veces, como se ha mencionado, se la ha-
ce con la participación de científicos extranjeros. 

El fondo de la cuestión es que la investiga-
ción nunca se va a hacei necesariamente por un 
solo cauce. Es decir, ni se les van a ocurrir a 
los investigadores del INTA todas las ideas bue-
nas, ni tampoco a todos los investigadores pri-
vados, ni siquiera sólo a los investigadores del 
país. 

Nosotros sabemos que en este momento hay 
una gran movilidad de ideas y de paquetes tec-
nológicos en el área agropecuaria, no existiendo 
fronteras en el mundo a ese respecto, ya que no 
sólo nosotros estamos utilizando pasturas y se-
millas de otras partes del orbe, sino que también 
en dichos lugares utilizan similares elementos 
que producimos aquí. 

Lo que señalo, como una opinión personal 
—no sé si mi bloque la comparte—, es que éste 
es un tema donde la dependencia tecnológica 
tiene realmente menor importancia que en otras 
áreas, en las cuales sí es relevante. Quien sale 
Je la avenida General Paz y tiene la ocasión 
de visitar el interior, ensuciándose los zapatos 
con barro y —perdóneseme la expresión utili-
zada— con las deyecciones de animales, se dará 
cuenta de que el país ha cambiado en los últi-
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mos diez o veinte años, lo que ha sido posible 
porque se han abierto sus fronteras tecnológicas. 

Además de lo señalado, otra razón por la cual 
no hemos compartido el criterio de la mayoría 
es porque muchos de estos temas que venimos 
ti atando no apuntan a la sencillez de las con-
tribuciones. Lo que necesita el hombre de cam-
po —y probablemente todos los productores del 
país— es que en lugai de ir agregando toda 
clase de gabelas y de impuestos, se unifiquen 
los tributos; es decir, que el Estado —como dijo 
en alguna ocasión alguien— determine qué ta-
jada necesita y, de ser posible, la saque de una 
sola vez. 

Hay otro aspecto que fue señalado y que mo-
tivó una discrepancia entre los despachos de 
mayoría v de minoría: el otorgamiento de una 
facultad al Podei Ejecutivo para aumentar o 
disminuir las alícuotas de estos ;mpuestos. En 
este caso el problema es el siguiente. Cada vez 
que un ministro u otra autoridad decide modi 
ficar las reglas que rigen una actividad, se es-
tá jugando con el "termómetro" y en materia 
económica el 'termómetro" son los precios que 
orientan !a producción Diariamente los produc-
tores enfrentan el dilema de cómo ajustar esos 
precios a los parámetros internacionales; esto ya 
les provoca suficientes sustos, pero además afron-
tan los riesgos climáticos, los que a veces se 
concretan en heladas o sequías, etcétera. Es de-
masiado, entonces, que además de estos factores 
la producción tenga que depender de resolucio-
nes dictadas por los funcionarios; sin duda, se 
trata de una tendencia que debería ser eliminada. 

Estamos hablando de mecanismos, y éstos de-
ben ser juzgados puramente por su eficacia. No-
sotros no simpatizamos con la idea de atribuir a 
todos los mecanismos intenciones, y menos, in-
tenciones aviesas. Todos estos mecanismos, aun 
los imperfectos, pueden ser llevados a un buen 
funcionamiento, y a esta tarea estamos tratando 
de contribuir. 

Y el gran problema, en el fondo, es éste. Los 
recursos que tiene el país para destinar a la in-
vestigación son siempre escasos; entonces, res-
pecto de todo peso que se destine a ese fin, tene-
mos que pensar de qué manera podría ser usado 
más eficientemente. Si hay consenso en que sea 
el INTA el destinatario de esos recursos, no nos 
vamos a oponer. Sabemos que la investigación 
se hará en realidad por cauces muy variados, 
entre los cuales estará el INTA. Conozco per-
sonalmente esta institución desde hace muchos 
años y le tengo gran aprecio; en ella han tra-
bajado personalidades importantísimas del país 

En relación con esta cuestión, cabe recordar 
el caso del germoplasma mexicano recién men-

cionado. El carácter abierto del mundo queda 
demostrado por el hecho de que haya sido po-
sible traer a nuestro país ese germoplasma. Los 
argentinos tuvimos la suficiente inteligencia pa-
ra aprovechar el mejor germoplasma que en 
ese momento era el mexicano; puede ser que 
mañana el mejor provenga de otro país, y es-
peramos que sea del nuestro. 

Uno de los comentarios que se efectuó fue 
que los recursos del INTA habían bajado en 
estos últimos años de aproximadamente cien mi-
llones de dólares a cuarenta y siete millones. 
En este sentido, queremos francamente destacar 
que con la moderna técnica presupuestaria cual-
quier buen ministro puede darle al INTA o a 
otro organismo los fondos que sean necesarios. 
Y termino con una chanza que hice en la comi-
sión y que, con permiso de la Presidencia, rei-
tero aquí: si hace falta un buen ministro de 
Economía, podemos dar algunas recomendacio 
nes. (Risas.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Goti. — Señor presidente: he escuchado con 
atención las fundamentaciones de los señores 
diputados que me han precedido en el uso de la 
palabra. Ya que se trata de devolver la autarquía 
institucional y financiera a un instituto cuya la-
bor contribuirá sin duda a la recuperación eco-
nómica que todos anhelamos, considero impor-
tante explicar someramer i qué es el INTA, có-
mo se gobierna y cuáles son los fundamentos 
por los que se propicia la aplicación del 1,5 por 
ciento ad valorem a las exportaciones agropecua-
rias. 

El INTA es un organismo del Estado nacional, 
creado por decreto del 4 de diciembre de 1956 
fundamentalmente para impulsar y vigorizar el 
desarrollo de las investigaciones y la extensión 
agropecuaria, acelerar la tecnificación y el me-
joramiento de la vida rural y desarrollar su ac-
ción en todo el territorio de la República. 

Nace como consecuencia de un exhaustivo 
análisis que recomienda crear un organismo es-
pecífico para el sector agropecuario, destinado a 
impulsar al máximo el mejoramiento tecnológico, 
cuyo retraso era en buena medida causante de 
la difícil situación de ese entonces. La Argenti-
na debía superar los métodos tradicionales con 
sistemas y medios de producción adoptados por 
una tecnología superior. 

Una prueba del federalismo, que lleva a la 
creación de este instituto, la tenemos en la for-
mación de su directorio, integrado por tres re-
presentantes del Poder Ejecutivo, dos represen-
tantes de las facultades de Agronomía y Veteri-
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naria, un representante de la Federación Agraria 
Argentina —que a su vez nuclea a 736 entidades 
de primer grado y a 13 de segundo grado—, los 
grupos AACREA, la Sociedad Rural Argentina, 
Confederaciones Rurales Argentinas —que nu-
clea también 10 asociaciones— y Coninagro, 
que representa a 1.500 cooperativas de primer 
grado, quienes a su vez nuclean a 490.000 pro-
ductores. 

Para llevar a cabo su misión de crear, adaptar 
y difundir innovaciones tecnológicas, el INTA 
cuenta en el interior del país con 35 estaciones 
experimentales, 6 subestaciones, 14 campos ane-
xos, y con 227 agencias en todo el territorio na-
cional. 

Quisiera referirme, fundamentalmente, a algu-
nos aspectos de la cooperación científica y 
técnica que el INTA ha desarrollado junto a 
otros organismos públicos y privados, nacionales 
y extranjeros. 

El INTA ha celebrado numerosos convenios, 
estando vigentes en la actualidad 224. En apre-
tada síntesis paso a enumerar los proyectos, 
programas, acuerdos y actividades cumplidas 
últimamente, relacionados con la cooperación 
técnica y científica internacional: proyectos con 
el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo y la Organización para la Agricultura 
y la Alimentación, que comprenden los proyec-
tos de recuperación del cultivo de alfalfa, sani-
dad animal en la región subtropical del noroeste 
argentino y también el desarrollo agropecuario 
en el noroeste argentino; Convenio de Coope-
ración Técnica para Investigaciones Agropecua-
rias en los países integrantes del cono sur de 
América, que se refiere al estudio de problemas 
comunes en trigo, maíz, soja y bovinos para car-
ne, que realizan instituciones nacionales de in-
vestigación agropecuaria de la Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, con el apor-
te financiero del BID y la administración deJ 
IICA (Investigaciones Integrantes del Cono 
Americano); Proyecto de Cooperación Técnica 
Argentino-Alemán, relacionado con el desarrollo 
agropecuario de la provincia de Misiones; con-
venio con el gobierno del Japón para el mejora-
miento de la soja; Cooperación Técnica INTA-
CIMMYT, relacionado con la investigación para 
el mejoramiento del trigo y el maíz; Acuerdo 
INTA-INRA, vinculado al establecimiento de 
programas de cooperación técnica, y un progra-
ma de utilización de la variabilidad genética en 
el mejoramiento de la papa, en combinación con 
el gobierno del Perú. 

Estos son algunos de los aportes que hace el 
Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria 
en coordinación con otros institutos extranjeros. 

El INTA brinda, además, asistencia técnica a 
diversos países de Sudamérica, tales como Bo-
livia, Brasil, Chile, Paraguay, Uruguay, etcétera. 

Con respecto a la autarquía que le queremos 
devolver al Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria, cabe mencionar las expresiones 
de uno de sus principales promotores, el doctor 
Raúl Prebisch, quien en su obra. Moneda sana 
o inflación incontenible, capítulo I, "Producción 
agropecuaria", decía: "Mejorar la técnica agríco-
la y ganadera. Con tal propósito, se formará un 
instituto que difunda rápidamente las buenás 
prácticas ya probadas en el país y las vigentes 
en países extranjeros de similares condiciones. 
El instituto emprenderá, asimismo, la investiga-
ción tecnológica en materia agropecuaria y la 
difusión práctica de sus resultados. 

" Deberá manejarse por los propios produc-
tores bajo la supervisión del Estado, que apro-
bará sus planes de investigación y difusión. Los 
gastos iniciales serán cubiertos por el Fondo de 
Restablecimiento Económico, y los de su ulte-
rior funcionamiento, por una parte del actual 
gravamen de cambios, transformado en recurso 
impositivo." 

Evidentemente, durante estos 28 años el INTA 
ha demostrado su eficiencia a lo largo y a lo 
ancho del país; sin embargo, el 23 de octubre de 
1980 pierde su autarquía financiera al generali-
zarse el IVA. 

Evidentemente, la investigación y la exten-
sión agropecuaria tienen finalidades muy par-
ticulares: la investigación, para hallar solucio-
nes a los problemas; la extensión, para estimular 
su adopción por los productores mediante la 
enseñanza. 

Es imposible regular de acuerdo con la volun-
tad del hombre el ritmo de trabajo, sin destruir 
o anular lo ya hecho. Se trabaja sobre seres vi-
vos y material biológico. La construcción de un 
edificio puede suspenderse por falta de recursos 
y después proseguirse sin deterioro. En la mayo-
ría de los casos, cuando se detiene la investiga-
ción tecnológica se invalida todo el trabajo 
realizado, e inclusive ocurre a veces lo mismo 
cuando se trabaja con un ritmo más lento. 

Por eso propiciamos este proyecto de ley que 
tiende a restituir al INTA la plenitud de su au-
tarquía institucional y financiera, para que por 
medio de los recursos que reciba a través de las 
exportaciones agropecuarias continúe desarro-
llándose y permita el incremento de dichas ex-
portaciones, ampliando de ese modo las fronte-
ras agropecuarias a lo largo y a lo ancho del 
país. 
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Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital Federal. 

Sr. Rabanal. — Señor presidente: deseo expre-
sar algunas reflexiones con respecto a opiniones 
vertidas en este recinto. 

Los cuestionamientos fundamentales al pro-
yecto en consideración provienen de dos 
vertientes. Por un lado, se ha dicho que quie-
bra lo que podríamos denominar la "unidad 
de caja", porque se hace una afectación especí-
fica de un llamado impuesto para un fin deter-
minado. Se ha manifestado que para el supues-
to caso de que el gobierno desee fortalecer las 
arcas del INTA, podría destinar mayores fondos 
para que cumpla con la tarea asignada. 

En ese sentido, quiero aclarar que no esta-
mos en presencia de un impuesto. Podría afir-
marse que debe ser considerada una contribu-
ción, ya que a través de ella se está abonando 
el servicio que el INTA brinda a todos los pro-
ductores del sector agropecuario mediante tec-
nología para el mejoramiento de la explotación 
de nuestro suelo. En consecuencia, señor presi-
dente, no estamos frente a una afectación especí-
fica de un impuesto que quebraría ese principio 
de la caja única. 

Hay otra vertiente de la crítica a este pro-
yecto, que está vinculada con el tema de la 
tecnología. Parecería que todavía hay algunos 
que no saben que en el mundo existen países 
desarrollados y países subdesarrollados, con una 
brecha de diferenciación que cada día es más 
pronunciada. Lamentablemente, esa brecha de 
desarrollo hoy pasa por la tecnología, y no por 
los montos de sus productos brutos o por otras 
características que en algún momento se toma-
ron como elementos básicos para determinar tal 
diferenciación. 

Este tema de la tecnología implica una deci-
sión política, sobre todo en lo relacionado con 
su implementación. Esta decisión va unida al 
modelo de país que queremos; es decir, un país 
autónomo, en el que las decisiones sean tomadas 
de acuerdo con sus propios intereses, o un país 
dependiente que esté a la zaga de aquellas po-
sibilidades tecnológicas que se quieran transfe-
rir y que esté pendiente, también, de aquellas 
otras que por ser de punta o estar atadas a de-
terminados problemas vinculados con las pro-
ducciones primarias o del sector secundario de 
la economía, no se quieran transferir. 

Todos sabemos, señor presidente, que en un 
mundo carenciado de alimentos, como bien de-
cía el señor diputado Chehin, la Argentina ha 
estado eximida de esta fuente de conflictos que 

es la crisis alimentaria, en su condición de ex-
cedentaria de productos alimenticios como con-
secuencia de una intensa acción tecnológica, 
gran parte de la cual se debe a la presencia del 
INTA, que ha trabajado con ahínco para favo-
recer el mejoramiento de estas técnicas. 

Pensar que desde otros sectores geográficos 
desarrollados podríamos captar las tecnologías 
que requerimos o que requeriremos en el futuro 
para incrementar nuestros saldos disponibles para 
la balanza comercial, que es la fuente que debe-
mos explotar al máximo porque es la posible 
solución de nuestro sector externo —permanente 
cuello de botella de nuestra economía—, es vivir 
alejado de la realidad. 

La Argentina tiene factores y elementos priori-
tarios. Para nosotros están vinculados con la edu-
cación, con la salud, con la vivienda y con la 
investigación. Es por eso que, en este caso, veni-
mos aquí a restablecei esta autarquía financiera 
del INTA para posibilitar que, por medio de sus 
recursos, pueda seguir trabajando y lo haga con 
mayores posibJidades y en mejores condiciones 
de lo que lo ha hecho hasta este momento. 

Hace menos de tres años recorrí los Estados 
Unidos, país que ha sido mencionado aquí, y 
visité las universidades más importantes —entre 
ellas la universidad de Berkeley—, que confor-
man la liga de hiedra. Uno de los funcionarios 
directores de la universidad que he mencionado 
me decía que se encontraban frente al problema 
de la carencia e insuficiencia de fondos, ya que 
no alcanzaba con los recursos que aportaban 
sus alumnos —que por otra parte eran quienes 
decidían a dónde se imputaban—, que no su-
peraban el 12 o el 15 por ciento en concepto de 
matrícula; el resto del porcentaje para llegar al 
total era obtenido como consecuencia de los 
aportes del Estado de California, del Estado fe-
deral o de los contratos que hacía la universidad 
a través de sus investigaciones. El problema con-
sistía en seguir financiando el nivel tecnológico 
e intelectual de esta universidad, que la había 
hecho famosa en el mundo. Hasta ese momento 
era la universidad que tenía la mayor cantidad 
de premios Nobel surgidos de sus aulas. 

Pero el grave problema estaba dado porque 
advertían —y esto, señor diputado Manny, lo 
escuché de boca de un funcionario de una uni-
versidad de primera línea de Estados Unidos— 
que algunas universidades que no formaban par-
te de esta primera línea, frente a sus necesidades 
presupuestarias recurrían al apoyo de algunos 
capitales extranjeros, los que les digitaban los 
planes de estudio, los programas en los que de-
bían intensificar el tratamiento de la investiga-
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ción tecnológica y, además, Ies indicaban los pro-
fesóles que debían dirigir estos programas. En 
definitiva, en los propios Estados Únídos estaban 
comenzando a temer que su tecnología fuese 
orientada hacia destinos que no eran, precisa-
mente, los que más interesaban a la nación. Estoy 
hablando de uno de los países que dedica el ma-
yor porcentaje de producto bruto a !a investiga-
ción tecnológica. 

Pensemos qué ocurriría sí en la Argentina 
dejáramos librada la investigación tecnológica ex-
clusivamente a la iniciativa privada o a la trans-
ferencia del exterior. Esta investigación es indis-
pensable para nuestro crecimiento'. Estoy seguro 
de que ninguno de los señores diputados que se 
encuentran en ¡r.íc recinto iia renunciado —ni 
renunciará en el futuro— a esta pretcnsión que 
tiene la Argentina de transformarse en éste o en 
el próximo siglo en uno de los países centrales; 
es decir, en una potencia mundial, a través de la 
explotación racional de todas sus posibilidades. 

En consecuencia, cuando nosotros apoyamos 
el desarrollo tecnológico, lo hacemos en virtud 
de una posición filosófica. Esto no es, simple-
mente, una cuestión de econometristas o mane-
ja cores de la economía. Hay temas que atañen 
a la filosofía política del desarrollo y de la orga-
nización de un país. Esto no es un acto decla-
matorio, como seguramente alguien podría cali-
ficarlo. Estamos frente a. un diseño de país que 
vamos a discutii dentro de pocos meses, cuando 
lleguen aquí las pautas fundamentales del plan 
de desarrollo que en este momento está elabo-
rando el superior gobierno de la Nación. Me-
diante ese diseño de país encontraremos que el 
aspecto principal que deberemos preservar es 
el del desarrollo tecnológico. 

Por lo tanto, no estamos frente a lo balad;. 
Tampoco estamos quebrando el principio de la 
caja única, que corno precepto técnico en ma-
teria presupuestaria podría ser respetable. Algu-
na vez nos dijeron que a travéa de ese principio, 
ios recursos provenientes de la recaudación del 
impuesto al valor agregado, originados en el in-
cremento de la tasa, iban a satisfacer los requeri-
mientos del sistema previsional argentino y los 
del Fondo Nacional de ia Vivienda. Sin embar-
go, hemos llegado a la conclusión de que no dis-
ponemos de un sistema previsional ni de fondos 
para la construcción de viviendas. 

En los países carenciados de tecnología es ne-
cesario establecer prioridades. Esta mayoría ha 
fijado la de reforzar ios recursos del Instituto Na-
cional de Tecnología Agropecuaria, en virtud de 
sus antecedentes y de los compromiso:; que le 
impondremos para el futuro argentino. 1 

Estamos empeñados en un desafío. Tenemos 
que normalizar nuestro sector extemo a través 
del incremento de nuestras exportaciones. Este 
proyecto de ley que vamos a sancionar nc es una 
canonjía para el INTA-, es el compromiso que el 
instituto asume con el país, para responder a esta 
mayoría que está dando su apoyo y sus recursos 
y para hacer posible que alcancemos las metas 
buscadas. 

Por último, en materia de ministros de Econo-
mía, la Unión Cívica Radical preserva la cohe-
rencia ideológica de los hombres que ocuparon 
ese cargo durante sus gobiernos. Hoy nos pre-
side en esta Cámara alguien que actuó con dig-
nidad, altara, brillo e inteligencia en esa función. 
El doctor Eugenio Blanco también nos brindó un 
ejemplo en el desempeño de ese alto rango mi-
nisterial, falleciendo mientras ocupaba el cargo. 
Nosotros no estamos frente al oportunismo eco-
nómico sino ante la continuidad de una coheren-
cia y de una cohesión ideológica que ha dado 
fortaleza a esta Unión Cívica Radical. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una aclara-
ción tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital Federal. 

Sr, Manny. — Señor presidente: el hecho de 
que tengamos una óptica diferente a veces nos 
hace aparecer como contrarios a la Junta Nacio-
nal de Carnes o al INTA. Por eso reafirmo lo 
que ya expresé con anterioridad: no se trata de 
un. planteo contra el INTA. En los demás pun-
tes considero que he sido suficientemente claro, 

Sr. Presidente (Pugliese), — Se va a votar en 
general. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). • • En consideración 
en particular el artículo l 9 , cuyo texto será leí-
do por Secretaría. 

—Se lee. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Urriza. — Señor presidente, Honorable Cá-
mara: hemos aguardado al tratamiento en par-
ticular para señalar nuestra disidencia. 

Como lo fian expresado los señores diputados 
preopinantes de esta bancada, en consonancia 
con la mayoría de los legisladores que intervi-
nieron en el debate en general;, el motivo central 
del proyecto que hoy nos ocupa es devolverle al 
INTA su autarquía a efectos de que con fondos 
propios pueda realizar plan.es de largo alcance 
sin verse constreñido por edguos presupuestos, 
finito de partidas insuficientes que liaste hace 
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muy poco imposibilitaron la realización do in-
vestigaciones, cuyo desarrollo fue postergado a 
raíz de premuras y políticas, mezcla de desespe-
ración e irracionalidad. 

Presento nuestra disidencia manifestando que 
la bancada justicialista propicia la sanción del 
proyecto originario del Poder Ejecutiva remitido 
con el mensaje número 212. 

Parece propio de una paradoja chesterioniana 
que la oposición defienda el proyecto del Ejecu-
tivo y que el oficialismo sea el que lo haya mo-
dificado. Pero nosotros entendemos que tenemos 
razones valederas para nuestra posición. 

Es leal considerar que pudo haber existido la 
posibilidad de un error en el oficialismo, espe-
cialmente en el punto en que marcamos nuestra 
mayor discrepancia: el artículo 3n dcí proyecto 
del Poder Ejecutivo. Pero entendemos que más 
bien ha mediado un cambio de criterio que un 
error en sí, dado que el artículo 3® es claro al 
decir que cuando la contribución recaiga sobre 
productos sujetos al pago de derechos de expor-
tación, éstos serán reducidos en un monto equi-
valente a la contribución que se deba abonar 
de conformidad con la ley que estamos consi-
derando. 

Ante tal claridad pensamos que no es posible 
un error de transcripción ni uní equívoco en la 
interpretación. Entendemos que lia habido un 
cambio de criterio en el tiempo o bien en el área 
del Poder Ejecutivo, que ha intervenido en la 
tramitación de esta iniciativa. 

Un criterio ha estado abocado al problema de 
ía producción, o tal vez, más específicamente, al 
de la incentivación del agro. Esta posición ha-
bría estado preocupándose por deslindar lo que 
se procura, y cuya necesidad fuera unánimemen-
te expuesta: reconstruir el aparato productivo. 

El obro criterio se aboca al aspecto de 1a te-
caudación, ante ía necesidad perentoria de ce-
rrar cuentas que no cierran. 

En el primer caso »¡.o se pensaba en el aumento 
de la presión, tributaria sino que sólo se quería 
modificar y asegurar la asignación de recursos. 
En el segundo caso se incrementa la carga im-
positiva. 

A quienes debemos velar por la comunidad 
y deseamos poner en marcha nuevamente el 
país, nos resulta sumamente difícil decidimos 
sin conocer aún cuál es el pían que se pondrá 
en consideración respecto de este importante 
sector de ía economía que es el agropecuario. 
No sabemos cuáles son las nietas, las políticas, 
los incentivos, las políticas crediticias quo con-
tendrá ese plan. Sólo vamos conociendo algunas 

iniciativas impositivas que nos van llegando sin 
que aún se vean las medidas concretas para con 
el sector que unánimemente fae considerado el 
aprovechado máximo del proceso y que peyora-
tivamente denominamos "patria financiera". 
Notamos que hasta hoy, a nuestro criterio, no 
ha sido privilegiada aún la producción. El pri-
vilegio del dinero sobre el trabajo y el de la 
usura sobre ía producción, que estuvieron vi-
gentes en los últimos años, no sólo nos han lle-
vado a la grave crisis soportada —la más grave 
que ha padecido él país™, sino que han creado, 
lo que es más lamentable, la desesperanza y la 
falta de fe. 

Instamos a los señores diputados a que la re-
versión de esta situación, que ha comenzado 
con el renacer de la democracia, no se vea en-
torpecida por obstáculos o equívocos que moti-
ven la disminución de ta fe que empezamos a 
recuperar. Nos encontramos ahora con impues-
tos al agro, como el de la revaluación de la ha-
cienda vacuna, el incremento de la base Impo-
nible del gravamen sobre los capitales, etcétera. 
Sabemos que el agro ha sufrido ana enorme 
descapitalización; ía imposibilidad por muchos 
años de adquirir maquinarias ha motivado el 
cierre y el quebranto de muchas fábricas, y si 
bien es cierto que eí primer beneficiado por la 
labor del INTÁ es el campo, y entonces pare-
ciera justo que fuera el campo el que pague 
este tributo, no estamos de acuerdo con la opor-
tunidad en que se Ic aplica. 

Los justicialistas defendemos los Impuestos 
progresivos, de los cuáles el pequeño productor 
está exento, y que están regidos por el concepto 
de que más tributa quien más puede pagar. 
Además, debe premiarse a quien mejor produce. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Perdón, señor di-
putado. pero está en consideración en particu-
lar eí artículo I 9 . 

Sr. Umsa. — Es que nuestro disenso, señor 
presidente, es sobre todo el articulado, porque 
queremos hacer nuestro el provecto del Poder 
Ejecutivo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La oportunidad 
para disentir respecto de todo el articulado era 
el momento del tratamiento del proyecto en 
general, señor diputado. 

Sr. Unríza. — Como coincidíamos plenamente 
con el espíritu de la ley y disentíamos con la 
forma del articulado, dimos nuestro apoyo en 
general. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Por eso, yo espe« 
raba que se refiriera a las modificaciones en 
particular. 

Srr. Uirriza. — Son las que estoy exponiendo. 



942 Reunión 119 

Sr. Presidente (Pugliese). — Pero es el artícu-
lo l 9 el que está en consideración. 

Sr. Urriza. — Solicito, señor presidente, que 
se dé lectura del artículo l 9 del proyecto del 
Poder Ejecutivo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se dará lectura 
por Secretaría. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

Artículo 1® — Incorpórase como inciso a) del articulo 
16 del decreto ley 21.680, del 4 de diciembre de 1956, 
ratificado por la ley 14.467 y modificado por las leyes 
15.429, 19.275, 20.340 y 22.064, y por el decreto ley 
1.120, del 8 de febrero de 1963, el siguiente: 

El producido de una contribución ad oalorem 
sobre los productos y subproductos de la agricultura 
y de la ganadería que se exporten, que será depo-
sitado diariamente por la Administración Nacional 
de Aduanas a la orden del Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria en el Banco de la Nación 
Argentina. La contribución será del 1,5 % a partir 
de la publicación de la presente ley. 

Sr. Elizalde. — Pido la palabra para una acla-
ración, señor presidente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Le recuerdo al 
señor diputado que en este momento está en el 
uso de la palabra el señor diputado Urriza, a 
quien debería solicitarle si le concede una in-
terrupción. • 

De todas maneras, le aclaro que al iniciarse 
la discusión en particular fue leído el artículo l 9 

del despacho de comisión. Posteriormente, el 
señor diputado Urriza solicitó que se leyera 
el artículo del proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo, que es la última lectura que acaba-
mos de escuchar. 

Sr. Elizalde. — En ese caso no tengo nada 
que agregar, señor presidente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa en el 
uso de la palabra el señor diputado Urriza. 

Sr. Urriza. — Señor presidente: declaro que 
apoyamos el texto del artículo l 9 tal como fi-
gura en el proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo y del cual se acaba de dar lectura. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿El señor diputado 
propone, concretamente, sustituir el artículo l 9 

del despacho por el artículo l 9 del proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo? 

Sr. Urriza. — Así es, señor presidente. 
Sr. Rabanal. — Pido la palabra para una acla-

ración en nombre de una de las comisiones que 
produjo el despacho, señor presidente. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una aclara-
ción, tiene la palabra el señor diputado por la 
Capital Federal. 

Sr. Rabanal. — Felicito al señor diputado 
Urriza por haberse transformado en defensor de 
este gobierno de la mayoría del pueblo argenti-
no, porque su actitud evidencia que estamos 
captando adhesiones por parte de quienes hasta 
ahora no nos han apoyado. 

Sin embargo, debo hacerle notar que el ar-
tículo l 9 del despacho de la mayoría es una 
reiteración textual y literal del artículo 49 del 
proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, de 
manera que recepta absolutamente lo que el 
Poder Ejecutivo opina y solicita en esta materia. 
Las diferencias, que sí existen, vendrán luego, 
señor diputado Urriza; pero por un problema 
de trámite parlamentario y ya que estamos en 
la consideración del artículo l9 , repito que el 
texto de dicho artículo constituye una reiteración 
del artículo 49 del proyecto de ley del Ejecutivo, 
cosa que ya había sido prevista en la reunión de 
comisión. 

De todas maneras y para aventar cualquier du-
da al respecto, solicito que por Secretaría se dé 
lectura del artículo 49 del proyecto de ley remi-
tido por el Poder Ejecutivo y, a continuación, 
del artículo l 9 del dictamen de las comisiones. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se dará lectura 
por Secretaría de los artículos a que ha hecho 
referencia el señor diputado Rabanal. 

Sr. Secretario (Belnicoff). — El artículo l 9 del 
dictamen de las comisiones dice así: "Artículo 
l 9 — El Instituto Nacional de Tecnología Agro-
pecuaria se regirá exclusivamente por su ley 
orgánica y sus decretos reglamentarios, sin su-
jeción a las normas que limiten su autarquía y 
las facultades que tiene asignadas." 

El artículo 49 del proyecto del Poder Ejecu-
tivo dice así: "Artículo 49 — El Instituto Nacio-
nal de Tecnología Agropecuaria se regirá exclu-
sivamente por su ley orgánica y sus decretos 
reglamentarios, sin sujeción a las normas que 
limiten su autarquía y las facultades que tiene 
asignadas". 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa en el 
uso de la palabra el señor diputado Urriza. 

Sr. Urriza. — Indudablemente, señor presiden-
te, los artículos son iguales. Lo único que cam-
bia es la estructura o el ordenamiento del texto 
legal, que es lo que en principio objetábamos. 
El hecho de que en esta oportunidad defenda-
mos al agro, ante la posibilidad de un nuevo tri-
buto, no significa que nos hayamos cambiado 
de bancada, ni mucho menos. Cada cual defien-
de su posición y nosotros no tenemos inconve-
niente en coincidir con el Poder Ejecutivo 
cuando, realmente, se trata del bien del país. 
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Sr. Presidente (Pugliese). — ¿La comisión in-
siste en la modificación en virtud de la cual el 
artículo 49 del proyecto del Poder Ejecutivo pasa 
a ser artículo l 9 del dictamen? 

Sr. Druetta. — Señor presidente: consideramos 
que la modificación producida por el despacho 
de la comisión responde a una cuestión de or-
denamiento, por lo que la aceptamos. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo l 9 del dictamen. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
el artículo 29. 

Por Secretaría se dará lectura. 
—Se lee. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Urriza. — Señor presidente: ahora sí insis-
to en el artículo l 9 del proyecto del Poder Eje-
cutivo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rabanal. — Señor presidente: es indudable 
que la misión de las comisiones del Congreso es 
analizar, estudiar y perfeccionar las iniciativas, 
entre ellas las que envía el Poder Ejecutivo. Esa 
es la finalidad con que se realizó este estudio. 
Ese es el objetivo que se persigue en este perío-
do parlamentario, como lo ha sido en los pe-
ríodos anteriores. 

En consecuencia, cuando se analizó por parte 
de las distintas comisiones este proyecto, se ad-
virtió, por ejemplo, por razones de una mejor 
metodología, la conveniencia de modificar el or-
denamiento de los artículos, que fue lo primero 
que hicimos. 

Debo agregar que concurrieron a las reunio-
nes funcionarios del Poder Ejecutivo, quienes 
no solamente expusieron su posición, sino que 
también recibieron las opiniones de los señores 
diputados integrantes de las distintas comisiones, 
y en consulta con los representantes del Poder 
Ejecutivo se fue diseñando la nueva redacción 
del artículo 29. 

En diferentes oportunidades escuché la posi-
ción de la bancada justicialista, a la que califi-
qué alguna vez como defensora de la liga de 
gobernadores. Precisamente, señores diputados 
justicialistas, hoy está nuestra bancada traba-
jando en ese mismo sentido, pues el tratamiento 
que se le da al artículo 29 quita una diferen-
cia que en favor de la pampa húmeda tenía el 
régimen del artículo l 9 del proyecto del Poder 
Ejecutivo. 

Si se consideran los artículos l 9 y 39 del pro-
yecto del Poder Ejecutivo, se advertirá que el 
artículo 3 9 autorizaba a aquellos productos que 
tenían retenciones a deducir de ellas la contri-
bución del 1,5 por ciento destinada al INTA. 
Como saben los señores diputados, las retencio-
nes generalmente están dadas a todos aquellos 
productos de la pampa húmeda. Por su par-
te, los que no son producidos por la pampa hú-
meda, fundamentalmente los de las economías 
regionales, por lo general están desgravados, al 
tener un gravamen cero de retención, y en al-
gunos casos están apoyados a través de reem-
bolsos. Quiere decir que en esta cuestión, si 
no se aplica el criterio que propiciamos, se fa-
vorecerá a la pampa húmeda en detrimento de 
las economías regionales. Nosotros estamos tra-
tando de salvar esta situación. 

Además, hemos introducido algunas otras me-
joras al proyecto del Poder Ejecutivo, porque 
como lo señaló el señor miembro informante en 
su exposición en general, en el proyecto del Po-
der Ejecutivo no estaban exceptuadas aquellas 
exportaciones que no respondían en muchas 
oportunidades al comercio exterior sino a situa-
ciones de solidaridad internacional, como por 
ejemplo la contribución que muchas veces ha 
hecho la Argentina a raíz de catástrofes interna-
cionales. Y en dichas ocasiones la exportación 
de alimentos debe ser desgravada. 

De igual forma, si restableciésemos la lista 
mencionada en el mensaje del Poder Ejecutivo, 
que es más completa, incluiríamos por ejemplo 
el pescado, que es un rubro que está absoluta-
mente excluido de la lista anexa y que sí está 
incluido en la lista que contempla la ley 18.134, 
bajo el título de "pescados y mariscos, crustá-
ceos y moluscos". Esto se debe a que la inves-
tigación del INTA no tiene relación con los 
productos del mar sino que está vinculada ex-
clusivamente con la agricultura y la ganadería. 
Es decir, que estas mejoras son consecuencia de 
haberse ejercido la facultad que tiene el Con-
greso de ir perfeccionando los proyectos del Po-
der Ejecutivo. 

Por otra parte, esta redacción tiene la ventaja 
de que facilita la tarea del Poder Ejecutivo para 
excluir algunos productos de la lista anexa. En 
efecto, se puede dar la paradoja de que por 
razones estacionales o derivadas del funciona-
miento del mercado interno o externo, la expor-
tación de alguno de estos productos se vea difi-
cultada como consecuencia del gravamen del 
1,5 por ciento. Por eso otorgamos esta autoriza-
ción al Poder Ejecutivo. Sin embargo, a fin de 
preservar los fondos del INTA, hemos puesto 
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un límite a esa posibilidad de exclusión, de 
manera que paulatinamente no se vaya desvir-
tuando a través de exclusiones la lista anexa de 
productos cuya exportación origina el pago del 
tributo. 

El límite al que he aludido es del 10 por 
ciento y se calcula sobre el presupuesto que 
tuvo el INTA en el año 1983. Por eso dije ante-
riormente que esta ley no es solamente la ins-
trumentación de un propósito del Poder Ejecu-
tivo de aportar fondos para la investigación 
tecnológica. Esta ley constituye también un 
desafío para el INTA, porque en la medida en 
que sea eficaz la tecnología agropecuaria que 
produzca esta institución, aumentarán sus re-
cursos. Además, estamos seguros de que ellos 
so incrementarán porque uno de los objetivos 
fundamentales del programa de este gobierno es 
el incremento sustancial de la exportación de 
los productos agropecuarios. 

Entiendo y celebro la defensa del campo que 
ha realizado la bancada justicialista. Es coheren-
te con nuestra posición que celebremos esa 
defensa, porque: siempre hemos apoyado la acti-
vidad agropecuaria. Por ejemplo, durante los 
gobiernos ele la Unión Cívica Radical han tenido 
vigencia los precios sostén, que precisamente han 
impedido que se desalentara la siembra y con 
ello la producción de bienes agropecuarios, que 
constituyen un rubro sustancial de nuestras ex-
portaciones. 

Creo que con esto queda respondida en prin-
cipio la inquietud del señor diputado Urriza, y 
aunque seguramente no lo satisfará totalmente, 
considero que esta argumentación fundamenta 
la modificación realizada al proyecto remitido 
por el Poder Ejecutivo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo 2<?. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Urriza. — Pido la palabra para proponer 
la inclusión de un nuevo artículo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Urriza. — Nosotros proponemos agregar un 
artículo que diga lo siguiente: 

Cuando la contribirión prevista en el nrtícu'o 19 
recaiga sobre productos sujetos al pago do derechos 
de exportación, tales derechos serán reducidos en un 
monto equivalente a la contribución que so deba abonar 
conforme con la presente ley. Déjase expresamente, exi-
midos, por el término de dos años desde el comienzo 
de vigencia ele la presento ley, a los artículos prove-

nientes de economías regionales. La reglamentación esta-
blecerá, a tal efecto, el listado de los productos bene-
ficiados. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Rabanal. — En este momento, las expor-
taciones agropecuarias provenientes de los sec-
tores de las economías denominadas regionales 
prácticamente no exceden el 10 por ciento. Es 
decir, que ésta sería una de las previsiones teni-
das en cuenta por la comisión al incorporar la 
posibilidad de eximir hasta un 10 por ciento. De 
allí que, señor presidente, a este otrosí, otro no. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 
artículo nuevo propuesto por el señor diputado 
Urriza que, en caso de ser aprobado, pasaría a 
ser artículo 3*?. 

—Resulta negativa. 
—El articulo 3 ' es de forma. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de ley1. 

Se comunicará al Honorable Senado. 

17 
ESTATUTO DEL PERIODISTA PROFESIONAL 

(Orden del Día N9 4) 

Dictamen de las comisiones 

Honorable Cámara: 

Las comisiones de Legislación del Traba;'o y de Trans-
portes han considerado el proyecto de declaración de 
los señores diputados Botta y otros (Expte. 345-D.-83) 
por el cual se propone requerir del Poder Ejecutivo in-
cluya en el temario de las presentes sesiones extraordi-
narias del Congreso un proyecto de ley reimplantando las 
disposiciones del artículo 14 del Estatuto del Periodista 
Profesional, aprobado por ley 12.908, norma actualmente 
derogada que reconocía a dichos trabajadores descuentos 
y rebajas en las tarifas de diversos medios de transpor-
te y comunicación; y, por las razones expuestas en el 
informe que se ace>mpaña y las que dará el miembro 
informante, aconsejan la aprobación del siguiente 

Proyecto de declaración 

La Gámara de Diputados de la Nación 
D E C L A R A : 

Que vería con agrado que el Pe>der Ejecutivo inclu-
yera entro los temas de las presentes sesiones extraordi-
narias del Congreso un proyecto de ley reimplantando los 

1 Véase el texto ele la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 964.) 
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beneficios que acordaba a dichos trabajadores el articu-
lo 14 del Estatuto del Periodista Profesional, ley 12.908. 

Sala de las comisiones, enero 11 de 1984. 

Roberto Edmundo Sammartino. — Luis San-
tos Casale. — Rodolfo Antonio Ponce. — 
Ricardo Daud. — Roberto Pedro Alvarez. 
— Jorge Heruán Zavaley. — Marcelo Mi-
guel Arabolaza. — Vicente Manuel Azco-
na. — Tulio Marón Bernasconi. — Vic-
toria Osvaldo Bisciotti. — Alberto Cecilio 
Bonino. — Julio Segundo Bulado. — Juan 
Arnaldo Brizuela. — Luis Victorino Cabe-
llo. — Ricardo Jesús Cornaglia. — Julio 
César Corzo. — Ramón Adolfo Dussol. — 
Antonio Matías García. — Roberto Juan 
García. — Arnaldo González. — Jesús 
Jerónimo González. — Carlos María Gon-
zález Pastor. — Erasmo Alfredo Goti. — 
Pedro Antonio Lepori. — Valentín del Va-
lle Martínez. — Próspero Nieva. — Ab-
dol Carim Mahomed Peche. — René Pé-
rez. — Domingo Purita. — Rubén Abel 
Rapacini. — Félix Riquez. — Pedro Sal-
vador Rodríguez. — Antonio Elias Rome-
ro. — Pedro Alberto Sarubi. — Santiago 
David Tosi. 

INFORME 

Honorable Cámara: 

El periodismo y los medios de comunicación de masas 
revisten enorme importancia en el mundo contemporáneo. 

Una democracia moderna y actual no puede conce-
birse sin el respaldo de una opinión pública vigorosa e 
ilustrada, a cuyo servicio deben consagrarse tales medios 
de información y comunicación social. 

Por lo tanto, los profesionales de tan calificada acti-
vidad deben contar con medios adecuados para dar 
cumplimiento a las funciones que les son propias, con la 
mayor libertad y en condiciones materiales adecuada-
mente favorables. 

Dentro de tal orden de ideas, el presente proyecto de 
declaración postula que el Poder Ejecutivo incluya, entre 
los temas de las presentes sesiones extraordinarias, un 
proyecto de ley encaminado a reimplantar ciertas facili-
dades, manifiestamente razonables, que fueron siempre 
reconocidas a los periodistas profesionales. 

La medida parece impostergable en un momento como 
el actual, de vigoroso renacimiento democrático. 

Amén de su manifiesta necesidad y justicia la medida 
postulada importará una adecuada reparación moral res-
pecto de un acto inconsulto y arbitrario de la dictadura. 

Roberto Edmundo Sammartino. 

ANTECEDENTE 

Proyecto de declaración 

La Cámara de Diputados de la Nación 
D E C L A R A : 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo incluyera 
entre los teínas a lrutar en ol período de sesiones ex-

traordinarias del Congreso la reimplantación de) bene-
ficio acordado por el artículo 14 de la ley 12.908, a los 
periodistas profesionales, respecto de las rebajas del 50 % 
en las tarifas de los medios de transporte estatales y 
de las rebajas respectivas en el transporte, en las comu-
nicaciones telefónicas, telegráficas, cablegráficas, y, <:ti 
general, para la transmisión de noticias. 

Felipe Esteban Botta. — César Jaroslavsky. 
— Héctor Di Cío. — Leopoldo Raúl Mo-
rcan. — Marcelo Stubrin. 

Sr. Presidente (Pugliese). — E n consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por Bue-

nos Aires. 
Sr. Cornaglia. — Señor presidente: las comisio-

nes de Legislación del Trabajo y de Transportes 
decidieron aprobar el proyecto de declaración 
de los señores diputados Marcelo Stubrin, Jaros 
lavsky, Moreau, Di Cío y Botta, otorgando de 
este modo la reparación que corresponde con res-
pecto de una norma del derecho del trabajo que 
data del año 1946 y que tuvo plena vigencia en 
el país hasta el año 1980, en que el gobierno de 
la dictadura militar decidió, como en muchas 
otras materias, entrometerse en ésta, conculcan-
do los derechos de los trabajadores. 

En este caso concreto, afectó los derechos de 
los hombres de prensa, privándolos del benefi-
cio que les otorgaba una norma que había teni-
do una vigencia pacífica e ininterrumpida por 
más de 30 años. 

De este modo se afectó una modalidad de 
trabajo, pero también se agredió lo que signifi-
ca el correcto desempeño de estos trabajadores 
que conforman el "cuarto poder". 

Evidentemente, para el gobierno de la dicta-
dura militar afectar al "cuarto poder" no podría 
tener importancia, puesto que había roto la es-
tructura del sistema republicano encarnada en 
los tres poderes. 

Por lo tanto, es correcto que este gobierno de-
mocrático, que persigue la restauración en la 
vida institucional y republicana, también con-
temple los intereses conculcados de lo que la 
opinión pública ha llamado el "cuarto poder", 
porque a través del cabal desempeño de los 
hombres de prensa y de las posibilidades de fa-
cilitar su labor está en suerte la creación de una 
opinión pública libre y el futuro de una publici-
dad adecuada de todos los actos de gobierno y 
de la vida social de nuestro país. 

Por lo expuesto, de común acuerdo ambas co-
misiones han decidido por unanimidad aprobar 
este proyecto de declaración. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Santiago del Estere!, 
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Sr. Jiménez. — Señor presidente: simplemente 
quiero expresar mi adhesión a esta iniciativa, 
como un hombre del oficio, y recalcar que este 
derecho, esta franquicia que tuvieron los traba-
jadores de prensa merece ser considerada y de-
vuelta lo más pronto posible a los periodis-
tas profesionales o, mejor dicho, a los periodistas 
que nosotros acostumbramos llamar "asalaria-
dos". Este fue un derecho casi exclusivo de 
ellos y que luego fueron tomando también los 
periodistas propietarios. 

Es oportuno decir que en el curso del período 
ordinario de este año el diputado que habla 
—por lo menos— tiene el propósito de reelabo-
rar la ya añosa ley 12.908, más conocida como el 
Estatuto del Periodista Profesional, que fue san-
cionada en 1946 y que recogía el espíritu del 
estatuto sancionado por decreto uno o dos años 
atrás. 

En consecuencia, señor presidente, este dere-
cho que conquistó el trabajador de prensa debe 
ser nuevamente reivindicado. Por eso es que ha-
go el anticipo, como hombre del oficio —repi-
to—, de plantear en el próximo período ordi-
nario la reelaboración del Estatuto del Perio-
dista Profesional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Ponce. — Señor presidente: la bancada 
justicialista, como no podía ser de otra manera, 
va a dar su aprobación en general, porque pare-
ce ser que en el día de la fecha existen grandes 
coincidencias. A los efectos de ser recíprocos 
queremos manifestar nuestro profundo agrade-
cimiento a los autores de este proyecto de de-
claración, porque no hacen nada más ni nada 
menos que reivindicar un derecho cercenado a 
los trabajadores de la actividad periodística. 
Agradecemos a la bancada radica] el hecho de 
defender con este proyecto de declaración los 
beneficios otorgados por el artículo 14 del Esta-
tuto del Periodista Profesional y un derecho que 
el 25 de marzo de 1944 precisamente el general 
Juan Domingo Perón otorgara por decreto, 
creando sus organizaciones sindicales, lo cual 
sería luego ratificado por la ley 12.908. 

Por eso damos nuestra aprobación y no por-
que haya sido precisamente el general Perón 
quien otorgó ese derecho a los periodistas, sino 
porque fundamentalmente ésperamos que de 
aquí en más —quiera Dios— todos los derechos 
cercenados por la dictadura tengan el mismo 
tratamiento por parte de esta Honorable Cáma-
ra. En partieulat, el Estatuto del Periodista Pro-
fesional tuvo un tratamiento especial en este 

recinto en el período constitucional comprendi-
do entre 1973 y 1976. Aquí hay diputados que 
nos honran nuevamente con su presencia y que 
son testigos de que en esta Cámara se sancionó 
el proyecto de reformas a aquella primitiva ley 
12.908, pasando luego al Honorable Senado de 
la Nación. Lamentablemente, quizá eso esté 
ahora durmiendo en los anaqueles de las biblio-
tecas o en los archivos, porque debido a la in-
terrupción del proceso constitucional que tuvo 
lugar el 24 de marzo de 1976 no pudo tener la 
sanción definitiva, como hubiera sido del agra-
do de toda esta Honorable Cámara de Diputa-
dos de la Nación. 

Por eso es que, a la par de aprobar incondi-
cionalmente este proyecto, veríamos con agrado 
que en el futuro período ordinario de sesiones 
sacáramos de los archivos aquella iniciativa des-
tinada a los trabajadores de la actividad perio-
dística. Esto es caro a los sentimientos de esos 
trabajadores y de los integrantes de la bancada 
justicialista, porque aquella ley tuvo un princi-
pio que jamás podremos olvidar. No sólo fue la 
ley de los compañeros periodistas, sino que for-
mó parte del conjunto de normas legales que 
reivindicaron definitivamente a los trabajadores 
argentinos que, lamentablemente, en aquellos 
años eran considerados como parias en nuestro 
país. 

También queremos recordar que en 1944 la 
ley se encontró acompañada por una persona 
muy cercana a nuestros sentimientos. Se trata 
de la mujer que estuvo al lado del general Pe-
rón, nuestra inolvidable compañera Eva Perón, 
que para los peronistas ha sido la jefa espiritual 
de la Nación Argentina. (Aplausos.) 

Por todo lo expuesto damos nuestro apoyo en 
general y en particular al proyecto. Quiera Dios 
que estas vías que nos posibilitan la coinciden-
cia se mantengan en el tratamiento futuro de la 
legislación que, indudablemente, ha de satisfa-
cer las necesidades de los trabajadores argenti-
nos y del pueblo en general. 

Sr. Presidente (Pugliese.) — Tiene la palabra 
el señor diputado por Córdoba. 

Sr. Botta. — Señor presidente: cuando la dic-
tadura militar derogó mediante la ley 22.337 el 
artículo 14 de la ley 12.908 dijo que lo hacía 
"para evitar toda influencia que los poderes del 
Estado puedan ejercer sobre la prensa". El ar-
gumento era falso ya que ese gobierno se carac-
terizó por coartar reiteradamente esa libertad 
fundamental. 

En realidad la medida —que lleva la firma de 
los entonces ministros de Trabajo y de Economía 
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del régimen, Llamil Reston y Martínez de Hoz— 
se dirigía a liquidar una más de las conquistas 
gremiales de los periodistas, muy conectada con 
la libertad de prensa, porque facilita y pro-
mueve el buen desempeño de una actividad 
profesional primordial para la democracia. 

Igualmente falaz es el argumento de que Ja 
franquicia tenía "una gravitante influencia para 
la economía de las empresas de transporte", ya 
que es ínfima la cantidad de personas compren-
didas en relación a los benéficos resultados de 
su aplicación. 

Tiene también esta iniciativa el sentido de 
homenaje que esta Honorable Cámara rinde al 
gremio de prensa y a sus esforzados trabajado-
res, que durante este negro período de la dic-
tadura soportaron condiciones desfavorables de 
labor, y que cuentan en sus filas con extraor-
dinarios ejemplos de sacrificio y abnegación, mu-
chos de los cuales fueron víctimas de aberrantes 
formas de represión, persecución y exterminio. 

En esta etapa de reparación de los agravios 
inferidos por la dictadura al oueblo argentino 
y a sus legítimos intereses, el restablecimiento 
del descuento a los periodistas en los medios de 
transporte y de las otras franquicias propuestas 
representa una significativa medida de estricta 
justicia de la cual —seguramente— se va a ha-
cer eco el Poder Ejecutivo, por lo cual solicito 
a esta Honorable Cámara la aprobación del pro-
yecto en tratamiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar. 

—Se aprueba en general y an particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de declaración \ 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
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SITUACION PROCESAL 
DE UN CIUDADANO BOLIVIANO 

(Orden del Día NV 8) 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Asuntos Constitucionales ha conside-
rado el proyecto de declaración del señor diputado Ca-
sale sobre pedido de informe» ai Ministerio del Interior 
referidos a la situación procesal del ciudadano boliviano 
Luis Arce Gómez, asilado en nuestro país por resolu-
ción 709/82 de ese ministerio; y, por las razones ox-

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 971.) 

puestas en el informe que se acompaña, y las que dará 
el miembro informante, aconseja la aprobación de los 
siguientes: 

Proyecto de resolución 

La Cámara de Diputados de la Nación 
RESUELVE: 

Requerir del Poder Ejecutivo la siguiente información: 

a¡ Situación procesal del ciudadano boliviano Lu's 
Arce Gómez, ex coronel del ejército de Bolivia, 
quien se encuentra asilado en nuestro país según 
resolución 709 dei Ministerio del Interior (expe-
diente 60.583/82 Dirección Nacional de Migra-
ciones) con explicitaeión de detalles, 

b) Si desde el momento en que le fuera concedida 
la excarcelación por parte de un tribunal federal, 
el mencionado ciudadano boliviano ha cum-
plimentado su obligación de presentación perió-
dica ante la Policía Federal y, en caso afirma-
tivo. ante qué autoridad o autoridades de esa 
repartición lo ha hecho; 

c) Si ese ministerio ha tomado medidas para evitar 
su salida del país. 

Proyecto de declaración 

La Cámara de Diputados de la Nación 
DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo contem-
ple la posibilidad de revisar el asilo político oportuna-
mente concedido al ciudadano boliviano Luis Arce Gómez. 

Sala de la comisión, 16 de enero de 1984. 

Jorge Reinaldo Vanossi. — Ricardo Jesús Cor-
naglia. — Oscar Luján Fappiano. — Luis 
Asteria Asensio. — José Bielicki. — Au-
gusto Conté. — José Alberto Furque. — 
Tomás Walther González Cabanas. — Víc-
tor Carlos Marchesini. — Héctor María 
Maya. — Alfredo Miguel Mosso. — Félix 
Justiniano Mothe. — Próspero Nieva. — 
René Pérez. — Ricardo Alejandro Terrüe. 

INFORME 
Honorable Cámara: 

La Comisión de Asuntos Constitucionales aconseja a 
vuestra honorabilidad la aprobación del proyecto de de-
claración presentado por el señor diputado nacional Luis 
Santos Cásale, con las modificaciones que se han efec-
tuado a su redacción y que cuentan con el consentimien-
to del autor del mencionado proyecto. Ello así, porque 

* es necesario establecer, pot un lado, la actual residencia 
leí ciudadano boliviano Luis Arce Gómez, a fin de que 
la actividad jurisdiccional de nuestros tribunales no re-
sulte vana, y por el otro, revisar la legitimidad del asilo 
político oportunamente acordado por nuestro país. 

Es de pública notoriedad que el mencionado ciudadano 
boliviano fue ministro del Interior de la República de 

I Bolivia durante un gobierno de facto y que al restable-
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eerse la plena vigencia institucional en la nación her-
mana emigró a nuestro país, donde, según se dijo pre-
cedentemente, reside en calidad de asilado político. 
Posteriormente, fue tequerida su extradición por un 
tribunal de los Estados Unidos de América, al bailarse 
vinculado en un proceso criminal donde se investiga 
el tráfico internacional de narcóticos. Esta solicitud tue 
denegada por la justicia argentina, resolución de baja 
instancia que se halla apelada ante el tribunal de alzada 
respectivo. 

Igualmente es de pública notoriedad que el prenom-
brado se üabría ausentado del país en forma presunta-
mente clandestina. Tal circunstancia, de comprobarse su 
realidad, volvería ilusoria la resolución sobre su extradi-
ción en trámite, como también su sometimiento a pro-
ceso en el país, de acuerdo con lo preceptuado en el 
artículo 36 de la Convención Unica sobre Estupefacien-
tes de 1961, a la que se encuentra adherida la Argen-
tina. Por otra parte, ella abona la declaración acerca de 
la revisión de la legitimidad del asilo acordado, pues 
de verificarse el motivo que lo funda resultaría falso. 

Oscar Luján Fappiano. 

ANTECEDENTE 

Proyecto de declaración 

La Cámara de Diputados de la Nación 

D E C L A R A : 

1<? — Que vería con agrado que el Ministerio del in-
terior informe la situación procesal del ciudadano boli-
viano Luis Arce Gómez, ex coronel del ejército de ese 
país, quien se encuentra asilado en nuestro país por 
resolución 709 del Ministerio del Interior, expediente 
60.583-8/82, Dirección Nacional de Migraciones. 

2« — Que asimismo informe si desde el momento en 
que se le concedió la excarcelación el mencionado ciu-
dadano boliviano ha cumplimentado su presentación pe-
riódica ante la Policía Federal, y ante qué autoridades 
de esa repartición lo ha hecho. 

3V — Si el Ministerio del Interior ha tomado medidas 
para evitar su salida del país. 

4 ' — Se solicita a la brevedad la remisión de tales 
informes. 

Luis Santos Casale 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado poi For-

mosa. 
Sr. Fappiano. — Señor presidente: entiendo 

que el informe que acompaña al dictamen de la 
Comisión de Asuntos Constitucionales es sufi-
ciente fundamento para ambos proyectos. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde vo-
tar en primer término el proyecto de resolución. 

—Se aprueba en general y en particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de resolución 1. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar el 

proyecto de declaración. 

—Se aprueba en general y en particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de declaración 1. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
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REPARACION DE LA KUTA NACIONAL 11 

(Orden del Día Nf 17) 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Transportes ha considerado el pro-
yecto de resolución de la señora diputada Briz de Sán-
chez y otros, sobre la reparación de la ruta 11, en el 
tramo comprendido entre la ciudad de Resistencia (Cha-
co) y la de Formosa (provincia de Formosa); y, por 
las razones que se dan en el informe que se acompaña 
y las que dará el miembro informante, aconseja la apro-
bación del siguiente 

Proyecto de declaración 

La Cámara de Diputados de La Nación 

D E C L A R A : 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través 
del organismo correspondiente, proceda de inmediato a 
la reparación de la aita 11 en el tramo comprendido 
entre la ciudad de Resistencia ( Chaco ! y la de Formosa 
(provincia de Formosa). 

Sala de la comisión. '~> Je enero Je 1984. 

Luis Santos Casale. — Ricardo Dauci. — Jorge 
Hernán Zavaley — Vicente Manuel Az-
cona. — Alburio Cecilio Bonino. — Amoldo 
González. - Héctor Eduardo González. 
— Jesús Jerónimo González. — Miguel 
Angel Khoury. — Lu Ascensión Lenci-
na. — Domingo Purità. — Antonio Elias 
Romero — Pedro Alberto Sarubi. 

INFORMÉ 
Honorable Cámara-

La Comisión de Transportes, al considerar el proyec-
to de resolución de la señora diputada Briz de Sánchez 
y otros, cree necesaria la prioridad en la contemplación 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 971.) 
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dtl mismo, debido a que dicha ruta hace al desarrollo 
económico de las provincias del Chaco, Formosa y la 
unión con la república hermana del Paraguay; por lo 
U n t o , solicita a la Honorable Cámara su aprobación. 

Luis Santos Casóle. 

ANTECEDENTE 

Proyecto de resolución 

La, Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Podei Ejecutivo a electos de solicitarle 
se arbitren los medios tendientes a iniciar de inmediato 
la reparación de la ruta 11, tramo comprendido entre la 
ciudad de Resistencia, en el Chaco, y la de Formosa, 
en la provincia del mismo uombre. 

Onofre Briz de Sánchez. — Carlos Lestani. 
— Artemio Patino. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

—Se aprueba en general y en particular. 

Sr. Presidente (Pugliese).—Queda sanciona-
do el proyecto de declaración \ 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 

20 
REPUDiO POR UNA VISITA A LAS 

ISLAS MALVINAS 

(Orden del Día N? 16) 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Relaciones Exteriores y Culto ha 
considerado el proyecto de resolución del señor dipu-
tado Ferré y otros, por el que se expresa repudio por 
la visita del ministro de Defensa británico a las islas 
Malvinas; y, por las razones expuestas en el informe 
escrito que se acompaña y las que dará el miembro 
informante, aconseja su aprobación. 

Sala de la comisión, 24 de enero de 1984. 

Federico Teobaldo M. Storani. — Alfredo 
Jorge Connolly. — Carlos Armando Be-
cerra. — Ricardo Alejandro Berri. — José 
Bielicki. — José Octavio Bordón Gonzá-
lez. — Ricardo Miguel Colombo. — Ri-
cardo Daud. — Carlos Eduardo Ferré. — 
Julio José Oscar Ginzo. — Horacio Hugo 
Huarte. — Nicasio Sánchez Toranzo. — 
Guillermo Enrique Tello Rosas. 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
''¡na 971.) 

Proyecto de resolución 

La Cámara de Diputados de la Nación 

R E S U E L V E : 

Expresar su más terminante repudio a la anunciada 
visita del ministro de Defensa británico a las islas MaJ 
vinas, y denunciar el hecho como una nueva provoca 
ción que atenta contra los indiscutibles derechos sobe-
ranos de la República Argentina sobre el archipiélag) 
austral. 

El conocido plan inglés de transformar a las islas 
Malvinas en una fortaleza militar y aeronaval, pone en 
peligro la seguridad de Latinoamérica, se enfrenta abier-
tamente con las resoluciones de las Naciones Unidas que 
han reclamado de las partes una solución pacífica al 
conflicto, y constituye una grave ofensa a la dignidaü 
del pueblo argentino, que esta Cámara de Diputados 
condena en todos sus términos. 

Carlos Eduardo Ferré. — Héctor A. Basual-
do. — Alfredo Jorge Connolly. — Fernan-
do Donaires. — Tomás Walther González 
Cabanas. — Diego Ramiro Guelar. — Al-
berto Santos Melón. — Alfredo Pérez 
Vidal. — Néstor Perl. 

INFORME 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Relaciones Exteriores y Culto ha 
considerado el proyecto de resolución del señor diputado 
Ferré y otros, por el que se expresa el repudio a la 
visita del ministro de Defensa británico a las islas Mal-
vinas. 

La circunstancia de que ésta se realiza en momentos 
en que nuestro país —en un vigoroso renacer demo-
crático— ansia dar solución satisfactoria y permanente 
a un problema ya centenario que altera el crecimiento 
nacional, y como país civilizado —en consonancia con 
las resoluciones de las Naciones Unidas— reclama la 
vía pacífica para concluir el conflicto, resulta una nueva 
provocación a América toda. 

En virtud de ello, y los fundamentos al proyecto, que 
los hace suyos, se hace necesaria la inmediata aproba-
ción del mismo. 

Federico Teobaldo M. Storani. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Acaba de anunciarse la visita del ministro británico 

de Defensa a las islas Malvinas para inspeccionar la 
guarnición militar allí estacionada, entrevistarse con il 
llamado gobernador del archipiélago y supervisar las 
obras que se realizan para la construcción de un aero-
puerto. 

Estimamos que no se puede dejar de repudiar dicha 
visita, que reviste el carácter de una abierta provo-
cación al pueblo argentino y a sus derechos soberanos 
sobre las islas. Dicha provocación se agrega a otras, 
con las cuales se intenta convalidar una situación de 
hecho basada en la fuerza, a pesar de las reiteradas 
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resoluciones aprobadas por las Naciones Unidas, en el 
sentido de que el conflicto debe tener un solución 
pacífica. 

Por tal motivo, consideramos conveniente que esta 
Honorable Cámara de Diputados de la Nación apruebe 
el proyecto de resolución adjunto, donde se condena 
dicha visita. 

Carlos Eduardo Ferró. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por Bue-

nos Aires. 
Sr. Ferré. — Señor presidente: voy a hacer uso 

de la palabra en mi carácter de autor de este 
proyecto de resolución y también como miem-
bro informante de la Comisión de Relaciones 
Exteriores. 

Cuando este proyecto, que repudia la visita 
de un funcionario del Reino Unido a nuestras 
islas Malvinas, fue presentado a esta Honorable 
Cámara, diversas noticias periodísticas nos ha-
cían saber que el señor ministro de Defensa bri-
tánico, Michael Heseltine, se aprestaba a llegar 
a las islas Malvinas en una visita de inspección 
a las fuerzas allí acantonadas por el Reino Uni-
do. En ese momento teníamos también noticia 
de que la viceministra de Relaciones Exteriores 
inglesa, baronesa Young, se había apersonado 
ante los malvinenses para conversar con ellos 
respecto del futuro político y económico de las 
islas. 

Fue en aquella oportunidad en que presenta-
mos este proyecto de resolución, que tenía por 
objeto resaltar que los representantes del pue-
blo de la Nación Argentina éramos inmediata-
mente sensibles a este hecho, que significaba 
para nosotros una nueva provocación del im-
perio británico respecto de un punto tan sen-
sible para los argentinos como lo es la soberanía 
sobre nuestro archipiélago austral. 

La mecánica parlamentaria ha querido que 
el proyecto llegara a tratarse por esta Honora-
ble Cámara luego de que tanto el ministro de 
Defensa como la viceministra de Relaciones 
Exteriores del Reino Unido, hubieran estado 
en el archipiélago y hecho declaraciones públi-
cas a su regreso al Reino Unido, 

Pero, tal vez, este análisis a posteriori de lo 
que inmediatamente quisimos repudiar, ahora 
que podemos realizar un examen más sereno y 
mesurado del tema nos demuestre cuán acer-
tados estuvimos en aquel momento al dar curso 
a este proyecto de resolución, que constituye 
una afirmación política de nuestra soberanía 
sobre las islas y del sentimiento de agravio por 
la presencia de esos funcionarios. 

Pero, además de esto, también nos damos 
cuenta ahora de que la gravedad de los hechos 

que condenamos en el proyecto era mucho ma-
yor de lo que pensábamos, a raíz, justamente, de 
las manifestaciones que realizara el ministro 
de Defensa inglés en las islas y, a su regreso, en 
Londres. Ha dicho, por ejemplo, que su gobier-
no quiere dialogar con la nueva administración 
democrática argentina, pero que de ninguna ma-
nera va a negociar el tema de la soberanía de 
las islas. Esto equivale a una tajante negativa 
expresada por este señor para que se vuelva 
a debatir acerca de la cuestión de la soberanía 
argentina sobre las islas Malvinas y, además, re-
afirma la necesidad imperiosa para el Reino 
Unido de proveer a la defensa de ese archi-
piélago. 

Quiere decii que no solamente nos agravia 
con su presencia sino que también afirma que 
en ningún momento piensan negociar, declara-
ciones que son reproducidas por el periódico bri-
tánico "The Guardian", que dice, exactamente, 
"que es muy difícil que durante la administra-
ción Thatcher se vuelva a negociar o se vuelva 
a hablar acerca del tema de la soberanía de las 
islas Malvinas". 

Este criterio es reafirmado por la viceministra 
de Relaciones Exteriores, baronesa Young, que 
ha afirmado que se va a mantener la soberanía 
británica sobre el archipiélago y se va a fomentar 
su desarrollo. 

Por otra parte, el ministro Heseltine le otorga 
carácter de prioridad fundamental a la cuestión 
de la defensa militar y a la optimización de esas 
defensas cuando habla de la posible revisión de 
los efectivos militares, que se calculan aproxima-
damente en 4.500, de los cuales 1.500 se hallan 
dedicados a la construcción de un aeropuerto 
que permitirá la llegada de aviones de gran por-
te, aptos para el traslado de fuerzas aerotrans-
portadas. 

El mencionado funcionario aclaró que, en defi-
nitiva, todas esas medidas iban a contribuir a la 
reducción de los efectivos, pero no como una 
cuestión de acercamiento o una posible negocia-
ción pacífica sino, todo lo contrario, como una 
optimización de la función bélica, en razón de 
que gracias a la construcción de ese aeropuerto 
podrán ser transportados en poco tiempo y a 
gran velocidad los efectivos y el material que 
hagan falta para defender al archipiélago de una 
supuesta invasión argentina. 

Debemos tener en cuenta que la actitud de es-
tos funcionarios ha sido receptiva de lo ocurrido 
en este Parlamento, porque el señor Heseltine, al 
llegar a las islas, hizo la aclaración de que su 
actitud no era de provocación, justamente cuan-
do en esta Cámara había tomado estado parla-
mentario este proyecto de declaración que decía 
que sí era una provocación a la Argentina. 
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Cómo podemos calificar, si no de provocación, 
a estas actitudes que se han tomado y a otra 
mucho más grave aún —de la que nos hemos 
impuesto luego de presentar este proyecto de 
declaración— según la cual la baronesa Young ha 
aconsejado a los malvineses restablecer las reía 
ciones comerciales con los países de Latinoamé-
rica y especialmente —ha dicho también— por 
qué no con la Argentina, dejando así una velada 
expectativa en los habitantes de las islas o, me-
jor dicho, en la empresa Falklands, que es la que 
domina ese archipiélago, en cuanto a conseguir 
más adelante la extensión del límite marítimo a 
200 millas para la pesca eu exclusividad de los 
barcos ingleses. Ha dejado entrever la posibilidad 
—no como una condición velada, porque ha sido 
su declaración— de que si la relación comercial 
con nuestro país alcanza un nivel importante, los 
familiares de los soldados argentinos muertos en 
las Malvinas podrán visitarlas para rendir home-
naje a los caídos y tal vez recuperar sus cadáveres. 
Yo digo que esto pasa de ser una provocación 
para transformarse, Usa y llanamente, en un 
chantaje que de ninguna manera podemos per-
mitir. 

Denunciemos esta provocación y digamos a 
este chantaje que no, y que la declaración que 
emita esta Cámara sirva como un compromiso 
de velar eficazmente por la soberanía política y 
económica de todo nuestro territorio, especial-
mente de la zona austral, y valga como un home-
naje a todos los soldados argentinos que dejaron 
su sangre en las Malvinas, pese a saber que los 
mariscales de la derrota los estaban llevando al 
desastre, ya que si lo habían hecho en tiempos de 
paz no podían proceder de otra manera en tiem-
pos de guerra. 

Sin embargo, esos soldados argentinos cum-
plieron con su deber en las islas y derramaron 
su sangre. Por ello este acto de repudio y esta 
condena que formulamos deben ser un compro-
miso con esos jóvenes que dieron sus vidas, con 
ese pueblo que se les unió en una gesta histórica 
y también con los gobiernos y los pueblos latino-
americanos que demostraron quiénes eran ver-
daderamente los amigos de la Argentina. Debe-
mos darnos cuenta de dónde están los amigos 
y los enemigos de nuestra patria, y de que los 
pueblos latinoamericanos están tan amenazados 
como nosotros por la presencia de esa fortaleza 
que no es sólo inglesa sino, por las declaraciones 
de altas autoridades británicas, también de la 
Organización del Tratado del Atlántico NTorte, 
ya que se ha dicho hace muy pocos días que es 
necesario ese bastión bélico para la seguridad 
de Europa. 

Entonces, que sirva esta declaración de repu-
dio y condena a la visita del ministro Heseltine y 

de la baronesa Young como el compromiso de 
esta Honorable Cámara de defender la sobera-
nía en las islas Malvinas y también como el 
compromiso que asumimos con el pueblo argen-
tino, con los soldados que murieron y con los 
pueblos de Latinoamérica. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Huarte. — Señor presidente: el bloque de 
la Unión Cívica Radical hace suyas las expresio-
nes de repudio y de rechazo hacia la presencia 
de funcionarios del imperialismo inglés en nues-
tras islas Malvinas. Y lo hace con íntima convic-
ción en razón de que no somos muy amigos de 
hacer análisis coyunturales, pues muy por el 
contrario estamos íntimamente convencidos de 
que las falencias que tenemos los argentinos y los 
países del Sur obedecen a causas estructurales. 

Si nos ponemos a observar cómo estaba con-
formada la ecuación económica en los tiempos 
antiguos, podremos advertir que la integraban 
tres elementos: capital, tierra y trabajo. A partir 
de la Revolución Industrial se incorpora un cuar-
to elemento, que es la tecnología. Y allí vemos 
cómo los países que hoy denominamos altamente 
desarrollados van construyendo su destino sobre 
la base del deterioro del nivel de vida de los 
países en vías de desarrollo. 

Finalizado el segundo conflicto bélico mundial, 
con el tratado de Yalta se produce la división del 
mundo en dos mitades. A partir del tratado de 
Helsinki comienzan a distenderse las cuerdas en-
tre el Norte y el Sur, cuerdas que a partir de la 
invasión soviética a Afganistán se empiezan nue-
vamente a tensar. A su vez, se van produciendo 
en forma simultánea y sin solución de continui-
dad los deterioros en los términos del intercam-
bio. En el año 1950 Latinoamérica participaba en 
materia de comercio exterior con el índice del 
12 por ciento, mientras que hoy lo hace con el 
índice del 4 por ciento. En forma simultánea, la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte 
no solamente está preparada para actuar dentro 
del hemisferio Norte sino también para asegurar 
el fuerte abastecimiento de materias primas de 
los países del Sur hacia los del Norte. Paralela-
mente, en febrero de 1982 se sacudían los pue 
blos europeos en manifestaciones antinueleares 
para impedir que Estados Unidos colocara las 
plataformas misilísticas con ojivas nucleares de 
doble cabeza dentro de su territorio, y un solo 
país aceptó sin chistar la instalación de esas pla-
taformas: Inglaterra. Es decir que Estados Unidos 
utilizaba a Inglaterra como si fuera un porta 
aviones fijo para afrontar sus problemas con el 
Este. 
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Si observamos todo esto, era absolutamente 
impensable que existiera una luz amarilla o una 
luz verde de Estados Unidos en apoyo a la 
Argentina para reconquistar las islas. Debemos 
tener absolutamente en claro que ésta no fue 
una invasión del imperialismo inglés hacia la 
Argentina sino que fue una invasión del impe-
rialismo del mundo hacia Latinoamérica. En con-
secuencia, vemos ahí los trazados de lo que hoy 
conocemos como la Trilateral Commission. 

Y así como efectuamos la crítica al sector oc-
cidental, al mismo tiempo la hacemos al sector 
oriental, porque de aquel otro lado existe el Pacto 
de Varsovia, que es el reverso de la medalla de 
la Organización del Tratado del Atlántico Norte. 

Advertimos que estos países altamente desa-
rrollados han venido edificando su nivel de vida 
sobre la base del deterioro del nivel de vida de 
los países en vías de desarrollo. Esto quiere decir 
que continuarán edificando su destino sobre estas 
mismas bases. Y si paralelamente observamos la 
importancia geopolítica que revisten las islas 
Malvinas en virtud del próximo vencimiento del 
Tratado Antártico y, al mismo tiempo, el hecho 
de que se viene suspendiendo sin solución de 
continuidad la Conferencia del Mar —en la cual 
los países altamente desarrollados reclaman a los 
efectos del aprovechamiento económico de la 
plataforma marítima un número reducido de mi-
llas, mientras que los países en vías de desarrollo 
exigen la explotación legítima de 200 millas—, 
y si en forma paralela vemos que ellos son los 
dueños de la tecnología que les permite explotar 
tanto los hidrocarburos como los minerales de 
la plataforma submarina, tendremos muy en cla-
ro cuál es el plan que tiene el imperialismo para 
los países en vías de desarrollo. 

Por ello es que este nuevo acto de provocación 
se incluye en una larga cadena de ratificaciones de 
la dependencia de los países del Sur respecto 
de los países del Norte. Por lo tanto, no vamos a 
cometer la imprudencia de pretender recuperar 
nuestras islas Malvinas con el uso de la fuerza, 
pero sí vamos a tratar de pegarle al imperialismo 
donde más le duele, que es el bolsillo, a través 
de la política diplomática, a través de una mejor 
estructuración de nuestras relaciones exteriores, 
estrechando nuestros vínculos con los países lati-
noamericanos, con el Grupo de los 77 y con el 
Movimiento de Países No Alineados. De esta ma-
nera recuperaremos nuestro patrimonio, no sola-
mente para la Argentina sino para toda América 
latina. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar. 
—Se aprueba en general y en particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de resoluciónl. 

21 
CREDITOS DE FOMENTO A PRODUCTORES 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el proyecto de declaración del señor 
diputado Maglietti sobre habilitación de una 
línea de crédito de fomento para productores 
algodoneros de la provincia de Formosa. 

Por Secretaría se dará lectura del proyecto. 
Sr. Secretario (Belnicoff). — Dice así: 

La Cámara de Diputados de la Nación 

D E C L A R A : 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por 
intermedio del Banco de la Nación Argentina, habilite 
una línea de créditos de fomento a favor de los pro-
ductores de la provincia de Formosa que entreguen su 
algodón a las cooperativas algodoneras de la provincia. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en general. 

Tiene la palabra el señor diputado por For-
mosa. 

Sr. Maglietti. — Señor presidente: es impor-
tante resaltar la gravísima situación en la que 
hoy se encuentran las economías regionales, y 
especialmente las de la región chaqueña, que 
comprende a las provincias del Chaco y de 
Formosa. Estas dos provincias son por excelencia 
productoras de algodón, aunque se debe señalar 
que al Chaco le corresponde más del 60 por 
ciento de la producción algodonera de nuestro 
país. 

Asimismo, es muy importante tener en cuenta 
que el algodón ha sido considerado el oro blan-
co, porque gracias a este cultivo se han exten-
dido las colonias agrícolas hacia el nordeste 
argentino, han surgido poblaciones y se han asen-
tado colonias de inmigrantes que han llevado 
el progreso y la civilización a esa zona total-
mente despoblada. Gracias a ese trabajo que 
realizaron nuestros abuelos, provincias casi des-
pobladas y desérticas, como las del Chaco y 
Formosa, emergieron como provincias ricas. 

En el año 1935, debido a la aparición de ese 
nuevo cultivo que se había extendido en el país, 
se crea la Dirección Nacional del Algodón. Y 
así es como el gobierno nacional fomenta el 
cultivo del algodón. Se trata de una política 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 971.) 
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que se sigue aplicando en los años posteriores 
a la creación de esta dirección, que con fondos 
suficientes, provenientes de un impuesto a la 
fibra y de rentas generales, fija un precio sostén 
que permite la extensión del cultivo. De ma-
nera que en aquella época —año 1949— había-
mos ya superado las 700 mil hectáreas. 

Pero no todo siguió así, desarrollándose con 
este esplendor. En 1958 se produce un cambio 
en el país en cuanto a la política algodonera. Se 
suprime el precio sostén, pero se crea la Junta 
Nacional del Algodón, mediante la ley 14.770. 
De todas formas, se comete un gravísimo error: 
si bien se fija un impuesto a la comercialización 
de la fibra, éste no es suficiente para que la 
Junta cuente con los fondos indispensables para 
continuar la política de fomento. Por eso se 
recurre a los créditos del Banco de la Nación 
Argentina, lográndose paliar, medianamente, la 
situación de los productores algodoneros, la que 
había caído por la voracidad de los monopolios 
internacionales, que pagando precios irrisorios 
—muchas veces, menores al costo— llevaron a 
esa zona a una situación muy crítica. 

Esta política algodonera sufrió uno de sus 
más tremendos golpes cuando, en el año 1970, 
se disuelve la Junta Nacional del Algodón, pa-
sando sus funciones a manos de la Junta Na-
cional de Granos, la que no cumple con las 
suyas. Y entonces, en el año 1972, todas esas 
facultades quedan a cargo del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería de la Nación. 

Ahora bien; el proceso más grave que sufre 
el país y. esa zona del nordeste argentino se 
produce con el advenimiento de la dictadura 
militar. 

En el año 1976 se prometen toda clase de 
créditos de fomento para aquellos que aumen-
ten la producción agropecuaria. Así es como 
los trabajadores argentinos obtuvieron créditos 
e invirtieron para aumentar la producción de 
sus respectivos cultivos. No hicieron ménos los 
trabajadores del algodón que, con un tremendo 
esfuerzo, se endeudaron con los bancos y exten-
dieron sus cultivos en un 28 por ciento en la 
provincia del Chaco y en un 35 por ciento en 
la provincia de Formosa. Y aquí viene la tre-
menda crisis que definitivamente sepultó a esa 
zona. Mientras esos créditos se indexaban con 
el costo de la vida, que en el año 1978 alcanzó 
al 277 por ciento anual, el algodón subió apenas 
un 33 por ciento, encontrándose los productores 
algodoneros con una tremenda deuda ante los 
bancos y teniendo muchos de ellos que aban-
donar sus chacras para engrosar las villas mise-
rias; otros, en cambio, debieron vender sus en-
seres, maquinarias y elementos de trabajo, lle-

gándose a este dramático momento. Es decir, a 
ese terrible flagelo que fue la política econó-
mica del nefasto período de la dictadura militar 
que asoló al país, tenemos que sumarle las con-
secuencias de las inundaciones que padecieron 
las provincias del nordeste argentino, especial-
mente Chaco y Formosa. 

Voy a demostrar cómo esas provincias queda-
ron sumidas en una crisis tremenda. Formosa, 
por ejemplo, en el año 1958 había sembrado 
60 mil hectáreas de algodón, y en el año 1978 
había alcanzado las 120 mil hectáreas. En 1981 
esa cifra quedó reducida a 25 mil hectáreas. 
Esto significa que en 1981 la provincia de For-
mosa casi había desaparecido como generadora 
de productos primarios, como provincia agrope-
cuaria. Como consecuencia de esto, la ciudad 
de Formosa pasó a tener de 60 mil a 100 mil 
habitantes, porque los hombres del campo se 
desplazaban hacia ella buscando una nueva for-
ma de vida, y de ese modo la miseria cundió 
en toda la provincia, como asimismo la tristeza 
y la desazón. 

Antes de eso, las chacras florecían y se veía 
a los productores circular con sus camionetas y 
trabajar con los elementos de labranza necesa-
rios. Ahora las chacras, en una gran proporción, 
están abandonadas; el 60 por ciento de la ma-
quinaria agrícola fue vendida o rematada y la 
pobreza provocó un colapso en nuestra pro-
vincia. 

No han sido menores las consecuencias sufri-
das por la provincia del Chaco, que se endeudó 
tremendamente a raíz de la política nefasta lle-
vada a cabo por el gobierno militar. 

En el año 1982, luego de las inundaciones, se 
otorgaron nuevamente créditos de fomento y 
algunos agricultores comenzaron otra vez a tra-
bajar en su actividad. Y aumentó el área sem-
brada, aunque no tanto como antes, al pinito 
que se sembraron 70 mil hectáreas de algodón 
el año pasado. 

Indudablemente, para que esas 70 mil hectá-
reas sembradas produzcan rédito y los campe-
sinos vuelvan a capitalizarse, es necesario que 
se fije un precio justo y compensatorio. Para 
ello, la Nación debe concurrir otorgando los cré-
ditos adecuados, porque de lo contrario los mo-
nopolios que acopian este producto van a abonar, 
como siempre, el menoi precio posible y como 
consecuencia el agricultor, que va se encuentra 
tremendamente endeudado con los bancos, se 
hallará frente a una deuda mayor. De esa ma-
nera, va a desaparecer definitivamente la pro-
ducción agropecuaria en una gran extensión de 
la provincia de Formosa y, asimismo, en otras 
provincias argentinas. 
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Es cierto que el Banco Central de la Repú-
blica Argentina ya ha entregado al Banco de la 
i'rovincia de Formosa 48 millones de pesos, me-
diante redescuentos especiales, con la finalidad 
de que se otorguen créditos a aquellos agricul 
tures que van a entregar su iigodón —porque 
tu cosecha va se ha iniciado— a las desmota 
doras que pertenecen . las cooperativas. Pero 
eso no es suficiente El Banco de la Nación tam 
Dién deb< acudir ¿n su auxilio como lo hacía 
tntes. otorgando créditos de fomento para ayu 
dar a los productores agropecuarios. Esa medida 
tendrá carácter provisorio, porque la definitiva 
habrá que adoptarla durante el período de se-
siones ordinarias, cumpliendo de esa manera con 
'o establecido en la plataforma política y con ti 
•xpresad« por el presidente de la Nación, quien 
en su mensaje a los legisladores afirmó que en-
tre los objetivos fundamentales del gobierno -e 
ncontraba el de lograr la justa retribución del 
f:ierzo del empresario y del trabajador rurales, 

isegurando al mismo tiempo la rentabilidad del 
campo. 

Señor presidente: debemos asegurar la renta-
bilidad del productor algodonero porque el país 
necesita las 100 mil toneladas de fibra que núes 
tra industria consume; pero por sobre todo, por 
que el productor tiene que pagar deudas exor-
bitantes ontraíJas con los bancos. Además, 
debemos asegurarla para que nuestros produc-
tores algodoneros queden afincados y puedan 
recuperarse de los tremendos años de desastre 
que han sufrido como consecuencia de la errada 
política económica al servicio de los grandes in-
tereses y de pequeños y minúsculos grupos que 
han explotado a nuestros productores rurales. 

Por eso es que estas medidas son solamente 
provisorias, porque durante el período ordinario 
de sesiones voy a proponer que se adopten las 
medidas que considero son necesarias —como he 
dicho hace unos instantes— para la recupera-
ción definitiva del nordeste argentino. Esas me-
didas definitivas incluyen, en primer lugar, la 
aplicación de precios rentables, lo que se logrará 
con la vigencia de precios mínimos. En segundo 
lugar, comprenden una política crediticia de fo-
mento para superar la descapitalización en que 
se encuentra el productor y, en tercer lugar, 
consisten en la creación —nuevamente— de la 
Junta Nacional del Algodón para que, al igual 
que la Junta Nacional de Granos, pueda cumplir 
con sus objetivos, puesto que en este país es ne-
cesario que la producción algodonera sea prote-
gida con un precio mínimo sostén, a efectos de 
que se le asegure al productor agropecuario una 
retribución compensatoria que le permita seguir 
trabajando. 

Por eso, señor presidente, me reservo el dere-
cho de presentar un proyecto de ley para crear 
nuevamente la Junta Nacional del Algodón, que 
deberá cumplir —como dije antes— las mismas 
funciones de la Junta Nacional de Granos y que 
deberá asegurar al productor un precio mínimo 
sostén, de modo que pueda obtener un valor 
compensatorio. Esto es algo que merecen nues-
tros sacrificados hombres del surco para que, 
luego de haber trabajado todo el año y de haber 
sufrido las inclemencias del tiempo, tengan la 
posibilidad de recibir el precio justo para que 
no sean siempre los explotados por los grandes 
intereses de los monopolios, que obtienen cuan-
tiosas ganancias esquilmando a los trabajadores 
del campo y pagando precios que muchas veces 
no cubren los costos de producción. Esos hom-
bre de campo tienen derecho a vivir decente-
mente, a tener un porvenir para ellos y para 
sus hijos y a evolucionar económicamente. De 
esta manera esos productores van a contribuir a 
hacer una Argentina grande, rica y próspera, 
porque el día de mañana todos los argentinos, 
sin distinciones de colores políticos, tendremos 
que trabajar para que nuestra patria vuelva a 
ser una de las naciones más ricas del mundo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Neuquén. 

Sr. Vidal. — Señor presidente: la Comisión de 
Finanzas, a la cual fue girado el proyecto de 
declaración del señor diputado Magúetti, ha 
considerado con toda dedicación esa iniciativa, 
consistente, como lo ha señalado su autor, en 
solicitar al Poder Ejecutivo que arbitre los me-
dios para que el Banco de la Nación Argentina 
preste apoyo crediticio a los productores que 
entreguen su producción a las cooperativas al-
godoneras. 

Al examinar el proyecto hemos creído ver con 
toda claridad que la situación que plantea el 
diputado Maglietti para la provincia de Formosa 
constituye el mismo problema que se presenta 
en el resto de las provincias productoras de al-
godón. Avanzando aún más hemos visualizado 
que el problema que con respecto al algodón se 
presenta en las provincias de Formosa, Chaco 
y Santiago del Estero, es el mismo que tienen 
los fruticultores de Río Negro, Neuquén y Men-
doza, los tabacaleros de Salta y de Jujuy o los 
productores de azúcar; en fin, la totalidad de 
los productores agropecuarios de nuestro país, 
afectados por esta situación devastadora que 
nos ha dejado el régimen de facto en su terrible 
conducción del Estado y de la economía. 

No podemos dejar de apoyar este tipo de pro-
yectos, que de alguna manera constituyen el 
reconocimiento y el estímulo mínimo que los pro-
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ductores agropecuarios del país necesitan no ya 
para resolver su agobiante situación económica 
y su endeudamiento, sino para tener algunos 
medios financieros que les permitan encarar la 
tarea de recolección y de comercialización de 
sus cosechas con la protección necesaria para 
lograr los mejores resultados en medio de esta 
crisis. 

Este proyecto llegó algunos días antes de que 
el Poder Ejecutivo difundiera el documento de-
dominado Lincamientos para un programa inme-
diato de reactivación económica. De alguna ma-
nera está respondiendo a la situación que todos 
estamos padeciendo. En definitiva, conocemos las 
limitaciones tremendas que tienen el Poder Eje-
cutivo nacional y el sistema financiero para 
atender puntualmente y en forma adecuada los 
requerimientos que necesitamos para salir de 
esta situación agobiante. 

Cuando recibimos este documento comenza-
mos a advertir lo que los radicales ya sabíamos, 
porque estaba incluido dentro de nuestro pro-
grama, de nuestra conciencia y de nuestra deci-
sión. Tenemos un sistema financiero que, como 
menciona el documento, se caracteriza por en-
contrarse en un estado de perversión. En defi 
nitiva, esto es lo que está produciendo esfuerzos 
enormes para atender las solicitudes que llegan 
al presidente de la República y al Banco Central 
por parte de los gobernadores, de los diputados 
de los productores y de las asociaciones. Como 
dijo el señor diputado Maglietti, los pedidos se 
cumplen al mejor ritmo posible a fin de que los 
sectores productivos puedan funcionar en la 
emergencia. 

Existen cosas que los diarios a veces no pu-
blican. De alguna manera, este documento se 
ha difundido en forma fragmentaria. Por ejem-
plo, no se ha transmitido un anuncio importante 
Al mencionar y analizar el sistema financiero y 
su estado de perversión dice: "Todos estos he-
chos que caracterizan la perversión del sistema 
obligan a su completa reforma, sustituyéndolo 
por otro establecido sobre la base de la racio-
nalidad". Este trascendente párrafo señala cómo 
comenzará la recuperación de un sistema finan 
ciero que se encuentre al servicio de los intere-
ses de la producción, que es la única que -rea 
verdadera riqueza, y que no se halle al servicio 
de la especulación que nos ha destruido y nos 
ha colocado en un estado de indefensión. 

Por estas razones, en la comisión hemos creí-
do necesario proponer a esta Cámara una modi-
ficación al proyecto de declaración en los si-
guientes términos: 

La Cámara de Diputados de la Nación 

D E C L A R A : 

lo — Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, 
por intermedio del Banco Central de la República Ar-
gentina y del Banco de la Nación Argentina, habilite 
líneas de crédito de fomento a favor de los productores 
agropecuarios en todo el ámbito del país, en especial 
a los de las llamadas economías regionales, destinados 
al levantamiento y comercialización de las cosechas de 
la presente campaña. 

2 ' — Que se tenga en especial consideración el apoyo 
crediticio a los productores algodoneros que entregan su 
producción a las cooperativas algodoneras. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por el Chaco. 

Sr. Cantor. — Escuché con profunda atención 
la vibrante exposición del señor diputado por 
Formosa. Coincidimos en los objetivos y en la 
sustancia, porque estamos inmersos en el drama 
de la frustración de las economías regionales. 

Pero esta vez lo que ayer no pudo ser, lo será 
ahora en esta nueva etapa de la democracia 
argentina. 

Como nunca en la historia argentina de los 
últimos quince años se ha sembrado algodón, y 
se descuenta que la cosecha habrá de ser ex-
cepcional. 

Esta vez será nuestro Banco de la Nación 
—aquel que definiera en su filosofía y esencia 

el doctor Carlos Pellegrini— el que estará al lado 
de los productores. A los pocos días de haberse 
constituido el nuevo gobierno fuimos a golpear 
sus puertas los diputados por el Chaco. Encon 
tramos comprensión, solidaridad y esperanza 
Por eso Formosa sabe que junto al Chaco v las 
demás provincias algodoneras estamos en la ba 
talla por la recuperación 

Mi provincia tiene el triste privilegio de tenei 
los agricultores más endeudados v descapital¡ 
zados de toda la Nación. 

A pesar de todo, en esta nueva hora que viví 
mos habremos de entregar a la República cien 
mil toneladas de fibra para seT industrializa-
da en el país y otro tanto las naciones del 
mundo, a fin de que ingresen las divisas que 
harán aún más posible la tan ansiada recupera 
ción de nuestra economía. Lo hacemos luego de 
un año particularmente duro, en que todo fue in 
fortunio, donde las altas tasas frustraron el Ira 
bajo, donde incluso no hubo crédito para muchos, 
donde los insumos crecieron vertiginosamentp ei 
sus costos, donde en alguna oportunidad ¡o* 
agroquímicos fueron difíciles de conseguir. 

Pero ahora todo cambió, y tenemos esperanza 
El Banco de la Nación Argentina convocó al ge-
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rente zonal de sucursales en las provincias del 
Chaco y Formosa, y en la reunión del directorio 
habida el día lunes se le impartiera:; instruccio-
nes para que se atienda preferentemente Ja im-
plementación de los créditos para la comercia-
lización del algodón en bruto. 

Esta no es una actitud circunstancial de nues-
tra máxima entidad crediticia. Tengo sobre mi 
banca una publicación periodística del día vier-
nes 6 de enero de 1984 en donde se señala como 
crédito para los sectores productivos aquellos 
otorgados a productores algodoneros y sus coo-
perativas del Chaco, Formosa, Santiago del Es-
tero, Corrientes y norte de Santa Fe. Y esa ins-
titución, por decisión adoptada en reunión de 
directorio del día de la fecha, propiciará ante el 
Banco Central —seguramente la medida se im-
plementará mañana o, a más tardar, el lunes-
una línea de redescuento por 400 millones de 
pesos argentinos para atender la comercializa-
ción de la cosecha de algodón en las provincias 
del Chaco y Formosa. 

Además, el Banco de la Nación tomó contacto, 
por medio de sus directivos, con los sectores 
vinculados con la industria textil para establecer 
un sistema ágil y dinámico en la comercializa-
ción que implementará en una primera fase cré-
ditos prendarios sobre fibra, que luego serán 
transferidos a la industria para que no sea nece-
sario un papelerío burocrático que encarezca la 
producción. Con esto se logrará de modo rápido 
y eficiente una comercialización dinámica y se 
establecerá un reciclaje permanente para que el 
crédito llegue en el momento oportuno al pro-
ductor, a las cooperativas y a la industria. 

El día martes, el señor senador León, de la 
provincia del Chaco, entrevistó al presidente de 
los argentinos, quien le aseguró que se brindará 
todo el apoyo necesario por parte del sistema 
crediticio para posibilitar uxa comercialización 
dinámica. Hoy sabemos que el Banco de la Na-
ción Argentina está cumpliendo con esto. 

Pero también queremos señalar —y ésa era la 
preocupación que transmití hace algunas noches 
al señor diputado Manzano— que todo lo que 
se recupere de los créditos otorgados por el sis-
tema de redescuento del Banco Central y del 
Banco de la Nación, durante el mes de febrero 
en adelante, será destinado a créditos para ase-
gurar el levantamiento de las cosechas de la vid 
y del algodón. Es decir, que estamos cumpliendo 
como corresponde con las economías regionales. 
Por eso es que en esta nueva era tenemos fe en 
el destino que aguarda a nuestra nación. 

Y como todo este sistema va a ser permanente, 
así corno lo que paguen los productores laneros 

del sur será destinado con seguridad a la vid 
y al algodón, mañana nuestros productores pa-
garán esos créditos, que irán a los azucareros 
o a los tabacaleros, para que de esta forma las 
economías regionales y el omnipotente poder de 
la pampa húmeda vayan reforrnulando el modelo 
de nación que queremos. 

Por eso tenemos confianza en que estos crédi-
tos llegarán en tiempo y modo oportunos. (Aplau-
sos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Entre Ríos, 

Sr. Elizalde. — Quiero manifestar que la Co-
misión de Agricultura y Ganadería, a la cual fue 
girado también este proyecto, si bien lo consi-
deró, no llegó a producir despacho por no haber 
podido reunirse en forma plenaria con la Comi-
sión de Finanzas. Por ese motivo acordamos, en 
líneas generales, esta nueva propuesta que el 
señor diputado Vidal ha presentado a la Hono-
rable Cámara. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Acepta el señor 
diputado Maglietti la modificación que se ha 
propuesto a su proyecto de declaración? 

Sr. Maglietti. — Sí, señor presidente. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar en 

general el proyecto de declaración propuesto por 
el señor diputado Vidal. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en particular el punto l 9 . 

Se va a dar lectura por Secretaría. 
Sr. Secretario (Bravo). — Dice así: 
1? — Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, 

por intermedio del. Banco Central de la República Argen-
tina y del Banco de ia Nación Argentina, habilite líneas 
de crédito de fomento a favor de los productores agro-
pecuarios en todo el ámbito del pais, en especial a Jos 
de las llamadas economías regionales, destinados al le-
vantamiento y comercialización de las cosechas de ia 
presente campaña. 

Sr, Presidente (Pugliese). — Se va a votar. 
-—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
el punto 2<?. 

Se va a dar lectura por Secretaría. 
Sr. Secretario (Bravo). — Dice así: 
2? - - Que se tenga en especial consideración el apoyo 

crediticio a los productores algodoneros que entregan su 
producción a las cooperativas algodoneras. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar. 
-—Resulta afirmativa. 
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Sr, Presidente (Puglicse). — Queda sancionado 
el proyecto de declaración1. 

Se comunicará al Poder Ejecutivo. 

22 

REINGRESO AL 
PARLAMENTO LATINOAMERICANO 

(Orden de! Día N? 18) 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 
La Comisión de Relaciones Exteriores y Culto lia 

considerado la resolución del Honorable Senado de la 
Nación, por la que se invita a la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación a reingresar al Parlamento 
Latinoamericano; y, por las razones que se dan en el 
informe escrito que se acompaña y ías que dará el miem-
bro informante, aconseja la aprobación del siguiente 

Proyecto de resolución 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

— Reingresar al Parlamento Latinoamericano corno 
"Parlamento Nacional Argentino". 

2v — Comuniqúese al Honorable Senado de la Nación, 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y al señor 
secretario general del Parlamento Latinoamericano. 

Sala de la comisión, 24 de enero de 
Federico Teobaldo M. Storani. — Alfredo 

Jorge Connolhj. — Carlos Armando Be-
cerra, — Ricarda Alejandro Berri. — José 
BiélickL •— José Octavio Bordón González. 
— Ricardo Miguel Colombo. 
do Daud. — Carlos Eduardo 
Julio José Oscar Ginzo. — Horacio Hugo 
Hmrte. — Nicasio Sánchez Toranzo. — 
Guillermo Enrique Tello Rosas. 

INFORME 

Honorable Cámara: 
El Honorable Senado ha invitado a k Cámara a rein-

gresar como "Parlamento .Nacional Argentino" al Parla-
mento Latinoamericano. 

Si bien resulta paradoja! y hasta reiterativo elevar el 
informe sobre la conveniencia del reingreso al organismo 
del cual por propia iniciativa de la Cámara se participó 
de la comisión redactara de su estatuto en el afio 1965, 
no lo es en cuanto se pone de relieve k acción del Par-
lamento Latinoamericano como testigo del acontecer 
y de los avatares de las instituciones parlamentarias 
en las repúblicas latinoamericanas, más de una vez diez-
madas por circunstancias regresivas. 

El Parlamento Latinoamericano, sorteando las distintas 
asperezas y circunstancias con que se ha tratado de fan-

1 Véase el. texto de la sanción en el Apéndice. (Pági-
na 971.) 

pedir la democrática expresión do sus pueblos hermanos, 
ha insistido permanentemente y puesto en evidencia 
la necesidad en que se encuentran sus Daciones de pro-
mover y fortalecer organismos que, como él, tienden a 
la plena integración da América latina sobre la base 
cierta e indiscutible del reconocimiento al derecho do 
representación y de la soberanía popular. 

Por sí mismo, constituye el más audaz de los ele-
mentos integradores de América latina y. por su expe-
riencia, el más eficaz. 

El solo hecho de considerarlo desde el punto uo 
vista del fortalecimiento de la democracia en nuestras 
repúblicas sería de importancia más que suficiente para 
viabilizar el reingreso. EEo toma innecesario resaltar 
desde otro punto de vista que no sea el meramente 
enunciativo la importancia que adquiere con relación 
a la vigorización de la institución parlamentaria, de la 
promoción de iniciativas comunes para la región y/o do 
la adopción de medidas tendientes a la coordinación 
de políticas económicas. 

Sin embargo, conviene recordar que su actividad tras-
ciende los límites meramente regionales y que ya en 
1974, del 15 al 18 de julio, tuvo lugar la Primera Con-
ferencia Interparlamentaria entre la Comunidad Europea 
y América latina. 

El papel que ansiamos para la Argentina en el marco 
internacional impide que pueda estar ausente en un foro 
de ¡a trascendencia y magnitud del Parlamento Latino-
americano. 

Hoy, viabilizando el proyecto de resolución, esta Cá-
mara haee posible el reencuentro de la Argentina con 
la familia latinoamericana en el marco de la institu-
cionalización democrática. 

Históricamente, cumplimentamos la visión de integra-
ción y unidad latinoamericana de los padres de Amé-
rica: San Martín, Bolívar, Morelos, Miranda, O'Higgins, 
y avanzamos de acnerdo con sus ideales de libertad im-
poniendo la necesidad de unirnos en la liberación inte-
gral de nuestros pueblos y en el afianzamiento dé sus 
instituciones democráticas. 

Teniendo en cuenta los fundamentos del proyecto de 
declaración y ía reunión a celebrarse por el organismo 
los días 5 y 6 de febrero en la capital de la República 
Dominicana, y la necesidad de resultar impostergable su 
consideración en un momento de vigoroso renacer demo-
crático, a efectos de su viabilización, la Comisión de 
Relaciones Exteriores y Culto ha resuelto aprobarlo. 

Federico Teobaldo M. Storani. 

ANTECEDENTE 
Buenos Aires, 19 de enero de 1984. 

Al señor presidente de la Honorable Cámara 
de Diputados de la Nación. 
Tengo el agrado de dirigirme ai señor presidente, a 

fin de llevar a su conocimiento que el Honorable Se-
nado, en su sesión de la fecha, ha sancionado la siguiente 
resolución: 

El Senado de la Nación 
BKSTJEE.VB: 

i? — Reingresar al Parlamento Latinoamericano co-
mo "Parlamento Nacional Argentino". 
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2« — Invitar a la Honorable Cámara de Diputados 
para que proceda de igual manera. 

3« — Comuniqúese a la Honorable Cámara de Dipu-
tados, al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
y al señor secretario general del Parlamento Latinoame-
ricano. 

Saludo a usted muy atentamente. 

EDISON OTERO. 
Antonio J. Macris. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en general. 

Tiene la palabra el señor diputado por Bue-
nos Aires. 

Sr. Storani. — Señor presidente: entiendo que 
por la naturaleza misma del proyecto, que se 
refiere a una invitación del Senado de la Na-
ción para que la Honorable Cámara de Diputa-
dos reingrese al Parlamento Latinoamericano, 
no es necesario abundar en demasiados funda-
mentos, máxime teniendo en cuenta que este 
cuerpo ya ha hecho suyos proyectos de similares 
características en anteriores períodos constitu-
cionales. 

Sin embargo, vale la pena recordar algunos 
de los aspectos salientes acerca de la formación 
del Parlamento Latinoamericano. Se debió, fun-
damentalmente, a una iniciativa de legisladores 
peruanos, que en el año 1964 hicieron suya el 
resto de los legisladores de América latina. Es 
importante recalcar que en la República Argen-
tina se desarrollaron eventos vinculados directa-
mente con el Parlamento Latinoamericano, ya 
que fueron legisladores de nuestro parlamento 
quienes participaron, en 1965, en la redacción 
del estatuto definitivo. 

También es importante resaltar algunas de las 
circunstancias que en este momento aconsejan 
nuestro reingreso, ya que exceden el marco me-
ramente formal. Digamos, en primer lugar, que 
no se trata simplemente de hacer una reivindi-
cación de carácter formal para que se reúnan 
parlamentarios del resto de los países latinoame-
ricanos con los argentinos a fin de discutir algu-
nos de los aspectos que hacen a una política 
común. 

Entendemos que la verdadera integración, la 
que tantas veces se ha proclamado en América 
latina, no consiste —como han dicho histórica 
mente los tecnócratas de América latina y de 
otras regiones— en acomodar, de la forma más 
adecuada, los intereses de determinados tipos 
de economía. La verdadera integración pasa 
—como no puede ocurrir de otra manera— por 
la integración política, que es la que permite 
reconocer que en la República Argentina, como 

en Latinoamérica y en todo el mundo, la única 
fuente legítima de poder es la que emana del 
respeto a la voluntad soberana del pueblo. 

Quiere decir que los parlamentarios, represen-
tantes del pueblo y de las provincias en aquellos 
Estados que tienen un sistema federal, son quie-
nes detentan el verdadero y legítimo poder para 
obligar a nuestros países en los distintos foros, 
fundamentalmente en los internacionales. 

Desde ese punto de vista, entendemos que la 
verdadera integración reviste carácter político, 
cuando se da entre gobiernos de carácter demo-
crático que expresan el pluralismo ideológico y 
la lucha por la independencia nacional y por la 
emancipación continental, tal como quisieron 
nuestros próceres latinoamericanos. De esa ma-
nera, fundamentalmente, se llega —en esa ex-
presión teórica de la política de integración— 
a la posibilidad de su integración práctica en lo 
que significa la planificación de medidas que 
vayan construyendo el camino hacia el cumpli-
miento de este objetivo, que es como realmente 
se va a producir la verdadera integración. En 
virtud de ese gran objetivo nacional y funda-
mentalmente regional es que consideramos acon-
sejable que esta Cámara se integre nuevamente 
al Parlamento Latinoamericano. 

También es bueno recordar que no solamente 
ha existido una influencia de carácter regional. 
Si recorremos la muy breve historia de este Par-
lamento Latinoamericano, veremos que en 1974 
se celebró la Primera Conferencia Interparla-
mentaria entre la Comunidad Europea y Amé-
rica latina. No está de más destacar que en esa 
oportunidad los legisladores latinoamericanos 
coincidieron en lo que son los denominadores 
comunes de sus problemas fundamentales. 

Esto me trae a colación la muy reciente ex-
periencia de otro suceso de tipo internacional 
ocurrido en América latina, del cual tuve el 
honor de participar, que fue la Conferencia Eco-
nómica Latinoamericana en la que, sin necesi-
dad de crear un club de deudores —tan publici-
tado— se estableció una estrategia común para 
poder abordar el tema de la deuda externa con 
los países que son, precisamente, los principales 
acreedores por constituir los grandes centros del 
poder económico mundial. 

La posibilidad de ir aunando criterios para 
abordar los problemas que aquejan a América 
latina y para implementar, en la práctica, medi-
das que tiendan a superarlos, se halla condicio-
nada —como dije al principio— por la identidad 
política de los sistemas que podamos desarrollar, 
el protagonismo del pueblo y la legitimidad de 
los mandatos. 
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Es precisamente como una forma de ayudar 
al desarrollo y promoción del proceso democrá-
tico en América latina y a la posibilidad de su-
perar sus problemas comunes que se recomienda 
el reingreso de la Honorable Cámara de Dipu-
tados al Parlamento Latinoamericano, tal como 
consta en la resolución del Honorable Senado de 
la Nación. 

Con estos argumentos dejo fundado el pro-
yecto de resolución de esta Cámara por el que 
se dispone el reingreso al Parlamento Latino-
americano. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Connolly. — Señor presidente: deseo ex-
presar el apoyo del bloque justicialista al pro-
yecto de resolución que estamos tratando, en 
coincidencia con la posición adoptada por los 
legisladores que lo representan en la Comisión 
de Relaciones Exteriores y Culto. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar en 
general. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en particular el punto l9. 

Se va a votar. 
—Resulta afirmativa. 

—Sin observaciones, se vota y aprueba el 
punto 2"?. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de resolución \ 

Se comunicará al Honorable Senado de la Na-
ción, al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Culto y al señor secretario general del Parlamen-
to Latinoamericano. 

23 
REINGRESO A LA UNION INTERPARLAMENTARIA 

MUNDIAL 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el dictamen de la Comisión de Relaciones 
Exteriores y Culto sobre la resolución del Sena-
do de la Nación por la que se invita a la Hono-
rable Cámara de Diputados de la Nación a rein-
gresar como grupo parlamentario argentino a 
la Unión Interparlamentaria Mundial. 

Por Secretaría se dará lectura del dictamen. 
Sr. Secretario (Bravo). — Dice así: 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 964.) 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Relaciones Exteriores y Culto ha 
considerado la resolución del Honorable Senado de la 
Nación por la que se invita a la Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación a reingresar como grupo parla-
mentario argentino a la Unión Interparlamentaria Mun-
dial; y, por las razones que dará su miembro informante, 
aconseja la aprobación del siguiente 

Proyecto de resolución 

1® — Reingresar como grupo parlamentario argentino 
a la Unión Interparlamentaria Mundial. 

2« — Autorizar a la Presidencia de la Honorable Cá-
mara de Diputados a cumplimentar lo dispuesto por los 
artículos 1®, 2® y 3® del reglamento de contribuciones 
financieras de la Unión Interparlamentaria. 

3® — Comuniqúese al Honorable Senado de la Nación, 
al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Relaciones Exteriores 
y Culto y al presidente del Consejo Interparlamentario 
de la UIP. 

Sala de la comisión, 24 de enero de 1984. 

Federico T. Al. Storani. — Alfredo Jorge 
Connolly. — Carlos A. Becerra. —• Ricardo 
A. Berri. — José Bielicki. — José O. Bor-
dón González. — Ricardo Miguel Colortx-
bo. — Ricardo Daud. — Carlos Eduardo 
Ferré. — Julio José Oscar Ginzo. — Ho-
racio Hugo Huarte. — Adam Pedrini. — 
Nicasio Sánchez Toranzo. — Guillermo E. 
Tetto Rosas. 

INFORME 

Honorable Cámara: 

El Honorable Senado de la Nación ha sido invitado a 
reingresar como grupo parlamentario argentino ante 
la Unión Interparlamentaria Mundial. 

No resulta reiterativo ni redundante elevar el informe 
sobre la necesidad del reingreso a ese foro internacional 
con sede en Ginebra. La UIP, creada en 1886, hasta 
1924 había concretado 22 conferencias, y en oportunidad 
de la XXIII Conferencia, que había de realizarse en 
Washington en 1925, nuestra Cámara de Diputados fue 
por primera vez invitada a participar en ella. En 1927 
se realizó en París la XXTV Conferencia, Berlín fue sede 
de la XXV Conferencia, y sucesivamente se realizaron 
conferencias de la Unión Interparlamentaria Mundial en 
Madrid (1933) - con la interrupción obligada de la 
guerra mundial—, Roma (1947), Estocolmo (1949), 
Dublin (1950), Washington (1953). Interrupciones ins-
titucionales por gobiernos de facto (desde 1955, 1962, 
1966 y 1976) llevan al Parlamento argentino a solicitar 
reingresos en 1958, 1964 y 1973; y hoy, en 1984, con la 
vigencia de las instituciones nacionales, con el renacer 
democrático, se hace menester colaborar como nunca al 
desarrollo de la obra parlamentaria internacional en todas 
sus áreas para la consecución de la paz en la contribu-
ción de los pueblos representados. 
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Tampoco resulta reiterativo ni paradójico expresar que 
desde su origen la Unión Interparlamentaria Mundial es 
testigo de los avatares de las instituciones legislativas del 
planeta, muchas veces diezmadas por causas regresivas. 

En esta apretada síntesis he querido señalar que este 
proyecto de resolución tiende a salvaguardar los intere-
ses de la democracia, atento a las irregularidades que 
muchas veces les toca vivir a los pueblos del mundo, 
entendiendo que ése es el espíritu de la Comisión de 
Relaciones Exteriores y Culto al dictaminar favorable-
mente. 

Federico T. M. Storani. 

ANTECEDENTE 

Buenos Aires. 19 de enero de 1984. 

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación. 
Tengo el agrado de dirigirme al señor presidente a 

fin de llevar a su conocimiento que el Honorable Senado, 
en su sesión de la fecha, ha sancionado la siguiente 
resolución: 

El Senado de la Nación 
RESUELVE: 

1' — Reingresar como grupo parlamentario argentino 
a la Unión Interparlamentaria Mundial. 

2« — Invitar a la Honorable Cámara de Diputados a 
adherir a esta resolución i los efectos de la integración 
de la representación de) Congreso Nacional. 

3» — Autorizar a la Presidencia le) Honorable Sena-
do e invitar a la Presidencia de la Honorable Cámara 
de Diputados a cumplimentar lo dispuesto por los 
tículos 1« 2<> y 3» del reglamento de contribuciones 
financieras de la Unión Interparlamentaria. 

49 — Comuniqúese a) Poder Ejecutivo, al Ministerio 
de Relaciones Exteriores y al presidente del Consejo 
Interparlamentario (de la UIP). 

Saludo a usted muy atentamente. 

Vieron H. MARTÍNEZ. 
Antonio J. Macris. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en general. 

Tiene la palabra el señor diputado por Bue-
nos Aires. 

Sr. Storani. — En razón de lo avanzado de 
la hora, y teniendo en cuenta lo expresado en el 
informe que acompaña al dictamen de la comi-
sión, me abstendré de efectuar mayores consi-
deraciones. 

Sr, Connolly. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 

el señor diputado por Buenos Aires. 
Sr. Connolly. — El bloque justicialista adhie-

re por mi intermedio a este proyecto, y adelanta 
su voto favorable. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar en 
genera] el despacho de la Comisión de Relacio-

nes Exteriores y Culto por el que se acepta la 
invitación formulada a la Cámara de Diputados 
de la Nación para reingresar como grupo par-
lamentario argentino a la Unión Interparlamen-
taria Mundial. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
en particular el punto l9. 

Se va a votar. 
—Resulta afirmativa. 

—Sin observaciones, se votan y aprueban los 
puntos 2« y 3<?. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el proyecto de resolución 

Se harán las comunicaciones respectivas. 

24 

INSERCION 

Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia so-
licita de la Honorable Cámara su conformidad 
para insertar en el Diario de Sesiones el texto 
de la convocatoria de la Unión Interparlamen-
taria Mundial a la reunión a celebrarse entre 
el 2 y el 7 de abril del corriente año. así como 
los estatutos que rigen a la citada Unión Inter-
parlamentaria Mundial. 

—Asentimiento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Habiendo asenti-
miento, se harán las inserciones solicitadas *. 

25 

OBRAS EN EL PUERTO DE QUEQUEN 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el dictamen de la Comisión de Transpor-
tes en el proyecto de resolución del señor dipu-
tado Bisciotti por el que se solicita la realización 
de las obras necesarias para dotar al puerto de 
Quequén de una infraestructura adecuada. 

Por Secretaría se dará lectura del dictamen. 
Sr. Secretario (Bravo). — Dice así: 

Dictamen de comisión 

Honorable Cámara: 
La Comisión de Transportes ha considerado el pro-

yecto de resolución del señor diputado Bisciotti por el 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pági-
na 972.) 

* Véase el texto de las inserciones en el Apéndice. 
(Página 981.) 
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que se solicita se realicen las obras necesarias para dotar 
a puerto Quequén de infraestructura adecuada; y, por 
las razones que se dan en el informe que se acompaña 
y las que dará el miembro informante, aconseja su apro-
bación. 

Sala de la comisión, 25 de enero de 1984. 

Luis Santos Cósale. — Ricardo Daud. — Jor-
ge Hernán Zavaley. — Vicente Manuel 
Azcona. — Alberto Cecilio Bonino. — Ar-
naldo González. — Héctor Eduardo Gon-
zález. — Jesús Jerónimo González. — Mi-
guel Angel Khoury. — Luis Ascensión 
Lencina. — Domingo Purita. — Antonio 
Elias Romero. — Pedro Alberto Sarubi. 

Proyecto de resolución 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo a fin de que por inter-
medio de los organismos nacionales competentes (Di-
rección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías 
Navegables y Administración de Puertos) se realicen las 
obras y estudios correspondientes a fin de que puerto 
Quequén cuente con la infraestructura necesaria, que 
hace al real desarrollo del mismo, tales como: 

a) Dragado de profundización del canal de acceso a 
puerto Quequén para lograr los 38 pies al cero; 

fe) Dragado desde el perfil hacia aguas arriba has-
ta el ex puente Ezcurra, para lograr la adecuada 
operación de remolcadores y atraque de buques 
en los giros 6 y 7; 

c) Extracción de los cascos hundidos sobre la es-
collera norte, permitiendo de esta manera recti-
ficar la alineación del actual canal de acceso; 

d) Modernización de la flota de remolcadores afec-
tados a dicho puerto, realizando los estudios 
correspondientes para abaratar la tarifa de mo-
vimiento interno del mismo; 

e) Reconstrucción Dolfines 1 y 2 margen Quequén 
(ex Las Gaitas) para operativas buques aceite-
ros y construcción Duque de Alba y Bita eri 
Muelle Ultramar II (giro 8) margen Quequén, 
con sistemas de defensas separadoras; 

/) Reparación de las estructuras de hormigón de los 
dolfines de amarre de ambas márgenes portua-
rias; 

g) Construcción en la zona del antepuerto de un 
sistema de atraque para embarcaciones inactivas; 

h) Trabajos de fijación de médanos en la zona de 
la escollera sud; 

i) Reparación integral del espigón de defensa de 
la margen Quequén; 

j ) Construcción de dos pabellones sanitarios, uno 
sobre cada margen; 

k) Construcción de un muelle de doscientos veinte 
(220) metros aproximados de longitud aguas 
arriba del giro 7, entre puente carretero y ex 
puente Ezcurra; 

I) Rectificación de margen y construcción de un 
nuevo muelle de aproximadamente cuatrocientos 
(400) metros de longitud en el sector de la 
margen Quequén, entre el espigón de defensa y 
el arranque del actual giro 2; 

II) Provisión de los equipos necesarios para el fun-
cionamiento de un puerto moderno; 

m) Envío de una comisión especial que estudie la 
forma adecuada de la prolongación de la esco-
llera sud, a los fines de crear la protección de 
vida de dicho puerto, con la creación de un es-
pejo de agua adecuado a la maniobrabilidad de 
buques y protección contra el ingreso perma-
nente de sedimentos al canal de acceso "vaso 
de agua comunicante de dicho puerto". 

Victorio O. Bisciotti. 

INFORME 

Honorable Cámara: 

La Comisión de Transportes, al considerar el proyecto 
de resolución del señor diputado Bisciotti, cree innece-
sario abundar en más detalles que los expuestos en los 
fundamentos que lo acompañan, por lo que los hace 
suyos y así los expresa. 

Luis Santos Casale. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Un país no puede pretender emprender un real 

desarrollo sin contar con los canales naturales por los 
cuales dará salida hacia otros países a sus productos 
naturales o manufacturados. 

La Argentina ha visto, azorada, la inercia total por 
parte de los gobernantes de facto en el desarrollo de 
una auténtica y agresiva política portuaria que nos colo-
que en inmejorables condiciones para emprender una 
meta de auténtica liberación. 

Mientras Brasil ha avanzado con una política portua-
ria que lo coloca 50 años por delante de la Argentina, 
nosotros aún no tenemos la determinación de la cons-
trucción definitiva de no uno, sino varios puertos de 
aguas profundas. Bahía Blanca, juntamente con Que-
quén, más otros que los estudios así lo determinen, de-
ben ser nuestros grandes puertos y a ellos debe dirigirse 
la política desde el gobierno de la Constitución Nacional. 

En el caso de Quequén, aun sin contar con las obras 
fundamentales, se ha constituido ya en un puerto por 
el cual en el año 1983 se exportaron más de 2.200 mi-
llones de toneladas de cereales (90 %) y subproductos 
(10 %), con lo cual dicho puerto pasó del 4,7 % que 
le correspondía sobre el total de las exportaciones de 
nuestro país, en el período 1978/82, a casi el 8,5 % para 
1983, pudiendo perfectamente participar con el 10 % 
del total de los embarques en el futuro, o sea que puede 
llegar a 4.000.000 de toneladas. 

Para ello, en forma inmediata, hay que licitar varias 
obras expresadas en el presente proyecto, las cuales se-
rán programadas por la Administración de Puertos y 
Direcciones de Construcciones Portuarias, y otras requie-
ren la decisión política de encargar sus estudios en forma 



002 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION Rfi-jiión II» 

turgente. Es decir» en primer lugar realizar las obras de! 
llamado "vaso de agua comunicante de dicho puerto", 
para permitir la perfecta tnaniobrafailidad y ubicación 
de todos los barcos que lleguen al mismo, eliminando 
en forma inmediata ios cascos de ios barcos hundidos 
que todavía, para vergüenza de los argentinos, perma-
necen allí a través de los años como muestra de la iner-
cia total a que se ha sometido este país, adecuando los 
remolcadores a la época en q«e vivimos, y dejando cons-
tancia que actualmente la flota privada de los mismos 
percibe más renta que lo que el mismo puerto recibe 
de ingresos. Es necesario que se sepa que en puerto 
Queque'', la entrada de un buque de 180 metros cuesta 
u$s 7.284, que la salida del mismo cuesta u$s 7.284 
y el movimiento interno u$.i 6.860. y esto es para días 
hábiles, porque dichas tarifas los domingos van a ü$s 
14.083 para entrada y salida, y u$s 12.528 para mo-
vimiento interno. Es decir, uní enriquecimiento desme-
dido frente al resto de ingresos de un puerto. 

El problema de! manto de rocas que cubre el canal 
de acceso para llevarlo a 38 píes a cero debe encararse 
de inmediato, ya sea mediante el sistema de voladuras 
empleado últimamente (lo cual llevaría seis [61 meses 
para lograr tal profundidad) o, de lo contrario, mediante 
la contratación de una draga cortadora, con lo cual la 
tarea se reduciría a menos de sesenta (60) días según 
opiniones de técnicos en la, materia. 

Todo esto se puede hacer en forma inmediata. Es 
necesaria la decisión política y el país la necesita. 

La otra tarea, que llevará tiempo, pero debe hacerse, 
es la prolongación de la escollera en una longitud de 
1.000 a 1.500 metros, según lo aconsejan los estudios, 
pero los mismos deben ordenarse de inmediato sobre 
modelos en escala reducida, para determinar las carac-
terísticas de tal prolongación y luego comenzar poco a 
poco dicha obra, que llevará 4 o 5 años, pero que de-
berá concretarse. 

Todo esto es tina realidad y un desafío que los argen-
tinos, mirando el presente pero con visión de futuro, 
debemos encarar ya mismo. 

Victoria O. Bísciottí. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por Bue-

nos Aires. 
Sr. Bisciotti. — Señor presidente: este proyecto 

de resolución tiende a la. realización de una serie 
de obras para el puerto de Quequén pero, funda-
mentalmente, implica el logro de una política 
portuaria agresiva por parte de nuestro país. La 
Argentina ha quedado totalmente rezagada en 
los últimos años en cuanto a la construcción de 
obras de infraestructura en materia portuaria, 
por ejemplo, frente a Brasil, que ha construido 
varios puertos de aguas profundas. 

Esta noche hemos hablado del incremento de 
nuestras exportaciones y de saldos exportables 
que podrían mejorar nuestra balanza comercial 
Si un país quiere verdaderamente dejar de ser 
agro pastoril-importador y transformarse en un 
país agro-exportador con fuerte desarrollo indus-
trial, debe propender a realizar las obras de in-

fraestructura fundamentales para posibilitar la 
salida de sus productos naturales y manufactu-
rados. Por ello deseamos que se lleven a cabo 
las obras necesarias a los efectos de que la Argen-
tina tenga un conjunto de puertos de aguas pro-
fundas, contradiciendo la política que en algún 
momento quiso instrumentarse en las esferas ofi-
ciales, fundamentalmente en las de ciertos secto-
res de las fuerzas armadas. 

Se intentó coovcnccr íx 1 país de que era nece-
saria la realización de obras faraónicas, como el 
puerto de Punta Médanos. Se intentó demostrar 
que ni Bahía Blanca ni Quequén podían ser los 
puertos de aguas profundas que el país requiere. 
Se nos trató de convencer de la conveniencia de 
la construcción de esa obra faraónica, pero lo que 
no se dijo al país es que detrás del proyecto de 
esa obra, además de los negociados de tierras y 
otros, estaba la construcción de una base militar. 
Nunca se dijo esto; nunca se lo comentó y, por 
eso, lo señalo especialmente esta noche. 

La realización del conjunto de obras que pro-
ponemos para Quequén tiende a demostrar que 
este puerto puede acompañar a Bahía Blanca en 
la política portuaria agresiva que debe desarro-
llar nuestro país. Ya como está, participa con el 
8,7 % sobre el tota), de exportaciones. En 1983 
se exportaron casi 2.300.000 toneladas (90 % de 
cereal, 10 % de subproductos). Con las obras pro-
puestas puede llegar al 10 %, o sea 4.000.000 de 
toneladas. 

Planteamos tres clases de obras. En primer 
término, están las de acción inmediata dentro 
del "vaso de agua comunicante" del puerto; ha-
blamos entonces de la construcción de dos muelles 
y atracaderos, de un "Duque de Alba" y "Bita", 
de la extracción de cascos hundidos y de una 
serie de obras fundamentales como reparación 
de dolfines, separadores y demás, que no requie-
ren realmente un gasto tan importante por parte 
del Estado y que involucran montos que serían 
prácticamente recuperables una vez transcurrido 
el primer año. 

En segundo término, hablamos de la extracción 
del manto de roca en el canal de acceso, para lo 
cual pedimos a los organismos competentes que 
determinen, después de los respectivos estudios, 
si esta extracción debe hacerse mediante voladu-
ras o mediante la contratación de dragas corta-
doras, que no existen en nuestro país pero que 
podrían arrendarse en el exterior, con lo cual se 
haría el trabajo en 60 días. 

Finalmente, nos referirnos también al. estudio, 
mediante modelos en escala reducida, de la pro-
longación de la escollera sur del puerto en 1.000 
a 1.500 metros, para crear un estuario que posi-
bilite el ingreso de los barcos en. aguas serenas?, 
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evite el sedimento y permita terminar con el 
viejo fenómeno del cementerio de barcos en el 
puerto de Quequén. 

Consideramos que nuestra poli.ti.ca portuaria 
puede ser desarrollada de manera que la Ar-
gentina esté en condiciones de exportar adecua-
damente sus productos y de percibir las divisas 
resultantes. Al mismo tiempo, hablamos en nues-
tro proyecto de la modernización de la flota de 
remolcadores, y ponemos de manifiesto el enca-
recimiento que sufren nuestros productos por el 
alto costo de Jas tarifas de los remolcadores, 
cireunstaneia que incide en que nuestros puertos 
sean calificados como "sucios" en el plano in-
ternacional, y los más caros. 

Es importante decir aquí que en un puerto 
con un canal de acceso corto, como es Quequén 
—que no excede de cuatro o cinco kilómetros—, 
la entrada de un buque de 180' metros de eslora 
cuesta nada más y nada menos que 7.824 dóla-
res; la salida cuesta e) mismo importe y el mo-
vimiento interno del buque cuesta 6.980 dólares. 
J '.n los días inhábiles, aquella suma asciende a 
14.083 dólares para entrada e igual suma de 
salida, y el movimiento interno del buque pasa 
a costar 12.528 dólares. Por lo tanto, lo que ¡er-
aban en nuestros puertos los remolcadores ex-
cede el ingreso que tiene la Administración Na-
cional de Puertos. Esto demuestra cómo está 
distorsionada esta política general. Por eso pe-
dimos su revisión, a fin de lograr el abarata-
miento de las operaciones de nuestros puertos, 
can la consiguiente mejora de nuestra economía. 

Sobre la base de estos fundamentos —que ex-
pongo en forma escueta teniendo en cuenta lo 

avanzado de la hora—, pido la aprobación, d® 
este proyecto de resolución. 

Sr. Presidente (Pugliese). — So va a votar. 
—Se aprueba en general y en particular. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda sancionado 
el. proyecto de resolución1. Se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 

La Honorable Cámara ha concluido con la 
consideración del plan de labor. 

26 

MOCION 

Sr. Zufairi. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 

el señor diputado por Buenos Aires. 
Sr. Zubiri, • • Habiéndose agotado el temario 

fijado por la Comisión de Labor Parlamentaria, 
solicito que la Cámara no se reúna en el día de 
hoy. En consecuencia, la próxima sesión se ce-
lebraría el miércoles l 9 de febrero. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar la 
moción formulada por el señor diputado por 
Buenos Aires. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda levantada 
la sesión. 

—Es la hora 0 y 50 del día 27. 
LORENZO D . CEDROLA. 

Director del Cuerpo de Taquígrafos. 

1 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 972.) 
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A P E N D I C E 

I 

SANCIONES DE LA HONORABLE CAMARA 

1 

Buenos Aires, 28 de enero de 1984. 

Señor presidente del Honorable Senado: 
Tengo el honor de dirigirme al señor presidente co-

municándole que esta Honorable Cámara ha tomado en 
consideración, en sesión de ia fecha, las modificaciones 
introducidas al proyecto de ley por el que se reforma 
el Código de Procedimientos en Materia Penal en lo re-
ferente al régimen de excarcelación que, originado en 
esta Honorable Cámara., fuera pasado en revisión a ese 
Honorable Senado, y ha tenido a bien aceptar las refe-
ridas a los artículos 1? y 3<?, insistiendo en lo demás en 

su anterior; quedando, en consecuencia, sancionado de 
la siguiente forma: 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 
Artículo 1' — Reemplázase el texto do los artículos 

379 y 380 del Código de Procedimientos en Materia 
Penal, por ios siguientes: 

Artículo 379. — Podrá concederse la excarcelación 
del procesado bajo alguna do las cauciones deter-
minadas en este título, en los siguientes casos: 

1. Cuando la detención o prisión preventiva se 
hubiesen decretado con relación a uno o más 
hechos por los que pudiera corresponder!'!, se-
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tcún las escalas respectivas y, en sn caso, lo 
dispuesto en el artículo 55 del Código Penal, 
un máximo no superior a tos odia (8) años 
de pena privativa de la libertad. No obstante, 
procederá la excarcelación aun cuando el má-
ximo de pena aplieablo fuero mayor si de las 
circunstancias del hedió y las características 
personales del procesado, pudiera correspon-
der condena de ejecución condicional. 

2 . Cuando hubiese agotado en detención o pri-
sión preventiva, de acuerdo a la regla del ar-
tículo 24 del Código Penal, la pena privativa 
de libertad prevista como máximo para el o 
los hechos que se imputen o la solicitada 
por el agente fiscal. 

3 . Criando, sobre La baso de !a pena privativa de 
libertad solicitada por el agente fiscal, pudie-
ra corresponderle condena de ejecución con-
dicional. 

4 . Cuando Ja pena privativa de libertad solicitada 
por el agente fiscal permitiera, conforme al 
tiempo de detención o prisión preventiva cum-
plida y computable, el ejercicio del derecho 
otorgado a los condenados por el artículo 13 
del Código Penal, siempre que se hallase acre-
ditada la observancia regular de los reglamen-
tos carcelarios. 

5. Cuando la sentencia no firme imponga pena 
que permita el ejercicio del derecho acordado 
por el artículo 13 del Código Penal, siempre 
que se halle acreditada la observancia regular 
de los reglamentos carcelarios. 

6. Cuando el tiempo de detención o prisión pre-
ventiva hubiesen superado el término estable-
cido en el artículo 701, que en ningún caso 
deberá ser superior a dos (2) años. 

En todos los casos en que la excarcelación de-
penda del pedido fiscal, el tribunal podrá conce-
derla cuando fundadamente estime que dicho pedi-
do es inadecuado. 

Artículo 380. — No obstante lo dispuesto en el 
artículo anterior, podrá denegarse la excarcelación 
cuando la objetiva valoración de las características 
del hecho y de las condiciones personales del impu-
tado permitieran presumir, fundadamente, que el 
mismo intentará eludir k acción de la justicia. Lo 
dispuesto en este artículo no obstará a la aplicación 
de los incisos 2», 3®, 4-» y 5» del artículo anterior. 

Art. 2» — El inciso del nuevo artículo 379 empezará 
a regir después de los ciento ochenta (180) días de pro-
mulgada la presente ley. 

Art. 3 ' — Derógase la refonaa introducida por el de-
creto 642/76, ratificada por la ley de facto 21.312, al 
artículo 639 del Código de Procedimientos en Materia 
Penal. 

El artículo 639 queda redactado así: "La sentencia 
pronunciada en ei recurso de hábeas corpas será ape-
lable dentro de las cuarenta y ocho Loras, i.I solo efecto 
devolutivo". 

Art. 4o • • Comuniqúese al Podo» Ejecutivo. 
Dios guarde al señor presidente. 

/UAN CARLOS PÜGIJBSE. 
Carlos Alberto Bravo. 

2 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo 1» — Modifícase la ley 21.740 y sus modifi-
caciones en la siguiente forma: 

1. Sustitúyese el inciso a) del artículo 16, por el 
siguiente: 
a) Una contribución de hasta el uno por ciento 

(1 % ) del valor que se asigne a la primera 
venta de carne con destino al consumo inter-
no, de las especies a que se refiere el ar-
tículo 2?. 

2. Elimínanse los párrafos cuarto y quinto del ar-
tículo 17. 

3. Sustitúyese el sexto párrafo del artículo 17, por 
el siguiente: 

La Junta Nacional de Carnes establecerá la 
forma y plazo para efectuar el ingreso del gra-
vamen de esta ley en los bancos autorizados. 

Art. 2 ' — La presente ley entrará en vigor a partir de 
su sanción; no obstante, la sustitución prevista en el 
punto 1 del artículo 1" producirá efectos respecto de 
cómputos generados por ventas realizadas a partir de la 
entrada en vigencia del decreto 271/83. 

Art. 3» — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

3 
El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Artículo I? — El Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria se regirá exclusivamente por su ley orgá-
nica y sus decretos reglamentarios sin sujeción a las 
normas que limiten su autarquía y las facultades qua 
tiene asignadas. 

Art 2» — Incorpórase como inciso a) del artículo 16 
del decreto ley 21.680 de fecha 4 de diciembre de I93S, 
ratificado por la ley 14.467 y sus modificaciones, el 
siguiente: 

a) El producido de una contribución ad valorcm 
del uno con cincuenta centésimos por ciento 

(1,50 %) que se aplicará sobre las exportacio-
nes de las mercaderías comprendidas en las 
partidas de la Nomenclatura del Consejo de Co-
operación Aduanera (NCCA) que se detallan 
en la lista anexa al presente inciso con sus res-
pectivas observaciones, efectuadas bajo el i<'•'.;-
mea establecido en la sección IV, título I, ca-
pítulo segundo del Código Aduanero (Ley 
22.415). 

Estarán exentas de dicha contribución las exportacio-
nes de mercaderías beneficiadas con una exención ' -
nenJ de tributos en virtud de lo establecido en el Código 
Aduanero y su reglamentación. 
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Salvo disposición expresa dirigida a las contribuciones, 
Jas- exenciones generales de tributos previstas en dispo-
siciones que no integran el Código Aduanero o su re-
glamentación no comprenden a la contribución a que so 
refiero este inciso. 

El Poder Ejecutivo queda facultado para, molificar la 
lista anexa al presente inciso mediante incorporaciones 
o eliminaciones. Las eliminaciones no podrán exceder 
cid diez por ciento (10 % ) del monto total de los fon-
dos que hubieran resultado de la aplicación de la con-
tribución en el año 1983, tomados a precios constantes. 

Anualmente el Poder Ejecutivo dará cuenta al Hono-
rable Congreso de 1a Nación del uso que ha hecho do 
esta facultad. 

La aplicación, percepción y fiscalización de esta con-
tribución estará a cargo de la Administración Nacional 
de Aduanas, rigiendo las previsiones del artículo 761 
del Código Aduanero y su recaudación será acreditada 
diariamente a la orden del Instituto Nacional de Tec-
nología Agropecuaria a través del Banco de la Nación 
Argentina. 

Art. 3 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

LISTA ANEXA AL INCISO a) DEL ARTICULO 16 DEL DECRETO LEY 21.680/56 

Partida NCCA. Testo de le, partida Observaciones 

01.01 Caballos, asnos y mulos, vivos. 
01.02 Animales vivos de la especie bovina, incluso los del 

género búfalo. 
01.03 Animales vivos de la especie porcina. 
01.04 Animales vivos de las especies ovina y caprina. 
01.05 Aves de corral, vivas. 

01.06 Otros animales vivos. 
02.01 Carnes y despojos comestibles de los animales com-

prendidos en las partidas 01.01 a 01.04, ambas in-
clusive, frescos, refrigerados o congelados. 

02.02 Aves de corral muertas y sus despojos comestibles (ex-
cepto los hígados), frescos, refrigerados o congelados. 

02.03 Hígados de ave frescos, refrigerados, congelados, sala-
dos o en salmuera. 

02.04 Las demás carnes y despojos comestibles, frescos, re-
frigerados o congelados. 

02.05 Tocino, con exclusión del que tenga partes magras (en-
treverado), grasas de cerdo y grasas de ave de corral 
sin prensar ni fundir, ni extraídas por medio de disol-
ventes, frescos, refrigerados, congelados, salados o en 
salmuera, secos o ahumados. 

02.06 Carnes y despojos comestibles de cualquier clase (con 
exclusión de los hígados de aves), salados o en salmuera, 
secos o ahumados. 

04.01 Leche y nata, frescas, sin concentrar ni azucarar. 
04.02 Leche y nata, conservadas, concentradas o azucaradas. 
04.03 Mantequilla. 
04.04 Quesos y requesón. 
04.05 Huevos de ave y yemas de huevo, frescos, desecados o 

conservados de otra forma, azucarados o no. 
04.06 Miel natural. 
04.07 Productos comestibles de origen animal, no expresados 

ni comprendidos en otras partidas. 
05.02 Cerdas de jabalí y de cerdo; pelo de tejón y otros 

pelos para cepillería; desperdicios de dichas cerdas y 
pelos. 

05.03 Crines y sus desperdicios, ificluso em capas con soporte 
de otras materias o sin él. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Excluidas las de un peso unita-
rio que no exceda de 185 gr. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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Partida NCCA Testo de. la pnrtida Observaciones 

05.04 Tripas, vejigas y estómagos de animales (excepto los 
de pescado), enteros o en trozos. 

05.07 Pieles y otras partes de aves provistas de sus plumas 
o de su plumón, plumas y partes de plumas (incluso 
recortadas) y plumón, en bruto o simplemente lim-
piados, desinfectados o preparados para su conserva-
ción; polvo y desperdicios de plumas o de partes de 
plumas. 

05.08 Huesos y núcleos cómeos, en bruto, desgrasados o sim-
plemente preparados (pero sin recortar en forma deter-
minada), acidulados o desgelaünizados; polvo y desper-
dicios de estas materias. 

05.09 Marfil, concha de tortuga, cuernos, astas, pezuñas, uñas, 
garras y picos, en bruto o simplemente preparados, pero 
sin cortar en forma determinada, incluidos los desperdi-
cios y el polvo; barbas de ballena y de animales simi-
lares, en bruto o simplemente preparadas, pero sin cortar 
en forma determinada, incluidos las barbillas y desper-
dicios. 

05.14 Ambar gris, castóreo, algalia y almizcle, cantáridas y 
bilis, incluso desecadas; sustancias animales utilizadas 
para la preparación de productos farmacéuticos, frescas, 
refrigeradas, congeladas o conservadas provisionalmente 
de otra forma. 

05.15 Productos de origen animal no expresados ni compren-
didos en otras partidas; animales muertos de los Capí-
tulos 1 o 3, impropios para el consumo humano. 

07.01 Legumbres y hortalizas, en fresco o refrigeradas. 
07.02 Legumbres y hortalizas, cocidas o sin cocer, congeladas. 
07.03 Legumbres y hortalizas en salmuera o presentadas en 

agua sulfurosa o adicionada de otras sustancias que 
aseguren provisionalmente su conservación, pero sin estar 
especialmente preparadas para su consumo inmediato. 

07.04 Legumbres y hortalizas, desecadas, deshidratadas o eva-
poradas, incluso cortadas en trozos o rodajas o bien tri-
turadas o pulverizadas, sin ninguna otra preparación. 

07.05 Legumbres de vaina secas, desvainadas, incluso monda-
das o partidas. 

07.06 Raíces de mandioca, arrurruz, salep, batatas, boniatos, y 
demás raíces y tubérculos similares, ricos en almidón o 
inulina, incluso desecados o troceados; médula de sagú. 

08.01 Dátiles, plátanos, pinas (ananás), mangos, mangosta-
nes, aguacates, guayabas, cocos, nueces del Brasil, nue-
ces de cajuil (de anacardos o de marañones), frescos o 
secos, con cáscara o sin ella. 

08.02 Agrios frescos o secos. 
08.03 Higos frescos o secos. 
08.04 Uvas y pasas. 
08.05 Frutos de cáscara (distintos de los comprendidos en la 

partida 08.01) frescos o secos, incluso sin cáscara o 
descortezados. 

08.06 Manzanas, peras y membrillos, frescos. 
08.07 Frutas de hueso frescas. 
08.08 Bayas frescas. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidos el marfil y la concha 
de tortuga únicamente. 

Sin exclusiones. 

Excluidos los animales muertos 
de Capítulo 3, únicamente. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 



íncro 20 y 27 de 1984 CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION 967 

Pnrtidn NCCA Texto d?. 1H partida Observaciones 

08.09 Las demás frutas frescas. Sin exclusiones. 
08.10 Frutas cocidas o sin cocer, congeladas, sin adición de 

azúcar. Sin exclusiones. 
08.11 Frutas conservadas provisionalmente (por ejemplo, por 

medio de gas sulfuroso, o en agua salada, azufrada o 
adicionada de otras sustancias que aseguren provisio-
nalmente su conservación), pero impropias para el con-
sumo, tal como se presentan. Sin exclusiones. 

08.12 Frutas desecadas (distintas do las comprendidas en las 
partidas 08.01 a 08.05, ambas inclusive). Sin exclusiones. 

08.13 Cortezas de agrios y de melones, frescas, congeladas, 
presentadas en salmuera, en agua sulfurosa o adicionada 
de otras sustancias que aseguren provisionalmente su 
conservación, o bien desecadas. Sin exclusiones. 

09.02 Té. Sin exclusiones. 
09.03 Yerba mate. Sin exclusiones. 
09.09 Semillas de anís, badiana, hinojo, cilantro, comino, alca-

ravea y enebro. Sin exclusiones. 
09.10 Tomillo, laurel y azafrán; las demás especias. Sin exclusiones. 
10.01 Trigo y morca jo o tranquillón. Sin exclusiones. 
10.02 Centeno. Sin exclusiones. 
10.03 Cebada. Sin exclusiones. 
10.04 Avena. Sin exclusiones. 
10.05 Maíz. Sin exclusiones. 
10.06 Anoz. Sin exclusiones. 
10.07 Alforfón, mijo, alpiste y sorgo; los demás cereales. Sin exclusiones. 
11.01 Harinas de cereales. Sin exclusiones. 
11.02 Grañones y sémolas; granos mondados, perlados, par-

tidos, aplastados o en copos, excepto el arroz de la parti-
da 10.06; gérmenes de cereales, enteros, aplastados, en 
copos o molidos. Sin exclusiones. 

11.04 Harinas de las legumbres de vaina secas comprendidas 
en la partida 07.05 o de las frutas comprendidas en 
el Capítulo 8, harinas y sémolas de sagú y de las raíces 
y tubérculos comprendidos en la partida 07.06. Sin exclusiones. 

11.05 Harinas, sémolas y copos de patatas. Sin exclusiones. 
11.07 Malta, incluso tostada. Sin exclusiones. 
11.08 Almidones y féculas, inulina. Sin exclusiones. 
11.09 Gluten de trigo, incluso seco. Sin exclusiones. 
12.01 Semillas y frutos oleaginosos, incluso quebrantados. Sin exclusiones. 
12.02 Harinas de semillas y de frutos oleaginosos, sin desgra-

sar, excepto la de mostaza. Sin exclusiones. 
12.03 Semillas, esporas y frutos, para la siembra. Sin exclusiones. 
12.04 Remolacha azucarera (incluso en rodajas), en fresco, de-

secada o en polvo; caña de azúcar. Sin exclusiones. 
12.06 Lúpulo (conos y lupulino). Sin exclusiones. 
12.09 Paja y cascabillo de cereales, en bruto .incluso picados. Sin exclusiones. 
12.10 Remolacha, nabos y raíces forrajeras; heno, alfalfa, espar-

ceta, trébol, coles forrajeras, altramuces, vezas y demás 
productos forrajeros análogos. Sin exclusiones. 

13.02 Goma laca, incluso blanqueada; gomas, gomorresinas, re-
sinas y bálsamos naturales. Sin exclusiones. 
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Te::fo ói.' la partida Partida NCCA 

14.01 Materias vegetales empleadas principalmente en cestería 
o espartería (mimbre, caña, bambú, roten, junco, rafia, 
paja de cereales limpiada, blanqueada o teñida, cortezas 
de tilo y análogos). 

14.02 Materias vegetales empleadas principalmente como relle-
no (miraguano, crin vegetal, crin marina y similares), 
incluso en capas con soporte de otras materias o sin él. 

14.03 Materias vegetales empleadas principalmente en la fa-
bricación de escobas y cepillos (sorgos, piasava, grama, 
tampico y análogos), incluso en torcidas o en haces. 

15.01 Manteca, otras grasas de cerdo y grasas de aves de corral, 
prensadas, fundidas o extraídas por medio de disolventes. 

15.02 Sebos (de las especies bovina, ovina y caprina) en bru-
to, fundidos o extraídos por medio de disolventes, inclui-
dos los sebos llamados "primeros jugos". 

15.03 Estearina solar; oleoestearina; aceite de manteca de cer-
do y oleomargarina no emulsionada, sin mezcla ni pre-
paración alguna. 

15.05 Suintina y sustancias grasas derivadas, incluida la lano-
lina. 

15.06 Las demás grasas y aceites animales (aceite de pie de 
buey, grasa de huesos, grasa de desperdicios, etc.). 

15.07 Aceites vegetales fijos, fluidos o concretos, brutos, purifi-
cados o refinados. 

15.08 Aceites animales o vegetales cocidos, oxidados, deshidra-
tados, sulfurados, soplados, polimerizados o modificados 
por otros procedimientos. 

15.10 Acidos grasos industriales, aceites ácidos procedentes del 
refinado, alcoholes grasos industriales. 

15.11 Glicerina, incluidas las aguas y lejías glicerinosas. 
15.12 Aceites y grasas animales o vegetales parcial o totalmente 

hidrogenados, y aceites y grasas animales o vegetales 
solidificados o endurecidos por cualquier otro procedi-
miento, incluso refinados, pero sin preparación ulterior. 

15.13 Margarina, sucedáneos de la manteca de cerdo y demás 
grasas alimenticias preparadas. 

15.17 Degrás; residuos procedentes del tratamiento de las ma-
terias grasas o de las ceras animales o vegetales. 

16.01 Embutidos de carne, de despojos comestibles o de sangre. 
16.02 Otros preparados y conservas de carnes o de despojos 

comestibles. 
16.03 Extractos y jugos de carne; extractos de pescados. 

20.01 Legumbres, hortalizas y frutas, preparadas o conservadas 
en vinagre o en ácido acético, con sal, especias, mostaza 
o azúcar o sin ellos. 

20.02 Legumbres y hortalizas preparadas o conservadas sin 
vinagre ni ácido acético. 

20.03 Frutas congeladas con adición de azúcar. 
20.04 Frutas, cortezas de frutas, plantas y sus partes, confita-

das con azúcar (almibaradas, glaceadas o escarchadas). 
20.05 Purés y pastas de frutas, compotas, jaleas y mermeladas 

obtenidos por cocción, con o sin adición de azúcar. 
20.06 Frutas preparadas o conservadas de otra forma, con o 

sin adición de azúcar o de alcohol. 

Observaciones 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Extractos y jugos de carne, úni-
camente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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Partida NCCA Texto de la partida Obssrvaciones 

20.07 Jugos de frutas (incluidos los mostos de uva) o de le-
gumbres y hortalizas, sin fermentar, sin adición de al-
cohol, con o sin adición de azúcar. 

21.06 Levaduras naturales vivas o muertas; levaduras artificia-
les preparadas. 

23.01 Harinas y polvo de carne y de despojos, de pescado, de 
crustáceos o moluscos, impropios para la alimentación 
humana; chicharrones. 

23.02 Salvados, moyuelos y demás residuos del cernido, de la 
molienda o de otros tratamientos de los granos de cerea-
les y de leguminosas. 

23.03 Pulpa de remolacha, bagazo de caña de azúcar y otros 
desperdicios de la industria azucarera; heces de cervece-
ría y de destilería; residuos de la industria del almidón 
y residuos análogos. 

23.04 Tortas, orujo de aceitunas y demás residuos de la extrac-
ción de aceites vegetales, con exclusión de las borras o 
heces. 

23.06 Productos de origen vegetal del tipo de los que se uti-
lizan en la alimentación de los animales, no expresados 
ni comprendidos en otras partidas. 

23.07 Preparados forrajeros con adición de melazas o de azú-
car; otros preparados del tipo de los que se utilizan en 
la alimentación de los animales. 

24.01 Tabaco en rama o sin elaborar; desperdicios de tabaco. 
31.01 Guano y otros abonos naturales de origen animal o ve-

getal, incluso mezclados entre sí, pero no elaborados quí-
micamente. 

35.01 Caseína, caseinatos y otros derivados de la caseína; colas 
de caseína. 

35.02 Albúminas, albuminatos y otros derivados de las al-
búminas. 

35.03 Gelatinas (comprendidas las presentadas en hojas corta-
das de forma cuadrada o rectangular, incluso trabajadas 
en su superficie o coloreadas) y sus derivados; colas de 
huesos, de pieles, de nervios, de tendones y similares 
y colas de pescado; ictiocola sólida. 

} 

35.04 Peptonas y otras materias proteicas (con excepción de 
las enzimas de la partida 35.07) y sus derivados; polvo 
de pieles, tratado o no al cromo. 

35.05 Dextrina y colas de destrina; almidones y féculas solu-
bles o tostados; colas de almidón o de fécula. 

41.01 Cueros y pieles en bruto (frescos, salados, secos, enca-
lados, piquelados), incluidas las pieles de ovinos con su 
lana. 

41.02 Cueros y pieles de bovinos (incluidos los de búfalo) y 
pieles de equinos, preparados, distintos de los especifi-
cados en las partidas 41.06 y 41.08. 

41.03 Pieles de ovinos preparadas, distintas de las compren-
didas en las partidas 41.06 y 41.08. 

41.04 Pieles de caprinos preparadas, distintas de las compren-
didas en las partidas 41.06 y 41.08. 

41.05 Pieles preparadas de otros animales, distintas de las 
comprendidas en las partidas 41.08 y 41.08. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidas harinas y polvos de 
pescado de crustáceos o moluscos, 
únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Excluidas las colas de pescado y 
la ictiocola sólida, únicamente. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
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41. C3 Cueros y píeles agamuzados. 
41.08 Cueros y pieles barnizados o metalizados. 
41.09 Recortes y demás desperdicios de cuero natural, artifi-

cial o regenerado y de pieles, curtidos o apergaminados, 
no utilizables para la fabricación de artículos de cuero 
o de piel; aserrín, polvo y harina de cuero. 

43.01 Peletería en bruto. 
43.02 Peletería curtida o adobada, incluso ensamblada en napas, 

trapecios, cuadrados, cruces o presentaciones análogas; 
sus desperdicios y retales, sin coser. 

44.01 Leña; desperdicios de madera, incluido el aserrín. 
44.02 Carbón vegetal (incluido el carbón de cáscara y huesos 

de frutos), esté o no aglomerado. 
44.03 Madera en bruto, incluso descortezada o simplemente 

desbastada. 
44.04 Madera simplemente escuadrada. 
44.05 Madera simplemente aserrada en sentido longitudinal, 

cortada en hojas o desenrollada, de más de 5 milímetros 
de espesor. 

44.07 Traviesas de madera para vías férreas. 
44.09 Flejes de madera; rodrigones hendidos; estacas y esta-

quillas de madera, aguzadas, sin aserrar longitudinal-
mente; madera en tablillas, láminas o cintas; madera 
afilada; madera triturada en forma de plaquitas o de 
partículas; viruta de madera de los tipos utilizados en 
la fabricación de vinagre o para la clarificación de líqui-
dos; madera simplemente desbastada o redondeada, pero 
sin tornear, curvar, ni haber sufrido otro trabajo, para 
bastones, paraguas, mangos de herramientas y similares. 

44.12 Virutilla (lana) de madera; harina de madera. 
44.13 Madera (incluidas las tablas o frisos para entarimados, 

sin ensamblar), cepillada, ranurada, machihembrada, con 
lengüetas, rebajes, chaflanes o análogos. 

44.14 Maderas simplemente aserradas longitudinalmente, cor-
tadas o desenrolladas, de espesor igual o inferior a 5 mi-
límetros; chapas y madera para contrachapados, de igual 
espesor. 

44.22 Barriles, cubas, tinas, cubos y demás manufacturas de 
tonelería y sus partes, de madera, incluidas las duelas. 

44.28 Otras manufacturas de madera. 

53.01 Lana sin cardar ni peinar. 
53.02 Pelos finos u ordinarios, sin cardar ni peinar. 
53.03 Lana y pelos (finos u ordinarios, cardados o peinados). 
54.01 Lino en bruto (mies de lino), enriado, espadado, rastri-

llado (peinado) o tratado de otra forma, pero sin hilar; 
estopas y desperdicios, de lino (incluidas las hilachas). 

54.02 Ramio en bruto, descortezado, desgomado, rastrillado 
(peinado) o tratado de otra forma, pero sin hilar; esto-
pas y desperdicios, do ramio (incluidas las hilachas). 

55.01 Algodón sin cardar ni peinar. 
55.02 Linters de algodón. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Duelas únicamente. 
Adoquines de madera, maderas 
preparada para fósforos y clavos 
(estaquillas) de madera para cal-
zado, únicamente. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 

Excluidos estopas y desperdicios 
de lino (incluidas las hilachas), 
únicamente. 

Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
Sin exclusiones. 
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57.01 Cáñamo ("Cannabis sativa") en rama, enriado, agrama-
do, rastrillado (peinado) o trabajado de otra forma, pero 
sin hilar; estopas y desperdicios, de cáñamo (incluidas 
las hilachas). 

57.02 Abacá (cáñamo de Manila o "Musa Textílis") en rama, 
rastrillado (peinado) o trabajado de otra forma, pero 
sin hilar; estopas y desperdicios de abacá (incluidas las 
hilachas). 

57.03 Yute y demás fibras textiles del líber no expresadas ni 
comprendidas en otra partida, en bruto, descortezadas o 
tratadas de oíro modo, pero sin hilar; estopas y desper-
dicios de estas fibras (incluidas las hilachas). 

57.04 Las demás fibras textiles vegetales en rama o trabajadas, 
pero sin hilar; desperdicios do estas fibras (incluidas las 
hilachas). 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

Sin exclusiones. 

4 

La Cámara de Diputados de la Nación 
DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo inclu-
yera entre los temas de las presentes sesiones extraor-
dinarias del Congreso un proyecto de ley reimplan-
tando los beneficios que acordaba a dichos trabajadores 
el artículo 14 del Estatuto del Periodista Profesional, 
ley 12.908. 

5 

La Cámara de Diputados de la Nación 
RESUELVE: 

1® — Requerir del Poder Ejecutivo la siguiente infor-
mación: 

a) Situación procesal del ciudadano boliviano Luis 
Arco Gómez, ex coronel del ejército de Bolivia, 
quien se encuentra asilado en nuestro país, se-
gún resolución 709 del Ministerio del Interior 
(expediente 60.583 8/82, Dirección Nacional 
de Migraciones), con explicitación de detalles; 

b) Si desde el momento en que le fuera conce-
dida la excarcelación por parte de un tribunal 
federal, el mencionado ciudadano boliviano ha 
cumplimentado su obligación de presentación 
periódica ante la Policía Federal y, en caso afir-
mativo, ante qué autoridad o autoridades de esa 
repartición lo ha hecho; 

c) Si ese ministerio ha tomado medidas para evitar 
su salida del país. 

6 

La Cámara de Diputados de la Nación 
DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo con-
temple la posibilidad de revisar el asilo político oportu-
namente concedido al ciudadano boliviano Luis Arce-
Gómez. 

7 
La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través 
del organismo correspondiente, proceda de inmediato a 
la reparación de la ruta 11 en el tramo comprendido 
entre la ciudad de Resistencia (Chaco) y la de Formosa 
(provincia de Formosa). 

8 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Expresar su más terminante repudio a la anunciada 
visita del ministro de Defensa británico a las islas Mal-
vinas y denunciar el hecho como una nueva provocación 
que atenta contra los indiscutibles derechos soberanos 
de la República Argentina sobre el archipiélago austral 

El conocido plan inglés de transformar a las islas 
Malvinas etj una fortaleza militar y aeronaval pone en 
peligro la seguridad de Latinoamérica, se enfrenta abier-
tamente con las resoluciones de las Naciones Unidas, 
que han reclamado de las partes una solución pacífica 
al conflicto, y constituye una grave ofensa a la dignidad 
del pueblo argentino, que esta Cámara de Diputados 
condena en todos sus términos. 

9 

La Cámara ele Diputados de la Nación 

DECLARA: 

1« — Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, 
por intermedio del Banco Central de la República Ar-
gentina y del Banco de la Nación Argentina, habilito 
líneas de crédito de fomento a favor de los productores 
agropecuarios de todo el ámbito del país, en especial 
a los de las llamadas economías regionales, destinados al 
levantamiento y cotneíciali'«.dón de las cosechas de 
la presente campaña. 
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2 ' — Que se tenga en especial consideración el apoyo 
crediticio a los productores algodoneros que entregan su 
producción a las cooperativas algodoneras. 

10 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

1? — Reingresar al Parlamento Latinoamericano co-
mo Parlamento Nacional Argentino. 

2? — Comuniqúese al Honorable Senado de la Na-
ción, al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 
y al señor secretario general del Parlamento Latino-
americano. 

11 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

1? — Reingresar como grupo parlamentario argen-
tino a la Unión Interparlamentaria Mundial. 

2"? — Autorizar a la Presidencia de la Honorable Cá-
mara de Diputados a cumplimentar lo dispuesto por 
los artículos 1?, 2? y 3 ' del reglamento de contribu-
ciones financieras de la Unión Interparlamentaria. 

3 ' — Comuniqúese al Honorable Senado de la Na-
ción, al Poder Ejecutivo, al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y al presidente del Consejo Interparlamen-
tario de la U.I.P. 

12 

La Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE: 

Dirigirse al Poder Ejecutivo a fin de que por inter-
medio de los arganismos nacionales competentes (Di-
rección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías 
Navegables y A-iministracióri de Puertos) se realicen 
las obras, y estudios correspondiente» a fin de que Puer-
to Quequén cuente con la infraestructura aecesaria, 
que hace al real desarrolle del mismo, tales como: 

a) Dragado !e profundización del canal de acceso a 
Puerto Quequén para lograr los 38 pies al cero; 

b) Dragado desde el perfil hacia aguas arriba hasta 
el ex pueute Ezcurra, para lograr la adecuada opera-
ción de remo lea dores y atraque de buques en los giros 
6 y 7; 

c) Extracción de los cascos hundidos sobre la escollera 
norte, permitiendo de esta manera rectificar la alinea-
ción del actual canal de acceso; 

d) Modernización de la flota de remolcadores afecta-
dos a dicho Puerto y realizando los estudios correspon-
dientes para abaratai la tarifa de movimiento interno 
del mismo; 

e) Reconstrucción Dolfines 1 y 2 margen Quequén 
(ex Las Gaitas) para operativas buques aceiteros y cons-
trucción Duque i? Alba y Bita en Muelle Ultramar II 
(giro 8) margen Quequén, con sistemas de defensas 
separadoras; 

f) Reparación de las estructuras de hormigón de los 
Dolfines de -narre de ambas márgenes portuarias; 

g) Construcción en la zona del antepuerto de un sis-
tema de atraque para embarcaciones inactivas; 

h) Trabajos de fijación de médanos en la zona de la 
escollera sud; 

i) Reparación integral del espigón de defensa de la 
margen Quequén; 

i) Construcción de dos pabellones sanitarios uno so-
bre cada margen; 

k) Construcción de un muelle de doscientos veinte 
(220) metros aproximados de longitud aguas arriba del 
giro 7, entre puente carretero y ex puente Ezcurra; 

I) Rectificación de margen y construcción de un nue-
vo muelle de aproximadamente 400 metros de longi-
tud en el sector de la margen Quequén, entre el es-
pigón de defensa y el arranque del actual giro 2; 

II) Provisión de los equipos necesarios para el funcio-
namiento de un puerto moderno; 

m) Envío de una comisión especial que estudie la 
torma adecuada de la prolongación de la escollera sud, 
a los fines de crear la protección de vida de dicho 
puerto, con la creación de un espejo de agua adecuado 
a la maniobrabilidad de buques y protección contra el 
ingreso permanente de sedimentos al canal de acceso 
"vaso de agua comunicante de dicho puerto". 

n 
INSERCIONES 

1 

INSERCION SOLICITADA POR EL SEÑOR DIPUTADO STORAN1 

CONFERENCIA ECONOMICA LATINOAMERICANA 
(Quito, 9 a 13 de enero de 1984) 

Proyecto de declaración de Quito 
y plan de acción 

Los Jefes de Estado o de Gobierno y los Represen-
tantes Personales de los Jefes de Estado o de Gobierno 
de América Latina y del Caribe, reunidos en la ciudad 
de Quito, del 12 al 13 de enero de 1984, en la Confe-

rencia Económica Latinoamericana convocada a inicia-
tiva del Señor Presidente Constitucional del Ecuador, 
Doctor Osvaldo Hurtado —iniciativa que todos los Go-
biernos de la región acogieron con reconocimiento y 
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entusiasmo—, y de conformidad COD lo dispuesto en el 
Compromiso de Santo Domingo a fin de definir una 
respuesta latinoamericana y del Caribe ante la crisis 
económica que afecta la región, acordamos la siguiente 

Declaración de Quito 

1. — Reafirmamos la hermandad y solidaridad de nues-
tros pueblos y su aspiración a vivir en el marco de los 
principios democráticos y reiteramos nuestra unidad en 
la diversidad y nuestro respeto al derecho soberano de 
todas las naciones de América Latina y el Caribe a tran-
sitar, en paz y libertad y exentos de todo tipo de inter-
vención externa, sus propios caminos en los ámbitos 
económico, social y político, rechazando medidas econó-
micas discriminatorias o coercitivas por motivos políti-
cos, y asegurando el pleno ejercicio de los derechos hu-
manos y de los beneficios del progreso para todos sus 
habitantes, en un ambiente ausente de presiones, ame-
nazas y agresiones externas. 

2. — Reiteramos nuestro compromiso de eliminar defi-
nitivamente el recurso a la amenaza o al empleo de la 
fuerza en la solución de los conflictos internacionales. 
Insistimos en nuestro llamado en favor del desarme que 
permita reasignar los recursos dilapidados en la carrera 
armamentista y en armamentos hacia objetivos que 
contribuyan a fortalecer el desarrollo de todos los pue-
blos del mundo. Los problemas de la paz y del desarro-
llo tienen una vinculación esencial, puesto que sin paz. 
el desarrollo no podrá lograrse, y sin desarrollo, la paz 
será siempre precaria. 

3. — Manifestamos nuestra preocupación por el re-
crudecimiento de las tensiones que dominan las relacio-
nes internacionales y envuelven ya a numerosas zonas 
del planeta, lo cual constituye una seria amenaza a la 
paz mundial. América Latina y el Caribe rechazan ser 
escenario de enfrentamientos ajenos y creen firmemente 
que los problemas de la región deben y pueden solucio-
narse en su propio ámbito, asegurando que el espacio 
latinoamericano sea una zona de paz. 

4. — Rechazamos el intervencionismo que ha tenido 
recientes y dramáticas manifestaciones en la región y 
afirmamos la necesidad de encontrar una solución ne-
gociada a los problemas de Centroamérica cuyo origen 
reside en las condiciones económicas, sociales y políti-
cas que prevalecen en la zona, para lo cual brindamos 
todo nuestro respaldo político al Grupo de Contadora. 

Además, reconocemos que actualmente los paises del 
área centroamericana padecen, con acentuada intensi-
dad, los problemas económicos que afectan a América 
Latina y el Caribe. En consecuencia, expresamos nues-
tro respaldo al Comité de Acción de Apoyo al Desarro-
llo Económico y Social de Centroamérica (CADESCA), 
mecanismo regional latinoamericano recientemente crea-
do en el SELA para coadyuvar, entre otros propósitos, 
en la movilización de recursos para el desarrollo econó-
mico y social dirigido a la solución de los principales 
problemas de los pueblos centroamericanos. 

5. — América Latina y el Caribe enfrentan la más 
grave y profunda crisis económica y social del presente 
siglo, con rasgos singulares y sin precedentes. 

6. — Frente a los retrocesos económicos y sociales de 
los últimos años a que ha conducido esta crisis, expo-

nemos ante la opinión pública internacional nuestra hon-
da preocupación por las condiciones prevalecientes en la 
economía mundial que afectan gravemente al desarrollo 
y la estabilidad de la región. 

7. — La crisis demanda soluciones urgentes, a través 
de acciones conjuntas, fundadas en la cooperación re-
gional y en la concertación de posiciones comunes, des-
tinadas a fortalecer la capacidad de respuesta de la 
región. Esta respuesta debe atender en forma inmediata 
a las situaciones coyunturales más críticas y, al propio 
tiempo, inscribirse en una perspectiva de mediano y 
largo plazo con el fin de atender también a las causas 
estructurales de la crisis, incrementando y haciendo más 
efectiva la cooperación internacional para el desarrollo 
en condiciones acordes con el alcance y gravedad de la 
actual crisis económica. 

8. — Esta crisis ha tenido su origen en factores in-
ternos y externos y su superación depende, en gran 
medida, de estos últimos, que escapan al control de 
nuestros países y limitan seriamente las opciones que 
tenemos para superarla. Las políticas económicas de al-
gunos países industrializados han afectado severamente 
a los países en desarrollo y en particular a los de la 
región, en virtud de la vulnerabilidad y dependencia 
de sus economías y de su creciente participación en las 
relaciones económicas internacionales. Tales políticas han 
provocado el deterioro constante de los términos del 
intercambio, la caída del comercio, el aumento excesivo 
de las tasas de interés y la brusca reversión del flujo de 
capitales. En este marco se inscribe el peso abrumador 
de nuestro endeudamiento externo. 

9. — Los efectos más perniciosos de esta situación, en 
el ámbito social, se manifiestan en el aumento del de-
sempleo a cifras desconocidas en nuestra historia, en la 
caída sustancia] de los ingresos personales reales y en 
el severo deterioro de los niveles de vida de la pobla-
ción, con graves y crecientes consecuencias para la es-
tabilidad política y social de nuestros pueblos y cuya 
persistencia, a su vez, ocasionaría mayores efectos ne-
gativos en nuestras economías. 

10. — A fin de dar a la región mayor autonomía, es-
tamos dispuestos a movilizar el potencial de recursos 
humanos y materiales con que cuentan América Latina 
y el Caribe para articular una respuesta conjunta ante 
la crisis que nos afecta, impulsando y coordinando la 
gestión de las instituciones regionales a cuyo propósito 
comprometemos toda nuestra voluntad política. 

11. — Los ajustes con consecuencias depresivas pro-
longadas sobre la producción, el empleo y los niveles 
de vida no son compatibles con los objetivos persegui-
dos. Por ello, se requiere de la comunidad internacional 
acciones convergentes que permitan a los países de la 
región restaurar prontamente las condiciones para la rea-
nudación del desarrollo. 

12. — La respuesta de América Latina y el Caribe a 
Ja crisis se fundamenta en la necesidad de complementar 
el esfuerzo de cada país y de aquellos realizados en el 
plano subregional a través del fortalecimiento de la 
cooperación y la integración regionales. 

13. — Esta respuesta requiere la firme y resuelta par-
ticipación de todos los sectores nacionales de nuestroi 
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países y logrará sus propósitos solamente si los benefi-
cios que de ella se deriven se extienden en forma plena 
y efectiva a los grupos rurales y urbanos marginados que 
deberán quedar completamente integrados al proceso de 
desarrollo a fin de alcanzar una vida digna. En este 
contexto, cobra especial vigencia y se ratifica el propó-
sito de apoyar, entre otros aspectos, aquellas acciones 
encaminadas a lograr y mantener la seguridad alimen-
taria regional. 

14. — Sin embargo, los esfuerzos propios de la región 
no son suficientes para superar la crisis. Es indispensa-
ble que se complementen y refuercen con un importante 
apoyo externo, principalmente en las áreas del comercio 
y del financiamiento. 

15. — Existe una íntima e inseparable vinculación en-
tre comercio exterior y financiamiento internacional. Sólo 
el manejo conjunto de los dos factores que, entre otros 
efectos, permita el aumento de la capacidad de pago de 
nuestros países, capacidad a la cual tiene que adecuarse 
el servicio de la deuda, contribuirá a una solución po-
sitiva al problema del endeudamiento externo. 

16. — La actitud de los gobiernos de América Latina 
y del Caribe, al reconocer y asumir sus obligaciones, 
reclama de parte de los gobiernos de los países acree-
dores, de los organismos financieros internacionales y 
de la banca privada internacional, una actitud de corres-
ponsabilidad en la solución del problema de la deuda 
extema teniendo en cuenta, además, sus implicaciones 
politicas y sociales. En consecuencia, se requieren cri-
terios flexibles y realistas para la renegociación de la 
deuda, incluyendo plazos, períodos de gracia y tasas de 
interés, compatibles con la recuperación del crecimiento 
económico. Sólo de esta forma podrá garantizarse la 
continuidad en el cumplimiento del servicio de la deuda. 

17. — Advertimos que no es iusto ni racional que los 
países de la región se hayan convertido en exportadores 
netos de capital, agravando de este modo su precaria 
situación económica, lo que finalmente resultará con-
trario a los propios intereses de los países industriali-
zados y de la comunidad mundial. 

18. — Además, señalamos que en el desajuste entre 
las políticas fiscales y monetarias de determinados paí-
ses industrializados, se encuentra el origen de la eleva-
ción de las tasas de interés reales que ha persistido a 
pesar del abatimiento de la inflación, provocando un 
agravamiento muy severo de la actual situación, por lo 
cual requerimos que la comunidad internacional pro-
mueva los ajustes que eliminen las causas de esta dis-
torsión. 

19. — Reiteramos la necesidad urgente de adoptar 
medidas encaminadas a la reforma del sistema monetario 
y financiero internacional. 

20. — De manera concurrente con la agudización de 
los problemas financieros, presenciamos el estancamiento 
y aún el retroceso de los niveles del comercio mundial, 
que dejó recientemente de jugar su papel de impulsor 
de la economía y redujo drásticamente su aporte a las 
disponibilidades de divisas de los países en desarrollo. 
La reducción de las importaciones de los países en des-

arrollo, forzada por la crisis, deprimió aun más los nive-
les de intercambio y provocó una contracción de sus 
economías. 

21. — Comprobamos con preocupación la intensifica-
ción de las acciones proteccionistas de las naciones in-
dustrializadas, que cerraron en gran medida sus mercados 
a las exportaciones procedentes de nuestros países, a 
pesar de que los volúmenes exportados no provocaron 
los problemas internos en los mercados de esos países. 
Reiteramos la urgencia de que los países industrializados 
se abstengan de imponer nuevas barreras proteccionistas 
y procedan al desmantelamiento de las existentes. 

22. — Sostenemos que deben revertirse las acciones 
orientadas a limitar el acceso a los mercados y a res-
tringir el alcance del Sistema General de Preferencias, 
a través de la aplicación de criterios limitativos y dis-
criminatorios, como el de graduación, de cuotas y de 
exigencias de reciprocidad. 

23. — Los precios de los productos básicos de expor-
tación se deprimieron a niveles sumamente bajos, provo-
cando, para la región, deterioros sucesivos de sus tér-
minos de intercambio. En este sentido, nos proponemos 
adoptar e impulsar las acciones multilaterales necesarias 
para la estabilización dinámica de los precios, asegu-
rando el mejoramiento de los niveles de ingresos por 
exportaciones. 

24. — Hacemos un llamado formal a los dirigentes de 
los países industrializados sobre la gravedad de la si-
tuación económica de la región, su alto costo social y la 
necesidad de participar urgentemente en medidas que 
permitan enfrentar la crisis directamente a través de sus 
gobiernos y de los organismos internacionales. 

25. — Significación especial adquiere el sector de la 
energía como apoyo al desarrollo económico y social 
de nuestros pueblos. La región incrementará sus esfuer-
zos para alcanzar y mantener un amplio grado de auto-
abastecimiento energético, con autonomía tecnológica. 
En este sentido, se reconoce la importancia de apoyar a 
la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), 
en la consecución de sus objetivos y en la realización 
del Programa Latinoamericano de Cooperación Energé-
tica (PLACE). 

26. — Hacemos presente a la comunidad internacio-
nal nuestro convencimiento de que si América Latina y el 
Caribe recuperan la senda de su desarrollo económico, 
serán nuevamente elemento dinámico en la necesaria y 
sana reactivación de la economía mundial. 

27. — Finalmente, manifestamos, dentro del espíritu 
de la Plataforma de Buenos Aires, nuestra voluntad de 
reforzar la unidad de los países en desarrollo y de pro-
mover una estrategia conjunta de reactivación y desarro-
llo en la economía mundial. 

Consideramos que esta solemne ocasión evidencia un 
propósito permanente de nuestros países para mantener, 
superando toda clase de obstáculos, la unidad regional, 
que es requisito esencial de nuestro desarrollo. 

Hemos acordado una respuesta que encierra desafíos 
y promesas. Su ejecución está obviamente subordinada a 
la eficiencia de nuestra capacidad negociadora, y a la 



Kukto 28 y 27 de 1984 CAMARA DE DIPUTADOS DE I.A NACION' 
145 

seriedad con que las instituciones y organismos regiona 
les y subregionales cumplan los encargos que aquí les 
hacemos. 

En este sentido, solicitamos atentamente al Excelen-
tísimo Señor Presidente Constitucional del Ecuador, 
doctor Osvaldo Hurtado L., que la Declaración de Quito 
que aquí adoptamos sea enviada formalmente a los Jefes 
de Estado o de Gobierno de los países en desarrollo 
miembros de) Grupo de los 77 y a los Jefes de Estado 
o de Gobierno de los países industrializados, así como a 
las instituciones y organismos regionales e internaciona-
les correspondientes. 

Solicitamos a los organismos subregionales y regiona-
les pertinentes qnf preparen informes sobre los avances 
alcanzados en la ejecución de las acciones y tareas a 
ellos encomendadas y los remitan a la Reunión Ordi-
taria del Consejo Latinoamericano del SELA para pro-
ceder a un análisis y evaluación de la marcha del Plan 
de Acción. 

Agradecemos al Pueblo y al Gobierno del Ecuador 
por su magnífica hospitalidad y a Quito por ser marco 
histórico de esta Conferencia. 

Plan de acción 

I. FINANC1AMIENTO 

1. Deuda externa 

a) Criterios básicos 
La responsabilidad del problema de la deuda extema 

debe ser compartida tanto por los países deudores como 
por los países desarrollados, la banca privada interna-
cional y los organismos financieros multilaterales. 

La responsabilidad de los países de América Latina 
y el Caribe ya ha sido asumida a través de ajustes ex-
traordinarios en sus economías y de enormes esfuerzos 
para cumplir con sus compromisos internacionales, a pe-
sar del alto costo social, político y económico que ello 
ha significado. 

Por esas circunstancias, y por la necesidad de man-
tener niveles adecuados de desarrollo en América Lati-
na y el Caribe y evitar crisis mayores del sistema eco-
nómico y financiero internacional, se deriva la coinci-
dencia práctica del interés por parte de los actores 
mencionados en la solución urgente del problema de la 
deuda externa de la región. 

Por otro lado, la estrecha vinculación entre el comer-
cio y el financiamiento exige también, que cualquier 
solución al problema de pagos, conjugue adecuadamente 
ambos factores y revista un carácter permanente. 

El proceso de ajuste deberá operar en el futuro a tra-
vés del aumento de las exportaciones, en precio y en 
volumen, y de la reducción de las tasas reales de interés 
y no en una limitación adicional de importaciones vita-
les para el proceso de reactivación económica interna. 

La magnitud de la recesión económica regional y la 
permanencia de factores externos adversos, hacen impe-
rativo que los arreglos y negociaciones sobre la deuda 
externa que celebren individualmente nuestros países en 
el futuro, concilien las exigencias del servicio de la mis-
ma con las necesidades y objetivos del desarrollo de 
cada país, mediante la reducción al máximo del costo 
social de los procesos de ajuste en curso. 

Fundados en estas consideraciones, adoptamos los 
siguientes criterios básicos: 

i) En las renegociaciones de la deuda extema no 
se deben comprometer los ingresos provenientes 
de las exportaciones más allá de porcentajes ra-
zonables, compatibles con el mantenimiento de 
niveles adecuados de la actividad productiva in-
terna, considerando las características propias de 
las economías de cada país; 

ii) Se deben incorporar fórmulas para reducir los 
pagos por concepto del servicio de la deuda, me-
diante la reducción drástica de los intereses, co-
misiones y márgenes por todo concepto, que 
aumentan considerablemente los costos de refi-
nanciamiento. Asimismo, se deben explorar me-
canismos para estabilizar en el tiempo el monto 
de recursos que se asignan al servicio de la deuda, 
conforme e) perfil de pagos de cada país; 

iii) Es necesario convenir plazos y vencimientos sus-
tancialmente más largos que los actuales y perío-
dos de gracia más amplios, y examinar, con la 
mayor urgencia, la posibilidad de transformar una 
porción considerable de la deuda acumulada en 
obligaciones de largo plazo, para lo cual deberá 
contarse con la cooperación de los gobiernos de 
países desarrollados y de los organismos finan-
cieros internacionales; 

iv) Se debe asegurar, para todos los países de la 
región, el mantenimiento de un flujo neto, ade-
cuado y creciente de nuevos recursos financieros 
tanto públicos como privados, a través del otor-
gamiento de créditos comerciales y financieros 
adicionales, como un componente esencial de las 
renegociaciones de la deuda externa y para ga-
rantizar el proceso de desarrollo económico y 
social de los países de América Latina y el Ca-
ribe; 

v) Asimismo, con el objeto de fortalecer la capaci-
dad de pago de nuestros países, los procesos de 
renegociación de la deuda deberán ser acompa-
ñados por medidas comerciales indispensables 
para mejorar las condiciones de acceso de los 
productos de exportación de América Latina y 
el Caribe en los mercados mundiales y la elimi-
nación de las crecientes prácticas proteccionistas 
por parte de los países desarrollados. 

b) Intercambio de información y asistencia técnica. 
Consideramos que es necesario que los Ministerios de 

Finanzas, Economía o Hacienda y los Bancos Centrales 
de los países de la región establezcan intercambios 
efectivos, directos y confidenciales e información sobre 
las condiciones en que se den la refinanciación y la 
reprogramación de la deuda externa de dichos países. 

Asimismo, recomendamos que cuando algún país o 
países de la región lo soliciten, los organismos interna-
cionales competentes como el SELA, el CEMLA, la 
CEP AL, la UNCTAD y el PNUD, así como los gobiernos 
de los países de la región, presten asistencia técnica para 
la renegociación de la deuda externa, utilizando la ca-
pacidad y experiencia disponibles con la oportunidad y 
urgencia con la cual sea requerida. 
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Finalmente, recomendamos a los Ministros de Finan-
zas, Economía o Hacienda y Presidente de los Bancos 
Centrales de América Latina y el Caribe que se reúnan 
cuando las circunstancias lo requieran o que, en las 
reuniones que celebren, incluyan la consideración espe-
cífica de los problemas y el intercambio de información 
sobre la deuda extema. 

2. Mecanismos de apoyo a la expansión del comercio 
intrarregional 

a) Fortalecimiento de los mecanismos de compensación. 

Convenimos en que es indispensable perfeccionar y 
ampliar la cobertura de los actuales sistemas de pagos 
y créditos recíprocos de la región, recogiendo la expe-
riencia de los sistemas regionales de compensación y 
apoyo financiero transitorio, para lo cual será conveniente 
la ampliación de sus modalidades de intervención, a fin 
de profundizar la cooperación financiera entre los paí-
ses de la región. 

En estos esquemas buscará alcanzar los siguientes ob-
jetivos básicos: 

i) Una mayor reducción en la utilización de divisas 
convertibles en las transacciones de bienes y ser-
vicios de la región; 

ii) Diseñar y poner en práctica mecanismos finan-
cieros coadyuvantes al incremento del intercambio 
en el área, y 

iü) Desarrollar mecanismos viables que puedan ser-
vir de base para la captación de recursos extra-
rregionales. 

Debe destacarse la vinculación de los mecanismos de 
compensación multilateral de pagos con las negociaciones 
comerciales y la constitución de modalidades de capta-
ción de recursos extranegionales que permitan acompa-
ñar la promoción generalizada del comercio entre nues-
tros países. 

Acordamos fortalecer y prestar el más amplio res-
paldo a los mecanismos financieros de compensación y de 
cooperación monetaria que sirven a los países de la región. 

Además, en el examen de fórmulas que traten la po-
sibilidad de la incorporación de otros bancos centrales 
no miembros de los actuales esquemas subregionales, re-
comendamos la consideración de los siguientes objetivos 
generales. 

i) Compensación multilateral, de saldos de las tran-
sacciones cursadas por intermedio del sistema; 

ii) Fínanciamiento de determinadas situaciones de 
iliquidez internacional, mediante el otorgamiento 
de créditos calificados, la emisión de instrumentos 
monetarios internacionales y la captación de re-
cursos financieros; 

iii) Desarrollo del proceso de integración económica 
regional facilitando ios intercambios comerciales 
y financieros, y 

iv) Procedimientos de reajuste para los desequilibrios 
generados por los intercambios regionales, por in-
termedio de compromisos comerciales ampliados, 
así como por mecanismos financieros específicos. 

Estos objetivos serán considerados en el mareo del 
mantenimiento y fortalecimiento de los mecanismos sub-
regionales de apoyo transitorio a los déficit producidos 
por el comercio interregional, los cuales contribuyen a 
dar liquidez a las transacciones de bienes y servicios en-
tre los países del área. 

Recomendamos que la ALADI, en coordinación ctm 
los demás organismos financieros regionales, presente, a 
la brevedad posible, el estudio relativo a la posibilidad 
de establecer un Fondo de Reservas para financiar 
desequilibrios de balanza de pagos. 

Recomendamos a los países miembros del Convenio 
de Pagos y Créditos Recíprocos de la ALADI y del 
Acuerdo de Santo Domingo que busquen completar el 
examen de fórmulas que permitan la adhesión a ellos 
de otros bancos centrales de los países de la región y 
recomendar a estos últimos que estudien la posibilidad 
de completar el correspondiente proceso de conccrtación 
de líneas de crédito bilaterales. 

b) Mecanismos de apoyo financiero al comercio in-
trarregional 

Consistentes con el objetivo de expandir nuestro co-
mercio a nivel regional, consideramos necesario forta-
lecer y desarrollar los mecanismos de financiamiento de 
las exportaciones, y en ese sentido encomendamos al 
SELA, a la CEPAL, a la ALADI y al CEMLA, con 
el BLADEX y los organismos financieros subregionales, 
que realicen un estudio para identificar y ampliar el 
alcance de los actuales mecanismos de financiación a 
identificar nuevos instrumentos intrarregionales de fo-
mento de las exportaciones dentro del área y hacia 
terceros países. 

Este estudio será considerado en una reunión técnica 
que celebrarán los responsables gubernamentales de 
financiamiento del comercio exterior, conforme a la 
Decisión N? 174 del Consejo Latinoamericano del SELA. 

3. Relaciones económicas internacionales 

Las serias dificultades que enfrentan actualmente los 
países de América Latina y el Caribe están estrecha-
mente relacionadas con las deficiencias estructurales del 
sistema de relaciones económicas internacionales en las 
esferas monetaria, financiera y comercial. En ese con-
texto, reafirmamos los planteamientos formulados por 
el Grupo de los 24 relativos a la urgente necesidad de 
reformar el sistema monetario y financiero internacional 
con el fin de lograr un marco institucional de carácter 
universal más equitativo que facilite el desarrollo orde-
nado de la economía mundial. De igual manera, reafir-
mamos nuestro apoyo a las propuestas acordadas en 
instancias regionales e interregionales y sucesivamente 
planteadas en distintos foros internacionales por Ame-
rica Latina y el Caribe recogidas en las resoluciones de 
la Plataforma de Buenos Aires y en la Reunión Minis-
terial de Coordinación Latinoamericana de Cartagena. 

En las presentes circunstancias, consideramos de espe-
cial importancia la adopción de las siguientes medidas 
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en las áreas monetaria y financiera, del comercio y del 
financiamiento al desarrollo: 

a) Sistema monetario y financiero 
i) Incrementar los recursos del Fondo Monetario 

Internacional en concordancia con las necesidades 
de asistencia financiera a los países en desarrollo; 
y propiciar que el FMI participe transitoriamente 
en los mercados financieros internacionales para 
captar recursos adicionales; 

ii) Emitir nuevos Derechos Especiales de Giro en 
magnitudes compatibles con las necesidades de 
liquidez internacional y las dificultades do pagos 
de los países en desarrollo, y transformar los DEG 
en el principal activo de reserva; 

iii) Revisar los criterios de condicionalidad del FMI 
que en la situación actual puedan perjudicar 
nuestra estabilidad y desarrollo, de manera que 
se dé mayor importancia a la expansión de la 
producción y el empico y se tengan plenamente 
en cuenta las prioridades de desarrollo de los 
países y sus limitaciones de orden político y so-
cial, a fin de enfrentar en forma realista las 
necesidades de ajuste interno que impone la ac-
tual recesión económica mundial; 

iv) Ampliar y flexibilizar el acceso a los recursos del 
FMI, en especial mediante el incremento de la 
capacidad de giro como porcentaje de cuota; 

v) Igualmente, propondremos en el FMI que esa 
institución ejerza efectivamente sus funciones de 
vigilancia sobre Jas políticas económicas de los 
países industrializados, para posibilitar una mejor 
coordinación de dichas políticas a fin de asegu-
rar que el proceso de ajuste sea equitativo. 

b) Comercio 

La expansión de Jas exportaciones de América Latina 
y el Caribe hacia los mercados de los países industria-
lizados es un factor indispensable, no sólo para fortalecer 
la capacidad de pago de nuestros países, sino también 
para asegurar un desarrollo sostenido y estable de la 
región. 

Por ello es que reclamamos de parte de los países 
desarrollados la urgente eliminación de las crecientes 
medidas proteccionistas que traban y limitan el comercio 
mundial. 

Asimismo, el concepto de graduación financiera y 
comercial que es aplicada a la región en distintos mer-
cados y organismos económicos internacionales y en 
ciertas relaciones bilaterales, debe ser eliminado por 
injusto y porque éste no es compatible con los reque-
rimientos para el desarrollo de nuestros países y limita 
su capacidad de pago. 

c) Financiamiento del desarrollo 
Es necesario aumentar sustancialmenle los recursos 

del Banco Interamericano de Desarrollo y del grupo del 
Banco Mundial, recomendando a este último que incre-
mente la proporción de I. o recursos que canaliza Inicia 
América Latina y el Caribe. Las políticas de estos orga-
nismos en el otorgamiento de créditos deben tener la 

necesaria flexibilidad para adecuarse a las políticas na-
cionales y a las prioridades de desarrollo de los países 
miembros y en ese contexto recomendamos: 

i) Las medidas adoptadas por el Banco Interameri-
cano de Desarrollo y el Banco Mundial destina-
das a establecer programas de acción especial han 
redundado en beneficios para la región; sin em-
bargo, ambas instituciones deberían reforzar las 
acciones tendientes a tina aceleración de los 
desembolsos, reduciendo las exigencias de contra-
partidas en fondos locales; 

ii) Incorporar, en las políticas operativas de las ins-
tituciones financiern que dirigen sus recursos il 
área, el principio de que los préstamos por pro-
grama aumenten significativamente. Además, es-
tas instituciones deberán aumentar sensiblemente 
los recursos financieros que apoyan proyectos de 
desarrollo multinacionales; 

iii.) Expandir el papel del BID en el fortalecimiento 
de los mecanismos de cooperación e integración 
regional. En este sentido se deberá prever un au-
mento en el financiamiento destinado a los pro-
yectos o programas de desarrollo vinculados con 
la expansión de las exportaciones y los programas 
que conduzcan al fortalecimiento de los mecanis-
mos financieros y monetarios regionales; 

iv) A la tuz de la brecha financiera existente en 
América Latina y el Caribe, se consideran insu-
ficientes los fondos acordados bajo la VI Reposi-
ción de Recursos del Banco Interamericano de 
Desarrollo. Dado lo anterior, recomendamos su 
pronta ampliación. 

Resulta importante, además, incrementar Jos recursos 
de los mecanismos de cooperación financiera del siste-
ma de las Naciones Unidas, y asegurar mayores flujos 
de recursos concesionales a los países de América Latina 
y el Caribe por parte de dichos mecanismos. 

Asimismo, en lo que respecta a los organismos finan-
cieros subregionales y la banca de fomento a nivel na-
cional, recomendamos: 

i) Promover el incremento del flujo de recursos ex-
ternos adicionales hacía proyectos de inversión, me-
diante arreglos de cofinanciamiento que puedan 
convenir las instituciones multilaterales y los me-
canismos subregionales de financiamiento del de-
sarrollo latinoamericano con la banca privada in-
ternacional; 

ii) Permitir, por medio de los instrumentos legales 
apropiados, el aporte en común de recursos latino-
americanos para proyectos de interés compartido, 
bajo la forma de capital y tecnología, a través de! 
mecanismo de coinversión con la participación da 
instituciones financieras nacionales o subregionales 
y empresarios o inversionistas regionales y/o extra 
regionales. 
A ese efecto, consideramos de especial interés 
brindar el apoyo necesario a las acciones que se 
vienen llevando a cubo para promover el estable-
cimiento do mecanismos de eoinversión intrarregio-
nal, como forma de contribuir a la integración re-
gional latinoamericana. 
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II. COMERCIO 

1. Compromiso sobre restricciones no arancelarias al 
comercio intralatinoamericano. 

Adoptamos el compromiso de no introducir, a partir 
de la presente fecha, nuevas restricciones no arancelarias 
a las importaciones originarias de América Latina y eJ 
Caribe y de eliminar o atenuar las existentes en forma 
progresiva, mediante negociaciones cuyos criterios, pla-
zos y procedimientos nos comprometemos a adoptar en 
el transcurso del presente año. El cumplimiento de este 
compromiso no significará modificación de nuestras obli-
gaciones contraídas mediante acuerdos multilaterales o 
bilaterales relativos al comercio. Nos consultaremos 
cuando se presenten situaciones de emergencia que pue-
dan dificultar el cumplimiento de este compromiso. 

Para efectos de este acuerdo, no serán consideradas 
como restricciones adicionales al comercio las modifica-
ciones a la estructura de la protección no arancelaria 
que pudiera verse obligado a adoptar cualquiera de 
nuestros países, con el fin de utilizar racionalmente sus 
reservas de divisas o adecuar la protección que requie 
ran sus industrias frente a la cambiante situación econó-
mica internacional y teniendo en cuenta que dichas mo-
dificaciones serán coyunturales y de carácter temporal 
y consistentes con sus obligaciones en el marco de los 
acuerdos regionales de integración cuando corresponda. 

El Consejo Latinoamericano del SELA, en su X Reu-
nión Ordinaria, decidirá sobre las negociaciones de que 
trata esta sección y sobre el procedimiento para evaluar 
sus resultados, con la participación de los secretariados de 
los esquemas de integración de América Latina y el 
Caribe. 

2. Incremento del intercambio de bienes y servicios 
entre los países latinoamericanos y del Caribe 

a) Preferencia arancelaria regional latinoamericana 
Convenimos en la necesidad de que los países de la 

región beneficien su comercio recíproco mediante el 
establecimiento de una preferencia arancelaria de tal 
magnitud que pueda desviar y crear corrientes comer-
ciales hacia América Latina y el Caribe tomando en 
cuenta la diversidad de niveles de desarrollo de los paí-
ses de la región. 

En consecuencia, instamos a los países miembros de 
la ALADI a que culminen, durante 1984, las negocia-
ciones tendientes al establecimiento de la preferencia 
arancelaria regional prevista en el Artículo 5 del Tratado 
de Montevideo de 1980, de acuerdo con la Resolución 
N<? 5 del Consejo de Ministros, mediante un Acuerdo 
de Alcance Regional, abierto a la adhesión de los países 
latinoamericanos y del Caribe no miembros de la ALADI. 

Para esos efectos, la ALADI llevará a cabo consultas 
con los demás países latinoamericanos y del Caribe y 
con los organismos subregionales de integración, con la 
finalidad de informar sobre los avances registrados en 
dichas negociaciones. 

Los países latinoamericanos y del Caribe no miem-
bros de la ALADI podrán negociar y participar en di-
cho Acuerdo, con la finalidad de instrumentar la Pre-
ferencia Arancelaria Latinoamericana a la que se refiere 
el Artículo 24 del Tratado de Montevideo de 1980. 

En tanto ello se logre, acordamos que cada país esta-
blezca, sin que implique una negociación, una lista de 
productos a los cuales estaría dispuesto a aplicar de in-
mediato una preferencia arancelaria significativa y en 
función de las posibilidades de producción de cada país 
y de sus distintos grados de desarrollo. 

Estas preferencias se revisarán a la luz de los avanoes 
registrados en las negociaciones tendientes a la puesta 
en vigor de la Preferencia Arancelaria Latinoamericana. 

Las preferencias a que se refieren los párrafos ante-
riores no significarán consolidación de gravámenes ni 
impedirán que los países participantes lleven a cabo 
reformas de sus estructuras arancelarias en función de 
decisiones de política económica general. 

Los países latinoamericanos y del Caribe adoptarán 
las providencias que correspondan para otorgar estas 
preferencias, de conformidad con los convenios multi-
laterales, bilaterales o subregionales de que formen parte. 

b) Negociaciones comerciales 
Convenimos en intensificar las negociaciones comer-

ciales en forma bilateral o multilateral entre nuestros 
países, con el fin de procurar un incremento acelerado 
del comercio intrarregional. En este sentido, exhorta-
mos a los países de la región a utilizar el Artículo 25 
del Tratado de Montevideo de 1980. 

c) Compras estatales 
Convenimos en promover, por medio de acuerdos bi-

laterales o multilaterales, en el marco de los esquemas 
de integración, mecanismos operativos que permitan 
aprovechar la capacidad estatal de compra, mediante la 
orientación hacia proveedores regionales de nuestras im-
portaciones. Para tal fin, los esquemas de integración 
deberán concluir, en el plazo más breve posible, las 
consultas necesarias para poner en práctica los mecanis-
mos operativos mencionados con la participación de los 
países que no forman parte de ningún proceso de in-
tegración. 

Convenimos en la necesidad de aplicar, cuando la ad-
quisición de bienes y servicios se haga por medio de 
licitación pública, una preferencia regional en favor 
de proveedores y empresas latinoamericanas y del Ca-
ribe. Para tales efectos se deberán realizar los estudios 
necesarios para poner en práctica dicha preferencia, en 
la medida en que las legislaciones nacionales vigentes 
y los compromisos internacionales de cada país lo per-
mitan. 

Dichos estudios, que serán elaborados por la Secre-
taría permanente del SELA con la colaboración de los 
organismos regionales e internacionales competentes, se-
rán sometidos a la decisión del Consejo Latinoamericano 
del SELA y contemplarán, entre otros, los criterios si-
guientes: 

i) Posibilidad de establecer, en las bases y pliegos de 
las licitaciones, que, en igualdad de condiciones 
de ofertas, la entidad compradora aplicará la Pre-
ferencia Regional en favor de las ofertas de las 
empresas latinoamericanas y del Caribe; 

¡i) Posibilidad de establecer en las bases y pliegos de 
las licitaciones, que la entidad compradora retenga 
el derecho de pedir a la empresa latinoamericana 
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cuya oferta haya quedado en segundo lugar, que 
iguale las condiciones de la primera, en cuyo caso 
se le adjudicará la licitación; 

iii) Otras posibles cláusulas diferenciales en favor de 
las empresas latinoamericanas. 

d) Aprovechamiento de la demanda y la oferta regio-
nales de bienes 

i) Convenimos en la necesidad de aprovechar la de-
manda y oferta regional de bienes para, los si-
guientes fines: 

—facilitar las compras y ventas de la región, tanto 
en la propia región como en el mercado inter-
nacional, 

—profundizar la industrialización latinoamericana, 
—propiciar la mayor participación de empresas 

regionales en la provisión de los equipos reque-
ridos por los países latinoamericanos y del Ca-
ribe. 

En este sentido y teniendo en cuenta que la de-
manda de bienes de capital en el sector de gene-
ración eléctrica presenta condiciones favorables 
para iniciar acciones conjuntas, según estudios de 
la CEPLA, encomendamos a las secretarias de di-
cho organismo y de la OLADE que, en el curso 
de 1984, adopten las medidas necesarias con el 
fin de precisar y poner gradualmente en marcha 
los mecanismos concretos idóneos para aprovechar 
la demanda regional de bienes en este sector. 

ii) Asimismo, fomentaremos la creación de nuevas em-
presas multinacionales latinoamericanas de comer-
cialización y el fortalecimiento de las existentes, 
con el fin de aprovechar debidamente la capacidad 
de negociación proveniente de demandas y ofertas 
conjuntas de bienes; 

iii) Para evitar la duplicación de esfuerzos y el uso 
más adecuado de recursos en la esfera de la in-
formación, requerimos de los organismos regionales 
y subregionales que se ocupan de esta materia 
que coordinen, con efectividad, sus tareas y pro-
gramas en el ámbito del SELA, a fin de propor-
cionar a la región un sistema eficaz de información 
comercial. 

e) Medidas proteccionistas y discriminatorias aplicadas 
a las importaciones latinoamericanas. 

Encomendamos al Consejo Latinoamericano del SELA 
que, en su X Reunión Ordinaria, avance en la consi-
deración de las acciones que América Latina y el Caribe 
deben adoptar para contrarrestar las medidas proteccio-
nistas y discriminatorias de los países industrializados 
que afectan las exportaciones latinoamericanas. Dichas 
acciones se fundarán en los estudios que al respecto han 
llevado a cabo la UNCTAD y la CEPAL. 

En el mismo sentido, y en el espíritu de las decisio-
nes 112 y 113 del Consejo Latinoamericano del SELA, 
deberán ser consideradas las medidas económicas de ca-
rácter coercitivo que se aplican en contra de los países 
de América Latina y el Caribe. 

f) Intercambio compensado y acuerdos de complemen-
tación económica. 

Encomendamos a la Secretaría General de la ALADI 
que, con la colaboración de la CEPAL y de la UNCTAD 
y en consulta con los órganos técnicos de los esquemas 
subregionales de integracióón, concluya el análisis de 
las oportunidades existentes para el intercambio compen-
sado, con la participación de todos los países latinoame-
ricanos y del Caribe, e informe al respecto a los gobier-
nos por conducto de la Secretaría Permanente del SELA. 

Del mismo modo, deberá procederse a propiciar la 
más amplia complementación económica entre todos los 
países de la región, teniendo especialmente en cuenta las 
posibilidades que ofrecen los artículos I I y 25 del Trata-
do de Montevideo de 1980. 

3. Acciones para promover el comercio intrarregional 

Encomendamos a los órganos apropiados de los esque-
mas regionales y subregionales de integración que, en 
coordinación con el SELA, examinen la instrumenta-
ción de las acciones a que se refiere este capítulo, adop-
ten las decisiones operativas correspondientes y promue-
van otras iniciativas que amplíen el comercio intrarre-
gional. 

Solicitamos a la Secretaria Permanente del SELA que, 
dentro de su marco institucional y teniendo en cuenta las 
decisiones 125 y 174 del Consejo Latinoamericano, reali-
ce consultas periódicas entre los funcionarios responsa-
bles del Comercio Exterior de los países latinoamericanos 
y del Caribe, para promover otras iniciativas que amplíen 
el comercio intrarregional tales como acuerdos de co-
laboración entre los sectores productivos y comerciales 
de la región. 

Finalmente, el Consejo Latinoamericano del SELA, 
en su X Reunión Ordinaria, examinará la posibilidad de 
convocar una conferencia especializada de comercio 
exterior. u . , fc^wj 

m . S E G U R I D A D A L I M E N T A R I A R E G I O N A L 

1. — Consideramos necesario que todos los estados de 
América Latina y el Caribe entren a formar parte del 
Comité de Acción sobre Seguridad Alimentaria Regional 
(CASAR) del SELA, cuyo objetivo es el de establecer y 
afianzar el sistema de seguridad alimentaria regional. 

2. — En torno a un objetivo tan trascendental y para 
evitar duplicación de esfuerzos y alcanzar el uso más 
adecuado de recursos, hacemos un llamado a todos los 
organismos internacionales, regionales y subregionales 
que se ocupan en América Latina de la alimentación y 
producción de alimentos, para que coordinen con efecti-
vidad sus esfuerzos y programas en el ámbito de dicho 
Comité y en torno al referido sistema de seguridad ali-
mentaria regional. Este llamado es de particular impor-
tancia con el fin de proporcionar a la región, lo antes 
posible, una red eficaz de información alimentaria y un 
esquema de cooperación entre entes nacionales de co-
mercialización de alimentos. 

3. — Como apoyo a la integración y consolidación del 
sistema de seguridad alimentaria regional, se subraya la 
necesidad de que cada uno de nuestros países formule 
planes alimentarios nacionales que fomenten la produc-
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ción de alimentos básicos y mejoren su distribución y 
consumo. Para facilitar el logro de este objetivo, consi-
deramos muy importante intercambiar experiencias na-
cionales en el ámbito del CASAR. 

4. — Reconocemos, asimismo, qno la efectividad de 
un sistema regional dependerá también de los esfuerzos 
que se realicen a nivel subreRicmaL Ponemos énfasis, 
por lo tanto, en la necesidad de que tal sistema regional 
apoye y complemente los proyectos y programas subre-
gionales existentes. 

5. — Con el fin de lograr ::n mayor autoabastecimiento 
regional de alimentos básicos, decidimos dar prioridad 
al intercambio de alimentos en todas las acciones consi-
deradas por la Conferencia respecto a la promoción del 
comercio intrarregional, incluyendo el transporte, la eli-
minación de barreras, el establecimiento de la Preferencia 
Arancelaria Regional y, en su caso, el financianiiento. 

6. — Esperamos que todos los Estados de América 
Latina y el Caribe quo aún oo forman parte, se incorpo-
ren a la Empresa Multínacional Latinoamericana de Co-
mercialización de Fertilizantes (MULTIFERT S. A.) y 
a que utilicen plenamente sus servicios. Igualmente es-
peramos que dichos Estados ingresen a la Organización 
Latinoamericana de Desarrollo Pesquero (OLDEPESCA) 
para que entre en vigencia su Convenio constitutivo e 
inicie sus actividades a la brevedad posible. 

IV. COOPERACION E N E R G E T I C A 

Convenimos en la necesidad de intensificar la coo-
peración para lograr el autoabastecinaiento energético 
regional con autonomía tecnológica. Para tales fines, se 
deberá fortalecer la capacidad de la región para aumen-
tar y diversificar la producción y racionalizar el con-
sumo de energía, con el objeto de apoyar su desarrollo 
económico, reducir su dependencia de un número limi-
tado de fuentes energéticas, superar sn vulnerabilidad 
frente a los mercados extrarregionales e incrementar 
el coeficiente de tecnología y de bienes de capital ori-
ginarios de América Latina y el Caribe en los procesos 
de producción, transformación y distribución. 

Para cumpiit tales objetivos, se emprenderán las si-
guientes acciones: 

i) Fortalecer el sistema de planificación energética 
como instrumento para consolidar el desarrollo 
económico de la región. Si bien el esfuerzo fun-
damental corresponde a cada país, la coopera-
ción y el intercambio de experiencias adquieren, 
particular significación; 

ii) Agilizar el intercambio de información en el 
cainpo energético para lo cual se hace necesario 
que la OLADE acelere el establecimiento del 
proyeto del Sistema de Información Energética 
Latinoamericana (SIELA); 

iii) Ampliar y n; • orai el suministro de energía des-
de ía región can el objeto de alcanzar niveles 
óptimos de autoabastecimiento regional y pro-
mover la ampliación de los convenios sobre pa-
gos y créditos recíprocos en el sentido de nego-
ciar la inclusión en ellos ds las transacciones 
interregionales de productos energéticos y pe-
troquímicos; 

iv) Promoves nuevos acuerdos de cooperación ener-
gética e identificar proyectos energéticos multi-
nacionales que impulsen la integración entre los 
países de ia región En materia de hidrocarbu-
ros, se procurará incrementar la capacidad de 
almacenamiento y auspiciar mejoras de las refi-
nerías CÍÍ los países de la región. Para ello se 
utilizai án, entre otros, fondos provenientes de; 
dichos acuerdos, así como empresas de ingenie-
ría, construcción e insumos industriales do la 
región. 

Estos nuevos acuerdos deberán contar con e«s« 
tabiíidad y permanencia con el fin de facilitar 
la planificación tanto del desarrollo energético 
como del comercio intrarregional; 

v) Auspiciai la creación de flotas petroleras multi-
nacionales latinoamericanas que incorporen los 
recursos uavieros de la región; 

vi) Propiciai acuerdos entre las empresas estatales 
de la región relacionadas con la energía para 
fortalecer su capacidad tecnológica y de abaste-
cimiento de bienes de capital, aprovechando los 
avances existentes en la zona; 

vii) Promover la canalización de recursos financie-
ros internacionales, en especial hacia el desarro-
llo y la utilización de fuentes de energía nuevas 
y renovables, para ampliar y diversificar la baso 
energética de los países de la región; 

viii) Fortalecer a la OLADE para el logro de sus 
objetivos y en particular, para la ejecución 
del Programa Latinoamericano de Cooperación 
Energética (PLACE) para cumplir con las nue-
vas tareas que se deriven de las acciones acor-
dadas por esta Conferencia; 

ix) Encomendar a la Secretaría Permanente de la 
OLADE que presente un informe a la conside-
ración del Comité de Ministros en su próxima 
reunión de marzo a fin de que dicho Comité 
realice el seguimiento de las acciones en materia 
de energía. 

v . S E R V I C I O S 

Conscientes de 1a importancia creciente del sector 
de los servicios para el proceso de desarrollo econó-
mico de los países de la región y teniendo en cuenta 
la necesidad de adoptar posiciones conjuntas y coordi-
nadas en los organismos internacionales que sean efec-
tivamente competentes para tratarlo, consideramos ne-
cesario: 

i) Reafirmar la necesidad de adoptar una posición 
conjunta de la región en relación con el tema del 
comercio internacional de servicios, para cuyo 
efecto se ha convocado una Reunión de Coordi-
nación Latinoamericana de conformidad con la 
Decisión 153 del Consejo Latinoamericano del 
SELA; 

ii) Coordinar la posición de los países latinoameri-
canos y de: Caribe en torno a iniciativas o accio-
nes que puedan hacer viable el legítimo proce-so 
de desarrollo de tecnologías autóctonas en la re-
gión, de acuerdo con los intereses nacionales de 
nuestros países, especialmente en ío qu.o toca a 
las tecnologías más avanzadas: 
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iii) Mancomunar esfuerzos para definir y poner en 
ejecución mecanismos apropiados para [a difusión 
y transferencia de las nuevas tecnologías a tos 
usuarios directos en los diferentes campos pro-
ductivos; 

iv) Realizar consultas entre nuestros países y con los 
organismos regionales y sub; egionaies. con el fin 
de identifica: áreas específicas que propicien la 
promoción de esquemas de cooperación, regional 
y subregional en materia de servicios, en especial 
en los sectores de transporte, seguros y rease-
guros; 

v) Conceder, en ía ejecución de proyectos naciona-
les o multinacionales, un tratamiento preferencia! 
a las empresas nacionales suministradoras de ser-
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vicios de los países de América Latina y el Cari-
be, en especial a fas empresas de consultaría 
c ingeniería; 

vi) Solicitar al Banco Interamericano de Desarrollo 
que adopte las providencias necesarias para esta-
blecer sistemas que coadyuven la reducción del 
costo de los seguros y reaseguros en ía región, 
teniendo en cuenta aquellos comprendidos en la 
ejecución de los proyectos financiados por dicho 
Banco. 

En las consultas y acciones que se emprendan para 
el cumplimiento de lo que se dispone en este capítulo 
se tendrá en cuenta la diversidad de las legislaciones 
nacionales en algunas de las áreas relacionadas con 

[ los servicios 

2 

INSERCION SOLICITADA POR EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA HONORABLE CAMARA 

71* CONFERENCIA INTERPARLAMENTARIA 

Ginebra, 2-7 de abril de 1984 

CONF/84/71/1 

1? de diciembre de 1983. 

Convocatoria a la 71^ Conferencia 

Señor Presidente: 
Tenemos el honor de informarle que, de conformidad 

con la decisión tomada por el Consejo Interparlamen-
tario ea ocasión del período de sesiones J.33" (12 de 
octubre de 1983), la 71& Conferencia Interparlamen-
taria se celebrará en 

GINEBRA 

desde el lunes 2 al sábado 7 de abril de 1984 en el 
Centro Internacional de Conferencias de Ginebra (CICG) 

Orden del dia 

El orden del día de la 71" Conferencia será el si-
guiente: 

1. — Elección del Presidente y Vicepresidentes de la 
Conferencia. 

2. — La colaboración de los Parlamentos en el éxito 
de las negociaciones, presentes y futuras, tendientes a 
lograr el cese de la carrera armamentista, la limitación 
de las armas y el desarme mundial con el fin de pre-
servar la paz. 

3. — El rol de los parlamentarios en la solución de 
los problemas demográficos en el contexto general de los 
recursos y del desarrollo. 

Temas que podrían ser estudiados en particular, bajo 
este ítem, tal como lo sugiere la organización interna-
cional competente: 

a) población y recursos naturales: relación entre 
los problemas demográficos (sobrepoblaeión / 

baja población, índice de crecimiento bajo/ele-
vado, mala distribución) y ta producción, el cur-
so y consumo de los recursos naturales, en par-
ticular de los recursos alimentarios; 

h) población y recursos financieros: pobreza y 
desarrollo; programa de financiación y de ayuda 
en materia de población y desarrollo; 

c) tendencias y políticas demográficas con miras a 
la Conferencia Internacional sobre población, 
1984: elaboración y control de la política de-
mográfica en el marco del proceso de desarrollo 
económico y social. 

4. — Debate general sobre ta situación política, eco-
nómica y social en el mundo. 

5. — Elección de un miembro del Comité Ejecutivo. 
(Según las disposiciones del art. 22 del Estatuto en 

vigencia, el Sr. A. Ghalanos (Chipre) fue elegido pot 
el Consejo Interparlamentario durante el periodo de se-
siones 133» con el fin de reemplazar al Si. L El Sayed 
dentro del Comité Ejecutivo hasta la 71? Conferencia. 
De conformidad con las disposiciones del art. 23.8 del 
Estatuto, aplicable desde el 14 de octubre de 1983, la 
71& Conferencia deberá proceder a una elección con el 
fin de proveer a esa sede de un titular.) 

Solicitudes de Inclusión de temas adicionales 

Las disposiciones del Estatuto y de los Reglamentos 
(aprobados por la 70'- Conferencia, el 12 de octubre 
de 1983) que son de aplicación en la materia, son los 
siguientes: 

ESTATUTO 

Artículo 15.2: 

"La Conferencia podrá incluir en su orden del día 
algún tema adicional, en las circunstancias especiales 
previstas en el art. 11.2 b) de su reglamento, la Con-
ferencia podrá agregar a dicho orden del día algún 

l tema adicional de emergencia." 
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REGLAMENTO D E LA CONFERENCIA 

Articulo 11: 

"1. — Todo Grupo Nacional podrá solicitar la inclu-
sión de algún tema adicional en el orden del día de 
la Conferencia. Una solicitud semejante podrá acom-
pañarse de un breve informe y de un proyecto de re-
solución. El Secretario comunicará inmediatamente a 
todos los Grupos Nacionales la solicitud y los documen-
tos que la acompañen. 

2. — La consideración por la Conferencia de una so-
licitud de inclusión de un tema adicional en su orden 
del día, estará sujeta a las siguientes disposiciones: 

a) una solicitud de inclusión de un tema adicional 
deberá —sin perjuicio de la disposición b) 
señalada más abajo— haber sido recibida por 
el Secretario al menos 30 días antes de la aper-
tura de la Conferencia para poder ser consi-
derada. Para que una solicitud semejante sea 
aceptada deberá contar a su favor con la ma-
yoría de 2/3 de los votos emitidos; 

b) una solicitud de inclusión de un tema adicional 
de emergencia relativa a un acontecimiento de 
singular importancia ocurrido durante los 30 días 
anteriores a la apertura de la Conferencia o du-
rante el período de sesiones será admitida den-
tro de lo posible. Para que una solicitud se-
mejante sea aceptada deberá contar a su favor 
con la mayoría de 4/5 de los votos emitidos; 

c) la Conferencia sólo podrá incluir en su orden 
del día uri único tema adicional, en los casos 
previstos por a) y b) antes mencionados. Si, 
en uno u otro de dichos casos, varias solicitudes 
son- consideradas, sólo aquella que hubiera ob-
tenido la mayoría exigida y el mayor número 
de votos positivos, será aceptada." 

Calendario de trabajo de la 71f Conferencia 

LUNES 2 DE A B R I L 

10.30 Ceremonia inaugural de la 71» Conferencia 
16.00 Sesión plenaria 

Item 1: Elección del presidente y vicepresiden-
tes de la Conferencia. 

Consideración de eventuales solicitudes de in-
clusión de algún tema adicional, de conformidad 
con las disposiciones del art. 11 de) Reglamento 
de la Conferencia. 

Item 2: La colaboración de los Parlamentos «ai 
el éxito de las negociaciones, presentes y futuras 
tendientes a lograr el cese de la carrera armamen-
tista, la limitación de las armas y el desarme mun-
dial con el fin de preservar la paz. 

M A R T E S 3 D E A B R I L 
9.30 y 

14.30 Sesión plenaria 
Item 2: La colaboración de los Parlamentos en 

el éxito de las negociaciones, presentes y futuras, 

tendientes a lograr el cese de la carrera armamen-
tista, la limitación de las armas y el desarme mun-
dial con el fin de preservar la paz. 

M I E R C O L E S 4 DE A B R I L 
9.30 
y 

14.30 Sesión plenaria 
ítem 3: El rol de los parlamentarios en la solu-

ción de los problemas demográficos en el contex-
to general de los recursos y del desarrollo. 

J U E V E S 5 D E A B R I L 

9.30 Sesión plenaria 
Item 3: El rol de los parlamentarios en la so-

lución de los problemas demográficos en el con-
texto general de los recursos y del desarrollo. 

14.30 Sesión plenaria 
Item 4: Debate general sobre la situación po-

lítica, económica y social en el mundo. 

V I E R N E S 6 D E A B R I L 

9.30 
y 

14.30 Sesión plenaria 
Item 4: Debate general sobre la situación polí-

tica, económica y social en el mundo. 

S A B A D O 7 DE A B R I L 

14.30 Sesión plenaria 
Item 5: Elección de un miembro del Comité 

Ejecutivo. 
Informes de las Comisiones y votación de los 

siguientes proyectos de resolución: 
Item 2: La colaboración de los Parlamentos en 

el éxito de las negociaciones, presentes y futuras, 
tendientes a lograr el cese de la carrera armamen-
tista, la limitación de las armas y el desarme mun-
dial con el fin de preservar la paz. 

Item 3: El rol de los parlamentarios en la solu-
ción de los problemas demográficos en el contex-
to general de los recursos y del desarrollo. 

Clausura de la Conferencia. 

Lugar de las reuniones 

La ceremonia inaugural, las sesiones plenarias de la 
Conferencia así como también la reunión del Consejo 
Interparlamentario y de las Comisiones tendrán lugai 
en el Centro Internacional de Conferencias de Ginebra 
(CICG), 15 rué de Varembé, Genève. 

Participación 

El artículo 11 del Estatuto de la Unión prevé que: 
"1. — La Conferencia estará compuesta de miembros 

de los Parlamentos designados por sus Grupos Nacio-
nales en calidad de delegados. 

2. — El número de parlamentarios delegados a la Con-
ferencia por un Grupo Nacional no deberá, en ningún 
caso, exceder de ocho para los Grupos Nacionales de los 
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países cuya población sea inferior a cien millones de 
habitantes y de diez para los Grupos Nacionales de paí-
ses cuya población sea igual o superior a dicha cifra. 

Resulta conveniente entonces señalar que el número 
de delegados que cada Grupo Nacional puede enviar 
a la Conferencia fue disminuido para tener en cuenta 
la reducción del número de ítems tratados de ahora en 
adelante y la necesidad de limitar los gastos a cargo de 
los países invitados. Esta preocupación tiene real sentido 
en el caso de la 71* Conferencia, organizada por la 
Unión, ya que cuenta con un presupuesto reducido y se 
efectuará en una fecha en lá cual el alojamiento en Gi-
nebra presenta serias dificultades. 

Además, un cierto número de organizaciones interna-
cionales de carácter intergubernamental o interparlamen-
tario, asi como también otras entidades, cuya lista fue 
fijada por el Consejo Interparlamentario (período de 
sesiones 133', 3 de octubre de 1983) fueron invitadas a 
hacerse representar en la Conferencia por medio de 
observadores. 

Bureau limitado 

El artículo 9 del Reglamento de la Conferencia esta-
blece que el Bureau Limitado de la Conferencia estará 
integrado por el Presidente de la Conferencia, el Presi-
dente del Consejo y su suplente. Los Presidentes de las 
Comisiones podrán participar en sus trabajos a título con-
sultivo. Este Bureau, que contará con la colaboración 
del Secretario General de la Unión, tendrá por fruición 
tomar todas las medidas necesarias a los efectos de ase-
gurar la eficaz organización y el uniforme desarrollo de 
los trabajos de la Conferencia. 

Comisiones 

Los dos temas de estudio, incluidos en el orden del 
día de la Conferencia, dependen del ámbito de compe-
tencia de las siguientes dos Comisiones: 

Primera Comisión - Comisión para las cuestiones po-
líticas, sobre seguridad internacional y desarme. 

Tercera Comisión - Comisión para las cuestiones eco-
nómicas, sociales, culturales y sobre el medio ambiente. 

Estas dos Comisiones se reunirán durante la 71» Con-
ferencia (ver Programa General en el Anexo I) y serán 
convocadas por medio de circulares especiales. Cada 
una entenderá en los temas de estudio que dependan de 
su competencia (Regí. Conferencia, art. 15.1) y tendrá 
por función preparar un proyecto' de resolución sin 
reabrir el debate sobre el fondo de la cuestión (Regí. 
Comisiones, art. 14.1). 

Para ser ayudada en este trabajo, cada Comisión podrá 
crear un comité de redacción (Regí. Comisiones, art. 15). 

En el caso en que la Conferencia incluya un tema 
adicional en el orden del día, la Comisión a la cual 
competa este tema deberá ser convocada para examinar 
dicha cuestión y preparar un proyecto de resolución 
(Regí. Conferencia, art. 15.2). Los Grupos Nacionales 
deberán entonces estar preparados para la eventualidad 
de una convocatoria, en el mismo lugar, de la Segunda 
o de la Cuarta Comisión (respectivamente Comisión 
para los asuntos parlamentarios, jurídicos y sobre los de-
rechos del hombre, y Comisión para los territorios no 
autónomos y para las cuestiones étnicas). 

Documentos 
a) Informes 

Todo Grupo Nacional podrá colaborar en el examen 
de los dos temas de estudio que figuran en el orden del 
día de la Conferencia, mediante la presentación de in-
formes (Regí. Conferencia, art. 13.2). 

La extensión de los informes no podrá ser mayor de 
4 a 5 páginas, mecanografiadas a doble espacio (de 
1.500 a 2.000 palabras). 

Los Grupos.Nacionales serán invitados a presentar sus 
informes en uno de los dos idiomas de trabajo de la 
Unión, el francés o el inglés. La Secretaría se encargará 
de la traducción de dichos informes con el fin de facili-
tar la labor de los Grupos Nacionales. 

La Secretaría confía en que los Grupos Nacionales le 
dirijan sus informes entre fines de diciembre y el 15 de 
febrero, esto se realiza con el fin de poder poner en co-
nocimiento a todos los miembros de la Unión de dichos 
informes lo antes posible. 

Habida cuenta de las capacidades de traducción y de 
reimpresión de la Secretaría, resulta importante que 
la mayoría de los informes lleguen a Ginebra antes del 
SI de enero. 

La Secretaría agradece por adelantado a los Grupos 
Nacionales por los esfuerzos que pudieran realizar en 
este sentido y en particular ruega a aquellos que qui-
sieran presentar dos informes que tengan la amabilidad 
de enviarlos separadamente en el caso en que no estu-
vieran listos al mismo tiempo. 

Los informes que Uegueu a Ginebra después del 15 
de febrero no podrán sei distribuidos anticipadamente 
a los Grupos Nacionales. Serán distribuidos —después 
de haber sido traducidos, en la medida de lo posible— 
en ocasión de la apertura de la 71» Conferencia. 

La Secretaría no estará en condiciones de asegurar ta 
traducción ni la reimpresión de los informes que le hu-
bieren sido entregados durante la 7 lo Conferencia. 

b) Documento informativo 

La Secretaría solicitó al Fondo de las Naciones 
Unidas sobre las actividades en materia de población 
(FNUAP) que preparara para los miembros de la Con-
ferencia un documento informativo sobre el ítem 3 del 
orden del día, el cual será comunicado por la Secretaria 
en el momento en que ésta lo reciba. 

c) Proyectos de resolución 

De conformidad con el articulo 14 del Reglamento de 
la Conferencia, los proyectos de resolución relativos a 
alguno de los dos temas de estudio del orden del día 
d( la Conferencia (ítems 2 y 3) deberán ser presentados 
ante la Secretaría, a más tardar en la apertura de la 
última sesión plenaria destinada a) debate del tema 
al cual se refieren. 

Estos proyectos de resolución podrán ser presentados 
en inglés o en francés, o en ambos idiomas. 

Se ruega a los Grupos Nacionales, deseosos de pro-
poner proyectos de resolución, que, a falta de poder 
enviarlos con anticipación a la Secretaría, tengan la ama-
bilidad de presentarlos lo antes posible con el fin de que 
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puedan ser traducidos —si es necesario—, reimpresos y 
comunicados a más tardar en la apertura de los trabajos 
de la Comisión encargada de tratarlos. 

Sin perjuicio de una modificación ulterior del calen-
dario y horario de trabajo de la Conferencia, las fechas 
límites para la presentación de proyectos de resolución 
relativos a los dos temas de estudio serán las siguientes: 

Item 2: el martes 3 de abril, a las 14.30 hs. 

Item 3: el jueves 5 de abril, a las 9.30 hs. 

d) Enmiendas 

En el marco de los dos temas de estudio, podrán ser 
propuestas enmiendas a cualquier proyecto de resolu-
ción hasta el momento de la aprobación, por parto de 
la Comisión competente, del proyecto de resolución des-
tinado a la Conferencia (Regí. Conferencia, art. 18.3). 

Cuando, en su última sesión, la Conferencia sea lla-
mada a pronunciarse sobre los proyectos de resolución 
elaborados por las comisiones además de las enmiendas 
relativas a su redacción, sólo serán admitidas aquellas 
que retomen el tenor de una proposición anterior que 
no hubiera sido considerada por la Comisión competente 
(Regí. Conferencia, art. 18.4). 

Debates 

a> Derecho y tiempo de oratoria 

De conformidad con las disposiciones del art. 23 del 
Reglamento de la Conferencia, durante la sesión ple-
naria dos representantes como máximo por cada dele-
gación podrár hacer uso de la palabra en el Debate 
general, así como también en cada uno de los debates 
destinados a los dos temas de estudio incluidos en el 
orden del día, antes de que éstos sean remitidos a las 
Comisiones; estos representantes disponen de un tiempo 
de oratoria de 15 minutos como máximo en el caso de 
haber dos oradores para eJ mismo Grupo y de 10 minu-
tos si sólo hay uno. En ningún caso, el tiempo de ora-
toria podrá exceder de 10 minutos. Sin embargo, dentro 
de los límites de tiempo disponible hasta la finalización 
del debate, el presidente podrá acordar a una delegación 
un derecho de breve respuesta. 

bi Inscripción de los oradora 

De conformidad con las disposiciones del art. 24 del 
Reglamento de ta Conferencia, ta lista de oradores para 
el Debate general, así como también para cada uno de 
los debates destinados a los dos temas de estudio in-
cluidos en el orden del día, estará abierta 24 horas an-
tes de la apertura de ese debate. 

Para ser inscripto en esa lista, los oradores deben ha-
cer registrar debidamente sus nombres por el miembro 
de la Secretaría de la Unión responsable de la tenedu-
ría de las lista> de oradores. 

Sin perjuicio de modificaciones en el calendario y ho-
rario de trabajo de la Conferencia, las fechas de aper-
tura de la lista de oradores serán las siguientes: 

Item 2: La colaboración de los Parlamentos en el 
éxito de las negociaciones, presentes y futuras, tendien-

tes a lograr el cese de la carrera armamentista, la limi-
tación de las armas y el desarme mundial con el fin do 
preservar la paz: el domingo 1« de abril, a las 16 horas. 

Item 3: El rol de los parlamentarios en la solución 
de los problemas demográficos en el contexto general do 
los recursos y del desarrollo: el martes 3 de abril, a las 
9.30 horas. 

Item 4: Debate general sobre la situación política, 
económica y social en el mundo: el miércoles 4 de abril, 
a las 14.30 horas. 

c) Idiomas 

La interpretación simultánea se realizará, bajo la 
responsabilidad de la Secretaría de la Unión, en los dos 
idiomas oficiales de la Unión, el francés y el inglés, 
tanto en ocasión de las sesiones plenarias de la Confe-
rencia como en las reuniones del Consejo y de las 
Comisiones. 

Los cuatro otros canales de interpretación existentes 
ya fueron retenidos por los Grupos de Japón, URSS y 
por los Grupos de habla árabo y española. 

Sin embargo, y con carácter excepcional, un delegado 
podrá expresarse en algún otro idioma con la condición 
de ser asistido por un intérprete capaz de resumir su 
intervención en alguno de los dos idiomas oficiales de 
la Unión. 

Cuadro sinóptico de distribución de los votos 

Un cuadro sinóptico de distribución do los votos figura 
en el Anexo II de la presente circular. 

En el caso en que un Grupo Nacional quiera que en 
dicho cuadro sinóptico sean introducidas modificaciones 
que lo conciernen, deberá dirigir su pedido a la Secre-
taría de la Unión Interparlamentaria, en Ginebra. El 
cuadro sinóptico de la distribución de los votos para 
la 71» Conferencia Interparlamentaria, será entregado en 
la apertura del período de sesiones. 

Reunión de otros órganos 

El Consejo Interparlamentario y el Comité Ejecutivo, 
que se reúnen en ocasión de la 71» Conferencia (ver 
Programa general en el Anexo I) , serán convocados cada 
uno por medio de una circular especial. 

La Asociación de Secretarios Generales de los Parla-
mentos (ASGP) se reúnen asimismo en ocasión de la 
71» Conferencia. Esta asociación será convocada por 
su Presidente. 

Inscripción de los delegados 

Se ruega a los Grupos Nacionales que tengan la ama-
bilidad de notar la fecha límite del 31 de enero para 
la inscripción de los delegados en la 71» Conferencia 
Interparlamentaria. 

Estaremos muy agradecidos a todos los Grupos de 
tener la amabilidad de observar estrictamente este plazo 
y de remitir a la Secretaría de la Unión el formulario 
de inscripción de delegados, adjunto a la presente con-
vocatoria (Anexo III), precisando los nombres de sus 
dos miembros del Consejo, del jefe de la delegación y 
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del miembro de ésta que será propuesto como vicepre-
sidente de la Conferencia, de conformidad con el art. 7.2 
fifi Reglamento de la Conferencia. 

Alojamiento 

Tal como se indicó en la circular GRP/83/29 con 
fecha del 4 de noviembre de 1983, las posibilidades de 
alojamiento serán limitadas a raíz de la celebración 
en Ginebra de importantes reuniones o exposiciones en 
las mismas fechas en que tendrá lugar la Conferencia. 

La Oficina de Turismo de Ginebra fue encomendada 
para ocuparse del alojamiento de los participantes a la 
Conferencia. 

Los Grupos Nacionales, que tuvieron la amabilidad 
de remitir a la Secretaría de la Unión el formulario de 
reservación de hotel adjunto a la circular antes mencio-
nada, proporcionaron una valiosa información a la Ofi-
cina de Turismo para la atribución preliminar de las 
habitaciones disponibles. 

Que hayan o no proporcionado dichas indicaciones 
preliminares se ruega a los Grupos Nacionales que ten-
gan la amabilidad de devolver, sin dilación y a más 
tardar el 31 de enero de 1984, el formulario de reser-
vación de hotel (Anexo IV) o la dirección que figura 
en dicho formulario. Una vez recibido dicho formulario, 
la Oficina de Turismo les dirigirá, entonces, la confir-
mación de su reservación. 

En el caso en que vuestro Grupo decidiera tomar él 
mismo las disposiciones neecsarias a través de la Misión 
de vuestro país en Ginebra, la Secretaría de la Unión 
les estará muy agradecida de que le avisaran de ello. 

Estadía de los delegados 

Una circular que contiene informaciones que nor-
malmente figuran en la invitación dirigida por el Grupo 
anfitrión, les será enviada próximamente. 

En el caso en que el número de ejemplares de la 
presente convocatoria dirigida a vuestro Grupo no sea 
suficiente, le rogamos hacérselo saber a la Secretaría 
de la Unión, la cual les remitirá un envío suplementario 
en el idioma deseado. 

En la esperanza de que vuestro Grupo pueda ser repre-
sentado én la 71? Conferencia Interparlamentaria, lo 
saludamos muy atte. 

Pio-Carlo Terenzio 
Secretario General 

da la Unión 
Interparlamentaria 

Izz El Din El Sayed 
Presidente 

del Consejo 
Interparlamentario 

ESTATUTO DE LA UNION INTERPARLAMENTARIA 

Aprobado en 1976, revisado enteramente 
en octubre de 1983. 

I. Objetivo — Constitución 

ARTICULO i 

La Unión Interparlamentaria tendrá por objetivo fa-
cilitar los contactos personales entre los miembros de to-
dos los Parlamentos, constituidos en Grupos Nacionales, 
y unirlos en una acción común, con el fin de hacer par-

ticipar a sus respectivos Estados en la consolidación v 
desarrollo de las instituciones representativas así como 
también en la obra de paz y de cooperación entre los pue-
blos, especialmente por el apoyo dado a los objetivos de 
las Naciones Unidas. A tal efecto, ía Unión Interparla-
mentaria resolverá sobre todos ios problemas de orden 
internacional cuya solución pueda promoverse por vía 
parlamentaria y realizará cualquier sugerencia con el fin 
de desarrollar la institución parlamentaria, mejorar su 
funcionamiento y aumentar- su prestigio. 

ARTICULO 2 

La Unión Interparlamentaria tendrá su sede en Gine-
bra. 

ARTICULO 3 

1. — La Unión Interparlamentaria se compondrá de 
Grupos Nacionales. 

2. — Un Grupo Nacional deberá formarse de miem-
bros de un Parlamento constituido en el territorio en el 
cual funciona y conforme a las leyes de un Estado sobe-
rano que represente su población. 

3. — En cada Parlamento, se podrá formar un solo Gru-
po Nacional, Un Parlamento podrá constituirse en Grupo 
Nacional. En un Estado federal un Grupo Nacional sólo 
será establecido en el seno del Parlamento federal. 

4. — Todo Grupo Nacional deberá adherir a los prin-
cipios de la Unión y observar las reglas del Estatuto. 

ARTICULO 4 

1. — La decisión de admitir o readmitir Grupos Na-
cionales pertenecerá al Consejo Interparlamentario, al 
cual los pedidos de afiliación o de ceafilíación le son 
comunicados por el Secretario General. El Consejo re 
solverá previo dictamen del Comité Ejecutivo que exa-
mina si las condiciones mencionadas cu el art. 3 fueron 
cumplidas y que redacta un informe al respecto. 

2. — Cuando un Parlamento haya dejado de funcionar 
o cuando hayan cesado las relaciones administrativas 
y financieras que un Grupo Nacional debe mantener 
regularmente con ta Unión, el Comité Ejecutivo deber-i 
examinar la situación y formular su opinión al Consejo 
Interparlamentario. El Consejo resolverá la interrupción 
de la afiliación de este Grupo a la Unión. 

ARTICULO o 

1. —- Todo Grupo Nacional realizará una contribución 
anual para los gastos de la Unión, conforme a un bare-
mo aprobado por el Consejo Interparlamentario (el. Regi. 
financiero, art. 5) . 

2. — Un Grupo Nacional en mora en el pago de su 
contribución para los gastos de la Organización Interpar-
lamentaria no podrá participar en las votaciones duran-
te la Conferencia Interparlamentaria si el monto de su 
deuda vencida e impaga es igual o superior a la contri • 
bución por él debida para los dos años completos trans-
curridos. Sin embargo, el Consejo Interparlamentario 
podrá autorizar a este Grupo Nacional a que participe 
en las votaciones si comprueba que el incumplimiento 
se debe a circunstancias ajenas a su voluntad. Antes de 
examinar este asunto, podrán ser llevadas ante el Con-
sejo las declaraciones escritas del Grupo en cuestión. 
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A2-TICÜM C 

Todo Grapa Nacional deberá tem.* « i r«¿¿m:8~t». 
Deberá tornar fes medidas cíümiaístntUvt«» y íinotóeres 
ttccnsaríos pont participar acüvamerifcí crt ¡ s de í» 
Unida y mantener un contacto regular caá t¡í ífceiríswío ! 
tío la Unión al cusí remite, antes de ffem/í>«r el mes de 
Kjsarsw de cada año, un úiform.e tic sus actas que csaa-
pttSKÍe ol nombre do sus dirigentes rospsmaliles y sa 
iista o EÚmero total de sus miembros. 

ABTICCT-Ü t j 
L — Serán aceptados a formar parte del Gnipo Na-

cional: 

a) los n f e m l m cid P¿r*MBci¡lo nccioual del país; 

b) loa es mfmíwos del Parlamento tius. habiendo 
«fclo miembros del Consejo Iuterparkmcatario y 
habiendo prestado oíros servidos destacados 4 
b Unión, fe'Gara píiir el Consejo í' pro- ' 
puesta da Grupo como miembro honorario ¡ 
de esc Grupo. 

2, — Todo miembro de un M s o a t o que ss una ¿ 
i-:; Grepo Nacional, estará obligado a dar su adhesión 
ai objetivo de la Unión, tal corno se establece en el art. 
I del Estatuto. 

AHETCÜLO 8 

Un Grupo Nacional tendrá la obligación de informar 
r su Parlamento las resoluciones aprobadas por la Unión 
interparlamentaria y, cu ios casos cojívenfesntes, a su ¡ 
Gobierno; además deberá promover su aplicación c in-
íurcnar al Secretario de ía Unión, espcx'ialmeiiíe por 
medio de sus informes anuales, la acción emprendida 5» 
[as resultados obtenidos ( e t Rugí. Conferencia, art. 42.2]. 

II. Organos 

ARTICULO $ 
Les órganos de la Unión Interparlamentaria serán: la 

Coijfceíieia Iníerpíutlanjewttumr, el Consejo Interparla-
a;c2tar£c, el Consté Ejecutivo y la Secretaria. 

III. Conferencia Interparlamentaria 

AETICUL® 10 

1. — La Unión £nterpur;«.nieiitEria se reunirá ea Con-
ferencia dos vetas par aña» 

2. — El lugar y fecha do cada período de sesiones 
será lijado por ei Consejo Interjwrkmonfeiria (cí:. Regí 
Couierenaa, art. 4.2), 

3. - Ea circunstancies espw&tles,, d Consejo ínter-
parlamentario podrá cambiar el lugar y la fecha de la 
Conferencia o tío celebrarla. En caso de mjfcncia, el 
Presidente del Consejo podrá terotur una decisión seme-
jante con acuerdo dei Comité Ejecutiva 

AB.Tiei;r,0' ir. 

1. — La Conferencia se compondrá de cciiembrog de 
los Parlamentos designados por sus Grapas Nacionales 
en concepto de delegados. 

2. - - numera de parlamentarios delegados a la 
Confocncfc por un Grupo Nacional no deberá en nin-
gún caso eseeder de ocho para los Grupos Nacionales 
de tos países cuya población sea inferior a cien millo-
nes de habitantes y de diez para los Grupos de países 
cuya población sea igual o superior a esta cifra. 

a r t i c u l o 12 

1. — La apertura de la Conferencia estará a cargo 
del Presidente del Consejo o, en caso de ausencia, de su 
suplente, designado conforme al art. 5.2 del Reglamento 
del Comité Ejecutivo. 

2. — La Conferencia nombrará a su Presidente, a los 
Vicepresidentes y escrutadores. 

3. • - El número do Vicepresidentes será igual a aquel 
de los Grapas Nacionales representados en la Confe-
rencia. 

ARTICULO 13 

La Conferencia Interparlamentaria tratará los proble-
mas de orden internacional que, en virtud del art 1 del 
Estatuto, sean de la competencia de la Unión y, sobre 
dichas cuestiones, formulará recomendaciones que ex-
presen la opinión, de la Organización. 

ARTICULO 14 

1. — La Conferencia será asistida en su labor por Co-
misiones cayo número y ámbito de competencia serán 
fijados por el Consejo Interparlamentario. 

2. — Normalmente las Comisiones tendrán por labor 
preparas: los informes y proyectos de resolución sobre 
las cuestiones sometidas a su consideración por la Con-
ferencia Interparlamentaria. 

3. -— Asimismo Eas Comisionas podrán ser comisiona-
das por el Consejo para estudiar alguna cuestión in-
cluida en el orden del día de este último y para infor-
marle de ella. 

ARTICULO 1S 

1. • • Eí orden dei día de la Conferencia será apro-
bado por el Consejo interparlamentario a instancia del 
Comité Ejecutivo (cf. Regí. Conferencia, art. 10). 

2. — La Conferencia podrá incluir en el orden del 
día algún tema adicional (cf. Regí. Conferencia, art. 
11); en las circunstancias particulares previstas en el 
art 1.1.2 b) de su Reglamento, la Conferencia podrá, 
agregar a dicho orden del día algún teína adicional de 
urgencia. 

ARTICULO 1.0 

1. -— E! derecho do voto pertenecerá a los delegados 
que se encuentren presentes. 

2. — Los Grupos Nacionales dispondrán de un nú-
mero de votos calculado según la siguiente base: 

a) cada Grupo dispondrá de un mínimo de ocho 
votos; 

b) un Grupo dispondrá do votos adicionales en 
función de la población de su país: 
da í. a 5 mslÍQites de habitantes: 1 voto 
de 5 a 10 jaillones de habitantes: 2 votos 
de 10 a 20 millones de habitantes: 3 votos 
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de 20 a 30 millones de habitantes; 4 vote 
de 30 a 40 millones de bateantes! 3 votos 
de 40 a 50 millones de habitantes: 6 votos 
de 50 a 60 millones áe habitantes: T votos 
de 60 a 80 millones de habitantes: Él votos 
de 80 a 100 millones de habitantes: 9 votos 
de 100 a 150 millones de habitantes: 10 votos 
de 150 a 200 millones de ba?>itasttcs: 11 votas 
de 200 a 300 millones de habitantes r 1?, votos 
de más de s 300 millones de habitantes: 13 votos 

c) un Grupo que cuente corno mínimo c =1 30 pot 
ciento de ios miembros de la Cámara Baja ten 
drá derecho a: un voto de más si dicha Cámara 
comprende menos do 100 miembros, y dos votos 
de más si dicha Cámara comprende f.Oü miera 
bros o más. 

3. — Un Grupo podrá dividir sus votos para expresas 
las diversas opiniones de sus miembros. Un miembro 
no podrá expresar más de 10 votos. 

ARTICULO IT 

1. — En fa Conferencia se procederá poir votación no-
minal salvo cuando la decisión propuesta en la Confe-
rencia no sea objeto de oposición. 

2. — Para las elecciones, la votación será secreta si 
por lo meaos veinte miembros [o requieren. 

IV. Consejo ÍTtteTpGrhsTncTifMTiQ 

ARTICULO 13 

1. — El Consejo celebrará normalmente dos sesiones 
por año (cf. Regí. Consejo, art. 5). 

2. — Su Presidente convocará a sesión extraordinaria 
cuando lo juzgue necesario o cuando el Comité Ejecu-
tivo o, al menos, un cuarto de sus miembros lo re-
quieran. 

ARTICULO 1.9 

1. — El Consejo Interparlamentario se compondrá de 
dos miembros por Grupo Nacional. El período de dura-
ción en el cargo de los miembros se extenderá de una 
Conferencia a la otra. 

2. — Todos los miembros de! Consejo deberán formar 
parte de un Parlamento. 

3. En caso de muerte, renuncia o impedimento de 
algún miembro, el Guipo que él representa nomfsranl 
su reemplazante. 

ARTICULO Vi! 

1. — El Consejo Interparlamentario elegirá a su Pre-
sidente para un período de 3 años £e£. Regí. Consejo, 
arte. 0, 7 y 8) . 

2. — E! Presidente, cuyo mandato haya espirado, sólo 
será reelegible después de 3 años y deberá ser reem-
plazado por una persona que pertenezca a otro Grupo. 

3. — La elección tendrá lugar durante ía seguuda 
Conferencia del año. Si, por alguna rasón especial, 
la Conferencia no puedo celebrarse, el Consejo podrá 
sin embargo proceder a la elección. 

4. — En caso :1c dimisión, pérdida cíe: snudato par-
lamentario o muerte del Residente, tas {naciones ¿e 

éste serón ejercidas ;>:•[ w.pfe'tc etovrírado' por d 
Comité Ejecutivo bastí: que c-! CíKfsejr elija «K nuevo 
Presidente. Las mismas disp;i;,ií:;one8 verá» apocadas 
cuando se iníemimpa la af;Ifoc;óri a la Unióa deí Crups: 
Nacional al cual pertenezca o." Presidente del Cna?oi», 

AKTECUl.C ?,! 

1. — El Conseje; interparlamentario determinará 
orientará tas actividades de (a tintó» y controlará m: 
cumplimiento do conformidad <» tos objetivas deH'ií-
'las en ei Estatuto 

2. - El Consejo aprobará so oidor del día. El Comité 
Ejecutivo fijará un orden del día provisorio (di. Regí. 
Consejo, art. T.2). Todo otóembr» del Conseja podra 
solicitar que se incluyan asuntos adiefcnaies en esto 
orden del día, previsorio (c£. Regí,. Consoja, art. J»;, 

ARTKXJI/.) r¿ 

Ei Consejo tendrá las siguientes atribuciones: 
a) decidirá La admisión o readmisión do Grupos Na, 

dónales, así coren también (a interrupción do la afilia 
dóít de éstos en virtud de las disposiciones de! art. 4 del 
Estatuto; 

bl' examinaré la posibilidad de adrritfc en calidad de 
miembros honorarios o, es miembros parfenrtcttferios, pro-
puestos por su Grupo Raciona! según (o dispuesto pot 
ni art. 1 del Estatuto; 

e) fijará et "lugar y [a tedia de te Caitfercnsfa tutor 
parlamentaria (cf. art. 10.2 y Regí. Conferencia. art 4 J ; 

d) aprobará el orden del día áe ía Conferencia Inter-
parlamentaria a instancia deí Comité Ejecutivo (cf. Regí 
Conferencia, art. 10); 

e) propondrá sí Presidente de fa Confortada Inter-
parlamentaria; 

f) decidirá, la argartfeación de todas otras retiaioaes 
interparlamentarias pora la Unión; fijará sos forreas v 
resolverá sobre sus eanefustones; 

R) fijará el número y el ámbito de competencia de tas 
Comisiones de la Coriferc'tcia (c£. axt. 14.1); 

h) creará Comités ad has e especiales y grupos de 
trabajas pare que fo ayuden en so labor; 

i) establecerá ta lista do Las organizadores internado-
nales y otras entidades (tai coino están definidas en les 
Reglamentos) invitadas a ser representadas por observa 
dores en las reuniones {tttcrpsríantenCarias (cf. 
Confcreaeia, art, 8; Consejo, art. 4; Cormá'tnes. art. 3 ) , 

?/ aprobará naualmentc el proftraca de ectfvidadcs y 
eí presupuesto de la Unión y determisarú el baremo de 
Ees contribuciones (cf. Regí, financiero. (iris. 3 Y 5.2); 

k) aprobará cada año tas cuentas de! ejercicio prece-
dente a propuesta de dos Verificadores de cuentas <JKO 
el Consejo nombra en so m (cf. Regí. Consejo, art, 
41; regí, fteanefcro, art. 12; Secretaría, irf. 12); 

í; autorizará La aceptación de donaciones y legadss 
(ef. Regí, financiero, art. 7) ; 

m) propondrá les miembros del Comité Ejecutivo (ef. 
Regí. Consejó, strts. 37, 38 y 39)? 

n) nombrará cf Seeretcco General de fa Unión (ci. 
art 25.1 y Regí. Secretaría, art. 3 ) ; 

ñ) determiwirfi su Re;dan.?cmto y dará «m opinión so-
bre las prepuestas de KüdiSeatífeí del Estatuto (cf. 
RORL Consejo, art 43). 
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V. Comité Ejecutivo 
A R T I C U L O 23 

1. — El Comité Ejecutivo se compondrá de once 
miembros que pertenezcan a Grupos Nacionales dife-
rentes. 

2. — El Presidente del Consejo será miembro y pre-
sidente por derecho. La Conferencia elegirá diez miem-
bros entre los miembros del Consejo Interparlamentario, 
los cuales seguirán formando parte de él durante el 
ejercicio de sus mandatos. 

3. — Según lo dispuesto por el art. 22, párrafo m) 
del Estatuto, sólo los candidatos propuestos por el Con-
sejo podrán ser elegidos por la Conferencia para formar 
parte del Comité Ejecutivo. 

4. — En el caso en que la Conferencia no se celebre, 
el Consejo podría proceder a la elección. 

5. — En las elecciones del Comité Ejecutivo, se deberá 
tener en cuenta la contribución proporcionada por el 
candidato y su Grupo para la labor de la Unión y se 
harán todos los esfuerzos necesarios para asegurar una 
distribución geográfica equitativa. 

6. — Los miembros del Comité Ejecutivo, excepto el 
Presidente, durarán cuatro años en su cargo. Dos de 
entre ellos, al menos cesarán cada año en forma rotativa. 
Un miembro cuyo mandato haya expirado, sólo podrá 
ser reelegido después de dos años y deberá ser reem-
plazado por un miembro perteneciente a otro Grupo 
Nacional. 

7. — En caso de muerte, renuncia o pérdida del man-
dato parlamentario de algún miembro del Comité Eje-
cutivo, el Grupo al cual pertenezca nombrará un su-
plente cuyas funciones durarán hasta la Conferencia si-
guiente, la cual procederá a la elección definitiva. El 
nuevo miembro, elegido de ese modo, terminará el man-
dato de su predecesor, 

8. — Si un miembro del Comité Ejecutivo es elegido 
Presidente del Consejo Interparlamentario, el Consejo 
propondrá a la Conferencia un candidato para que ocu-
pe el lugar vacante. En tal caso, la cuestión será inclui-
da de oficio en el orden del día de estos dos órganos. 
El nuevo miembro durará en sus funciones el término 
de cuatro años. 

A R T I C U L O 24 

1. — El Comité Ejecutivo será el órgano administra-
tivo de la Unión Interparlamentaria. 

2. — El Comité Ejecutivo tendrá las siguientes atri-
buciones: 

a) cuando un Grupo Nacional presente una solici-
tud de afiliación o de reafiliación a la Unión, 
examinará si las condiciones mencionadas en el 
art. 3 del Estatuto fueron cumplidas y comuni-
cará sus conclusiones al Consejo Interparlamen-
tario (cf. art, 4) ; 

b) en caso de emergencia, convocará al Consejo 
(cf. art. 18.2); 

c) fijará la fecha y lugar de las sesiones del Con-
sejo y establecerá su propio orden del día y el 
del Consejo; 

d) emitirá su opinión en cuanto a la inserción de 
temas adicionales en el orden del día del Con-
sejo; 

e) propondrá al Consejo el programa y presupues-
to anual de la Unión (cf. Regí, financiero, art. 
3.6); 

f) informará al Consejo Interparlamentario sobre 
sus actividades durante el período de sesiones 
de éste mediante un informe del Presidente; 

g) recomendará al Consejo el orden del día de la 
Conferencia habida cuenta de las- propuestas 
presentadas por los Grupos Nacionales; 

h) controlará la gestión de la Secretaría, así como 
también las actividades de ésta en la ejecución 
de las decisiones tomadas por la Conferencia o 
por el Consejo y, a tal efecto, recibirá todos 
los informes y datos útiles; 

i) instruirá las candidaturas al cargo de Secretario 
General con el fin de presentar una propuesta 
al Consejo; fijará las condiciones para el desem-
peño del cargo del Secretario General designado 
por el Consejo; 

j) solicitará al Consejo el otorgamiento de créditos 
adicionales en el caso en que los créditos pre-
supuestarios votados por el Consejo fueran insu-
ficientes para cubrir los gastos emprendidos 
para la ejecución del programa y la adminis-
tración de la Unión; en caso de emergencia, 
otorgará esos créditos con la obligación de in-
formar de ello al Consejo en el transcurso de 
su próximo período de sesiones; 

k) nombrará un verificador de cuentas que se en-
cargará de examinar la contabilidad de la Unión 
(cf. Regí, financiero, art. 12); 

l) fijará el baremo de las remuneraciones e indem-
nizaciones de los funcionarios de la Secretaría 
de la Unión (cf. Estatuto del personal, sección 
IV); 

m) fijará su Reglamento; 
n) además ejercerá todas las funciones que el Con-

sejo le delegue de conformidad con el Estatuto 
y los Reglamentos. 

VI. Secretaria de la Unión 

A R T I C U L O 25 

1. — La Secretaría de la Unión estará constituida por 
el conjunto de funcionarios de la Organización bajo la 
dirección del Secretario General de la Unión (cf. Es-
tatuto 'del Personal, art. 2) ; éste será nombrado por el 
Consejo (cf. art, 22 [n]). 

2. — El Secretario tendrá las siguientes funciones: 

a) asegurará la permanencia de la Sede de la Unión; 
b) mantendrá el estado de Jos Grupos Nacionales 

y se esforzará por propiciar nuevas solicitudes 
de afiliación; 

c) apoyará y fomentará las actividades de los Gru-
pos Nacionales y contribuirá, en el plano técnico, 
en la armonización de aquéllas; 
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d) preparará las cuestiones que deban examinarse 
en las reuniones interparlamentarias y distribuirá 
los documentos necesarios en la fecha corres-
pondiente; 

e) proveerá a la ejecución de las decisiones djJ 
Consejo y de la Conferencia; 

f) preparará propuestas de programa y de presu-
puesto a pedido del Comité Ejecutivo (cf. Regí 
financiero, arts. 3.2, .3 y .7); 

g) recogerá y difundirá las informaciones relativas 
a la estructura y funcionamiento de las institu 
ciones representativas; 

h) -asegurará la comunicación de la Unión con las 
otras organizaciones internacionales y, en regla 
general, la representación de esta Unión en las 
conferencias internacionales; 

i) conservará los archivos de la Unión Interpar-
lamentaria. 

VII. Asociación de los Secretarios Generales 
de los Parlamentos 

A R T I C U L O 26 

1. — La Asociación de los Secretarios Generales de los 
Parlamentos será un organismo consultivo de la Unión 
Interparlamentaria. 

2. — Las actividades de la Asociación y aquellas de 
los órganos de la Unión Interparlamentaria, competentes 

en materia de estudio de las instituciones parlamentarias, 
serán complementarias. Serán coordinadas por consultas 
y por una estrecha colaboración en la etapa de prepara-
ción y realización de los proyectos. 

3. — La Asociación se administrará en forma autónoma. 
Sin embargo, su presupuesto figurará en el presupuesto 
de la Unión y el Reglamento que establezca será aprobado 
por el Consejo Interparlamentario. 

VIII. Modificación del Estatuto 

A R T I C U L O 27 

1. — Toda propuesta de enmienda del Estatuto deberá 
presentarse por escrito, por lo menos tres meses antes 
de la reunión de la Conferencia, ante la Secretaría de la 
Unión, que la comunicará inmediatamente a los Grupos 
Nacionales. El examen de esta propuesta de enmienda 
será incluida de oficio en el orden del día de la Con-
ferencia. 

2. — Toda propuesta de modificación a una enmienda 
deberá presentarse por escrito, por lo menos seis semanas 
antes de la reunión de la Conferencia, ante la Secretaria 
de la Unión, que la comunicará inmediatamente a los 
Grupos Nacionales. 

3. — Después de haber recibido la opinión del Con-
sejo, expresada por simple mayoría de los votos, la Con-
ferencia resuelve sobre esas propuestas por mayoría de 
2/3 de los votos. 

m 

ASUNTOS ENTRADOS 

1 

Proyecto de resolución 

La Cámara de Diputados de ía Nación 

R E S U E L V E : 

Solicitar al Poder Ejecutivo que proceda a informar 
respecto de la aplicación de la ley 23.023 (artículos T> y 
89) en Fabricaciones Militares, y en particular en lo que 
se refiere a la transferencia del paquete accionario del 
Estado en dicha sociedad, proyecto sobre la aplicación 
de las normas referenciadas, ejecuciones realizadas, así 
como la política que al respecto se considere aplicable 
en forma inmediata o mediata. 

Ignacio Luis R. Cardozo. 

FUNDAMENTOS 

Seüor presidente: 
La sanción de la ley 23.023 (Ley de Ministerios) efec-

tuada er> los últimos días del gobierno militar saliente, 
debido aJ detrimento político sufrido por el mismo a lo 
largo de todo el Proceso de Reorganización Nacional, fue 
cuestionada por varios sectores que consideraron que di-
cha iniciativa lega) ao podía ser tomada a espaldas de 
la consideración de las cámaras del Honorable Congreso 
de la Nación. 

A pesai de ello el gobierno nacional entrante oo envió 
proyecto de modificación a dicha estructura normativa, 
entendiéndose, poi tanto que considera válido su con-
tenido. 

Analizando en profundidad el tema, surgió la necesidad 
de conocer la aplicación de sus disposiciones eD los di-
versos entes en los cuales el Estado tenga participación 
accionaria en sus distintas formas. 

Uno de los entes que más llamó la atención fue, pre-
cisamente, Fabricaciones Militares, no sólo por su gran 
conexión COD las fuerzas armadas, sino poi la gran im-
portancia de su producción de industria básica en el mer-
cado aacional. 

Es por esto que se necesita saber cuál es el estado ac-
tual de aplicación de las oormas anteriormente mencio-
nadas sobre el paquete accionario de esta sociedad del 
Estado, debido a que el Congreso Nacional oo debe 
permanecer ajeno a decisión tan importante y cuyos re-
sultados podrán afectar, sin duda alguna, el patrimonio 
nacional. 

No cabe duda de que se sostendrá en forma vehemente 
la utilización de la infraestructura que posee el organismo 
que nos ocupa en la solución de los difíciles problemas 
económicos -y específicamente industriales en que se en-
cuentra nuestro país. 

Tampoco desconocemos la necesidad de variar funda-
mentalmente el destino específico de instalaciones tao 
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importantes de] Estado nacional, sin desviacfcnss incoa-
docentes y qw aumenten el privilegio de un sector da 
la sociedad. 

Pero tampoco debs quedar duda algasia de rps oo se 
puede avalar, en nombra del pueblo que representamos, 
actos de gobierno que pudieren detanninsa el desplaza-
miento del Estado oadona] de sectores industriales que 
comprometen la soberanía argentina. 

Por lo tanto se entiende que de astorfearsa transferen-
cias da activos accionarios de Fabricaciones Militares, de-
ben conocerse sus detalles, asi como la futura titularidad 
y quó proporción de aquéllos se afeetará. 

Ignacio Luís R. Cardow. 

—A las comisiones de Defensa Nacional y de 
Industria. 

Proyecto da resolución 

La Cámara de Diputados do la Nación, 

B2SUBLVE: 
Invitar al señor ministro de Relaciones Estertores y 

Culto a concurrir a esta Honorable Cámara de Dipu-
tados para informai en sesión especial, pública, o se-
creta, si se justificara, sobre: 

(tj Estado de las negociaciones con referencia al 
con flirto austral; 

¿i> Los alcances de la declaración de paa y amistad 
dada en la ciudad del Vaticano el 23 de enero del 
corriente, suscrita por la Argentina y Chile. 

María Cristina Guzmán, — Alejandro Solari 
Ballesteros. — Remoldo Pasto) Gutiérrez. 
— ívahse Sida Palciom de Braco. — Héc-
tor G. Debalh — Ricardo H. Balestra. — 
Armdo Altumimno. — Juan Antonio Díaz 
Lecam. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidenta: 
Esta Honorable Cámara no ha ejercido hasta el mo-

mento las funciones que le son propias e irrenunciables, 
en un tema (k sal trascendencia como e! que motiva 
ej presente proyecto de resolución, y que le compete 
en virtud del articulo 87, incisos 14, 15 y 19 de la 
Constitución Nacional. 

Es uecesario. (>0) ello, que asid Honorable Cámara 
conozca, en un informe de) seño» ministro d® Relaciones 
Exteriores y Culto, en sesión especial. Ja naturaleza 
jurídica de ta declaració- ds paz y amistad suscrito 
poi eJ Poder Ejecutivo en la ciudad del Vaticano el 
día 23 de enero del corriente. La característica de pú-
blico o secreta de la mencionado ssdóu especia] debe-
rá so determinado en función de la justificación que, 
para abonar este último carácter, deberá realizar d 
soñoi ministro. 

Es asimismo necesario que el señor ministro infonae 
«obre el estado de ¡as negociaciones del conflicto aus-
tral. Es imprescindible precisai este cuestión frente a 
las declaraciones del señor secretario para asuntos es-
peciales, doctor Hugo Gobbi, sobre la falta de acuerdo 
sobre tres puntos básicos, ya que al referirse a las 
dificultados rr.ás importantes qus sa plantean, mani-
festó: " . . .hay tres áreas más o menos sensibles en 
discusión que son la navegación de los canales fue-
guinos, los métodos de soluciones pacíficas para resol-
ver ios conflictos de interpretación o de techo que se 
planteen en torno ds eventuales inconvenientes fúteos, 
y iz tercera, que es la clave, es el problema de la 
delimitación marítima, éso es el problema fundamen-
ta]" {"Clarín", 24/1/84.) 

Esto adquiere singular relevancia ante las declara-
ciones del "breva plazo" en el que sa terminaría el 
acuerdo definitivo. 

Es necesario, también, conocer la evaluación del señor 
ministro sobre las declaraciones del canciller de la 
República <h Chile respecto de que . .es imperativo 
hacer todo lo oeeesario para alcanzar un tratado 'final 
que, con diáfana claridad, asegure la paz en los tér-
minos establecidos en la propuesta papal. . ." ("Cla-
rín" 24/1/84), en referencia al documento de la Santa 
Sede del 12 de diciembre ds 1980. Resulta imprescin-
dible esclarecer este punto, ya que en declaraciones 
públicas el actual asesor especial chileno para la me-
diación papal ha afirmado que "luego del acuerdo 
con la Argentina el laudo arbitral británico seguirá vi-
gante" v sostuvo que "las Islas Pictoa, Nueva y Léanos 
seguirán siendo chilenas, con mar territorial todfflida", 
("La Nación" 23/1/84.) 

Dobs también informarse a esta Honorable CAnaara 
sobre los mecanismos poi los cuales se asegurará la oo 
revisión poi as hiKorar. autoridad» democráticas de 
Chile de lo actuado par oa gobierno cíe facto, a este 
respecto 

Expresamos nuestra ísrme sidhesión al principio de 
solueióu pacífica de las controversias entre los Estados, 
en particular con la República de Chile, con la que nos 
unen innumerables vínculos muy caros a los sentimientos 
de nuestros P U P M O S . 

SÍD embargo, considerarnos qua esta circunstancia 
no es impedimento para defender nuestros derechos con 
meridiana claridad, porque es éste el único camino para 
fiutdaj sobre bases firmes acuerdos perdurables entre 
ambas naciones. A este respecto' consideramos qeo es 
imprescindible la defensa del principio bicceánico en 
<:» alcance integral, en todas las negociaciones, para su 
inclusión en el testo final de cualquier posible tratado. 

María Cristina Guzmán. — Alejandro Soten 
Ballesteros. Reinaldo Pastoi Gutiérrez. 
— IveUse ¡Ida Falciont da Bravo. — rJ¿'J-
tor G. Debalh - Ricardo R. Baleara. — 
Amado Mtamimno. —• ]uan Antonio Díaz 
Lscam. 

—A !a Comisión de Relaciones Exteriores y 
Culto. 


